INDICE ALFABÉTICO 



ÍJ LIS MATERIAS COSTES II» AS F.\ ESTE T « M" Wll 



A 

Absolución. — Véase : ¡*rocc#ado. 

Acción. — seguida personalmente contra la rinda, no hace parto 

del juicio testamentario «leí marido. Página 27S. 
Acción. — Véase : Contrato. 
Acción directa. — Véase : lancheros. 
Arción cjmdiva. — Véase : Ejecución. 
Acción posesoria. — Véase : Ejecutado. 

Actuación. - - Este servicio, en las causas ante los juzgados de sec- 
ción y do los Territorios Nacionales, es gratuito para los liti- 
gante*. y »o puedo mandarse la liquidación y pago por ellos, 
de los honorarios del Secretario, aun nombrado ad hoc. 
Página 512. 

Aduana. — El reclamo Sobre merca lerías embargadas por la Aduana 
en uso de atribuciones conferidas por las ordenanzas, dele 
ser interpuesto ante la misma Aduana, y no traído direc- 
tamente á los tribunales federales. Página 29G. 

Aduana. — No procede la vía contenciosa contra las resoluciones de 
la Aduana, sobro clasificación do las mercaderías sujetas á 
tarifa. Página 402 

Afjramcion de ¡mía. — Véase : Pena. 

Apelante. — No puede fundar el recurso de nulidad, en el hecho de no 
haberse el apelado expedido en primera instancia, sobre el 

fondo del asunto. Página 438. 
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Apertura <í prueba. — Véuhe : l'ruebx. 
Auto de prueba. — No es apelable. Página IGi. 
Auto inapelable. — Lo es. el que confiere vista al Procurador tiscal. 
Página 101. 

Auto inapelable. — Lo es, el i|iie manda comparecer á las prtes al 
objeto .le la exhibición «leí contrato de sociedad, pedbla 
por el actor. Fagina 1G7. 

Auto iaapelablé.~ho es, el que manda ampliar el embargo y citar 
de remate. Página 325. 

Auto inapelable.— Lo es, el que resuelve sobre reculación de honora- 
rios. Página 402. 

II 

¡toncos nacionales garantidos, — La ley de ellos, no es aplicable á 
los ijue han quedado desligados de ella, y las moratorias 
concedidas á aquellos por el .luez de Comercio, impone la 
suspensión de las ejecuciones. Página 315. 

Bienes de la mujer. — No se considera de propiedad de la mujer, el 
inmueble comprado por elia durante el matrimonio cuando 
en la escritura de compra no se ha expresado que esta 
se ha hecho *>n dinero de la misma, y el modo cómo 
los ha adquirido. Página 270. 

Huta. — Puede concederse el pase á la de institución de un objeto in 
jHtriibw iiifidelium. dejando á salvo los derechos de la 
Nación sobro patronato, y demás que emanan de la Cons- 
titución y las leyes. Página 441. 

Buque. — El encargado de remover y deshacer un buque encallado, y 
depositar sus restos, que no ha cumplido con esta última 
obligación, debe resarcir al dueño los daños y perjuicios. 
Página 171. 

C 

Cesión de crédito. —La venta de un inmueble con hipoteca, no im- 
porta respecto de esta, una cesión de crédito. Página 188. 

Comisión de garantía.— Para establecer que esté ella comprendida 
en la de corretage y venta, no es necesario que esto se 
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exprese textualmente en las cuentas; basta que resulte Je 
las eircustancías ile la causa. Página lli). 

Comisa. — Caen en él. las mercancías que «le la verificación del 
despacho resultan de una especie distinta de lo declarado* 
sujeta á derechos mayores. Página 211. 

Comiso, — Caen en él, las aiercuderias traídas indebidamente en cali- 
dad de equipo ge, y no manifestadas. Página 302. 

Comiso, — Tintándose de mercaderías sustraídas de la Aduana, dehe 
lijante separadamente el valor do ellas según tarifa, y el 
importe de los derechos. Página 411. 

Comiso. — En el caso del sumario anterior, la liquidación del valor 
de los derechos y el di* loe mercaderías, debe hacerse con 
arreglo a la dlsj sicion vigente en la fecha de la declara- 
ción del comiso. Página 411. 

Competen™. — Promovida I» cuestión pór declinatoria, no os lícito 
promoverla por inhibitoria. Página 71. 

ComptíenaOi — Véase : Cesión 'ir Crédito; Jüüio de Quiebra; Justicia 
Pedtral; Suprema Cork. 

Contrabando. -— Ln repartición policial no tiene personería para in- 
tervenir en la causa sobro un oontríwamlo aprehendido y 
denunciado por agentes de la misma. Pagina 5. 

Contrabando — El carrero qiie lo oouduoo conscientemente, incurre 
en una milita igual ni valor do 61. Página 1HS 

Contrato. — No existe, ni tampoco acoion pira pedir su cumplimiento, 
si no se prueba la existencia del acuerdo de voluntades 
sobre los extremos esenciales de él. Página 2ó7. 

(losit hipotecada. — Véase: Ten er poseedor. 

Costas» — No habiendo condenación en ellas, los honorarios de perito 
nombrado para una avaluación, detten ser satisfechos por 
las partes, por mitad. Página 187. 

Cuenta corriente. — Véase: locución. 

ii 

¡laño. — El causado por incendio debido á culpa de los agentes de 
los demandados, es de cargo de éstos solidariamente. Pá- 
gi.ia 14. 

Daños y perjuicios. — Véase: ¡inanes. 
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Declinatoria — Véase: Comjtctenria. 

Delito. — Xo probado. debe declararse libre de toda culpa al proce- 
sado.— Página 4G7. 
Depositario judrial. — Véase : Honorarios. 
Derecho de retención. — Véase : Retención , 

Deserción de recurso. — No expresándose Iob ngravios dentro del 
término legal, del*« declararse desierto oí recurso á la pri- 
mera rebeldía acusada por el apelado. Página 210. 

Deserción de recurso. — De1»e declararte, no mejorándose, á ta pri- 
mera rebeldía que se acuse por el apelado. Páginas 353. 
494. 506 y ">H 

Deserción de recurso, — No impide la declaración de ella, la mejora 
hecha después de vencido el termino legal, y de acusada 
rebeldía por el «peludo. Página 354. 

DiHgéncim judiciales. — Las encargadas por los jueoes nacionales, 
deUm ser cumplidas por las autoridades á quienes se co- 
meten. Pagina 2u3. 

Dobles derechos.— Procede la imposición de ellos, en la falsa ma- 
nifestación, aunque se sostenga que fue un error inocente. 
Siempre que este haya undulo pasar desapercibido. Pá- 
gina ;577. 

E 

Ejecución. — No procede contra la Provincia de liuenos Aires, por 
letras no suscritas por el tbdiernador de la misma, y firnn- 
das por personas cjie no consta si se h illan autorizadas 
para hacerlo. Página 12. 

Ejecución. — Xo la (raen aparejada contra el Gobierno do la Provincia 
de Rueños Aires, las letras que no ¿»e hallan suscritas por 
el Goliernador de la misma, ni consta que las |*ersonasque 
las tirmuron. se hallan autorizadas ¡wra hacerlo, con arre- 
glo á las leyes de la Provincia. Página 17S. 

Ejecución. — No prooede por el saldo de una cuenta corriente que i.o 
ha sido cenada. Página 201. 

Ejecutado. — Puede hacer valer su oposición al embargo solamente 
por via de excepción on el mi* rao juicio ejecutivo, y no por 
via de acción 'posesoria. Página G8. 
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Eipropiacion. — Km la indemnización debe atenderse al valor intrin 
seco del terreno expropiado, y á sus condiciones especiales 
do ubicación, y no tenerse en cuenta, como motivo de va- 
lorización, concesiones posteriores á la ley que autorizó la 
expropiación. Página SC. 

Expropiación.— -No deben tenerse en cuenta las onngenaciones de 
terrenos que no son análogos al expropiado, ni las ofertas 
que se dicen hechas por el expropiante por la totalidad de 
los terrenos de que los expropiados hacen parto, sino las 
venias de terrenos inmediatos hechas en época aproximada 
á la lecha de la ocupación. Página 80. 

Expropiación. — Kl mucho tiempo transcurrido desde que se tasó la 
finca u expropiarse, autoriza una nueva tasación. Páginas 
120 y 301. 

Erropincion. — Para fijar el precio hay que atender al mérito de las 
informaciones periciales, y al precio asignado atérrenos en 
condiciones análogas. Páginas 137 y T>02. 

Expropiación. - Para lijar el precio de terrenos, debe atender-e á 
sus condiciones y al valor asignado á terrenos de condicio- 
nes análogas. Página 21 S. 

Expropiación. — No piocede la indemnización por perjuicios, cuando 
no resulta que la expropiación los irrogue. Página 213. 

Expropiación. — Siendo equitativo el precio asignado por la senten- 
cia de primera instancia, debe confirmarse en esa parte, 
y ampliarse la suma fijada como indemnización de perjui 
cios por los que no han sido debidamente apreciados. Pági- 
nas 328 y 388. 

Expropiación. — Cuando no aparece debida otra indemnización, solo 
debe pagarse el precio del terreno expropiado, con más \< r. 
intereses desde el diade la ocupación, déla diferencia entre 
la suma regulada y la consignada por el expropiante. Pá- 
gii.a 424. 

Expropiación. — Kl precio de ella debe ser equitativo, debiendo in- 
demnizarse los perjuicios, é impedir los que no se indem- 
nicen, con la construcción de las obras necesarias. Pági- 
na 427. 
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Expropiación. — El precio y los perjuicios procedentes de ella, deben 
fijarse en la suma qus se estime ser suficiente indemniia- 
cion. Página 432. 

Expropiación. — Deben confirmarse las avaluaciones equitativas. Pági- 
na 408. 

F 

Ferrocarriles. — Cuando diferentes empresas proceden en combina- 
ción, y se expide un solo comprobante per el trasporte de la 
carga por el trayecto de sus líneas, el viaje se considera 
continuo, y las diversas empresas se consideran como una 
sola á los efectos de la responsabilidad para con el dueño 
de la carga. Página 17!). 

Fermwrdes Nacionales. — Véase: Impuestos municipales. 

Fuero. — Véase ; Socios. 

Suero Naeionát. — No pertenecen ó sí, por razón de la materia, la» 
cuestiones sohre contratos «le trasporte, aunque hayan sido 
celebrados con empresas de ferrocarriles nacionales. Pági- 
na 265. 

G 

Gananriaks. — Véase : Bienes de bt mujer. 
Garantía. — Véase: Comisión de 'jarantia. 

II 

Hechos. — No probados los de la demanda, debe estarse á lo que 
reconoce el demandado. Págiuu 115. 

Honorarios. — Consentido el auto por el cuaí se declaran á cargo 
del actor, los honorarios del depositario judicial, y se uegó la 
retención de la cosa depositada, i:o puede pretenderse el 
pago de dichos honorarios contra el demandado, duefio de 
la cosa. Página 58. 

Honorarios. — Las regulaciones de ellos, deben hacerse en moneda 
nacional, y es nula la <|iie se haga on otra moneda. Pági- 
na 386. 

Honorario». — Véase : Acto inapelable ; // Costa». 
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I 

Impwstos internos, — Véase: Justicia federal. 

Impuestos mnkipaito. — El articulo 65 de la ley de 1872, la cual debe 
entenderse derogada por la ley de 24 de Noviembre de 1891, 
que declara exentas de impuestos nacionales las propiedades, 
muebles é inmuebles, que sirvan al tráfico de los ferrocarri- 
les nacionales, no comprende los impuestos municipales, y 
la resolución de los tribunales locales mandándolos pagar, 
no es recurrible para ante la Suprema Corte. Página Í6¿. 

Incendio. — Véase : Daño. 

Indnnnuacion. — Véase : Expropiación. 

Inhibición general.— í$o es una medida autorizada perlas leyes que 
rigen los procedí mientes ante los tribunales rederales. Pá- 
gina 135. 

Inhibitoria. — Véase: Competencia. 

Interdicto de retener. — No dá derecho á él, la posesión precaria, ni 
es acto material de perturbación el haber llamado al ocupan- 
te á pagar arrendamiento. Página 3'J2. 

Intrrcewion m juicio. — Todo el que tenga un interés legitimo que 
hacer valer en la causa pendiente entre otras personas, puede 
intervenir en ella. Página 135. 

J 

Jueces suplente. —Cesan en el conocimiento de la causa al concluir 
el año judicial para que fueron nombrados; y no siendo 
reelectos para el año siguiente, los autos deben pasar al con- 
juez respectivo. Página 381. 

Juicio de quiebra. — Atrae sin iistincion, todas las acciones civiles, 
activas y pasivas del fallido, en que obre como demandado 
ó demandante. Página 141. 

Juicio testamentario. — Véase: Acción* 

Jurisdicción nacional.— En las causas regidas por la Constitución, 
leyes 6 tratados del Congreso, es privativa y excluyente de 
la de los tribunales do Provincia. Página 232. 
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Jurisdicción nacional. — Es privativa y excluyen te en las cuestiones - 
que dimanan de act03 y operaciones del Banco Nacional ; y 
no puede ser prorrogada. Página 232. 

Justicia federal. — No corresponde al conocimiento de ella la cansa 
entre dos ciudadanos domiciliados en la Capital. Página 105. 

Justicia federal. — El auto declarando la incompetencia de ella, no es 
nulo por haber sido dictado sin audiencia de parte. Página 222. 

Justicial federal. — Ks incompetente en causa entre extranjero y ar- 
gentino, cuando los dos residen en el extranjero, y el contra- 
to que funda la demanda no lia sido celebrado ni debe tener 
ejecución en la República. Página 222. 

Jusliciafhlcral.~\éAne: Aduana; Fuero nacional ; Juicio de quic* 
bra; Jurisdicción Nacional ; Socios. 

Justicia federal. — Corresponde á ella entender en las causas sobie 
imposición de pena por contravención á la ley de impues- 
tos internos. Páginas 447 y Ó07. 

Justicia federal. — La demanda por dáfios y perjuicios procedentes de 
la falta de cumplimiento de un boleto de venta trasferido ni 
actor, se halla comprendida en la disposioibu del artículo 8* 
de la ley de 11 de Setiembre do 1863, sobre jurisdicción y 
<•oi.ipetei.cia de los tribunales federales. Página 186. 

L 

Lunchage. — 'So dan derecho á resistir el pago de él, las faltas no 
reclamadas y verificadas en tiempo, que además aparecen 
inverosímiles. Página 320. 

LancJteros. — Los encargados por los aírente* del buque, de la descarga 
de las mercancías, tienen el derecho de cobrar directamente 
i los dueños de estos, el precio de uso, cuando en los 
conocimientos exista la cláusula de que la descarga «¡efec- 
tuaría por el capitán, por los medios que juzgara conve- 
nientes. Página 320 

Ley electoral. — Es el Congreso, y no el poder judicial, el que puede 
juzgar la eficacia 6 ineficacia de la insaculación de las mesas 
inserí ptoras de votos. Página 101. 
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Ley electoral. — En Ins causas suscitadas con motivo de ella, no 
puede obligarse á las partes á reponer el papel sellado. 
Página 101. 

Ley electoral. — El poder judicial S41o puede conocer de las i n frac 
ciones que se definen como delitos. Página 191. 

Ley electoral. — Kl conocimiento de haberse elevado y aceptado la 
renuncia del alcalde que debía presidir la mena inscriptora 
de votos, no justifica en sí la inasistencia de loa miembros 
de ella, y no les exime de pena por esta falta. Página 513. 

Ley electoral. — La infracción de ella, constituye un delito publico. 

cuyo juicio doto seguir, aunque el acusador particular de- 
sista de la acusación. Página -VJ4. 

Ley electoral. — La resolución por la cual la mayoría de la mesa 
inscriptora de votos dispone ojie so haga la inscripción de 
cada una de los partióos concurrentes al acto, fijando un 
turno, no es contraria ú la ley nacional de elecciones, cuando 
no resulta que se haya diotado para obstruir la inscripción. 
Página 524. 

Ley electoral. — Víase: Snpremi Corte. 

Locación. — Desocupólo y puesto al terreno á disposición del loca- 
dor pportüna y debidamente, el locatario no está obligado 
á hacer entrega d¿ 61. ni á pagar arriendos ulteriores, ni 
tampoco lo¡j deterioros <jue no se pruebe haber existido untes 
de la desocupación. Página 110. 

M 

Ministcno fiscal — En los procesos criminales delie dársele inter- 
vención desde su principio. Página 457. 
Ministerio fiscal. — Véase: Pena. 
Moratorias.— Véase: Huncos nacionales garantidos. 

N 

Nalidid.— E;i linio oí anta de deulojo Jiohdo sin previa citación 

y audiencia del demandado. Página 481. 
Nulidad. — Véase: Apelante; Justicia federal; Proceso; Recurso de 

nulidad. 
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O 

Obligación de hacer. — Se presume cumplida la referente á ciertas 
reparaciones en una finca, que resultan haber sido hechas 
sin demostrarse que lo hayan sido de un modo irregular. 
Página 81. 

P 

Ptipfl sellado. — Véase : Ley electoral. 

pena. — Ija sustracción de cartas ron valores declarados, cometida 
en la oficina de correos, os jienadu con cinco años de 
trabajos forzados, menos la mita-I del tiempo de detención 
sufiida, y con la inhabilitación para ejercer cargos públi- 
cos. Pagina 2S9. 

Pena. — Consentida por el ministerio Bacal la sentencia de 1' Ins- 
tancia, la pena impuesta por ella no puede ser agravada. 
Página 338. 

Plazo.— Debe confirmarse el término de treinta dias lijado por el Juez 
para el pago de una deuda sin plazo, cuando ha transcu- 
rrido mucho tiempo desde la interposición de la demanda. 
Página 131. 

Policía. — Véase : Contrabatid?* 

Poseedor. — Fá «le mueblíes ágenos «pie los ha enajenado sin derecho, 
debe abonar al propietario 6 á su heredero, el valor «pie 
se le h> en juicio sexuado, si no convinieren en determinarlo 
de común acuerdo. Página 334, 

Posesión precaria.— Véase: Interdicto de retener. 

Procesado. — No probada su culpabilidad, debe ser nbsuelto Pá- 
gina 100. 

Proceso. — Es indo e! seguido contra uno, siendo varios los sindi- 
. cados do c-:lp.ibilid-id, y deba r*»pon»»rse al estado de su- 
mario para que se instruya de nuevo haciéndolo extensivo 
á todos los culpables. Página 14. 

Procesos criminales. — En ellos, no pueden admitirse las diligen- 
cias de prueba pedidas después del término, ni prorogarse 
el lijado por la ley, para alegar. Página 350. 
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Prueba. — Cuando demandante y demandado se fundan en la ine- 
jecución del contrato, uno para pedir su rescisión y otro 
la indemnización de perjuicios, es indispensable abrir la 
causa á prueba para averiguar por culpa de quien dejó de 
llorarse a efecto el contrato. Página 14. 

Pntelxi. — No es necesario abrir á ella la causa, para condenar al cum- 
plimiento del contrato, á aquel que confiesa que lia figurado 
como contratanto por convenio expreso entre ambas partes, 
áunqueéh realidad ora solo fiador de una de ellas. Pagina 373. 

Prueba. — Véase: Auto de, prueba; Icstigos. 

R 

Recurso ante la Corte. — Vfcise : Suprema Corte. 
Recu rso de nulidad.— ijebe rechazarse, no apareciendo causa legal 
de las que por derecho anulan las actuaciones. Página 173. 
Recurso de nulidad. — Véase : Apelante. 

Recurso de réchiotu— No es admisible cuando no se han violado ni 
omitido las formas y las solemnidades esenciales á iu vali- 
dez del juicio. Página 302. 

Recurso de hecho. — En ellos, el informe que ordena la Suprema Corte, 
debo expedirse con la relación de los antecedentes, y r o 
remitiendo meramente los autos. Página 277. 

Regulaciones de honorarios. — Véase : Honorarios. 

Repartición policial. — Véase : Contrabando. 

Reposición. — es susceptible de ella, la resolución que causa eje- 
cutoria. Página IOS. 
Rescisión. — Véase: Recurso de rescisión. 
Responsabilidad. — Véase: terrocarrites. 

Retención. — Depositindose en garantía la suma por la cual se ejerce 
el derecho de retención, debe ordenarse la entrega de la 
cosa retenida. Página -177. 

s 

¿ientenciade remate.— En apelable. Página 130. 
Sociedad. — Véase: Auto im¡>elablc. 

¿ocio». — Los en participación, no son solidarios ai han expresado 
la participación que toman en la sociedad. Página 14. 
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Socios. — Ellos, entre sí, 6 eu sus contestaciones con la Sociedad, 
por actos a obligaciones derivadas del contrato social, tie- 
nen el fuero del lugar donde la Sociedad tiene an asiento, 
con exclusión del fuero federal por razón de las personas. 
Página C5. 

Solidaridad. — Xéase: Daño; Socios. 

Superintendencia. — Véase: Suprema Corte. 

Suprema Corte. — Corresponde al cono simiente originario de ella, la 
causa civil entre una provincia y el vecino que resulta ha- 
ber tenido y tener su domicilio real en la capital federal, 
no existiendo en el contrato que origina la controversia, 
cláusula alguna pío la haga de competencia especial de 
los tribunales locales. Página 24. 

Suprema Corte. — No proce la el recurso para ante ella, de resolu- 
ciones de los tribunales ordinarios que no sean definitivas, 
y no tengan relación inmediata con cuestión alguna de inter- 
pretación de la constitución nacional, palidez de las leyes o 
tratados nacionales. Página 50 y 73. 

Suprema Corte. — Corresponde at conocimiento originario do ella, la 
demanda de nulidad de una venta hecha y ejecutada dentro 
de los límites jurisdiccionales de la república, interpuesta 
por un Ministro diplomático. Página 248. 

Suprema Corte —No ejerce superintendencia en lo que so refiere á 
los juicios i!o tacllas seguido ante los jueces federales, contra 
la inscripción de ciudadanos en el Registro ('meo. Pá- 
gina 264. 

Suprema Corte. — No puede conocer en los reclamos sobre inscripción 
en el Registro Cívico como Tribunal de Apelación, sin la pré- 
vía interposición de los recursos lépales. Página 264. 

Suprema Corle. — No procede para ante ella, el recurso previsto por 
el artículo 14 de la ley de 14 de setiembre de 1803, sobre 
jurisdicción de los tribunales nacionales, mientras no exista 
pronunciamiento de los tribunales locales sobre la cuestión 
que puede motivarlo. — Página 274. 

Suprema Corte. — No puede conocer en las causas traídas por re- 
curso de apelación, mientras la resolución apelada no haya sido 
notificada á todos loa interesados, en forma legal. Página 288. 
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Suprema Corte— No puede conocer por demanda originaria, en el 
cano do un particular contra una municipalidad. Página 307. 

Suprema Corte — N<i pueile conocer directamente de una queja que 
no viene por recurso de apelación. Páginas 483 y 492. 

$upr$m<* Corte. — Véase : Impuestos municipales. 

Suspensión de ejecución. — Véase: Bancos nacionales garantidos. 

Sustracción de cartas.— Véase: Pena. 

Sustracción de valores. — Verificado el cargo de la entrega de una 
suma en timbres postalos, ni jefe de la oficina de timbres, 
la falla de parte de dicha suma, constituye el delito pre- 
visto y penado porelart. 80 déla ley criminal nacional, 
de 14 de setiembre de 18G3. Página 338. 

T 

Tasación. — Véase : Expropiación . 

Tercer poseedor. — El de la cosa hipotecada, no verificado el pago por 
el deudor dentro de tres «lías, debe abonar la deuda 6 aban- 
donar la (íosa. Página 1U9. 

Testigos.— La parte que debió presentarlo*, no puede exigir, después 
de vencido el término probatorio, que se les cite por no 
haberlos po.iJo presentar el día señalado. Página 35G. 

Testigos. — La prueba de ellos, pedida y urgida dentro del término 
debe ser recibida después de 61. Páginas 370 y 495. 

Titulo ejecutivo. — Véase: Ejecución. 

Transporte. — Véase : Ferrocarriles. 

V 

Valores declarados.— Véase: Pena. 
Via contenciosa. — Véase : Aduana. 
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FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

|>É JUSTICIA XAC10SAL 
GOÜ u itBWcmx 1)6 SUS uksI'Ki:tivas OAUSAS 



A.ÑO 1891 

iC'WlfÍHWM'IOMl 



CAUSA CCCLXXIX 



Contra Francisco Mas, por contr^mló i sobre personería. 



Sumario.-** repartición policial no tiene personería 
para intervenir en la « nasa sobre un contrabando apre- 
hendido y denunciado por agentes de la misma. 



HOJA COMPLEMENTARIA 



Esta hoja compíemeuTana se aicusvrra a los efecros d* permitir 
la bóiqueia por pa sm a d eolio del Vohunea 




Ootittc HrrnFiMA np. ,ín=mtrA r>ir t.a ^Afiiorc 

a cruz lisa. ¿jttKf?tiaf> 



FALLOS DE i.a SUPREMA CQRTE 

Caso. — Lo explica la siguiente nota: 

Rueños Aires, Junio de 1891. 
Al SetlOt Administrador de Aduana de /a Capital. 

Eldia 24 del corriente, ¡i las doce de la noche, los agen- 
tes de facción déla sección V', detuvieron á los conduc- 
tores de un carro, por cont raven ir las disposiciones 
policiales vigentes, que prohiben el tránsito fuera délas 
horas regulares de trabajo; y habiéndolos conducido á la 
Comisaría respectiva, después de interrogarlos, se descu- 
brió que se trataba de un Contrabando de tabaco de Babia, 
verilijado de la siguiente manera: 

El individuo Francisco Mus, que tiene en sociedad con 
su hermano Pedro Mas. el negoció de eigarerría que lleva 
el nombre «La Meridiana»), sito en la calle Victoria 667, 
habiendo tenido conocimiento de un cargamento de tabaco 
conducido por el vapor «Clide». y consignado á la razón 
social de esta plaza, Francisco Méndez y Cia M decidió 
comprarbi ¡i sus dueños que lo tenían en la Aduana, en los 
depósitos di* Catalinas, y en combinación con el patrón de 
la ballenera «Bamhiu». embarcaron los bultos que conte- 
nían el tabaco y los desembarcaron más tarde en San Fer- 
nando, de donde los hacían conducir en los carrosque han 
sido detenidos. 

Todo esto consta del sumario que en 30 f. útiles acom- 
paño á la presente, estando contestes las declaraciones de 
los principales autores. 

Han sido detenidos los dos carros que conducían los 
objetos de contrabando. 4 caballos y secuestrados 40 bul- 
tos conteniendo tabaco, todo lo que pongo á disposición 
del señor Administrador, á los efectos que haya lugar. 
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Los autores y cómplices de este contrabando lian violado 
los artículos 559; 5Ó0, 561 y 562 de las Ordenanzas de 
Aduana y se han hecho culpables, por consiguiente, de 
las penas estipuladas en las mismas, cuyo producido 
como lo establece el articulo 963, deberá sor adjudicado 
al descubridor del delito y aprehensor de la cosa, que en 
el presente caso es la Policía. Pido, pues, á Vd. que 
después de sentenciado con los trámites de estilo, el pre- 
sente delito, se sirva decretar, mandando entregar el 
resultado de las penas y inultas á la Policía de esta 
Capital. 

Debo manifestar á Vd. que el principal autor Francisco 
Mas, se encuentra detenido 6 instruyo el sumario res- 
pectivo para someterlo á la disposición del Juez compe- 
tente, por haber ofrecido 500 pesos á un empleado de este 
Departamento, á liu que silenciara el contrabando, co- 
metiendo así eJ delito de cohecho castigado por el Código 

Penal. 

Saludo á Vil. atentamente. 

Daniel J. DÓnováiu 



Hílenos Aires, Julio I" ji<? 1891. 

Al Se fior Adntí fiisi radar de la Aduana de ta Capital. 

Comunico á Vd. que he dado instrucciones al Asesor de 
este Departamento, doctor don Enrique de Salterain, para 
que, en representación de la Policía se presente como parte 
en el sumario que instruye esa Administración, con 
motivo del contrabando de tabaeo'que se consiguió des- 
. cubrir y aprehender el dia 24 del mes de junio próximo 
pasado. 
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En consecuencia, pido á Vd. que las resoluciones y 
demás decretos que recaigan en el mencionado expediente 
sean notificados al señor asesor. 

Saludo á Vd. atentamente. 

Daniel J. Dónovañ. % 



Buenos Aires, Julio 23 «l<- 1801. 

'Señor Juez FedcrqL 

Enrique >V- dfi Salteraiii, asesor de la Policía de la 
Capital, en el sumario instruido con motivo de un con- 
trabando de varios bultos de tabaco, denunciado y descu- 
bierto por empleados de la sección \\ como más baya 
lugar digo: 

Que elevad.» este sumario por el Jefe de Policía al 
Administrador de Aduana, me presenté ;i este funcionario, 
acompañado de una nota que oficialmente me fué pasada 
por mi superior, á efecto de que en mi carácter de 
representante legal del Departamento, se me tuviera por 
parteen este asunto, para poder tomar en él la interven- 
ción que pueda corresponderme en la oportunidad debida 
y según las leyes de la materia. 

Habiendo tenido conocimiento que esos documentos no 
se encuentran agregados al expediente por baberse traspa- 
pelado en las oficinas de la Aduana— vengo á pedir á 
V. S. que haciendo mérito del contenido de la nota 
corriente áfoja... pasada por el -lefc de Policía, se sirva 
tenerme por parte en este asunto, al solo efecto de que 
me sean notificadas las resoluciones definitivas que V.S, 
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tenga á bien dictar en «I, para lo cual doy por consti- 
tuid.» mi domicilio éli la calle Victoria 633. 
Será justicia etc., etc., 

Otrosí digo : qneS. s - se ha de servir también admitirme 
este escrito y demás que me vea necesitado á presentar 
en papel común, con cargo de reposición. 

Será también justicia. 

Enripie .1. de Saítemin. 



VISTA l is. Al. 

Uuciioa Uve*, ■•«fio :i " 1,0 

.%/><»' -/«es : 

N«. siendo parte en esta . ansa el señor Asesor de Policía, 
V. S. se ha de servir no hacer lugar ti loque se pide en .'1 
escrito «le que se me dá vista. 

./. A. Víate. 



I'itllo d««l ÜMé* Vvdvrttl 

Buenos \ir.'«. Agosto I • l «- 1891. 

Üe acuerdo con lo dictaminado por el Procurador liscal. 
no ha lügar á lo pedido por ■■! Asesor de Policía: y repón- 
ganse las hijas. 

Andrés Uganiza. 
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Auto del «lúe* Federal 

Rueños Silve». Agosto IT tic l&OI. 

Vistos y considerando: que tratándose en el presente 
raso de un delito de contrabando qjie comprometo interés 
fiscal, es el señor Procurador fiscal quien tiene exclusiva- 
mente personería para representará aquel ; en esta repre- 
sentación exclusiva lia sido reconocido de una manera 
uniforme é invariable en todos los casos de idéntica natu- 
rale/.a. hasta la finalización de la causa: que aun en la 
hipótesis de que el denunciante ó descubridor del contra- 
bando pudiera tener alguna intervención en estos autos, 
ella ile Iodos modos, no correspondería al señor Asesor 
de Policía, pues ésta no es persplía ó entendad jurídica 
sino simple repartición administrativa, y por lo tanto, no 
podría reclamar una personería propia é independiente, 
como la que quiere ejercer el recurrente: que por esta 
misma razón, la Policía como tal no puede atribuirse el 
carácter dé denunciadora ó descubridora, en cuyo título 
funda la petición denegada por el auto de foja V.) vta. 
sinó individualmente y á nombre propio, las personas que 
efectivamente hubieran descubierto ó denunciado él hecho; 
que el artículo .",;{ délas Ordenanzas concede el valor del 
decomiso, encaso de contrabando, al descubridor perso- 
nalmente, y no á la repartición ¡i quien pertenecen, etc. — : 
por lo que en todos los casos ha sido atribuido, no á la 
Aduana á que pertenezca el vista, guarda ó descubridor, 
sino á la persona misma que hizo el descubrimiento: 
por lo que. aun cuando la ley atribuya personería al 
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denunciante, no correspondería ésta al Asesor de Policía, 
sino á los vigilantes ó empleados que practicaron el des- 
cubrimiento y captura del contrabando, á quienes, de 
acuerdo con el artículo citado, pertenecería también el 
importe pecuniario de la inulta á imponer. 

Por estas consideraciones, y de conformidad á lo pedido 
por el señor Procurador Fiscal, no lia tugar á la revoca- 
toria solicitada, y concédese en relación el recurso inter- 
puesto, debiendo elevarse ron oficio los autos ante la 
Suprema Corte, previa reposición «le los sellos; y notifí- 
qtiese con el original. 



Vistos: No afectando esta causa intereses de la repar- 
tición policial, como tal. sino individualmente á los agen- 
tes que aprehendieron y denunciaron el contrabando á 
que ella se refiere, se confirma con costas el auto apelado 
de foja vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 



Anitre» Uyarríza. 



■•alio de I» < orte Superna 



Buenos \ i !*»■>, Noviembre 24 de 1801. 



Benjamín Víctorica. — G- S. dk 

LA TolUtK. — AltKL MAZAN . — 

Luis Saknz PeSa. 
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f>. Julio Dwwud contra el Gobierno de la Provincia de 

Buenos Aires, sobro cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario.— yo procede la ejecución contra la Provincia 
de Buenos Aires por letras no suscritas por el Gobernador 
déla misma, y firmadas por personas que no consta si 
se hallan autorizadas para hacerlo. 



rallo iív la Suprema Corte 



Rúenos Aires, Noviembre 24 ile 1891. 

Dándose por arredilado que el demandante es ciu- 
dadano francés, pero teniendo un consideración que las 
letras que sirven de base á la presente ejecución, impor- 
tan documentos de obligación, contra el Gobierno de la 
Provinciade Buenos Aires, y que ellas no se hallan suscritas 
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porel Gobernador de «lidia Provincia, ni consta que las 
personas que las firman se hallan autorizadas para ha- 
cerlo, con arreglo ¡i las leves de la misma: No ha 
lujjar. 

Benjamín Vhtoiiica. — C. S. i>e 

LA TORUE. — AUFX Ba/AN.— 
Luis Svknz Peña. 
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Lim eras hermanos, contra don Juan t\ lionnesserre y don 
Pedro Fuentes; sóbré cobro de pesos y rescisión de 
contrató. 



Sumario.— 1: Los socios en participación no son soli- 
darios si han expresado la participación que toman en 
la sociedad. 

Kl daño causado por incendio debido á culpa de 
los agentes dé los demandados* es de cargó de éstos 
solidariamente. 

3*. Tuandu demandante y demandado se fundan en la 
inejecución del contrato, uno para pedir su rescisión y 
otro la indemnización de perjuicios, es indispensable 
abrir la causa á prueba para averiguar .por culpa de 
quién dejó de llevarse á efecto el contrato. 



Caso. — Lo explica el 
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Fallo iU Í «In*»* ral 



Buenos Aiit>, Mayo 10 .le \H',M). 

Vistos: estos aillos promovidos por los señores Lloverás 
hermanos, contra don Juan O. Bonuessere y don Pedro 
Fuentes, sobre cumplimiento de un contrato, de los cua- 
les resulta : 

Primero: Que con fecha seis de Abril de mil ochocien- 
tos ochenta y ocho, las personas nombradas celebraron 
el contrato exhibido por los demandantes ¡i foja K en 
virtud del cual, ellos por una parte vendían «i Bonnes- 
serre y Fuentes, mancomunados por otra, mil toneladas 
mas ó menos de alfalfa enfardada existente en el Esta- 
blecimiento de « Chucul » con excepción de pastos podrí- 
dos y averiados, por el precio de once pesos moneda 
nacional legal cada mil kilos, la cual fué revisada por 
los compradores declarándose conformes. 

Segundo: Que no habiendo recibido éstos, sino una 
mínima parte del pasto, menos de cien toneladas, dedu- 
jeron Lloverás hermanos, la demanda de foja 3, para 
que se condene solidariamente ¡í los compradores, pri- 
mero á recibir el pasto y pagar el precio estipulado, con 
los intereses, del que resulta existir eu el Establecimiento 
antes nombrado, debiendo pesarse previamente por 
cuenta y riesgo de ellos; segundo, apagar el importe 
de dos parvas leí pasto vendido, conteniendo ambas 
ochenta toneladas próximamente, que se dice fueron 
incendiadas por descuido de los peones de los demanda- 
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dos, cuyo incendio principió por los laníos hechos ya 
por dichos peones. 

Tercero: Que él demandado Fuentes ha contestado á 
foja 57, manifestando categóricamente no poder cumplir 
el contrato celebrado con los achires en la parle que ú 
él le correspondía, que era la mitad, por haber resultado 
inexacto el antecedente suministrado por éstos, de que 
el Ferrocarril recibía pastos en wagones descubiertos, por 
cuya causa había gastado una ingente suma de dinero, 
lo que le había colocado en la imposibilidad dé llevar 
á debido término la negociación en la parte que á él 
le correspondía, pidiendo en consecuencia la rescisión 
del contrato. 

Cuarto: Que Bonnesserre sostiene á su turno que era 
inexacto se hubiere negado á recibir el pasto que á él 
le pertenecía según el contrato: y que la dificultad 
había surgido por haber pretendido los demandantes 
obligarlo ¿i recibir y pagar todo el pasto, siendo asi que 
sólo había comprado la mitad, de modo que la cuestión 
que debía resolverse es. si el boleto presentado entraña 
solidaridad ó es una mancomunidad simple; qué el pasto 
entregado no lo lia sido ¡i uno ó pagado por uno, sino 
que cada cual ha pagado su parte, recibiendo su docü- 
mentode descargo, como se acredita por los recibos de 
foja 80 á foja 62, de modo que si no se. ha cumplido el 
contrato en la parte que á él le afecta, es por culpa 
exclusiva de los vendedores, (pie han pretendido extender 
arbitrariamente las obligaciones que á él le incumbían. 

Que á su vez estaría en su perfecto derecho para 
demandarlos por la entrega del pasto con los danos é 
intereses; pero como esa entrega tardía es inadmisible, 
no solo porque el pasto estando al aire libre, se ha des- 
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mejorado nofcablémente, sino también poique tendría 
lugar en una época «mi que están profundamente alte- 
radas las condiciones en que tuvo lugar la convención. 

Qué respecto ¡«I incendio no tiene para qué ocuparse, 
pues á estar ¡i la exposición del actor debió producirse 
cuando los peones trabajaban para el vendedor y no 
para el comprador, además de que el recibidor no puede 
responder de <.tra cosa que de la competencia de sus 
peones para la operación; pero no de otros netos buenos 
ó malos completamente extraños .i sus funciones. 

Que por otra parte, de su misma exposición, resultabaque 
la culpa principal recaía sobre los actores, pues debieron 
hospedar convenientemente á los peones fijándoles 
cocina, y no permitiéndoles viyir y cocinar en medio de 
las parvas, pues la más vulgar prudencia aconseja esas 
medidas. 

Y considerando: 

Primero : Que ante todo conviene determinar la natu- 
raleza .le la obligación contraída por los demandados 
para con los señores Lloverás hermanos, pues es un punto 
previo sustancial, del « nal depende la solución de la 
cuestión, dados los términos en que ha sido contestada 
la acción por cada uno de ios demandados. 

Segundo: ».»ue el contrato que es la ley para las partes 
conforme á lo dispuesto en el articulo 1 lí»7 del Código 
Civil, dice literalmente que Fuentes y Bonnesserre, man- 
comunados, convienen en celebrar el siguiente contrato, 
etc.; frase que no tiene otra interpretación, sino en ..¡ 
sentido «le que las partes han querido determinar la 
naturaleza y extensión de su obligación, desde que no es 
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permitido creer, porque seria contrario á las reglas de 
sana interpretación, que la palabra «mancomunados» ha 
si lo empleada arbitrariamente y sin significado deter- 
minado ( Ley 2*, título 33, partida 7*), cuando por otra 
parte la naturaleza de la prestación no hace necesaria- 
mente solidaria la obligación. 

Tercero: Que además, para que laohligacion sea soli- 
daria, es necesario que la solidaridad esté expresada por 
términos inequívocos, ya obligándose in solñ/tan, ó cada 
uno por el todo, ó el uno por los otros, ó que la ley lo 
declare expresamente así, según lo dispone el articulo 
701 del Código Civil, ninguna de cuyas circunstancias 
concurre en el presente caso. 

Cuarto: Que aunque se ha dicho inciden talmente, en 
el escrito de demanda, que la operación ha sido reali- 
zada en sociedad por los demandados y que son socios 
en la compra de pastos, hec hos que éstos han negado, 
dichas circunstancias no pueden ser tomadas en consi- 
deración para modificar las condiciones del contrato; 
la primera porque está en abierta oposición con el 
texto claro del boleto de compra-Venta, en el cual apa- 
recen contratando mancomunados, esto es, cada uno por 
su parte viril, vía segunda porque aunque hayan sido 
socios, para una ó más operaciones, esos mismos térmi- 
nos del boleto demuestran que no han entendido reali- 
zar en sociedad la que motiva esta cuestión, y A ellos 
y no á otros antecedentes, debe estarse para decidir 
el punto. 

Quinto: Que en las obligaciones simplemente manco- 
munadas, el crédito ó la deuda se divide en tantas par- 
tes iguales como acreedores ó deudores haya, si el título 
constitutivo de la obligAcion no ha establecido partes 
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desiguales entre los interesados, conforme á lo dispuesto 
en el articulo 691 del Código Civil, constituyendo cada 
parte una obligación distinta, de modo que á cada uno 
de los demandados sólo corresponde recibir la mitad del 

pasto contratado. 

Sexto: Que habiendo man i testado Fuentes encontrarse 
en la imposibilidad de cumplir el contrato en la parte 
(pie ¡i él le afecta, es el caso de aplicar la disposición 
contenida en el articulo 1430 (leí Código Civil, en virtud 
del cual, el vendedor tiene derecho ¡i cobrarle las costas 
de conservación, y las pérdidas é intereses, podiendo 
también depositar la esa vendida y demandar el pago 
del precio, pues la excusa alegada por Fuentes es inad- 
misible |»ara exonerarlo de toda responsabilidad legal 
desde que no ligara como condición del contrato, en el 
titulo constitutivo de la obligación, siendo por esta misma 
razón improcedente la prueba al respecto. 

Séptimo: Que por lo que respecta á lioiinesserre. éste 
manifiesta que siempre lia estado dispuesto á recibir la 
parte que a él le correspondía; pero que ahora la entrega 
es inadmisible, porque estando el pasto al aire se ha 
desmejorado notablemente y vendría á producirse en 
una época en «pie las condiciones de la convención 
resultarían profundamente alteradas. 

Octavo: Que si bien es cierto que con arreglo al arti- 
culo 1420 del Código antes citado, el comprador á quien 
no se le hace entrega de la cosa tiene derecho para 
disolver el contrato con los intereses de la demanda é 
indemnización .le perjuicios, ó demandar la entrega de 
la cosa, y el pago de éstos, para optar por el primer 
temperamento es indispensable constituir en mora al 

deudor. 
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Noveno: <¿ue lejosde cui«pHrse este requisito, Bonnes- 
serre ha pedido, poíno consta en él escrito tle foja 18, 
el pesaje y depósito ilel pasto, hasta que se resuelva la 
Cuestión Üfl si la Obligación os solidaria ó mancomu- 
nada, demostrando asi la intención de llevar adelante 
el contrato en la parte que le eorrcspoiidia, una vez 
resuelta dicha cuestión. 

Décimo: Que en cuanto al incendio que se dice COrt- 
suniió como ochenta toneladas dé pasto, suponiendo que 

los hechos se hayan producido como los rclieren los 
demandantes, ninguna responsabilidad incumhe á los 
demandados, pues los peones que lo produjeron, si bien 
trabajan por cuenta de éstos, no estaban bajó su depen- 
dencia sino bajo la do aquellos quienes, al recibirlos en 
su estiibleciniienUi, debieron adoptar todas las medidas 
que la prudencia aconseja para evitar accidentes de ésa 
naturaleza, siendo la relación de dependencia condición 
esencial de la responsabilidad, como se deduce de las 
disposiciones contenidas en los artículos 11 l;i y sig<|ien- 
t.-s del Código 0¡ vil. «S.- responde «leí daño que por 
talla de vigilancia ha causado un individuo de cuya 
dirección «*stá encargado», dice el articulo •"»(!, titulo (i*. 
partida 1". del Código Prusiano. Agregando en los 
artículos 60 al 65: «Por regla general el amo no res- 
ponde del daño eausado por sus criados, ¡V menos que 
haya podido impedirlo, etc.; y 16 mism» rige respecto 
de los obreros ó aprendices, revelando siempre la nece- 
sidad de la dependencia inmediata.» 

Por estos fundamentos fallo declarando, primero : 
Que las obligaciones contraidas por Fuentes y Boones- 
Serre en el contrato de foja 1\ son mancomunadas y 
no solidarias. 
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Segundo: Que en la parte coi-respondiente al primero, 
en la forma determinada del considerando número.., 
■Hieda rescindido, pudiendo los señores Lloverás herma- 
nos, demandar los gastos de conservación hasta la lecha, 
v la indemnización ile daños y perjuicios, ó bien á su 
elección depositar el pasto y demandar el pago del precio 
con sus intereses monitorios. 

Tercero: Que en la parte correspondiente á Bonnes- 
serre se cumpla el contrato, debiendo éste recibir el 
pasto que exista, en condiciones de recibo, hasta la 
cantidad de quinientas toneladas. 

i 'uarto: «Me los demandados «inedan absueltos del pago 
del pasto incendiado. 

Quinto: <\>ue las costas judiciales sean satisfechas en 
el orden causad... Repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tediii. 
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Bueno* Aiivs Noviembre -I '!<■ ISín. 

Vistos: Considerando: Qm- aun admitido el hecho 
de la existencia de la sociedad en participación que los 
demandantes suponen haber existido ó existir entre los 
demandados, ello no altera, con arreglo al artículo cua- 
trocientos cuarenta y nueve del Código de Comercio 
vigente ¡i la fecha de la demanda, «pie los propios 
demandantes invocan, ni al trescientos noventa y nueve 
del Código vigente, la responsabilidad meramente man- 
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enmunada y divisible de aquellos, pues según los artículos 
citados, la solidaridad entre los sócios en caso de socie- 
dad en participación y de una operación hecha en 
común, sólo existe cuando no se ha expresado la par- 
ticipación que cada uno toma en la última, requisito 
que aparece haberse llenado en el caso, declarando explí- 
citamente los demandados en el contrato que sirve de 
base á la demanda, que proceden á Verificarlo manco- 
niutiadamente, es decir, obligándose cada uno por sol 
su parte y porción viril. Por esto: seconlirma la sen- 
tencia apelada de foja ochenta y nueve en cuanto 
declara que la responsabilidad de los demandados en 
la negociación que da lugar á estos autos, no es soli- 
daria. 

Considerando en lo que respecta á la responsabili- 
dad por el valor del pasto quemado: que no se' ha 
denegado por los demandados el hecho aliñando por 
los demandantes, de que tal accidente tuvo lugar por 
hecho y culpa de los peones y agentes de los deman- 
dados, en la operación del en fardaje del pasto que se 
llevaba á cabo por cuenta y órden de estos últimos, y 
que es ole aplicación por tanto la disposición del articulo 
mil ciento trece del Código Civil, según la cual la 
obligación del que ha causado un daño se extiende ¡i 
los daños que causaren los que están bajo su depen- 
dencia ó por las cosas de que se sirve ó que tiene ¡i su 
cuidado. 

Por este fundamento: se revoca la sentencia apelada 
sobre este punto, y se declara que la responsabilidad 
del daño por razón del incendio referido, es de cargo de 
los demandados, los cuales deberán abonarlo solidaria- 
mente seguí; la prueba que se produzca sobre su valor. 
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Considerando finalmente en lo que respecta ¡i los 
daños y perjuicios y rescisión del contrato de foja pri- 
mera, reclamados respectivamente por los demandantes 
y demandado, don Juan C. Bonnesserre, por razón de 
la inejecución de dicho contrato: que j ara juzgar sobre 
una y otra de estas pretensiones y determinar la res- 
ponsabilidad que sobre cada una fté las partes pueda 
respectivamente pesar, ha sido y es indispensable averi- 
guar por culpa de cuál de ellas el contrato referido dejó 
de llevarse á efecto, y necesario por tanto, abrir la causa 
á prueba sobre tal punto; se resuelve dejar sin efecto» 
este respecto la sentencia apelada y que. conforme al 
articulo doscientos siete de la Ley de Proeedimicrtíos, se 
devuelvan los autos al Juzgado de su procedencia, á fin 
de que se cumpla aquel trámite-previo, y fecho se resuelva 
en oportunidad lo que sea de justicia, debiendo com- 
prenderse en esa resolución asi lo relativo al valor del 
daño por el incendio anteriormente aludido, como lo 
referente á la petición formulada por el demandado don 
Juan C. Bonnesserre, sobre devolución de las máquinas 
y demás enseres de su propiedad que dice le retienen 
los demandantes. Repónganse los sellos. 

Benjamín Victomca. — C- S. dé 

LA ToRBK. — A.BEL RAZAN. — 

Luis Saknz Peña. 
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pon JQ$é S. Gáyol, contra in Provincia de Gatáfftiirm, ¡mr 
templamiento de emúaryo, dañas t/ perjuicios; sobre 
rompetéñcia. 



s/tiH'/no.—i ¡or responde al conocimiento originario de 
la suprema Corte. la cu usa civil entre una provincia y el 
vecino que resulta haber tenido y tener su domicilio real 
en la Capital Federal, no existiendo en el contrato que 
origina la controversia, cláusula álgiina que la haga de 
competencia especial de tos Tribunales Incales. 



Casó. — En 35 de Junio de 1888, don -losé S. Guyot, 
diciendo ser vecino de la Capital, demandó ante la Supre- 
ma forte á la Provincia de t'alamarca para que se la 
condenara al levantamiento de un embargó preventivo que 
su «¡oluerno había obtenido contra él, y al pago de los 
daños y perjuieios consiguientes, eqh las costas del juicio. 

Dijo : ({tie en 26 de Julio de 1887 ftíé comisionado por el 
«¿obierno de la Provincia de Cataniarca para vender 136 
leguas de campo pertenecientes á la Provincia, por el 
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precio de S 800 m ii. la legiva, acordándole mino remiir 
neración el excedente que pudiera obtener sobré ese precio. 

Que realizóla venta, dio cuenta de ella, fué aprobada 
ésta, y depositó en la Tesorería de la Provincia la suma 
do § 04.810 ni ii.. saldo que resultaba á favor del góbier- 
no. pues había este recibido ya $ 32.200 lii n. 

Que terminada asi su gestión, el nuevo Gobierno ¡i 
cargo del señor Dulce, so pretexto de que no Uábía ren- 
dido cuenta da los fondos recibidos, pidió y obttivo el 
embargo preventivo ante los Tribunales locales; de un 
dinero que tenia depositado en la Sucursal del Banco 
Nacional y de un establecimiento de campo de su propie: 
dad denominado la uAgiladita». 

Que siendo esto una injusticia, venia á demandar á 
la provincia üe Gata marca para que fuera condenada 
levantar dicho embargo, y ¿ indemnizarle los daños y per- 
juicios consiguientes. 

Dijo que la competencia de la Suprema Corte surgía pOr 
ser < ; l vecino de la Capital, comí) lo acreditaba su despa- 
cho de capitán de la Guardia Nacional de la Capital, y 
un poder que el señor don José Dulce !<• había otorgado, 
cuyos documentos acoiupau aba. y tratarse de demanda 
contra una provincia. 

La Suprema Corte mandó acredítasela competen- 
cia del fuero federal, y lo acreditó con la declaración de 
dos testigos, que depusieron ser el demandante domici- 
liado actualmente en la Capi tal. 

Conferido traslado, el doctor don Benjamín Basualdo, 
por la Provincia de Catamarón, dedujo declinatoria de 
jurisdicción, pidiendo que la Suprema Corte so, declarase 
incompetente, con costas al actor. 
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Dijo: que cuando un gobierno de provincia otorga comi- 
siones como la mencionada por Guyot, va necesariamente 
implícito el principio de soberanía, qué excluye el ejerci- 
cio de jurisdicciones extrañas, no teniendo en estos caso!* 
nada que ver la vecindad ni la calidad de extranjero 

Qué aun supuesto que se tratase de actos del Estado 
como persona jurídica, la Suprema Corte no es compe- 
tente para conocer en el asunto, desde que Guyol es veci- 
no de Cata marca, y en todo caso su doinicilo legal para 
dar cuenta del mandato sobre ventas de tierras fiscales 
es en Catamarca, que es el domicilio del contrato, yque 
debe reputarse. íStablecido para todo lo relativo á dicho 
mandato, como lo lia reconocido el misino Güyot que 
presentí» allí su rendición «le cuentas. 

(Jlioe! domicilio »ie Gnyót es Catamarca, donde llevó el 
animus vivendi, entregándose allí á trabajos y negocios, 
y adquiriendo propiedades, trasladando su familia y for- 
mando parte de sociedades comerciales. 

Qué el domicilio de Buenos Aires, indicado en el po- 
der del señor Dulce, y el enrolamiento en la guardia na- 
cional, no bastan á demostrar qm* su domicilio es aquí. 

Que aun suponiendo que Guyot residiera alternativa- 
mente en la Capital y en Catamarca. tendría que resolverse 
por la vecindad en esta última provincia; pues en ésta tie- 
nen propiedades raices, y mora la familia. (Causa 51. tomo 
1\ serie 2% fallos de la Suprema Corte». 

Queadeinás se trata de un juicio fenecido ante los tri- 
bunales de provincia, como es el en que el liscal déla 
provincia de Catamarca, reclamando cantidad de pesos, 
obtuvo el embargo cuyo levantamiento se pide en la de- 
manda. 

Que endiclio juicio el señor Guyot no dedííjó laexcep- 
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cipn ó contienda, por la incompetencia de ellos, por los 
medios (píe establece el articulo 45, título VI de la ley «le 
procedimientos; y que en tal caso radicado y fenecidoel jui- 
cio ante los tribunales provinciales, el señor Guyot no tiene 
.■o su mano resorte alguno legal para que la Suprema 
Corte pueda admitir ^ti demanda. (Inciso A", articulo 12¿ 
de la ley de jurisdicción y competencia». 

Qüc el casi» en cuestión no está coinpreiidtdp en ninguno 
de los incisos del articulo 14 de la recordada ley. cuyos 
incisos forman excepción al precitado artículo 12; y que 
por tanto no importa la distinta vecindad del señor < ¡uyot. 
bastando la sida disposición de lev contenida en dicho 
articule» 12 inciso 'i°.qur prohibe traer á la jurisdicción 
nacional por recurso alguno, las causas radicadas ante los 
tribunales de provincia de que np se ha deducido excepción 
declinatoria. 

Conferido traslado tU la excepción, «Ion IVdro Diana 
por don José S. (iuyot, pidió su rechazo con costas, y dijo: 

Que, contestando el primer párrafo «leí escrito en trasla- 
do, en el cual se quiere demostrar que el señor Guyot 
tiene su domicilio legal en la Provincia de Catamarca. 
puede afirmar que los extremos que la Constitución 
establece y todos los requisitos que señalan las leyes 
sobre justicia federal; se encuentran reunidos en el 
presente case», de modo que es la Suprema Corte laque 
está llamada á amparar los intereses de su representa- 
do, para que un gobierno dé provincia no pretenda arran- 
carlo de sus jueces naturales. 

Que la naturaleza de la comisión que el gobierno de la 
Provincia le encomendó practicar á su representado, no 
podía en manera alguna alterar el derecho para Ser juz- 
gado por la jurisdicción que le corresponde. 
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Qtte tíuyotera iih mandatario en «sa gestión, y tedien 
«lo como tiene domicilio real cu la Capital de la Kepii- 
blica, cualquier acción que se inte» tasé por causa de 
aquella, tenía que ser forzosamente entablad» ante los 
jueces del lugar de use domicilio, porque la acción que 
nace del mandato es una acción personal y debe dedu- 
cirse en t*l lugar donde se encuentra el domicilio del 
mandatario, y que I»» misino sucede con la rendición de 
cuentas, que es una consecuencia del mandato* 

Que el gobierno de Gatanuirca nunca lijó para su 
poderdante un domicilio especial, y la ley que rige los 
efectos jurídicos que entraña el domicilio no se puede 
cambiar según ei capricho de las partes; y no puede 
imponerse á Guyol una obligación que no aceptó y que 
jamás fué Convenida. 

<„Mie el hecho de haber rendido Guyol espontanea- 
mento la cuenta de que se trata en la provincia, no tie- 
ne la importancia que se le quiere atribuir, porque el 
mandatario cu perfecta armonía con el mandante, rinde 
su cuenta en uno ti otro lugar sin preocuparse del lucro 
que I»» corresponda, y no sucedo lo misino cuando id 
cumplimiento de esc debí ! se le pide por la via judicial, 
porque entóneos tiene derecho á ser j uzgado por los jue- 
ces establecidos por la ley. 

Que tampoco es exacto que el domicilio legal de Guyol 
sea cu la capital de «'alamarca. no existiendo ninguna 
•lelas presunciones de ley determinadas por el articulo 
90 del Código Civil. 

QlM 6S esta una cuestión de hecho y que el represen- 
tante de la provincia habrá querido sin duda referirse 
al domicilio especial, desde qiie i n voca una sentencia de 
la Suprema Corte que sin favorecer las pretensiones que 
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sostiene, revela ;¡ todas luces la insu lisist«;iiri;i de su 
argumentación. 

Que en ese juicio mitre Ifragueiro y la provincia de 
Kutt'tí Uios. las partes habían establecido en el contrato 
respectivo» qu<' las diferencias que se suscitasen en cuan- 
to sisu ejecución, serian resueltas por los tribu nales loca- 
les, C jando así u n puiito para la ejecución de sus obliga* 
cionen y la jurisdicción conipete.nte por acuerdo mutuo . 
mientras que (juyot no partí) coi) la provincia de Cata- 
marca un domicilio especial i ■ í renunció al bacerse cargo 
de la comisión que s»* le confiaba, á su verdadero do- 
micilio; y por tanto si la provincia quiere ejercitar contra 
el una acción personal, tiene que buscar el fuero que le 
corresponde. 

Que la Suprema Curte lia declarado algunas veces que. 
no todos los actos que ejecuta un gobierno de pro- 
vincia se encuentran sometidos á la resolución de la 
Corte ; pero que basta recordarla naturaleza de la comi- 
sión encomendada i\ «iuyot, para comprender que debe 
ella ejercitar su jurisdicción originaria y exclusiva, aun 
en virtud de la misma sentencia invocada por el adver- 
sario. 

Que la provincia de Caiaip-'va procedió como perso- 
na jurídica y que la Suprema Corte debe juzgar sus 
actOs CÍVÍÍ6s, sill que por esto sea violada ó menguada la 
soberanía de dieba provincia. 

Que la comisión conferida á (iuyot no era puramente 
administrativa, como dice el representante de la provin- 
cia, porque el gobierno creyó conveniente enajenar una 
gran área de campos y lo comisionó ¡i Guyot, que 
püdtí realizar esa venta en la Capital de la República; y 
que por tanto, no solo por el mandato celebrado, sino 
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también en cuanto á la enajenación que efectuaba, la 
provincia ejecutaba un acto verdaderamente civil. 

«Juesi los gobiernos de provincia pudieran alegar la 
naturaleza de las funciones administrativas en ejercicio 
de los actos de carácter civil, babría desaparecido una de 
las garantías más preciosas de la Constitución Na- 
cional. 

Invocó al respecto la opinión del Dr. Moreno en la 
página 351 ilesas obras jurídicas; dijo ijlíe la comisión 
conferida tí UuyQt no implicaba fatalmente la aceptación 
ile su domicilio en la ciudad de r-atamarca. como afirma 
el representante de la provincia, ya que el gobierno no 
podía imaginarse que. siendo necesario vender una 
gran extensión de tierra, había de encontrar compradores 
én su territorio, y rué por esto que para enajenar esa 
t'm va. dentro ó /una de ta pmimM siguiendo l is propó- 
sitos manifestados por el poder legislativo, buscó un 
mandatario .pie. por hallarse en la Gapital dé la ReprtbIU 
ra y en el centro tltí los negocios, tuviera la facilidad de 
negociarla. 

Qtlfe en efecto, es eso lo que paso, porque algunos meses 
después, Guyól comunicaba, desde su domicilio real- la 
ejecución del referido encargo; y se ve que porra/.ones de 
oportunidad el gobierno buscó vender su tierra eii el 
lugar domb- la iniportaucia de Ta vidá coinefciál facilita- 
ría iV su comisionado la realización de su propósito es 
decir, en Unenos Aires, en el domicilio mismo de su comi- 
sionado, que por sus relaciones comerciales en la Capital 
v por conocer á los hombres de negocio* por su domicilio, 
en lin. le pareció el más apto para dicha enajenación. 

Qu¿ la rendición de mentas tenía que operarse allí no 
solo por. la naturaleza del mandato, sino también por la 
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situación de su domicilio, por las mismas razones que 
prevalecen en los casos de tutela y cúratela. 

(¿lié por otra parte la rendición de cuentas ya tuvo lugar, 
siendo debidamente aprobadas* y el mandato estaba ya 
concluido y terminado, sin la arbitrariedad que ahora 
cometo el gobierno de la provincia. 

Qtie el representante de la provincia comprendiéndola 
dilicultad.de su posición en las cuestiones de derecho, 
dedica la tercera parte de su escrito en sostener que Guyot 
tiene su domicilio en Catamarca; pero i0e rio es cierto 
que Guyot se encontrase en esa provincia ¡i la época de 
conferírsele la comisión de que se trata, y que más tarde 
haya residido allí por algún tiempo con el animus ma~ 
wntli. 

i,)ue cuando se expidió el decreto de Junio 24 de 18X7. 
su representado era empleado del üobierno Nacional en 
la ciudad de Buenos. 

Que Guydt aceptó deVdc Hílenos Aires el referido encar- 
go por medio de una nota que debe encontrarse en el 
archivo del ministerio de Gatnmarca, en la cual se empe- 
ñaba en vender litó leguas cuadradas de tierras fiscales 
por la suma de $ 800 m n la legua, quedándole por su 
comisión el excedente de precio que pudiera obtener; 
y pocos «lias despuesde recibida la mencionada nota el 
gobierno expidió otro decreto (agregado al escrito de 
demanda) con fecha 26 de Julio, autorizando á Guyot 
para vender á razón de 800 pesos cada legua de campo, y 
asignándole :i la vez la comisión que le correspondería 
ea el caso de realizarse la venta. 

Que en Octubre 11 de 1887, según nota que también 
debe existir en aquel archivo, comunicaba Guyot desde 
Unenos Aires haber vendido esas 136 leguas, de modo 
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que todos éstos hechos están revelando de una maneta 
clara y precisa, que la comisión fné aceptada y ejecutada 
eil el (lornicil io dél mandatario. 

Qué posfcenpfniente su representado creyó conveniente 
trasladarse transitoriamente á la ciudad do ('atamarca, no 
solo para comunicarse directamente con el gobierno, sino 
también para ipie éste se colocara en condiciones de poder 
entregar la posesión ■ 1 *^ la tierra, « 1 1 1 * * se había vendido 
sin conocer sil ubicación, como resulta del mismo decre- 
to de fecha Junio 23 dé L887; ño siendo pues extraño que 
su representado se encontrara en Catamarca y tratara de 
evitar h«s inconvenientes que se presentaban para la 
consumación del negorio.ya confere-ilciando con el gober- 
nador déla provincia, ya con los compradores de Buenos 
Aires, ó ya activando ñ los empleados del Poder Ejecutivo 
encardados de practicar la operación del catastro \\ qiie 
se re fe ría I al ey de Mayo 2 de Isst ' l^rolocolo del escri- 
bano Salas 

Que para demostrar que Guyól no cambió ni pensó 
cambiar de domicilio, basto saber quo en Abril de l&SS y 
en Mayo del mismo año, firmaba en la Capital de la Repri- 
blica dos escrituras referentes al mismo negocio, i Pro- 
tocolo de los escribanos Salas v Novaro • 

<¿ue no es tampoco exacto que (luyol se trasladó más 
larde á la referida provincia acompañado ríe su familia, 

sinó que creyó alguna votconyenieiite llevar á su señora 
por motivos d salud: pero dejando al mismo tiempo todos 
sus hijos en casa dé sus ascendientes; 

Que el hecho de haber comprado Guyol algunas leguas 
de tierra en su corta estadía en Cutama iva no tiene im- 
portancia, porque no se puede suponer que los vecinos 
de la Capital de la República, adquiriendo propiedades en 
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las provincias rteniendo por esto ocasión de visitarlas, 
pierdan por tales acto* su domicilio real. 

Que el representante dé tíatamarca lia querido presen- 
tar algunas actuaciones levantadas en la misma provin- 
cia, para sostener la i «competencia de la Suprema Corte ; 
pera que basta exaininár la información sumaria «It* los 
testigos presentados por el fiscal del Estado, para com- 
prender que es;w deelámeiqnes tienen un valor negativo 
por ser prestadas fuera de juicio y sin citación de su 
representado; 

Que lamín. mi carecen de importancia las propuestas 
de Guyot, cuya Copia acdriípafla el cohtrario¿ y que esa 
misma actividj^l «-siú indicando al homb&de negocios 
qm* trata de aprovechar una breve perrnaiteiieía en la loca- 
lidad. 

Que el fiscal del Kstado 3 pidiendo que se sacara copia de 
la escritura mandada otorgar auto .-l escribano don Pedro 
PU\ y .le la cual resulta que formó una sociedad de 
comercio entre Gtiyoí y los señores timh y Correa; ejerci- 
tó una personería qiie ninguna ley le lia conferido, y que 
el juez de la provincia acudiendo á tal pedido, violaba e| 
artíciílo luOtfdél Código Ci^il; y ese testimonio de .•seri- 
tnraque sólose puede encontrar .-n poder del contrario 
l»«>r un verdadero abuso de autoridad, no puede ligurar 
cuestos autos por lo dispuesto en el articuló ftttfi del 
misino código. 

Que es cierto qae &uyot contrajo eit Knero de 188$ la 
sociedad á que ese testimonio s<* refiere; pero ella fué esta- 
blecida con el principal objeto de procuraré después <le 
constituida, la euajenaciot) do la empresa, que como resul- 
ta de la misma escritura invocada por *•! contrario, tenia 

T. Wll - 
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por propósito la explotación de un tramway, cuya conce- 
sión había obtenido uno de sus miembros. 

Q ae tan lejos estaba del ánimo de los contratantes 
reunirse con' vinculo estable y por largo tiempo, que á 
nadie ocurrió hacerla inscribir en el Registro Público de 
Comercio, sin cuyo requisito carecía da valido/, legal; y 
por tanto, esta sociedad, que fué constituida al solo lin 
indicado.es nula de acuerdo con el artículo 399 del Códi- 
go de Comercio. 

Que Guyot dejó de hacer parte de dicha sociedad y 
nunca empleó la tirina social; y la clausura del contrato 
que leconfirió el uso de esa Urina, no tiene más impor- 
tancia que la de un pensamiento escrito. 

Que además, habiéndose limitado Cuyol á hacer nego- 
ciaciones aisladas ó especiales que no entrañan el ánimo 
de permanecer en la provincia de Catamarca, su domici- 
lio e n la Capital de la Ib-pública ha quedado inalterado 
segunlo ha establecido expresamente el Código Civil en 

su artículo 04. 

Que, en cuanto á la última parte del escrito cu traslado, 
apercibido el Poder Ejecutivo de Catamarca, de la actitud 
asumida por Cuyot presentándose ante la Suprema Corle. 
hiz.de llevar adelante el procedimiento* no obstante el 
escrito claro y preciso que acompaña en original, que le 

Uu devuelto* á pesar de la protesta que también aom- 

pafia. 

i.nie los Tribunales de la Provincia, prescindiendo 
de tales manifestaciones, pudieron seguir el camino 
que les pareció conveniente; pero que el resultado de 

ese proceso n<> es otro que revelar á la Suprema Corte 
en qué estado s< encuentra dicha Provincia en materia 
.le administración de justicia. 
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VISTA mt. SEÑOR PliOCURVDOR «¡KN'KRM, 

Suprema Corte: 

Después de la prueba pródiicitlaen estos autos por 
ambas parles, con el lia de establecer el domicilio ver- 
d adero de don José S; tí uyot á la época de la presenta- 
eiou de la demanda que obra en el expediente agregado, 
esto es, en 1$ de J unió de Í$8S, es mi opinión que 
el lugar de ese domicilio era en tal recita^ esta capital, 
y no la ciudad de Catainarcít, aun mando en esta hubiera 
residido antes > despiies dé aquella fecha. 

Desda (ííegOi no podría (leeírse'qiie .mi tíl mandato que 
el gobierno de ('atamarca confirió 4 Giíyot, para la venta 
de lierras.se lijara el doiuieiiio especia I «pie. según el ar- 
tículo 102 del Código Civil, es causa de la extensión de 
la jurisdicción local en perjuicio de la que determina el 
domicilio real; porque én aquel contrato, ningún domici- 
lio especial se determinó. 

De acuerdo con el contenido de la vista di- foja 108, ex- 
pediente corriente, juzgo que será competente V. E. para 
entender encsta causA, si. como l«» ha sostenido (¡uvot, 
su domicilio real se halla establecido en esta capital. 

líl artículos'.* del Código Giviivdéliiie ese domicilio di- 
ciendo, que es el lugar do iide tiene establecido una per- 
sona eí asiento principal de su residencia y de sus nego- 
cios. 

Pero, « es menester no confundir el domicilio con la 
« residencia, dice Demolombe; el uno es de derecho, el 
«otro es de hecho. La residencia puede ser segura. 
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„ mente mi indicio del principal establecimiento, quécons- 
„ tituye el domicilio; y aun veremos qué la habitación real 
os nnaide las condiciones exigidas cuando se trata de cam- 

« biarlo. •> ... . , 

,. Pero, no es menos cierto que el domicilio no depende 
„ la residencia: porque él es un efecto .1- la ley. una 
„ creación jurídica, una esa intelectual y abstracta: con 
„ siste como lo hemos dicho la relación moral, de a 
,. persona. cón un lugar cierto, donde la ley ha colocado 
«el asiento jurídico de esa persona, independiente del 
„ hecho M.- la resideucia. Y es esto mismo sobre todo, lo 
„ que constitnve la utilidad de esta institución, poique 
« tiene precisamente por fin. determinar, de una manera 
„ regular, lija v constante, el domicilio de la persona.be- 
., cha abstracción de su cambio de lugar, de sus viajes. 
„ sus residencias mds ó menos accidentales y pasaje- 
aras en otros siiios. .. íCours Code Napoleón, tomo I a 

página 03% . .,• i 

Consta de la prueba. que Onyot estaba domiciliado en 
esta Capital, antesdel mandato que recibió del gobierno 
de Catnmarca. Era Contador pscalde la Nación y tenia 
su domicilio permanente en la casa, en San . losé de Plo- 
res, que arrendaba á don Belisario Ortiz Basualdo, según 
el contrato de roja 285, <|»e (, l '"'•ador ha reconocido en su 
declaración de foja 282. 

Este es un hecho claramente establecido y que no ha 
sido iiegado por el representante de la provincia do Ca- 
tamarca. 

p or ,.| hecho de trasladarse & esta provincia, por el 
mándalo que recibió de su gobierno, por la adquisición de 
bienes raíces que hizo en ella, por los demás negocios 
en que ha intervenido y por los instrumentos públicos 
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que lia otorgado, ¿está probado que Guyot abandonara 
aquel domicilio» y lo estableciera en la provincia de Ga- 
tamarca? 

«La duración del domicilio de derecho, dispone el ar- 
ticulo 91 delGódigo Civil, depende de la existencia del 
hecho que lo .iiotiya. Cesando éste, el domicilio se de- 
I crin i na por la residencia con intención dé permanecer en 
el lugar en r/ue se Habite.» 

«Paraque la habitación cause domicilio (artfciilo;02sir 
guíente) hi residencia debe sé): habitual y no accidenta^ 
aunque no se tenga intención de lijarse allí para siempre.» 

«En el raso di 1 habitación alternativa en diferentes lu- 
gares, el do'miciiio es el lugar donde se tenga la ramilla 
ó<d principal establecimiento)? (artículo 93 . 

«Si una persona tiene establecida su ramilla en un lu- 
gar y siie negocios en otro, el primero es el lugar de su 
domicilio» (artículo í)4 . 

«Él domicilié puede cambiarse de un lugar á din». Kl 
cambio se verifica instantáneamente por el hecho de la 
traslación do la residencia de un lugar á otro, roo ánimo 
de permanecer cu él y tener allí su principal estableci- 
miento» (artículo !, ?>- 

«Kl domicilio se couserva/w /// sota intención th* no cam- 
biarlo ó de no adoptar otro» 'articulo 99). 

Tales son las disposiciones legales que rigen el puní*», 
y se^un ellas, creo puede afirmarse, que (¡uyot, ion su resi- 
dencia en Catamarca, no cambió su domicilio establecido 
en Buenos Aires. 

«Para que el camión do domicilio se verifique, no hasta 
que la persona cambie de residencia: es necesario iqüe esa 
nueva residencia vaya acompañada de la intención de per- 
manecer én ella» (artículo 91 citado). 
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«Una residencia nueva accidental no cambia el domici- 
lio, si no se tiene el ánimo de permanecer en ella y tenor 
allí su principal establecimiento., (artículos 92 y 97). 

Asi pues: por el hecho de trasladarse Guyot á Catamar- 
ca no cambió su domicilio; conservó el ¡interior por la 
sola intención de no cambiarlo (artículo 99 citado). Ésa in- 
tención se demuestra por el hecho de dejar su familia en 
Buenos Aires y por sus viajes á esta capital, que le eran 
indispensables para cumplir el mandato conferido por el 
gobierno de aquella provincia. Se prueba ademas por la 
conservación de su calidad .le socio de la Bolsa deComer- 
cio de esta ciudad, habiendo pagado las sumas corres- 
pondientes para no perder . sa calidad; y por haber sido y 
continuar siendo oficial de la Guardia Nacional de esta 
misma Capital. «El servicio de la Guardia Nacional, dic- 
taminen Demolombe, al que solí llamados los france- 
ses como los argentinos] <•// el tugar de su\doiPicilioreal t 
es uno de los hechos que el .lúe/, debe principalmente to- 
mar en consideración para determinar el domicilio... 
(Obra citada, página 33fi.) 

so ha probado queGuyot llevó á su esposa á Catamarca; 
pero, ni esa traslación fué con la intención de que quedara 
allí, sino por razones do salud; ni su permanencia pasó 
,1,- unos cuantos m.-sos; ni aunque ella pudiera haber sido 
ron el carácter de perraahénte, habría determinado un 
nuevo domicilio de su marido, si éste tenia la intención 
de conservarlo en esta Capital .articulo DOn. 8°, Código 
Civil ; además: si llovó á su esposa á Catamarca. dejó á 
su hijo. coi. su padre, en San .losó de Flores: la trasla- 
ción de la familia no fin- completa articulo 93). 

Kl mandato recibido del gobierno de Catamarca. de- 
biendo tener ejecución en esta Capital, no induce el cam- 
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bio de domicilio, ili tampoco produce tal efecto la ad- 
quisición de bienes raíces en aquella provincia. Muchos 
vecinos de esta Capital lian adquirido y adquieren cons- 
tantemente inmuebles fuera de su territorio, sin que- de 
tal hecho pueda deducirse el camino de su domicilio. Lo 
mismo debe decirse de los demás negocios que tuvo 
Guyót eri Catamarca, y que no obligándole á una resi. 
dencia forzosa y permanente en ella, tampoco han podido 
producir el resultado de domiciliarlo en ella. 

Las escrituras públicas otorgadas por él. diciéndose ve- 
cino de Catamarca, están contradichas por otras en que 
se establece que si.i vecindad os es, a ciudad de Buenos 
Aires. Si en (os documentos y escrituras testimoniadas 
de foja 30 á 38 f d ice (Juyot > r vecino ó residente en Ca- 
tamarca. en otras, la de foja 133 y foja l'iO. de 25 de Junio 
y 2 de Julio, consta hallarse domiciliado on esta capital, 
resultando además, de la de fojaáfiS vuelta, otorgada en 
Catamarca en 30 de Julio del misino año BS^ que se hallaba 
accidentalmente domiciliado en aquella ciudad. 

De esta prueba de eseri tu ras. que ofrece contradicción^ 
nada puede concluirse: y hade estarse á loque resulta 
de las otras pruebas* testimonial ú instrumental, que son 
favorables á que conservaba su domicilio en esta Ca- 
pital. 

Por lo expuesto, soy de dictamen que V. K. debe de- 
clararlo asi; y en consecuencia, que él conocimiento de 
la demanda interpuesta por tiuyot, contra la provincia de 
Catamarca. es de la competencia de la Suprema Corte. 

Buenos iirosE, julio 1 1 de Í89j. 

Antonio E. Ma/arer. 
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l-'allu <l«» I» *upi*t»m» I orlo 

Hilónos vires. No vU'inbre 2-1 • i * • IH9Í. 

Vistos: Considerando: Que la acción deducida por el Fis- 
cal de Kstado de la provincia de Catamarea, co t \ tra don 
.los*'* s. i ; ii yol. «i i|iit' estos auios se reiiéreri- i ¡ene por objeto 
el cobro de lina cantidad ile pi sos procedentes de la eje- 
cución de una comisión conferida al último, por el gobierno 
de dicha provincia; para la venta de una extensión de 
tierras de su propiedad. 

(i.ue se trata por consigu ien te de un caso estrictamente 
judicial y de una cátisa chnl regida por la disposición del 
articulo primero, inciso primero, de la Ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de íps Tribu niUes fetlerales^ en cuan- 
to se justifique queel demandado iio es Veci no de la pro- 
vincia demandante. 

Que la naturaleza del contrato en que se runda la acción 
deducida tío es por si sola atributi va de jurisdicción de 
los tribunales de la provincia de Catatnarca, pues no hay 
en «'"I ni cu las disposiciones de] derecho coinna qué lo 
rigen, estipulación ni precepto alguno que lo hagan de 
competencia especial de dichos tribunales. 

Que está bien establecido en autos, y no se ha dene- 
gado por parte del representante de la provincia mencio- 
nada, que el domicil io del demandado ha sido siempre en 
esta Capital hasta el intimen toi al menos.de su traslación 
á aquella provincia, según asi resulta no solo de los tes- 
timonios de Foja ciento veintitrés y siguiente^ que aíirriiah 
categóricamente haber tenido aquel su casa, familia y re- 
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sidencia personal en el distrito »!«• San 4o$ú de Flores y 
sido empleado de una repartición nacional en esta Capi- 
tal, sino también de las comprobaciones escritas que ha 
presentado y tpie j ustifican haber estado inscripto y re- 
vistado en fias.* de capitán de la Guardia Nacional dé la 
mi sin a y sido socio, alionando periódicamente sus cuotas 
de tal. en la Bolsa de Comercio Que no implican un cam- 
bio do este d^m ic¡l io las circu nstancias apuntadas por el 
representa ii te «lela provincia de Gatama rea. <lé la trasla- 
ción pósteriór demandado y su esposa .i aqiiellá pro- 
vincia. de la a(lqiiisicion dc bienes raices en ella y de 
su partici pación copio sóc i o y -érenlo de una empresa 
de tramways de la misma, pues no basta con arregló á 
derecho <•! cambio material do residénciá si no va acorné 
panado del ánimo dé permanecer, y de las i>ircu nstancias 
.!«• la causa aparece que este no iva existido en el raso, 
según asi lo demuestran: Primero : el héeho de haber 
inantendio en pió el demandado su casa habitación en 
esta ciudad* durante su permanencia en la de Gatamarca, 
dejando en ella á su hijo y ascendientes que tenía a su 
lado: segundo: el de haber continuado durante él mismo 
tiempo como socio de la Bolsa y abonado^eriódicamente 
sus motas de tal; tercero : el de la continuación de su giro 
y ejercicio de sus comisiones eii esta Capital que ates- 
tiguan los própiós Cont ratos que dan lugar ¡i la demanda 
como él informe de foja ciento ctiacénta y nueve; cuarto: 
el desús viajes reiterados y regresó déli n itivo ti ella an- 
tes del año: y quinto, li nal mente, el mérito denlas decla- 
raciones de fojas ciento sesenta y dos. ciento sesenta y 
cinco vuelta, ciento seseñta y uheye vuelta, ciento seten- 
ta y nueve vuelta y ciento ochenta y treSvuelta, en las 
.-nales ron referencia á mañifestacíones de los esposos 
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íiuyoi durante su permanencia en Cata m arca , se afirma 
que su residencia en dicha ciudad fué accidenta) y por 
razón de comisiones del empleo <lel demandado* en un 
principio y de negocios particulares después, siendo 

debida la traslación de sil esposa ;í motivos de salud 
personal de ésta. 

Que estos hechos atestiguan une ni de la residencia 
personal del demandado en la provincia de Cal amarra ai 
délas operaciones comerciales a tjiie se entregara en di- 
cha provincia, puede inducirse legítimamente la idea de 
Un abandono de su domicilio preexistente en ésta Capi- 
tal, ni la mira de cambiarlo, debiendo reputarse que esa 
residencia como esos negocios han sido accidentales y 
transitorios. 

i)M de estos íutíos resulta, que cuatro dias después Je 
noticiado del embargo provisional trabado en sus bienes 
por órden del Juez de primera instancia de la ciudad de 
Gatatñarca y uno solamente después de notificado de la 
demanda de fója veinte del expediente agregado, el de- 
mandado ocurrió idicho Juez, haciéndole saber que no 
reeonocíasu jurisdicción por ser vecino de esta Capital y 
que iba a recurrir ii esta Su prema Corte, proinoviehdó in- 
hibitoria y pidiendo el avocamiento de la causa por este 
tribunal. 

Qué por sus escritos de Toja diez y seis y veintisiete, 
compareció en electo ante esta Suprema ('orle, solicitando 
primero el levantamiento del embargo ejecutado en sus 
bienes y después el avocamiento de I" «"ansa seguida ante 
el Juez de Cata marea. 

Que en presencia de ambas peticiones introducidas evi- 
dentemente en el tiempo hábil, atentas las distancias y 
*d cómputo de los términos que en razOii de «días hace 
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la ley. .1 procedimiento seguido por el Juez de primera 
Instancia de Catamarca hasta llegar ú pronunciar sen- 
tenciaen esta causa, no obstante las protestas del interesa- 
do contra su jurisdicción y la manifestación oportuna que 
listé le hizo y que indudablemente se negó á admitir y 
devolvió dicho Jiiez cu el sentido de su recurso inmediato 

ante esta Corte, en un. la | cíe perjudicar los derechos de 

aquel, que protestó ademas contradicha sentencia antes 
.1,- ejecutoriada, haciendo uso del único temperamento 
quí creyó bien <» mal poder ejercitar, por entender tal vez 
(lúe no era procedente el de la apelación, atento el deseo, 
nocimienlo que tenia hecho de la jurisdicción del Juez y 
la petición deducida ya por mi escrito de foja diez y seis, 
promoviendo el ejercicio de la jurisdicción de este tribunal. 

I>,.r est..s fundamentos, y de conformidad además con 1«> 
expuesto por el señor Procurador General, en su vista de 
foja doscientos ochenta y nueve: se declara que esta su- 
prema Corte, es el solo tribunal competente para el cono- 
cimiento de esta causa y que deben en consecuencia re- 
tenerse an lia los autos remitidos para su ulterior 

tramitación, retrotrayéndose !<•> procedimientos actuados 
porel -lúe/, «le Catamarca al estado de demanda, de la cual 

sedará traslado al demandado, con declaración qi I re- 

presentante del gobierno de dicha provincia, «leí..- contes- 
tar directamente el traslado pendieivté eii el incidente so- 
bre el levantamiento del embargo practicado por orden dé 
aquel Juez. 

Repóngase el papel y comuniqúese esta resolución por 
olicio al Juez nombrado. Kotiliquese con el original. 

BeNMA-MIN Vh tokii \. — C. K. oh 
i.\ CorittK. — Abbi. Bazas — 
Li isSaenz Pesa. 
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Pallo» de la suprema i okte 



Contra Si' o/'is Silleü y o/ro<, por delito tt€ /a/sedad u 
defraudación dé re nías fiicaté&i <óbrc nulidad del 
procesa* 



Sumario. — Ks nulo el proceso seguido contra uno» 
endo varios los sindicados de tuilpabilidad, y debe 
reponerse ai estado do sumario para que se instruya 
•i.' nuevo ímei'Midólo extensivo á todos los culpables. 



GtíM. — Lo explica la 

VISTA FISCAL 

Huellos Aires Kan.. 2s .!<■ 1896. 
Señar Juez : 

Kn estos autos resulta comprobado de una manera 
•-vidente, que la renta fiscal lia sido defraudada Con tos 



certificados de arqueo de los buques « Indo » y <« Rósá 
BU expedidos por la Profectiira Marítima. 

En «'I primero de dichos buques, el arqueo registrado 
en la olicina respectiva csel de doscientas sirte toneladas, 
mientras tanto el certi t jcado otorgado por la misma oli- 
cina pura el pago de la patente y con ¿sta los impuestos 
de puerto, faros, sanidad. etc> establece solamente 
ciento cuarenta y seis toneladas, si bien la diferencia 
entre una y otra cantidad» ó s?a, entre el verdaderó 
tonelaje del buque con el que designa »-l certificado no 
ha ihlluidO para el (mgo del impuesto de patente, no 
sucede lo mismo respecto á los démsls impuestos que 
dejo enúnierados, en los citóles ciertamente se lian 
perjudicado los intereses fiscales. 

Ku ej l)uqiie " liosa li. » la defraudación es de mayor 
magnitud por afectar á más ••! impuesto de patente, y 
reviste mayor gravedad porqué para llevarla á cabo se 
ha recurrido á la adulteración del documento de arqueo 
expedido por los peritos, y s.- ha dado el certificado en 
vista y de conformidad A esa adulteración. 

Dados estos hechos, plenaiiieiite probados y que cons- 
tituyan los delitos de falsedad y defraudación fie la 
renta pública, queda por determinarse quiénes son los 
autores de ello». 

Tres persoiias^iparecei) en estos autos denunciadas 
romo culpables: m^arqueádores don .luán K Zunzu- 
negui, don Santos towrovich y el «Fe fe de la Oficina il<* 
Arqueos, don NicolíVs Sillés. 

Kn cuanto á los dos primeros, debo decir, aj listán- 
dome á las constancias del proceso, que ño encuentro 
mérito bastante para formular contra ellos una acusa- 
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don como autores ni cómplices de ios fraudes de que 
se (rata. 

La operación técnica del arqueo de los buques «-Indo» 
v «liosa B. » ha sido bien hecha y no es de allí de 
donde procede el Fraude; y en cuanto á la adultera- 
ción que se encuentra en el documento tle foja lo no 
hay motivo para hacerles cargo por ello, desde que las 
mismas cifras qué aparecen en el cuerpo del docu- 
mento, como basó del (resultado del arqueo, excluyen 
toda idea de fraude en los arqueadores; ademas de que 
el informe caligráfico y todas las demás circunstancias 
resultantes del proceso, demuestran que la adulteración 
ha tenido lugar después de suscrito y presentado á la 
QÍicina respectiva el indicado documento* 

Ahora, por lo que respecta al señor Si lies, Jefe de hi 
Glicina de Arqueos, aunque no hay prueba bastante de 
que él sea el autor de la adulteración del documento 
de foja 15, la hay y Completa, con arreglo á los inci- 
V' y "i" del articulo »¡'i de la Ley Penal, en los cedi- 
dos pasados á la Dirección de Rentas referentes á 
buques «Indo» \ ■* llosa B. » por cuyo arbitrio se 
i defraudado impuestos iiscales. constituyéndose por 
to. también en cómplice de lal defraudación. 
Ese stíñor ha lirmado el certificado de foja I en evi- 
dente contradicción á las constancias que arroja el 
Mstro á su cargo : ha sido el guardaídor del documento 
de foja I"», adulterado con posterioridad á la expedición 
los peritos que lo suscriben; ha otorgado qerülicadós 
de ar-iueo sobre este documento, no obstante la torpeza 
tjií la falsificación y la evidencia de la misma por los 
antecedentes que é| contiene; y si todavía se tienen 
en cuenta, como otros lautos elementos de convicción, 
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los resultantes «leí proceso sobre el buque « (¡uillerma» 
y del sumarió pasado ti V. S. por el señor Ministro de 
Hacienda, en Agostó del año próximo pasado, á mérito 
de los mismos cielitos en varios otros buques, además 
ríe la desaparición de la oficina á cargo del sefior 
silles.de diecimieve documentos Sóbfe arqueo, no queda 
la menor duda de la culpabilidad de dicho señor. 

por iodo lo f 1 1 1 1 - dejo expuesto, y procediendo en 
justicia. Se ha de servir V. s. absolver á los arquea- 
dores don J uan K Zun/ainegui y don Santos Lowrovich, 
v condenar á don Nicolás sillos á tres :n*ios di* trabajos 
forzados y quinientos pesos moneda nacional de multa* 
coiao pena dé) delito mayor i falsedad i reagravado 
con su complicidad en «*I de defraudación, con expresa 
imposición de costas. 

David Zavalia 



> sillo ttvl «Iim»* !*><h»ral 

Buenos Aire.*, Noviembre de t£#i< 

Vistos; estos atijos iniciados para la averiguación de 
los autores de la defraudación de que da cuenta el 
Inspector General de Heñías, don Manuel Camelino, 
dirigida al Ministro de Hacienda, por la que se instruye 
de que en vista dé la denuncia hecha por el diario 
« La Prensa» sobre defraudación de las reutas qin se 
recaudan sobre toiielaje de los buques, había procedido 
por Orden del Ministerio á pedir el arqueo del buque 
-ludo» antes «Carmen », cuya operación según si bien 
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demostraba que este biic|ité halda Sido bien arqueado 
anteriormente, pues su resultado I* 1 daba una capacidad 
de doscientos una toneladas y el buque aparecía con 
doscientas siete, *•! fraudo ora evidente* pues dicho buque 
no pagaba sino por ciento cuarenta y ssis toneladas. |o 
cual procedía* según pudo constatarlo por las averigua- 
ciones becbas. en la olici ha respectiva, de que ios dere- 
chos de puerto se cobraban por tonelaje que expre- 
saba la patente de eabótaje expedida por la Adminis- 
tración de Rentas, y ésta era otorgada eti vista de un 
certificado de la Preíectui'a expresando^ «•! ion él ajo del 
buque y que eu »*l caso présenle, »•! jtortilicado de la 
Preifectura. había sido expedido por el Oiicial I . don 
Nicolás Sities* dando al « Indo » una capacidad de solo 
ciento cuarenta v seis toneladas. Continuando. la misma 
nota expone que eri la misma royisaeion hecha en las 
oficinas con motivo del wMelo?» ha podido tener cono- 
cimiento de olio hecho aun mas «(raye 1 1 ■ ■ - - »*l anterior; 
Que buqoe «({Osa |í. » hoy « Magíillaiies». Iiabia 
pagado sus derechos |jov trescientas «l«>s toneladas • ti 
los añosde 1881 y 1882; pero desde en que caiubhi 
de nombre, aparece pagando por doscientas treinta y dos, 
resultando que en la escritura original dé arqueo se 
encuentra la adulteración consistente en haberse borrado 
la palabra trescientas, sustituyéiidóla con ilosci* v Mtas ; pero 
como en el reverso de ' t escritura se encuentran con- 
signados l»»s antecedentes que han servido para el calculo 
rectificado, resulta ser trescientos cincuenta y tres el 
tonelaje del buqué, y de lo que se desprende: I '. que 
comparando el certificado expedido por «•! Ofici&l 1° de 
la mesa de Estadística de la Prefectura Marítima, don 
Nicolás Sities* foja l", COIl la escritura de arqueo, foja 
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1% y roarquep practicado por clon Bartolomé J. Víale, 
se nota la disconformidad evidente (leí primero con estos 
últimos. expreSaiidose en aquél un toiieluje para el 
« Alelo m do sólo ciento cuarenta y seis toneladas v en 
esta él «le doscientas siete y doscientas, sobre lo que se 
ha dado por ««I expresado Sities, las explicaciones que 
se e:.« uentraii en sus declaraciones de Toja 37 y foja 52 
vuelta, á saber : que el cprtilíeado expedido no está escrito 
por él sino poruti ex empicado de la mesa, Luis Silveira. 
y que si bien la lirma tjuo lo suscribe es del decla- 
rante y estos docnineiitos se hacían bajo su inspección, 
no siempre podía constatar personalmente si tales dom- 
ínenlos estaban de ámenlo con la escritura de arqueo, 
y queeu el presente easo lia debido firmar en cnuliau/.a. 
lo que hacía, poique Ules Ctírlilicados no tienen la 
importancia que se les atribuye; sirviendo solo para el 
cobro de los derechos de patente que son uniformes 
para todos los buques que pasan de ríen toneladas. 

*\ con respeetoal « Magallanes» antes a liosa H. » 
la escritura de arqueo ha sido visiblemente enmendada, 
habiéndose raspado la escritura anterior y sustituida con 
otra en los puntos que . e detalla en el informe caligrá- 
fico de foja oo. ron el propósito de hacer figurar á este 
buque con el tonelaje (le doscientas treinta y dos tone- 
ladas, mando su verdadero era de trescientas treinta 
y dos. 

o'. Que estas alteraciones son más evidentes, cuando 
á las raspaduras visibles, se agrega el que los antece- 
dentes mismos que suministra el documento de foja \\ 
para el cálculo, llevan á na resultado diferente del ano- 
tado en el mismo, según lia podido verificarse pqr el ar- 

T. Wll , 
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queador Don Bartolomé .¡. Viále, en sus informes de foja 
23 vuelta y foja 24. 

4*. Que de las declaraciones de los arqueadores Zun* 
zunegui, fojas 19 y 10 vuelta y Lowrovieh, fojas 2Q y p 
vuelta, resulta ademas güe : las escrituras du arqueo fue- 
ron llevadas por este último, estando escrito de su le- 
tra, no solo el cuerpo del documento de foja 15, sino 
hasta las mismas euinendaturas que se notan en dicho 
documento, pues este hecho que se negó en la primera 
de sus declaraciones aparece confesado aunque lío de 
una manera completamente acertiva, si hien del informe 
caligráfico se desprendé que las eumendaturas han sido 
hechas ile la misma mano que el cuerpo del escrito; 

o°¿ Qué dados estos antecedentes y habiéndose esta- 
blecido cargúS por el Juzgado contra el Oficial I" de la 
¡Viesa de Kstadistica, Don Nicolás Silles. y los arquea- 
dores Don Juan K. ZuitzunegUi y Don Santos Lowrovicli, 
el Procurador Fiscal en su acusación ilc foja 72, se di- 
rige únicamente contra el primero manifestando q,ue en 
cuanto «V estos dos últimos no encuentra mérito bastante 
para formular acusación contra ellos, ni como autores 
ni como Cómplices de los fraudes de que se trata, en vir- 
t|ul de ■pie Se pronunció el auto de foja 71. declarando 
libres de toda culpa y cargo á los expresados Zuu/.unegui 
y Lowroiiich. (jíiedando subsistente la caiisa y laacusa- 
eiojl fiscal contra Nicolás dilles. 

Considerando: fc¿° Qne iíl cargo hecho contra el Olicial 
l .le la Mesa de Estadística de haber lirmado el dócil- 
mentó de foja I'. en el que se certifica el tonelaje del 
inclinen disconformidad con las constancias de los li- 
bros, ha sido levantado en la estación de prueba bajo el 
doble carácter que podía atribuírsele, ¡i saber: de falsifica- 
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eion y defraudación de la renta, pues apareciendo del 
informe expedido ¡i foja 103 por la Olicina de Recaudar 
ci oii del Puerto del Riachuelo, que el Impuesto de Puerto 
no si* cpbra por el certificado de la Jefatura* sino por 
el documento de arqueo, no lia habido defraudación de 
remas á consecuencia del certificado en cuestión, qtjjn. 
sólo sirve para la patente, la que sé «obra uniformemente 
á todo buque que mide más dé cien toneladas. 

2: Que á igual resultado conducen las constancias del 
i u forme de foja L$í vuelta, expedido por la Prefectura 
Marítima. 

3". Qi\e dada la poca importancia que tiene e| certíti- 
licadó en cuestión, son verosímiles y aceptables las ex-* 
plicacioiies dadas por «*I procesado Silles, de haber (¡miado 
en con lianza diclvp ccrtilicado redactado y preparado por 
un empleado subalterno de la mesa, cuyo hecho si loen 
constituye una irregularidad vituperable en el cumpli- 
miento de su deber como empleado, no reviste la grave- 
dad dé la lalsiíicacion definida en el inciso 7* art . 04 de 
la Ley Penal, para lo que .-s esencial el dolo de parte del 
agente; 

V'. Que con respecto ;i las raspaduras y eninendatiiras 
en el documento de arqueo del « liosa B. ... no pueden 
ser á cargo del procesado, por la única circunstancia de 
haber estado dicho dociUlieiltO archivado en la olicina 
de su dependencia, pues si en los demás casos este he- 
cho no induciría á presumir culpabilidad de parle del 
guardador, en el presente esta presunción misma estaría 
desvirtuada por lo qué resulta del informe caligráfico de 

foja :¡;;. 

por estos fundamentos, fallo: declarando á pon Nicolás 
Sillos absuelto de toda culpa y cargo que contra el pe- 
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suba por la acusación de foja 72; m su aonstíciieñeia 
póngasele en completa liherta-I. clHiiicelándosele la fianza 
pendiente ; y llágase saber notilicándose con A original. 

Andrés U^archo* 



|>|\n hl.l. SENO» l»«í>eUÍtAp«H i.KM KM. 

Suprema Corté: 

La base de la defensa y .le la sentencia misma, es que 
la adulterácion en los eertiricados de arqueo e« nada 
pótlía jK-rjudirar á la renta púl>lica, porcmuito la patente 
ora igual, de cien toneladas arfiba para •todo buque ti» 1 
caboÚKÍ e 5 . v el impuesto de faro ló em también igual para 
todos, lijándose 40 centavos al mes cualquiera que fuera 
el tonelaje. 

Esto es exacto, pero no es todo, X<> es raciona] admitir 
>*e hicieran estas falsiiicacioues sin algún objeto, 

til derecho de muelles s.- paga, por ejemplo, tín esta 
furnia, seguii la ley de muelles para l$85: 

"Articulo I" Los buques mayores ó menores « i * » * * hi- 
cieran operaciones de carga ó descarga por los muelles 
del Estado, pagarán lili derecho de dos centavos diarios 
por cada tonelada ele registro hasta ciert, y //*' un centavo 

fir lo Helaje excedente* 

« Art. i .Los buques rajados ó en lastre que ocupen los 
muelles, pagarán tres ceiitavos diarioa por cada tunela. la 
(le registro hasta ríen, y Un centavo por el tonitóje me- 
dente. » — Aqui aparece ya claro que no es indiferente el 
arqueo dé cien toneladas, en vez de doscientas* 
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Ks posible que can iftptivo de las nin as de la Boca del 
lliacluie.lo, el impuesto de un centavo haya sido auinen- 
tailo. es posible también qtie se haya establecidQ algún 
nuevo impuesto de entrada; ponió cómpeiisacióii á los 
gastos que origina la coíisérvácioii del Canal. Par* pro- 
ceder con el debido conocí miento, croo conveniente que 
para mejor proveer, se sirva V. & pedir informe á la Pre- 
fectura General arm a «lo los plintos siguientes :~Quó 
derechos de muelles y «Mitrada á la Bbca se pagaba en los 
años «mi que fueroii arqueados* por segunda vez, los bu- 
ques « Meló " antes « Carmen <>. y « Uos¡i B. .» antes « Ma- 
gallanes "« es decir, en 1881, 83 y 80. 

lín seguida, se serviní V. R. ordenar vnelviin «-stos au- 
tos ;i mi despacito. 

Eduardo Costa. 

ÑInrzo :¡ «le 1**7. 



SUprema Corte ; 

romo era de esperarse «le los informes producidos, re- 
sulta que la adulteración de los certificados de arqueo 
tenia su objeto, y muy positivo. 

Por este medio, liase defraudado la renta por mucho 
tiempo, pagando los buques de cabotaje la mitad de lo 
que les correspondía con arreglo á su tonelaje verdadero, 
por derecho de entrada y muelles en la Boea. — A la 
verdad, era demasiada inocencia suponer que estos cer- 
tilieados fraudulentos se dieran sin objeto alguno prác- 
tico. 
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Queda de esta manera eliminado el principal, sino el 
iiUktcd fundamento de la defensa y de la sentencia. 

No se ha negado, y lia sido por el contrario reconocido, 
que el certificado de foja 1\ para la goleta « Meló»», ha 
si^o expedido en contradicción con el arqueo registrado 
en tH * Ifiriffti. 

No se lia negado tampoco, que el certificado del pailebot 
«•liosa B.» lia Sido expedido en presencia de un docu- 
mento notorio y grbsefttnientc adulterado. 

A todo esto dice el empleado encargado de la Oficina. 
Ny $il les, que él depositaba plena confianza el) los éni- 
pleados subalternos, y que ha sido sorprendido* 

Si esto bastara para excusar su culpa, no habría res 
ponsabilidad que pudiera hacerse efectiva. 

Kl deber «leí encargado de la Olicinrt era confrontare! 
certificado con los documentos que existen en su archivo, 
y no debió autorizarlo con su lirma sin estar seguro de 
su conforinidad. Por no haberío hecho asi. ha fallado á ta 
verdad at la narración dé los hfclm.% poniendo 146 tone- 
ladas; en yez de 207, "n el certificado del «Meló», y ha 
expedido copia en forma fehaciente de un dócwnenlo $U- 
puesto, en el cas,» del « liosa M. - : todo en menoscabo de 
la renta liscal. 

Kstus delil-.s, ó estos hechos si se quiere* están pre- 
vistos por la ley que designa los crímenes cuyo juzga- 
miento cdrrespondé á los Tribunales Nacionales; y con 
sujeción á t ila, deben ser penados i Art. VA. iiu\ 'r y 7<>>. 

Las circunstancias que el acusado hace valer en su 
descargó como la escasa importancia de la defrau- 
da. ion, pueden servir á lo sumo de circunstancias de 
atenuación en la gradación de la pena. 

Dando á estas circunstancias todo el valor que mere- 
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Céii, cumplo ol penoso deber cío pedir á V. E. la revo- 
cación de la sentencia apelada, y en su lugar, con arregid 
á la disposición antes citada, la pena de quinientos pe- 
sos y dos anos de trabajos forzados, descontándose el 
tiempo de I» prisión sufrida para el procesado Don Ni- 
colás Silles. 

Eduardo Costa. 

Mrtráo ?l .Ir lítfí, 



Idilio ilo I» Hupri-iii» i <»rl«* 

Itiiem» Aires, Noviembre 2<> de 1801. 

Vistos: No habiéndose hecho extensivo este proceso 
á las diversas personas que aparecen sindicadas de com- 
plicidad en el delito de falsedad con él objeta dé defrau- 
dar la renta pública, á que se refieren los documentos de 
fojas primera y quince* y debiendo con arreglo á derecho 
proseguirse conjuntamente la causa contra todos los cul- 
pables ¡i fiíl de fvitar é\ peligro de resoluciones contra- 
dictorias; 

l'or esto, y conforme á lo resuelta» por esta Suprema 
Corte en los casos que se registran en las páginas ciento 
noventa y dos y ciento noventa y ocho del tomo veinte 
y dos i 1 ) de sus fallos : se declara sin efecto lo actuado en 
esta causa desde la diligencia de foja setenta y una. y 
se ordena que se devuelvan estos autos al Juzgado de 
su procedencia para qué retrotrayendo la causa al estado 



i 1 i Tóiiim 13, S.-ri 
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de sumario, se instruya éste de nuevo haciéndolo exten- 
sivo á todas las personas que aparecen sindicadas de 
culpabilidad en los delitos de falsed; i y defraudación 
que dán lugíir ai Iü causa. 

BENJAMIN VirnuthA. — C. S. m 
la Touhk.— Aiu:l Bazas. — Luis 
Sakn/. Pkñ\. 



€ %t M.% < < < l,\\\IY 



:n Jesús Malparida, contra //ow José Gregorio López, por 
cobro de pesos; sobre recurso de resolución del tri* 
banal de Apelaciones de la Capital. 



Sumario. — No procede el recurso para ante la Suprema 
Corte de las resoluciones de Tribunales ordinarios que 
no sean definitivas, y no tengan relación inmediata con 
cuestionlalguna de interpretación de la Constitución Na- 
cional, validez (le las leyes ó tratados nacionales. 




Pullo «I* I» Kuprt* mu C'»rt«* 



ISlIl.'IHH 




bro so do iwti. 



Vistos en el acuerdo : No apareciendo de la precedente 
exposición, que ei caso resuelto tenga una relación di- 
recta é inmediata con cuestión alguna de interpretación 
de la Constitución Nacional ó valide/, de leyes ó tratados 
nacionales, según los términos del artículo quince de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales, ni siendo la resolución recurrida sentencia de- 
finitiva según lo requiere el artículo catorce de la ley 
citada: se resuelve sin más trámite no baber lugar al 
recurso interpuesto, y arcbívese. 

Benjamín Victoricá. — C.S. de 
la Torre. — Abel Bazas. 
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Don Juan Merello en el, juicio de Don José E. Sangutnetti, 
contra la Fábrica Nacional de Tuuaeoi « El Telégrafo >• 
por imitación de marca de fábrica; sobre cobro de 
honorarios de de/mitario. 



Sumario. — Consentido el auto por el cual se declaran 
a cargo del actor los honorarios del depositario judicial, 
y se negó la retención de la cosa depositada, no puede 
pretenderse el pago de dichos honorarios contra el deman- 
dado dueño de la cosa. 

Caso. — Hesulta «le los siguientes antecedentes: 



Vallo del J*4-» Federal 

Buenos Aire.*. Julio 2 de 1891. 

Estando declarado que las costas causadas son comunes 
y debiendo en su consecuencia ser á cargo del actor 
los gastos de perito, estése á lo mandado por el auto 




le foja sesenta y siete, y no siendo el solicitante parte 
n el juicio, no ha lugar á la revocatoria ni & la ape- 
lación deducida. 



Ugarriza. 

PKTICION DE REVOCATORIA 

* 

Rueños Aires, Julio ü7 de 1941 - 

Señor Juez Federat: 

Juan Merello, depositario judicial de las mercaderías 
embargadas en el juicio seguido por Don José K. Sangui- 
netti. contra la Fábrica Nacional de Tabacos « El Telé- 
grafo » A V. S. como más haya lugar en derecho, digo : 

Que he sido notificado del auto de Y. S. dictado en 
mi escrito, en que pedia se intimara el pago de mis 
honorarios regulados como depositario, al ílerente ó 
liepresentante de la Fábrica Nacional de Tabacos « Kl 
Telégrafo» y por cuyo auto no se me hace lugar al 
pedido á que aludo, fundándose V.S. en que se ha decla- 
rado por el Juzgado que mis honorarios debe satisfa- 
cerlos la parte de Sanguinetti. Aun suponiendo que 
existiese en autos la declaración del Juzgado que V. S. 
menciona, á pesar de lo que se ha declarado según consta 
del auto de foja Mi vuelta, es solo ywe fas costas son 
romunes. esto nada importa ni en nada puede perjudicar 
mi derecho, ni mi pretensión de ser pagado con la merca* 
doria que existió depositada en mi poder ó directamente 
por la parte á quien fué entregada dicha mercadería por 
orden del Juzgado, como lo paso á probar. 
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1'. Mi nombramiento de depositario no ha emanado 
de ninguna de las partes por propuesta de ellas, sino 
de orden judicial, como puede comprobarse por el manda- 
miento «le foja til y diligencias de fojas 22 y 23 vuelta 
v 25, 

VA articulo 2218 del Código Civil citado en mis 
escritos anteriores, asi como h jurisprudencia estable- 
cida por la Suprema Corte en multitud de rasos y entre 
otros en la serie 2% tomo 8% página '124, establecen 
y declaran terminantemente, pues así se desprende de 
su texto, que la mercadería depositada judicialmente 
en poder de persona nombrada á ese efecto, es la que 
responde al pago de sus honorarios devengados en ese 
carácter; más según el artículo 2218 del Código Civil 
citado, que el depositario tiene el derecho de retener 
la cosa depositada, hasta ser pagado de su honorario- 
y aun más. el fallo de la Suprema Corte que menciono 
establece, claramente y sin lugar á dudas, y como yo lo 
pretendo, que el honorario devengado por razón del 
depósito confiado á mi guarda debe ser pagado por la 
Fábrica de Tabacos demandada, pues la esencia del 
expresado fallo es la siguiente: « Que las costas causadas 
por uti depósito judicial deben ser pagadas por el que 
aparece dueño, sin perjuicio de lo que sobre ellas se 
resuelva en la sentencia definitiva. » 

El fallo mencionado es estrictamente lógico y estric- 
tamente justiciero; á mí como depositario judicial no 
pueden afectarme en mis derechos las sentencias ó 
declaraciones del juzgado recaídas en el litigio que las 
partes siguen, y cualquiera que sean las condenaciones 
que lleguen á afectar á alguna de esas partes, debe ser 
solucionada entre ellts mismas. 
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Su pangamos un juicio cualquiera cutre A y K, en que 
V. S. condena al pago (le todos los gastos del juicio á 
la parte A.: esta parte debe abonar según dicha sentencia 
el honorario del Letrado que lia patrocinado á la parte 
B.; pero resulta que la parte A., es insolvente* no se le 
conoce bienes, etc. ¿Quién debe abollar entonces el 
honorario del Letrado defensor de la parte B. ? Segu- 
ramente que ésta, á pesa de la sentencia dictada; ¿por 
qué? porque la parte B. fué la que vio al Letrado pura 
que lo defendiese y en mi caso fué la mercadería la 
que vino á mi ¡i que la guardara por orden de V. S. 
y no por intermedio de ninguna de las partes litigantes. 

Cuando V. S. dictó el auto de embargo de la merca- 
dería á solicitud de la parte adora, seguramente lo hizo 
porque asi procedía cu derecho; la paite demandada no 
ha sido perjudicada, porque ese acto fué legal; Uiego 
si con justicia se le embargó, justo es también que esa 
parte abone él trabajo que para sil cuidado tuvo tercera 
persona con esa mercadería y no venga á ser yo el 
perjudicado cuando no lie intervenido como actor ni 
demandado en este juicio. Creo innecesario entrar en 
más consideraciones al respecto, pues creo no escaparán 
á la ilustración de V. S. 

Por lo expuesto pido á V. S se sirva revocar su 
auto aludido proveyendo de conformidad en un todo á 
lo que solicito en mi anterior escrito, den caso contrario 
concederme el recurso de apelación en relación que desdé 
ya interpongo para ante el Superior. 

Es justicia. 

Juan Merctlo. 
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/• Juez Federal: 



Huertos Aire*, Agosto 8 de IH9I. 



Avelino Koion, en representación de la Compañía de 
Tabucos <« El Telégrafo», en los autos seguidos con Don 
José Sanguinetti, por imitación de marca de fábrica, 
contestando el traslado conferido, á V. S. como mejor 
proceda digo: 

<¿ue V. S. debe mantener el auto por el cual se resuelve 
que no corresponde ai mi mandante el pago de los hono- 
rarios del depositario Don Juan Merello. 

Las razones que expuse en mi anterior escrito, bas- 
tarían por sí solas para dejar contestadas las conside- 
raciones del escrito en traslado. 

Debo hacer presente, que en este caso el demandante 
es perfectamente responsable por el depósito que solicitó 
e mercaderías de propiedad de mi representado; que 
ste no puede pagar honorarios que no ha causado; 
que el que causa los honorarios es el que los debe; 
que el depósito no fué consentido por la Fábrica Nacional 
de Tabacos, más aun, que este depósito le ha ocasionado 
perjuicios considerables; que, por consiguiente, nadie 
puede costear los honorarios de un depósito que no solo 
no ha pedido, sino que además le ha producido perjui- 
cios; que el caso entre A. y B., con que nos ilustra el 
Señor Merello, nada tiene que hacer con el caso presente 
aun en él concepto de que Sanguinetti fuera insolvente. 
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concepto que Mereilo no justifica; que el depósito de 
las mercaderías embargadas solo tuvo lugar si instancia 
del actor y con el Un de asegurar las pretensiones que 
expuso en su demanda; finalmente, que V, S. ha decla- 
rado que corresponde á cada parte el pago de sus costas, 
lo que obliga al demandante Sauguinetti ¡i abonar los 
honorarios del depositario Señor Mereilo, en cumpli- 
miento de lo mandado expresamente por V. S., que hace 
cosa juzgada sobre la cual no es posible volver. 

Por otra parte, la jurisprudencia citada por el escrito 
en traslado, no es aplicable ¡i este caso. En efecto, esa 
jurisprudencia no tiene en cuenta la circunstancia de 
estar ordenado por el Juez que las costas son comunes 
á cada parte. Esa jurisprudencia solo sería aplicable 
en el caso de que V. s. no se hubiese aun pronunciado 
sobre el pago de las costas, y, tanto es asf, que el fallo 
á que se reliere el Señor Mereilo establece: que las 
costas causadas por un depósito judicial deben pagarse 
al depositario por quien corresponde, previamente sí la 
ejecución de la sentencia y aun antes de pronunciarse 
¿sta, sin perjuicio de lo f/ue se determine después por el 
Juez» en la sentencia definitiva, respecto al pago de dichas 
rostas. Ahora bien: V. S. ha dispuesto que las costas 
sean comunes, es decir, que las partes paguen las que 
hnu ocasionado en defensa de sus intereses. El depósito 
fué solicitado por Sauguinetti, porque así convenía á 
sus pretensiones, lo que importa decir que él debe los 
honorarios del depositario. En cuanto á la aplicación 
del artículo 2218 del Código Civil, no tiene razón de 
ser. Ese artículo legisla únicamente para el caso del 
contrato de depósito voluntario, del que no se trata en 
este caso. 
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Por tanto. V. S. se ha de servir no hacer lugar, con 
s. ¡i lo que se solicita >n el escrito cuyo traslado 
jo contestado. 
Es justicia, ele. 

Avelin&Rófón* 



Auto tlu« k * F« B il«»ri*l 

Y vistos: Por las coiisideracionos aducidas en el prece- 
dente escrito, no ha lugar á la revocatoria solicitada, y 
concede en relación el recurso de apelación inter- 
puesto, debiendo elevarse los autos ¡i la Suprema Corte 
en la forma de estilo. 

Anilns L'tiarriS'i. 



Fallo d« ln Supremu farlr 




Ktíenoa Aires, ¿s*<>viciul>ro ' K «i** l#W . 

Vistos: Estando ejecutoriado el auto de foja 10. pop 
el <juo se declaró de cargo del actor los honorarios 
reclamados y se denegó la retención ele las mercaderías 
embargadas: se Confirma con costas el auto apelado de 
foja 73 vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Vi<toric:a.~ C. S. de 
i.a Torre, — Arel Bazas. 
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Don Enrique Chaillon contra Iton Juan (i. Kaiser, por 
constitución de tribunal arbitral ; sobre competencia. 



Sumario. — Los socios entre si ó en sus contestaciones 
con la soci<*d.;d, por actos ú obligaciones derivadas del 
contrato social, tienen el fuero del lugar donde la socie- 
dad tiene su asiento, con exclusión del Tuero federal 
por razón de las personas. 

Caso. — Don Francisco Aurial por Don Enrique Chai- 
llon, exponiendo: Que su representado había tenido con 
Don Juaji G. Kaiser una sociedad que giraba bajo la ra- 
zón Kaiser y C\ y que tenía por objeto hacer préstamos 
de dinero sobre mercaderías.— Que resuelta la disolu- 
ción de la sociedad, quedó la liquidación á cargo de am- 
bos socios; pero Chaillon no había podido obtener de 
Kaiser, .que era el que había tenido la dirección de la 
sociedad, las cuentas detalladas de las operaciones de 
/'sta, los documentos justificativos y las explicaciones 
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necesarias.— Pidió que, por lo expuesto y de acuerdo con 
lo mandado por el articulo US del Código de Comercio, le 
señalara dia para que Kaiser compareciera ante el Juzgado 
á fin de nombrarse de acuerdo ó en caso de no obtenerse 
éste por el Juez, los arbilradnres que deben deciilir las 
cuestiones suscitadas entre las partes. — Fundó la com- 
petencia del Jugado en que Chaillou es francés y Kaiser 
argentino, y para acreditarlo ofreció testigos. 



Pallo áel «Iih»« IVdeml 

Huonoa Aires. Setiembre : :S5 M IWM. 

h>r presentado en cuanto ha lugar por derecho y por 
onstituido el domicilio legal que se indica: y resultando 
e la exposición contenida en el precedente escrito, que 
ntrc el demandante y el demandado ha existido una so- 
ciedad comercial de capital é industria dé naturaleza co- 
lectiva: que en base de este hecho, se demanda la rendición 
de cuentas de la administración ejercida por el socio 
Kaiser, á quien le presenta cuino teniendo especialmente 
la dirección de l¡i cosa. 

Y considerando: Que según el articulo 10 de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales, las sociedades colectivas no gozan del fuero federal 
para demandar ó ser demandadas, sino cuando cada uno 
de los sócios tenga individualmente el derecho de ocurrir 
á los Tribunales Nacionales, lo que signilica que para 
los efectos del fuero la personalidad de los sócios desapa- 
rece refundiéndose en la nueva entidad creada por el con- 
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trato social; Que por esta razón los socios entre sí ó en 
sus contestaciones con la sociedad* por actos ú obliga- 
ciones derivadas del contrato social, ao tienen otro fuero 
que el del lugar donde la sociedad tiene su asiento, que 
aquellos han creado por el hecho de la sociedad, exclu - 
yendo asi el fuero federal, por la calidad de las personas, 
seguii lo ha establecido la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema.— Por esto, y atento lo dispuesto en el artículo 3 Ó , 
de la Ley de Enjuiciamiento Nacional, declarase incom- 
petente el juzgado para entender en la precedente demanda 
y ocurra el iuteresado donde corresponda. — Repóngase 
la toja. 

Vilfgitiú M. Tedia. 



Fallo il<» ln Suprema €Wt«» 



IJüurto* Airo», Diciembre I» de Inui. 

Vistos: Atenta la consideración aducida en el segundo 
fundamentó del auto recurrido de foja 5 y lo resuelto 
por esta Suprema Corte con fecha II! de Junio del co- 
rriente año . 1 .en el caso del Doctor Don José A. Viale y 
otros voti Don Luis Castélls: so confirma con costas di- 
cho auto; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Vmmwh. — C. s. ue 
LA Tomu:. — Akki. Ba/an.— 
I-uisSaknzPkña. 



i\, Scrifi i-r.'.r.i. htnifl !i. |Mtif. :¡i:i 
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l)ou Sebastian t'crryra y ñon Tristan Cantío, contra Don 
Kantista IHguet y Don Tomás Vega ?/ Véga, pr em- 
banjo; sobre intenlirh posesorio. 



Sumario. — Y* Kl ejecutado en juicio ejecutivo puede 
hacer valer su oposición al embargo solamente |>or via 
de excepciones en el mismo juicio, y no por via de ac- 
ción posesoria. 

2 o Kl tercero (pie en dicho juicio lia demandado la pro- 
piedad de los bienes embargados, no puede simultáuea- 
itt« lite litigar por via dé interdicto sobre su posesión. 



Caso. — Don Sebastian Pereyra se presentó ante el Juz- 
gado* exponiendo: Que había tenido noticia por la pro- 
testa formulada por su sucio en Trenque-Lauquen, la cual 
había sido presentada ante el mismo Juzgado en otro 
juicio, que Don Bautista Piquet solicitó y obtuvo em- 
bargo contra Don Tristan Castro en nn juicio que le ha 
promovido por cobro de pesos. — Que al diligenciarse el 
mandamiento, se han embargado y sacado todas las ha- 
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ciendas de su establecimiento denominado « Martin Fie- 
rro».— Que la propiedad de las haciendas se comprueba 
por la escritura de compra que también lia presentado en 
demanda por daños y perjuicios, y viene ¡i deducir terce- 
ría de dominio contra Don Bautista Piquet para que se 
le condene á la devolución de todas las haciendas con sus 
procreos. al pago de danos y perjuicios y al de las costas, 
si no desiste dentro de 24 horas del embargo y le resti- 
tuye á su costa las haciendas. 

El Juez corrió traslado do esta tercería al ejecutante 
por auto de 18 de Noviembre de 1801 y mandó que corriera 
por cuerda separada. 

Kl mismo Don Sebastian Pereyrá y Don Tristau Castro 
se presentaron ante el Juzgado, exponiendo: Que en los 
dias 7 y 8 de Noviembre último, fueron despojados vio- 
lentamente de todos 'os bienes con que tienen poblada la 
estancia denominada « Martín Fierro » en el Partido de 
Trenque-Lauquen, por orden del Juez de Paz Don Juan C. 
Audrade, so pretexto de dar cumplimiento á una urden 
del Juez Federal contra Don Tristau «'astro, y según se 
pueden dar cuenta á pedido de Don bautista Piquet.— 
Qué ignoraban que Piquet hubiera iniciado ejecución 
contra Castro porque nada se le ha hecho saber, ni creían 
que el Juzgado pudiera despachar ejecución contra Cas- 
tro por el importe de un pagaré i que se imaginan 
sea), que está en juicio ante el mismo Juez, en las 
reclamaciones que Castro hace á Don Kmilio Wenk y el 
cual está suscrito por el mismo Wenk en unión con Cas- 
tro, pero lo presumen porque se trata de Piquet. — Que 
sea de ello lo que fuere, se les ha despojado violenta- 
n:ente haciendo alarde de fuerza, la que no han repelido 
por conservar su derecho. — Que entre los bienes arre- 
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batados existen de propiedad de Castro, dos carruajes 
con sus guarniciones, un carro con sus enseres, y se han 
violentado los baúles de los peones á uno de los cuales 
se le sustrajo liU $ que tenía. — Qué de propiedad de 
Pereyra se lian llevado 1500 cabezas de ganado vaeu no. 
1"iO entre caballos y ínulas, y se cree que también los fru- 
tos, porque el administrador «'astro se encontraba au- 
sente. — <¿ue éste es un habilitado á partir de utilidades, 
como lo demuestra el contrato que presenta ( foja 5 ). 
circunstancia que conocían el que ha ido á ejecutar la 
orden de embarco y el que la solicitó como apoderado 
de Piquet. — <¿ue después de haber protestado por estos 
hechos (foja 9), deducen el interdicto de recobrar con- 
tra Don Kantista Piquet y su apoderado Don Tomás Vega 
cj*a para que sean condenados ¡i la restitución de 
las haciendas y objetos sacados violentamente del 
lecimiento.— Ityüi los extremos exigidos por el 

líenlo otti del Código do Procedimientos so encuentran 
justificados con !a protesta y escritura que presentan. 




FhII» del 4tei *V«S<r*ftl 



Buenos Aire*, Noviembre 13 1801; 



Corra este escrito CÓtt el traslado producido eunesta 
fecha á solicitud de la misma parte. 

lyaniza. 



Castro y Pereyra interpusieron contra este proveído 
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los recursos de reposición y apelación, sosten iendo: l\ 
Que es contrario ¿i la ley porque subordina un juirio su- 
mario y brevísimo, como es el de interdicto,;'! uno ordi- 
nario como el de tercería. — *\ Que según los artículos 
570 y 572 del Código de Proccdimicntos.corrcspondía con- 
vocar si juicio verbal. —3". Que el Juez ha contundido la 
tercería de. lucida solo por Pereyra contra Piquet. con el 
interdicto promovido por éste y Castro contra Piquet y 
Vena.— 4". Que el interdicto ha debido iniciarse ante el 
Juez de Sección, porque es una providencia de éste, la 
que ha dado jugar á los hechos en qué se funda. — ;V. 
Que poco importa que Piquet se diga vecino de Trénqüé- 
Lauquen, desde que está representado ante el Juzgado, 
y su apoderado debe darle noticia de los emplazamientos 
que se decreten. 



Auto d«l 4uv* Pc-dcntl 



Hu.-nos Aires, Noviembre U dé 1*91. 

No importando despojo los hechos en que se pretendí* 
fundar el interdicto de recobrar, por cuanto ellos consis- 
ten en procedimientos emanados del Juez de Trenque- 
Lauquen, para llevar adelante el embargo ordenado por 
este mismo Juzgado y trasmitido el encargo por medio 
del Juzgado Nacional de La Plata, á lo que se agrega que 
los mismos hechos y motivos alegados en un juicio para 
fundar la tercería exeluyente deducida por Don Sebas- 
tian Pereyra. sirven para la acción posesoria de despojo 
intentada á nombre del citado Pereyra y Tristan Castro, de 
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ta! manera que no podría resolverse un juicio sin pre- 
juzgar en el otro. — Por estos fundamentos, y de acuerdo 
al articulo 328 del Código de Procedimientos, no lia lugar 
á la revocatoria solicitada y concédese en relación el re- 
curso de apelación en subsidio. 

Cyaniza. 

Fallo la Suprema l orie 



Iíiumius \ires. Diciembre I" de 1891. 

Vistos: Resultando que el embargo que dá lugar á los 
escritos de fojas I a y 11, lia sido trabado por orden ju- 
dicial y sí instancia de parte en ejecución seguida por 
Don Bautista Piquet contra Ddii Tristan Castro, uno de 
los firmantes del segundo de aquellos escritos; 

Y considerando: 

Que ja oposición á dicho embargo sólo puede hacerse 
valer por aquel como excepciones en el juicio ejecutivo 
pendiente y no por via de acción posesoria, qué no pro- 
cede en favor del ejecutado por las medidas de ejecución 
ordenadas por el Juez directamente en su contra, mucho 
menos tratándose solo de bienes muebles. 

Que por lo que hace ¡i Don Sebastian Pcreyra. dedu- 
cida por su parte una tercería de domi. % o sobre los bie- 
nes embargados y demandada así la propiedad de di- 
chos bienes en juicio ordinario, no puede simultánea- 
mente y por via de interdicto, litigar su posesión con 
arreglo á lo dispuesto por los artículos 58 de la Ley Na- 
cional de Procedimientos y 2485 del Código Civil. 



Por estos fundamentos: se eonlirma ton costas el auto 
elado de foja 12 vuelta con la significación que le ha 
dado el de foja ¿6; — Repónganse los sellos y devuél- 



Et Doctor Don Angel S. I'harro contra vi ¡tortor I ton Leo- 
poldo del Campo il otro, por calumnia : sobre recurso 
de auto de los Tribunales ordinarios. 



SHuutri<>. — Co\\\u\ el auto de los Tribunales ordinarios, 
que no es definitivo, no procedo recurso para ante la Su- 
prema Corte. 



vanse. 



Ifl mms Vicioiuca.— i.*. S. i>e 

|,A TOIIRE. — AlIKL BaZAN. — 

Luis Saknz Pkna. 



r\is\ «rriAWViii 



4r I» Hvprvmm Corlo 



Buenos fártíi Diciembre I o <!«■ 1801, 
Vistos en él acuerdo: No siendo sentencia delinitiva la 
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resolución recurrida según lo exige el articulo 14 ile la 
L«»y sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Federales, y no pudiendo en consecuencia la Suprema 
Corte ejercer jurisdicción en el estado actual de los au- 
tos: declárase iraproccdenU- el recurso interpuesto y de 
vuélvanse al Tribunal de su procedencia, reponiéndose 
los sellos. 

Benjamín Viookka. — C. S. w. 
la Tm&nK. — Ámi Kazan.— 
Luis Saknz PkSa. 



VAVHM < < < |.\\\|\ 



Cayetano Ganf/ui, contra /*»/>« Vírenla Cabrera de 
Si/ra, por rescisión ite contrato ; sobre competencia. 



Sumaria. — Promovida la cuestión de competencia por 
eclinatoria, no es licito proseguirla por inhibitoria. 



so.— Kn >\ de Abril de 1801, se presentó ame el .luz- 
Don Cayetano tíangui, italiano, exponiendo: Que 
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Doña Vicenta Cabrera de Silva, argentina, con quien 
tiene celebrado un contrato de compra de un inmueble, lo 
demandó ante el Juez de la Capital, Doctor (taray, y al 
ser notificado de la demanda, opuso la excepción de in- 
competencia, invocando su calidad de extranjero, de 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso !>' articulo ti" de 
la Ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribuna- 
les Federales y 3° de la de Procedimientos. — Que el Juez 
Doctor «¡aray. corrió traslado á la demandante de la ex- 
i-epcion opuesta, y olla, contestándolo, manifestó estar 
conforme con que el juicio se radicase en la jurisdicción 
competente. — Cjüe con esto, debió terminar la interven- 
ción del Juez Doctor < taray; pero él en lugar de decla- 
rarlo así, mandó que el i liangui > justificase su calidad 
de extranjero, abriendo un término probatorio. — Que en 
el deseo de no demorar la prosecución del juicio, pre- 
sentó la información de dos testigos á quienes les consta 
su calidad de extranjero, para que se ratificasen en su 
testimonio, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 2 o 
de la Lev de Procedimientos; pero el Doctor tiaray re- 
chazóde ciicio esta forma de comprobación de la nacio- 
nalidad, autorizada por aquella ley nacional, y quiere 
forzarlo á que la produzca con arreglo á lo dispuesto por 
el articulo 1X1 del Código de Procedimientos déla Capi- 
tal, que sólo es aplicable ¡í los testigos presentados por 
las partes en el juicio contencioso en que se ha estable 
cido y consentido la declaratoria de competencia del Juez 
■I ue la ordena, como lo establece el artículo 87 inciso 2 o 
dol mismo Código; pero no cuamlo solo se trata de la 
forma más breve para lijar la jurisdicción competente. — 
Que en virtud de estos antecedentes. y conforme á lo es- 
tablecido por el articulo 43 de la Ley de Procedimientos, 
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promovía cuestión de competencia por inhibitoria y pe- 
librara oficio al Juez Doctor Garay, pidién- 
ngade seguir conociendo en el juicio de su 

referencia y remita los autos. 

Ratificados los testigos que declararon sobre la naciona- 
lidad italiana de Bangui y argeutina de la señora de 
Silva, el Juez Doctor Tedin mandó librar olicio al Doc- 
tor Caray pidiéndole que se inhibiera y remitiera ¡os 
tos. 




%«!«» 4*1 «•«** 4* « InmIhim-Ia 



Hítenos Aires, .Setiembre lo de 1301. 

Y vistos: para resolver la inhibitoria solicitada á foja 
ochenta y cuatro por el señor Juez federal de la Capi- 
tal* Doctor Virgilio M. Tedin, en estos autos seguidos 
por Doña Vicenta l abrera de Silva contra Don Cayetano 
(¡angiii sobre rescisión de un contrato, de los que resulta: 
Que á foja catorce s rvrvesentó la señora de silva enta- 
blando su demanta ontra Gangui — Que corrido tras- 
lado de ella por el 8 ito de foja diez y siete, el demandado 
sin evacuarlo, opuso í foja veinte y una la excepción 
de incompetencia en razón de ' vestir el carácter de ex* 
tranjero. — Que sustanciada ésta con arreglo á las dispo- 
siciones del Código de Procedimientos, fué resuelta por 
el auto de foja sesenta y cuatro no haciéndose lugar ¡i 
dicha excepción. — «¿ue habiendo sido consentida esta 
resolución por el apoderado del demandado, á quien se 
le notificó en forma, según resulta de la cédula agre- 
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«ada si foja sesenta y cinco, y no habiendo evacuado en 
tiempo el traslado de la demanda se dio por evacuado 
ou su rebeldía por el auto de foja sesenta y seis vuelta, 
y que abierta la causa á prueba á fojas sesenta y ocho 
vuelta, y estando corriendo el término, recibió el Juz- 
gado el olicio y testimonios corrientes á foja setenta y 
cuatro y foja setenta, trabándose la contienda de compe- 
tencia. 

Y considerando: Primero: Que si bien el artículo cua- 
trocientos doce del Código de Procedimientos establece 
que cuando los Jueces ej orzan diferente clase de juris- 
dicción no podrá usarse tanto de la inhibitoria como de 
la declinatoria de jurisdicción, dispone también categó- 
ricamente que el litigante que hubiere optado por uno 
de estos dos medios no podrá abandonarlo y recurrir al 
otro, ni tampoco los podrá emplear sucesivamente, de- 
biendo pasar por el resultado de aquel á que haya dado 
la preferencia. 

Segundo: Que en el presente caso (langui ha optado 
por la declinatoria al oponer á foja veinte y una la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdicción. 

Tercero: Que además esa excepción ha sido ya resuelta 
por el auto de foja sesenta y cuatro, ••ue no hace lugar á 
ella y consentida como está reviste para (¡angui la auto- 
ridad .e la cosa juzgada. 

Cuarto: Que siendo esto asi, le es por consiguiente es* 
i netamente aplicable las disposiciones del articulo cua- 
trocientos doce del Código de Procedimientos citado. 

Y Quinto: Que el asentimiento prestado á foja veinte 
y tres por la demandante para que el Juzgado se declarara 
incompetente y de que el Agente Fiscal hace mérito en 
la vista precedente, no puede en manera alguna servir de 



_ 
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base para accederá la inhibitoria solicitada, pues aparto 
que esa manifestación se produjo con anterioridad al men- 
cionado auto consentido de fuja sesenta y cuatro, que la 
desechó, no sería su ficiente. como él lo expresa, para de- 
cidir al -livA^ndo si aplicar leyes de excepción que son 
por su naturaleza de órdeu público. 

Por estas consideraciones y las Con (tardan tes del es- 
crito de foja setenta y nueve, no obstante lo dictaminado 
por el señor Agente Fiscal en la vista que precede, re- 
suelvo no hacer lugar A la inhibitoria solicitada ;i foja 
setenta y cuatro por el señor Juez- Federal dé la Capital. 
Uoctor Virgilio M. Tedin. 

Kn consecuencia, y atento lo dispuesto en los artículos 
cincuenta y cincuenta y uno de la Ley de l'i de Setiem- 
bre de 1M53, eomuníqueseleesta resolución al referido Juez, 
transcribiendo en el oficio que se le dirija el auto de 
foia sesenta y cuatro, la cédula de foja sesenta y cinco, 
y la diligencia de foja sesenta y cinco vuelto y el escrito 
de foja setenta y nueve, requiérasele al misino tiempo se 
sirva contestar si insiste ó no en la inhibitoria solicitada 
á lili de seguir actuando el infrascripto ó remitirlos au- 
tos ;i la Suprema Corte para que determine lo que corres- 
ponda. 

Angel Garay. 

Ante mí : 
Fetipt ../i/;/Éf. 

Ltt resolución que se manda transcribir en id auto 
anterior, es la siguiente: 



Ruellos Aires, Ma\o :> (lo 189!. 

Y vistos: para resolver ta excepción de incompetencia 
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•le jurisdicción opuesta á foja veinte y una. Y conside- 
rando: Que la jurisdicción federal es un privilegio que 
las leyes acuerdan á los extranjeros que litigan con ciu- 
dadanos argentinos, por cuyo motivo las disposiciones 
que ;i ellos se refieren, deben interpretarse en sentido 
restrictivo. — <J>ue siendo esto asi. no habiendo compro- 
bado el demandado en la época oportuna del juicio, el 
carácter de extranjero que invocó al oponer la excepción, 
ésta debe rechazarse, pues la confesión que se dice he- 
cha por la demandante, no puede en manera algunadeci- 
dir al Juzgado para aplicar leyes de excepción que son 
por su naturaleza de orden público. Por esto, no se liare 
lugar con costas á la declinatoria solicitada ú foja veinte 
y una, y contéstese derechamente la demanda del término 
legal. Fijase el honorario del Ductor Malbran en la can- 
tidad de cincuenta pesos nacionales, y los derechos pro- 
ir u ratorios de Plot en treinta de igual moneda. Repón- 
ganse las tujas. 

Anyel Garay. 

Ante mi : 
Felipe Arana. 

km* *M Federal 

Hucnos Aires. Octubre I*.' «le IH91. 

Atento lo informado por el señor .lúe/, de lo Civil, Doc- 
tor Don Angel Garay, el infrascripto se declara incom- 
petente para conocer en el juicio promovido ante ese 
juzgado por Doña Vicenta Cabrera de Silva contra Don 
t Cayetano < ¡angui, sobre rescisión de un contrato, y hágase 
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sab^r esta resolución por oficio al expresado señor Juez 
para que siga conociendo del referido juicio. 



VISTA DRti SBSrtll raOGORADOK GKNRRAL 

Suprema Cort*: 

Por los fundamentos del auto apelado de fojas vuelta, 
y los que apoyan la resolución del señor Jue/ de la Ca- 
pital, Doctor tiaray. soy de opinión que aquel auto debe 
ser confirmado por V. E. 

Antonio fc\ Slafarrr. 
Hiionos Airea, Noviembre 12 Jo 1891, 



rail» «Ir la» Haprem* Vmrtr 

■ 

Bueiios Aires, Diciembre \p do 1801 . 

Vistos: Debiendo el demandado estar al resultado de 
la declinataria deducida ante el Juez de la Capital, sin 
otros recursos que los establecidos por la ley que rí«e 
los procedimientos de dicho Juez, y el determinado por 
el articulo catorce de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales federales, con arreglo á lo pres- 
crito por el articulo cuarenta y cinco de la Ley Nacio- 
nal de Procedimientos y ¡i la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte: se cotilirma con costas el auto apelado 



de foja 8 vuelta, en cuanto no hace lugar á la inhibitoria 
deducida y declara que el Juez de la Capital puede se- 
guir conociendo en la causa. — Repuestas los sellos, de- 
vuélvanse. 



Don Víctor C. Utrero* contra Iton Curtos Cassano y Don 
Ikmttft'jti llianchi, sobre cumplimiento de contrato. 



Sumario.— $e presume cumplida la obligación de 
hacer ciertas reparaciones en una finca* que resultan 
haber sido hechas, sin demostrarse que lo hayan sido 
de un modo irregular. 



Caso.— Lo explica el 

T. XVII 



benjamin vlctoiuca.—c. s. de 
la Torre,— Abel Bazas.— 
Luis Saenz Peña. 
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¿allí» <l«»l 4u«*« Federal 

Síiii Luis. 16 SoUciilb^í «le I**'.». 

Y vistos; por lo que resulta de autos, y CóiisWerartdó: 
1". (¿ue el fundamento de la acción deducida lo cons- 
tituyen el contrato de fecha 15 de Octubre de 1879 
( foja 80), las adiciones de V¡ y '-¿I de Abril de 1880 
(foja 82)« la cuenta de foja 83 y el recibo que en cópia 
Legalizada rom* á foja 1: instrumentos que no habiendo 
sitio i m pugnados, deben estimarse romo auténticos (artí- 
culo ;ii¡ Ley de prpcotliinientoS )< 

2». Que al otorgarse él último de los mencionados 
documentos, el 10 de Noviembre de |ss->. pqr saldo de 
los trabajos practicados en la casa del Seitor Lucero, 
quedaron aún pendientes; Cómo incluidos én lo- s W l 
(tomentos setenta y 'htm pesos chirota allí expresados 
y para hacerse por los empresarios Señores Domingo 
Bianclli V Cia.. los que en el mismo recibí» se detallan, 
eorrespondieudo ¡i éstos, de consigUieiite. la prueba do 

su ejecución posterior. 
:;o." if Ue : \ ese intento han producido la que indica el 
rtilicado del a.tuario de foja SS vuelta, de la que 
onsta que los demandados han hecho practicar y 
reparar varias veces algunas de las obras que se men- 
cionan en ei documento foja 1. mas no todas las que 
emprendía el convenio, deduciéndose este hecho de la 
onfesion de ios Señores t/assano y Bianchi/al absolver 
as posiciones de fojas 56 y 72; 
V. Que el informe téenico del perito Señor León. 
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corriente ¡i foja 01, demuestra que los cielos rasos de las 
piezas que los tienen, son revotados con cal. en lugar 
«I.» >vso, como estaba estipulado, y que para la solblez 
y duración del zócalo exterior de la « asa. lia debido 
emplearse en su construcción otro procedimiento que 
el adoptado por la empresa. 

m Que de las constancias del expedienté resulta, que 
.•I demandante se recibió del edificio principal, cons- 
truido con arreglo al contrato primitivo de foja Si», no 
:isi de los trabajos complementarlos* si bien por parte 
de los demandados se bu justificado que en diferentes 
ocasiones se lian hecho pinturas y reparaciones en las 
partes mismas de la casa que indica el documentó de 
|..ja I. que no han sido aceptadas por el actor; lo que 
significa qüe no estaban hechas en la forma que los 
interesados lo acordaron. El escrito «le demanda de 
Toja 2. asi lo corrobora también. 

por estas consideraciones, y «le acuerdo con lo que 
dispone el articulo 625 delGódigo Civil, se declara que 
los Señores Domingo Bianchi y Garlos Cassano están 
solidariamente obligados á practicar las obras que designa 
el instrumento «le foja l.con las r.-servas que se expre- 
san en los artículos «26 y siguientes del mismo, sin 
especial condenación en costas, llágase saber con el ori- 
ginal y repónganse los sellos. g 

Fu II» de la fwipw"»* Vori* 

Buenos Aires. Ilieicmbrc «!«' I&M. 

Vistos y considerando: 

i 4 nie la demanda entablada por Don Víctor Lucero 
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contra Don Domingo Bianchi y Don Carlos Oassano, 
tiene por objeto el cumplimiento de las obligaciones 
que éstos contrajeron al firmar el recibo de foja 1, por 
saldo de la cantidad adeudada por aquél, como resul- 
tante del precio de la casa que construyeron éstos, según 
el contrato de foja ochenta, como se reconoce expresa- 
mente por el demandante á foja noventa y siete. 

Que estas obligaciones consistían únicamente en dar 
una mano de pintura al frente del edificio en tierra 
romana: hacer el zócalo marmolizado, dar una mano á 
los pilares y repasar la pintura de toda la casa, los 
cielos rasos de yeso y los frisos. 

Que los demandados han aseverado sin contradicción 
que la casa fué recibida por el Señor Lucero y habi- 
tada en Setiembre del ano de mil ochocientos ochenta, 
y otorgado el recibo de foja primera en diez de Noviem- 
bre de mil ochocientos ochenta y dos, en que ellos, á 
exigencias de Lucero, remitieron los intereses del seis 
por ciento y contrajeron las obligaciones enunciadas. 

»¿iie constituidas en esa forma las obligaciones no 
pueden considerarse los t. abajos á que se refieren, sino 
como reparaciones ligeras á la obra construida hacía 
dos años y recibida por el demandante. 

Que á tener la importancia que luego se ha pretendido 
atribuirles, el actor no se hubiese limitado á exigir 
únicamente la remisión de los intereses, sino que hubiera 
retenido la suma que aun adeudaba y que ascendía ¡i 
mil doscientos setenta y cinco pesos chirolas. 

Que los demandados han comprobado suficientemente 
por el recibo de foja cuarenta y declaraciones de fojas 
cuarenta y ocho, cincuenta y una, sesenta y una y 
sesenta y siet \ que ellos mandaron practicar y practi- 
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carón lo» trabajos si que se refería el recibo de fojas 
primera, no una, sino varias veres, y aun ejecutaron 
otras reparaciones ó composturas que aquellas á que se 
obligaron* lo que no ha sido en modo alguno desvirtua- 
do por el reconocimiento pericial de foja noventa y una. 

Que entablada la demanda cerca de tres años después 
de la fecha del recibo de foja primera y paralizada por 
inacción del actor otros tres ó cuatro años más hasta 
que se formalizó ante el Juez de Sección, en mil ocho- 
cientos ochenta y nueve, se ha hecho difícil, si no impo- 
sible, la verilicacion de las condiciones en que se efec* 
t liaron las reparaciones materia del litigio, que no fueron 
sujetas á condiciones especiales y que nada hay por 
otra parte que demuestre satisfactoriamente se hayan 
cumplido de un modo irregular. 

Que en cuanto á los materiales de construcción de 
los cielos rasos, debe notarse, que por estipulación (arti- 
culo doce) del contrato presentado por el actor y qu 
corre á foja ochenta, no era indispensable fueran ejec 
tailos en yeso, y los demandados han manifestado que 
los construyeron lletachados con cal para ser pintados 
previa conformidad de Lucero; y que no fué tampoco 
obligación contraída la reconstrucción de ellos, sino 
meramente la de repasarlos, lo que se ha verificado, 
según aparece del informe pericial de foja noventa 
y una. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia ape- 
lada, absolviendo déla demanda á Don Domingo Itian- 
chi y Don Ciirlos Cassano. Notifíquese con el original* 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín ViGTOttíoA, — O. S. OK 
la Toiuu:. — Ama Kazan, 
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Im Emprtoü Berracarri/ Viiía Comtitucion <¡ l/t 

Cariota, contra bou Camilo Aídao. />'>// Julián Büs- 

linza // hw Enrique lilyti; sobré expropiación. 



Sumario.— I*. Kn la indemnización por expropiación 
debe atenderse al valor intrínseco del terreno expro- 
piad.», y ¡i sus condiciones «especiales di» ubicación, y no 
tenerse en cuenta, como motivo de valorización, conce- 
siones posteriores á la ley que autorizó la expropiación. 

•>\ Tampoco deben tenerse en cuenta las enajenaciones 
de terrenos que no son análogos, ni las ofertas que se 
diüeh hechas por el expropiante por la totalidad de los 
terrenos de que los expropiados hacen fiarte, sino las 
ventas de terrenos inmediatos hechas en época aproxi- 
mada á la fecha de la ocupación. 



Caso.— En 28 dé Febrero de L889, Don Diego del ras- 
tillo por la Kmpresa del Ferrocarril Sud de Santa Ké, ó 
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sea. de Villa Constitución ¡i La Carlota, alegando que ne- 
cesitaba expropiar, para la vía. estaciones, talleres, etc.. 
segilll los planos aprobados por el Poder Ejecutivo, y con 
arreglo á las leyes de '2 dé Octubré de 1880 y 5 de Octubre 
de ¿887, dos áreas de terreno pertenecientes ¡í la Compa- 
ñía de Villa Constitución, compuesta de los señores Don 
Camilo Aldao. Don Julián Bustinza y Don Enrique Blytt. 
dijo: que una de las áreas era de 304.66$ metros cua- 
drados, contenidos e i los lotes números 1. 10 y 611 del 
plano que acompañaba: v la otra de 35 ittetrOS dé frente 
por 1.344 de fondo. 

€^uo ofrecía por precio y toda indemnización la suma 
de l(X80fi Sá razón de 500$ por cuadra, que deposifeba 
para que se le diera la posesión; pidió que se citara á 
los demandados* para que le escriturasen los terrenos 
mencionados, y se le diera posesión de los mismos. 

Kl Jiiéz ordenó la posesión y cito á los demandados á 
comparendo; 

Kstos opusieron que sus terrenos no eran de expropiar 
einn, y sobre esto se siguió un incidente que fué resuelto 
por sentencia de 19 de Julio de 1890, que fué consentida, 
por la que se declaró que los terrenos citados eran suje- 
tos á expropiación. 

Mamados.» u e v a i n e n t e á comparendo, los demandados 
manifestaron estar disconformes con el precio ofrecido 
por la Empresa expropiante, y se nombró como peritos 
por parte del Ferrocarril á Don Cárlos González, y por 
parte de los demandados á Don Manuel Sojn. 

Don Cárlos González presentí» su pericia avaluando el 
terreno á razón de 500 $ la cuadra cuadrada por toda 
indemnización. 
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Don Manuel Sojo avaluó á razón de 12 $ el metro 
cuadrado los 364.568 metros de los lotes números 1, 10 y 
60,— y de 5 $ los otros 43.540 metros cuadrados para 
la vía. 

Las partes hicieron oposición ¡i las pericias respecti- 
vas, y el Juez, para mejor proveer, abrió la causa ¡i prueba 
por diez días sobre los hechos alegados por el expro- 
piante y expropiado. 

El Juez Federal por auto de 16 de Noviembre de 1890, 
en calidad de « para mejor proveer » ordenó que las par 
tes designaran á un perito entre los señores Don Pedro 
L. Funes, Don Manuel Silvetj y Don JosóN. Puccio, ti 
otra persona, en que se pusieran de acuerdo para la apre- 
ciación de los terrenos materia del litigio. 

Las partes designaron á Don José N. Puccio, que ma- 
nifestó no poder aceptar el cargo. 

Esto dió lugar aun incidente, que quedó resuelto por 
el auto de la Suprema Corte de l\ de Febrero de 1891, con- 
firmando el nombramiento de Silve.i hecho por el Juez 
de Sección, salvo que las partes convinieran en el nom- 
bramiento de otra persona. 

Expedido el informe por el perito Silveti se dictó el 
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Rosario, Mayo 16 <!«• IH»|. 

Autos y vistos: los presentes sobre expropiación, ini- 
ciados por la Empresa del Ferrocarril á La Carlota contra 
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la Empresa de Villa Constitución, compuesta por los se- 
ñores Don Camilo Aldao. Sucesión de Bustinza y Don 
Enrique Blytt. y referente á los lotes de tierra números 1, 
10 y 60 del plano de foja una presentada por el expropiante 
y foja ciento cuarenta y seis de igual procedencia, con un 
área total que se dice ser de:Ji¡4.i¡(JX metros cuadrados, y 
además otro terreno de 35 metros de frente por 1,244 de 
fondo, ó sean 43.540 metros cuadrados, resulta lo siguien- 
te: «¿ue el actor, consignando la suma de $ 10.805,55 cts. 
moneda nacional de curso le^al (boleta de foja 1) y 
como importe total en que aprecia el valor de la expro- 
piación, inicia ésta por medio de su escrito de foja U. 

La parte expropiada al ser notilicada de la demanda 
y después de exigir la presentación de los planos que 
fuesen referentes ¡i su acción (escrito de fojas IU ¡i 34) 
se opone á dicha expropiación aduciendo no estar ella auto- 
rizada en los términos que se solicita por las leyes y de- 
cretos dictados para la construcción del ferrocarril men- 
cionado. 

A fojas 31, la Empresa expropiante contesta á esa opo- 
sición. 

Tramitado el incidente, produciéndose en él prueba y 
previa una inspección ocular de que informa el acta 
corriente de foja 95 á foja 99, el incidente de la refe- 
rencia es fallado por la sentencia de foja KM», declarán- 
dose que la Empresa del Ferrocarril ¡i La Carlota, se^un 
las leyes de 2 de Octubre de 1886 y Octubre 5 de 18X7, se 
encontraba autorizada para llevar á cabo la expropiación 
referida en los límites y forma solicitados en la demanda. 
Apelada esta sentencia á fojas HKS, se desiste no obstante 
de dicha apelación por medio del escrito de foja 111 y 
ou su mérito se convoca á las partes á la audiencia de ley 
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para el nombramiento de peritos que (tebián avaluar la 
propiedad & expropiarse ; nombramiento que se verifica en 
i» persona delos Sres. D. (Virios González por el expro- 
piante y Di Manuel Sujo por el expropiado (escrito de 

roja 118). 

BStOS peritos se expiden ¡í fojas 120 y 123 respetiva- 
mente, avaluando González en diez mil pesos masó menos 
toda el área materia de la expropiación, ó sea á razón dé 
quinientos pesos billetes la cuadra cuadrada, y Sojo, en 

Cuatro millones y medio de pesos de igual moneda la 
misma área, ó sea, á razón de 12 pesos moneda nacional 
el metro cuadrado de los lotes l, 10 y 00, y en tres pesos 
de la misma moneda el metro de la otra fracción de 
metros cuadrados. 
Para mejor proveer, el Juzgado á foja 127 abre la causa 

á prueba y á foja 100 llama ¡i audiencia á los peritos para 
pedirles explicaciones respecto á la enorme diferencia que 
existía entre las apreciaciones que cada uno de ellos lia- 
cíaen sus respectivos informes de la tierra materia de 
esta expropiación. 

Dicha audiencia tiene lugar en el dia designado en el 

acta de foja 19$, y alli el perito González manifiesta Ha- 
ber practicado su avalucion sin conocer siquiera el terreno 
(píela motivaba, habiéndola basado en el concepto de ser 
un terreno de campo el que era materia de la expropiación, 
mientras que el perito Sojo, que había reconocido el terre- 
no del litigio, I'» avaluaba en id concepto de ser terreno 
de puerto? presentando el croquis levantado por él y que 
corre á foja 197, por el cual se manifestaba existían en 
el dia de su inspección algunas embarcaciones de gran 
calado— que en dicho croquis se designan — haciendo 
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operaciones »le carga, fondeadas contra la barranca, que 
formábase do una parte del terreno á expropiarse. 

La parte del Ferrocarril á La Carlota, fundada en la 
enorme diferencia que existía entre la apreciación hecha 
pr.r estos peritos en sus respectivos informes, solicita 
del Juzgado por su escrito de tojas Í50, se prescinda 
do los peritajes mencionados y se proceda á un nuevo 
avalúo. 

Kl Juzgailo.de acuerdo con esa solicitud y teniendo en 
vístala imposibilidad de poder formar juicio respecto al 
verdadero valor materia del litigio, presenta á las partes 
una terna de peritos para que de ella fuese elegida la 
que debiera hacer la nueva avaluación (fojas 20"»). resul- 
tando nominado el segundo de esa terna Don Manuel Sil- 
veti, quien se expide en su informe corriente do fojas 
255*267. 

Dicho perito avalúa á razón de ocho pesos y medio el 
metro cuadrado de los 364.068metros de que se componen 
los tres lotes números 1. lo y 00, y en un peso de igual 
moneda cada uno délos 1&540 metros de la otra fracción 
materia también de la expropiación, ó sean, tres millones 
ciento cuarenta y tres mil doscientos diez y ocho pesos 
moneda nacional legal por el área total á expropiarse, y 
además en un ocho por ciento deesa suma total como in- 
demnización de perjuicios por los beneficios de explota- 
ción de esc inmueble que formaba puerto y .pie en concepto 
de dicho perito los expropiados tenían derecho á que se les 
resarciera en razón de no poderlo ya utilizar en su favor 
en el dicho destino do puerto, ocho por ciento que debería 
pagársele anualmente á los expropiados mientras durase 
la expropiación que harán los expropiantes. 
La prueba producida en autos corre á fojas 2, 38, 83, !»"», 
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lW.de 157* 10% delfWi ¡i K¡7, tic 10!» á 172, do 173 á 181, 
de y de 310 á 316; 

Y considerando: 

I o . Que el lote numero I se encuentra ubicado en la 
barranca misma del Uto Paraná. 

2". Qu<3 contra esa barranca corre la canal del men- 
cionado rio, circunstancia muy especial que convierte á 
ese sitio en un verdadero puerto apto y cómodo para el 
estacionamiento de buques de gran calado. 

8°, Que dicha canal, inmediatamente después ¡le ter- 
minar el área de ese lote de barranca, se separa de ésta 
alejándose á la opuesta orilla del rio. de manera que 
puede asegurarse no existe fuera del punto indicado del 
lote numero 1, ningún otro puerto natural en un largo 
trayecto de costa Xord-Oeste de más de diez leguas. 

4°¿ Que si es verdad existen en el espacio de costa 
indicado algunas otras raras puntas, como ser el lla- 
mado «Puerto Chico» y «Alvear» que podrían servir de 
estación á buqi"»s por la profundidad regular de agua 
que en ellas se encuentra, tales sitios no pueden clasi- 
ficarse de puertos sino de simples cargaderos ó fondea- 
deros, pues si se encuentran éstos resguardados de los 
vientos y tempestades como la barranca del lote 1, á 
mérito de que éste forma ensenada* como puede verseen 
el plano de foja 140, lo que no sucede con los otros 
expuestos á todos los vientos; si que también no pre- 
sentan aquellas punt * la ventaja bien notable y que 
debe tenerse en cuenta, ue que en el lote número 1 no 
se necesita de trabajo r'guno (coittó construcción de 
muelles, etc., etc.», para hacerlo servir de verdadero 
puerto natural, pues en el mencionado lote número 1 
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los buques «le todo calado airaran á él, ó sea. á la mis- 
ma barranca que ose lote constituye, sin presentar difi- 
cultad alguna; mientras que en los otros sitios indi- 
cados, como «Alvear» y «Puerto Viejo», la barranca se 
encuentra alejada del agua, cuando menos. ;í doscien- 
tos ochenta metros; exigiendo, por consiguiente, gran- 
des gastos y fórmale? y costosos trabajos para, por 
medio de ellos, poder recién aprovechar el agua del 
Paraná á los objetos del comercio marítimo, ó para la 
implantación de un establecimiento de industria cual- 
quiera. 

% Que todo lo que se deja consignado en los ante- 
riores considerandos se encuentra ampliamente proba- 
do en autos, especialmente por las dos inspecciones 
oculares de que instruyen tas actas corrientes :i Tojas 
í>"> y ÍJIO, y por las declaraciones de fojas 15$ ú Ktí. 

(¡°. Que ello asi, es entonces evidente que el lote de 
terreno número 1, materia de esta expropiación, es y 
debe conceptuarse como terreno de puerto y su apre- 
ciación debe hacerse, por tanto, en armonía con la im- 
portancia que los mismos tienen y el consenso, univer- 
sal lia atribuido ahora y Siempre á los terrenos de esta 
naturaleza. 

7°. Que por otra parte y como la más convincente 
prueba de la bondad de ese terreno para el objeto in- 
dicado, se tiene en el hecho evidente de que ellos fue- 
ron adquiridos por la Empresa de Villa Constitución 
para destinarlos á puerto y para puerto también ad- 
quiere los mismos la Empresa ferroviaria expropiante. 

8\ <¿ue esto asi evidenciado, el precio del lote mime 
ro I debe ser apreciado por un valor igual ó aproxima- 
do al que han merecido los terrenos análogos y cuya 



fll RALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

similitud «le precios manifiesta lo ya enunciado en el 
cónsul raudo 6% esto es, que esta clase de terrenos 
siempre y en toda época han sido y son do un valor 
excepcional, conservando su precio de una manera 
constante y permanente, teniendo un valor intrínseco. 

!l". Que quedando romo queda establecido lo anterior, 
corresponde ahora investigar cuál de las diversas tasa- 
ciones liechas per los peritos en estos autos es la que 
debo servir de ilustración al Juzgado para fundar su 
fallo definitivo en razón, equidad y justicia. 

10". <¿ue la apreciación hecha por el perito González 
es á todas luces inadmisible por la manera en que la 
ha realizado, desconociendo por completó la clase de 
terreno que tasaba, como el mismo perito lo confu sa, 
tomando ofij romo terreno do rompo el que es de puer- 
to, é invocando transacciones realizadas de terrenos ale- 
jados déla costa, y por consiguiente, muy distintos en 
importancia y valor; ;í lo que se agrega la circunstan- 
cia bien significativa de que la misma parte que lo 
nombrara como tal perito rechaza su informe como in- 
eficaz é inaceptable, según se desprende de su escrito 
corriente A fojas 150. 

II". Que eliminado asi el dictamen de dicho perito 
González queda á estudiarse el de los señores Sojo y 
Silveti. siendo este último el que. si juicio del Tribu naí, 
merece mayor fé. no tan solo por su calidad «le tercero, 
cuyo nombramiento no trae directamente su origen de 
las partes interesadas, revistiendo asi ;i su dictamen de 
una mayor independencia é imparcialidad, si que también 
por la competencia notoria que dicho perito tiene en 
todo lo relativo á la propiedad raiza quede muy lardos 
años ha dedicado un estudio muy especial y concienzudo. 
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12". Que, por otra parte, el justipreció por el mencio- 
nado perito tercero Señor Silveti, se encuentra perfec- 
tamente ajustado á la equidad y á la justicia, y por la 
misma razón de sor su apreciación inferior & la del pe- 
rito Señor Sojo. debe ser la preferida del Juzgado en 
razón del principio consagrado, de que debo estarse ep 
raso de perplejidad en favor del deudor, que en el pre- 
sento lo os la Empresa* que debe abonar el bien mate- 
ria de la expropiación. 

1:5°. i^m- la justicia y equidad del dictamen del prc- 
dieho perito Srñiir Silvoti Re encuentra manifestada por 
medio de los hechos ib' pública notoriedad que aduce 
en su informe do fojas 255, presentando los ejemplos 
de las transacciones tie tierras análogas llevadas á rabo 
por el «Mercado y Embarcadero del Rosario» y lávenla 
di 1 los Señores Jewell Hermanos al ferrocarril Central 
Argentino. 

14 o - <¿ue ¡í esos ejemplos aún pueden agregarse los 
que ofrecen las ventas de los Señores Ledesma Herma- 
nos al mismo EerrOcarfil Central, de Doti Tóm&s Ko- 
driguez, «lela Ba.raca Progreso, de los señores Norton 
y Kidd al Señor Indalecio Gomó»* de Don Maeedonio 
Fernández á la Kmpresa ferroviaria de los Señores Hu- 
me, de Don Cárlos Casado al Ferrocarril Oeste Santa- 
tocino, <lc los Señores Kild. rmut y Konillan al Ferro- 
carril Central Argentino, etc., transacciones todas «días 

del dominio publico y las cuales se lian realizado á 
precios muy superiores (le aquél en que justiprecia el 
terreno materia de osla expropiación el mencionado peri- 
to Señor Sil veti, puesto que aquellas han sido llevadas á 
. abo desde Mes pesos y medio oro hasta veinte pesos 
de igual moneda el metro cuadrado, siendo de notar 
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que el precio menor indicado de tres pesos y medio oro 
en que fué vendido el terreno de los Señores Norton y 
Kidd, tenia un fondo alejado de la barranca de siete 
cuadras aproximadamente. 

15°. <}ue el precio de ocho pesos y medio billetes en 
que tasa el perito Silveti el metro cuadrado de los lo- 
tes 1, 10 y (¡0 materia de esta expropiación, reducidos 
á oro al cambio oficial actual de trescientos ochenta 
por ciento, no alcanzan ¡i dar dos pesos veintiún cen- 
tavos oro. 

16". Que los lotes números 10 y 00 no deben empero 
avaluarse al mismo precio que el loto número 1, como 
lo hace el perito Señor Silveti, pues ¿ste se encuentra 
sobre la misma barranca del Paraná formando el puerto. 
y aquellos se encuentran ubicados ú una mayor dis- 
tancia de la canal del rio, debiendo por tanto existir 
diferencia entre el valor que corresponde al uno y á 
los otros. 

17°. Que por lo tanto el precio que corresponde asig- 
narse al número 1 es el de ocho pesos y medio billetes 
por metro cuadrado, siendo otro distinto el que corres- 
ponde asignar á los otros dos lotes 10 y «0, y que este 
en armonía con la distancia á que estos últimos se en- 
cuentren alejados del puerto, disminuyendo su precio 
con relación á esa distancia. 

18°. Que esa disminución de valor en el lote núme- 
ro 00— que como se ve en el plano de foja 140, se en- 
cuentra ubicado sino sobre el mismo puerto como lo 
está el número 1, se encuentra siempre sobre la ba 
rranca que dá al bañado adyacente al arroyo de Pavón; 
—esa disminución de valor el Juzgado la aprecia en 
equidad y justicia en un diez por ciento: de manera 
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quc« rebajado éste de los ocho y medió posos en que 
se aprecia el hito número 1. resulta que el precio en 
qii¡e debe avaluarse y se avalúa el Inte nú moro lío, es 
el de siete pesos sesenta y cinco centavos moneda na- 
cional legal, que equivale aproximadamente á dos posos 
oro, según el misino cambio oficial actual. 

1!»". Que el lote número lo. aunque complementario 
del número 1 y tío, como que se encuentra más medi- 
terráneo* debe tener una avaluación aun inferior á la 
del número ISO. apreciando el Tribunal esa diferencia ©ñ 
un veinte] por ciento, ó sea. un peso setenta centavos 
menos de los ocho pesos cincuenta centavos en que 
se ha justipreciado el lote número I. dando asi por 
resultado el precio de seis pesos ochenta centavos poi- 
cada metro cuadrado de los contenidos en el lote nú- 
mero lo. ó lo que oslo mismo, un peso setenta y nue- 
ve centavos oro aproximadamente, según el mismo cam- 
bio oficial del día. 

20*. Que respecto á la fracción de treinta y cinco 
metros de trente por mil doscientos cuarenta y cuatro 
de fondo que se encuentra ubicada al Oeste de los lo- 
tes anteriores y apartada aquella de la ribera del Pá- 
ramu la apreciación que hace el perito Señor Silveti 
justipreciándola en un peso billete el metro cuadrado, 
es a juicio del Tribunal un tanto elevado, á estar á la 
distancia que de la ribera se encuentra ubicada. 

21°. Que el precio justo y equitativo que el metro cua- 
drado de la misma debe obtener y en esta sentenciase 
le designa, teniendo en cuenta otras expropiaciones y 
transacciones extrajudiciales, es el de ochenta centavos 
por metro cuadrado. 

T. XVII í 
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22?. Que la avaluación hecha «le cuarenta centavos 
en el caso de los Señores Joans, invocado por la parte 
del Ferrocarril y cuyo expediente se tiene A la vista, 
no es aplicable al caso 8üb*judipe, en razón de la enor- 
me distancia A que se encuentra situado dicho terreno 
(un kilómetro doscientos cincuenta metros) del comien- 
zo del que es objeto el del presente juicio, como se ha 
dejado comprobado en la inspección ocular de que ins- 
truye el acta corriente ¡i fojas 310. 

23*, i)\\e los principios de arreglo para la venta del 
inmueble de que es objeto esta expropiación y ¡i que 
se retieren las piezas que corren de fojas .... á fo- 
jas en vez de deprimir la tasación del perito tercero 

Señor Silveti, la sustentan por el contrario: 1% porque 
como se manifiesta por las conferencias de los Señores 
Aldao y Paganini de fojas 310 y 313— no objetadas por 
la parte del Ferrocarril— esa enajenación era, no por 
una superlicie cierta y determinada, sino simplemente 
relativa ¡V las arriónos y dererhos que pudieran corres _ 
ponder ;í los enajenantes sobre la cosa materia de la 
venta, y ésta encontrándose amenazada con distintos 
litigios (algunos de los cuales constan en este mismo 
Juzgado, como el de Saroli) podrían desmembrar consi- 
derablemente el úrea materia de la venta, amen de las 
erogaciones y disgustos consiguientes & todo litigio, 
y de los mismos que por medio «le esa transacción se 
verían libres los vendedores, circunstancias todas ellas 
que depreciaban consiguientemente el valor real que 
hoy tiene el inmueble A venderse ó expropiarse con 
eviccion y saneamiento; y 2", porque la suma menor 
pedida entonces de doscientas cincuenta mil libras al 
cambio oficial actual y de trescientos ochenta por cien- 
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lo, hacen la clevadisima suma de cuatro millones sete- 
cientos cincuenta mil pesos billetes, que excede en mu- 
cho al de la tasación dél referido perito Silveti. 

24*. Que esta diferencia se acentúa de una manera 
notabilísima, si en ve/ de las doscientas cincuenta mil 
libras que se deja estudiado y constituía uno de los 
términos del contrato, se toma para igual comparación 
el otro término también establecido de las trescientas 
mil libras, las cuales hacen al mismo cambio la enor- 
me suma' de cinco millones setecientos mil pesos mo- 
neda de curso legal, es decir, más de dos millones y 
medio de pesos de excedente sobre la tasación del peri- 
to Silveti. 

Que no puede argüir se en contra de lo que aca- 
ba de dejarse consignado, la circunstancia deque entre 
la convención referida y la presente expropiación exis- 
tía la diferencia de que en aquel caso se cedía con la 
tierra la concesión del puerto que la Empresa expro- 
piada tenia á su favor, mientras que al presente esa 
concesión no se enajena, quedando ¡i favor del expro- 
piado,— pues es claro que empleado por el Ferrocarril 
expropiante el terreno materia de este juicio para desti- 
narlo á los fines de un puerto en Villa Constitución, 
los compradores se encuentran casi imposibilitados, 
económicamente hablando, para, á su vez, establecer 
otro puerto colindante en terrenos menos apropiados á 
ese objeto, y que por tanto requieren para esa cons- 
trucción hacer erogaciones considerables cuyo importe 
haría imposible la competencia con el puerto natural 
tomado por el Ferrocarril y á que se refiere esta ex- 
propiación. 

M% Que respecto ¡i la expropiación de perjuicios que 
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el perito tercero hace en su informe de fojas 355, el 
Smg&ilO no puede aceptarla, no solo porque no son ler 
gales las bases sobre las cuales dicho perito las formu- 
la. Invocando Utilidades hipotéticas y remotas, sí que 
también porque los límeos perjuicios que en esta clase 
do juicios deben tomarse en consideración, son aquellos 
que traen su origen de la desmembración ó fracciona- 
miento irregular de los terrenos sobrantes ú otras cau- 
sas análogas que no existen al presente en que se 
expropian lotes ó fracciones completas sin traer irre- 
gularidades perjudiciales para el resto de la propiedad. 

27 m . <¿ue en dicho concepto, el Tribunal cree no exis- 
ten perjuicios que deban abonarse por separado en el 
caso xub~jiulic<o, encontrándose justa y equitativamente 
compensados l° s expropiados con el pago de la propie- 
dad expropiada á los precios establecidos en esta sen- 
tencia. 

28?. Que el proceder del perito señor González al 

tasar el bien materia de este litigio Oto la forma y modo 
qué lo ha hecho, sin Siquiera conocer bi cosa sobre la 
Cual pretende informar — acusa una falta grave qiie ,l l Tri- 
bunal no puede en justicia dejar de condenar, pues si 
tal no lo hiciera, dejaría sentado un precedente no solo 
irregular y funesto en que se han dado por lo general 
á incurrir los peritos en esta clase de juicios, sí que 
también inmoral, porque inmoral sin iluda es que la 
persona que desempeña un cárgO judicial como el en- 
comendado á dicho perito, se expida sin ciencia ni 
conciencia en su cometido, llegando hasta ignorar la 
misma ubicación de la cosa materia de su dictamen- 
siendo p<»r lo tanto un tal procedimiento evidentemen- 
te condenable. 
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l'or tanto, fallo y declaro: ifQue el precio que debe abo- 
nar laEmpresn del Ferrocarril ¡i La Cariota á la de Villa 
Constitución por el lote número i es el de ocho y medio 
pesos moneda nacional legal por metro cuadrado. 2" (¿lie 
é| lote número HU debe ser alionado al precio de siete 
pesos con sesenta y cinco centavos de ¡«jiial moneda 
por metro. Que el lote número lu debe abonarse á 
seis pesos ron ochenta centavos por i^ual medida. V' Que 
la fracción de 43.540 metros se abonará á razón de 
ochenta centavos el metro. Que además abone el ex- 
propiante al expropiado los intereses respectivos al tipo 
del Banco Nacional en sus descuentos por la suma 
excedente que resulle entre lo consignado á foja I y 
lo que se manda abonar por esta sentencia. <>' Que 
pague igual inehtti las costas del juicio, y T li nal mente 
que debe apercibirse y se apercibe al perito Señor tíOii- 
zalez por la forma irregular en que se lia expedido en 
el informe de foja 1*20. llágase saber con el original 
y repónganse los sellos. 

tí. Escalera y '/.urina. . 



I 1 '» II» «!«• I» Supr«-iii» i 'oi'lr 

Unenos MrcSt hicicinbro '¡ 'I*' l**0i> 

Vistos: Considerando: 

Que la concesión del Pbddr Ejecutivo Nacional de le- 
cha '20 de Noviembre de l«S*s!i para la construcción de 
muelles, depósitos y embarcaderos de que hacen mérito 
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los demandados es de fecha posterior á las leyes de 2 
de Octubre de 1836 y 5 de Octubre de 1887, que de- 
clararon de utilidad pública la expropiación de los te- 
rrenos á que estos autos se refieren, posterior igualmente 
& la aprobación de los planos de las obras para que 
dicha expropiación fué acordada y posterior, finalmen- 
te, á la demanda de expropiación y ocupación de los 
mismos terrenos por la Empresa expropiante en virtud 
de orden judicial que lleva fecha de 28 de Febrero 
de 1880. 

Que esa concesión debe tenerse, en consecuencia, por 
hecha cuando los demandados no tenían ya la libre y 
absoluta disposición de los terrenos sobre que las obras 
del puerto debían construirse, y no puede legítimamen- 
te tenerse eii cuenta como motivo de valorización de 
dichos terrenos á los efectos de la presente expropia- 
ción, que no es por otra parte comprensiva de dicha 
concesión ni de los derechos que de ella emergen, su- 
poniéndola subsistente y villidn. 

Que siendo asi, la indemnización á lijarse debe tener 
por único y exclusivo objeto el terreno expropiado, 
atendiendo á su valor intrínseco y al que le dan las 
condiciones especiales de su ubicación sobre un rio 
navegable y en un punto adecuado para el estableci- 
miento de un puerto posible y futuro para buques de 
ultramar. 

Que no son de tomarse en consideración como tér- 
mino de comparación las ventas y traspasos de que 
hace mérito el Juez de Sección A foja 328, por referir- 
se ellas, á terrenos que no tienen otra analogía con los 
de la cuestión que la de ser unos y otros terrenos de 
costas, ubicados, empero, los primeros en una ciudad 
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populosa y mercantil como la del Rosario, y los segun- 
dos en una localidad abierta y de campaña, que no tie- 
ne en su proximidad sino la población naciente que les 
da nombre. 

Qué tampoco son de considerarse las afirmaciones de 
los demandados, de que también hace mérito dicho Juez, 
relativamente al ofrecimiento hecho á aquellos por los 
demandantes de un precio superior á doscientas mil 
libras esterlinas por la totalidad de los terrenos de la 
Empresa de Villa Constitución, porque tales afirmacio- 
nes no descansan sino rni la palabra de los demanda- 
dos, porque están además en contradicción con el cer- 
tificado de foja 178, del cual resulta que poco -antes 
de la iniciación del presente juicio se formularon por 
parto de los demandados ó su causa-habiente Don Ca- 
milo Aldao, propuestas de venta por la totalidad de 
dichos terrenos, por un precio evidentemente inferior 
al aludido por el Juez de Sección,— y porque, liualmen- 
te, aún supuestas ciertas esas afirmaciones, ellas se re- 
fieren no a la parte relativamente mínima que se trata 
de expropiar, sino á la totalidad de los terrenos de 
que esa parte es tomada y que se conocen por de pro- 
piedad de la Empresa citada de «Villa Constitución», 
comprendida la concesión de muelles, etc., obtenida por 
dicha Empresa. 

Que con estos antecedentes, y atento el mérito del 
informe pericial de foja •{(!!> ordenado por esta Supre- 
ma Corte para mejor proveer en esta segunda instan- 
cia y el de las enajenaciones que se enuncian en autos 
de terrenos á inmediaciones de los que forman la ma- 
teria de esta causa, llevadas á cabo en una época apro- 
ximada á la de la ocupación de aquellos por la Empresa 
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expropiante: el precio de dos pesos, un peso, y veinte 
centavos, asignado respectivamente á las distintas frac- 
ciones de que se compone el terreno á expropiarse pol- 
los peritos Señores Madero. Blanco y Uuzuú, debe esti- 
marse equitativo, podiendo extenderse ¡i todo el lote 
número 1, el precio de dos pesos por metro que di. nos 
.-peritos asignan á la parte alta de dicho lote, en razón 
de las ventajas que su parle baja Ofrece por su ubica- 
ción sobre la desembocadura del arroyo de Pavón, parte 
que los peritos lijan en una extensión de 23.14U menos 
000 milímetro*, lo que da una diferencia sobre la avalua- 
ción de aquéllos de 23.146 pesos noventa y seis centavos. 

Por estos fundamentos, se declara: que la Empresa 
expropiante está obligada á abonar ¡i los demandados 
como justo y legítimo precio del terreno ¡i expropiarse, 
el de dos pesos moneda nacional por cada metro cua- 
drado del lote numero I, un peso por cada lote de los 
números diez y sesenta, y veinte centavos por cada 
metro déla Tracción que ocúpala Vía férrea de dicha Em- 
presa. COIl más los intereses correspondientes ;¡ estilo 
de Banco sobre ia diferencia entre la suma mandada 
abonar y la consignada a foja 1. :i contar desde el dia 
de la ocupación dé los terrenos enunciados hasta el de su 
efectivo plazo: siendo las costas causadas de parte .leí 
expropiante, con arreglo a lo dispuesto por el articulo 18 
.lela Ley de la materia, y quedando en estos términos 
ino.lilica.la la sentencia apelada de foja :íl7. Repón- 
ganse l..s sellos y devuélvanse notificándose con el ori- 
ginal. 

Benjamín Victorica. — C. s. de 

I.A T< IRBE. — A BEL Ba/AN. — Ll ls 

Saenz Pena. 
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Ef Doctor don Enrique Mosquera, ton Ira vi Ferrocarril del 
SM de Buenos A ¿res. por interdicto ; sobre competencia 



Sumario.— corresponde al conocimiento «le la Justa 
ciaFederal la causa entre dos ciudadanos domiciliados 
en la Capital. 



Caso. MI Doctor Mosquera entabló ante el Juez de I a 
Instancia de La Plata, interdicto de obra nueva contra la 
Kmpresa del Ferrocarril del SUd, por escavación de un 
canal que estaba haciendo en un terreno de su propie- 
dad, sito en ijahia Blanca. 

La Empresa del Ferrocarril ocurrió al Juez Federal de 
La Plata, y obtuvo que éste avocara á si los autos eme 
le fueron remitidos. 

Ante el Juez Federal. «I señor Mosquera cambió la 
acción por interdicto de obtener, lo qué fué resistido por 
la Empresa, 
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Fnllo del éuvs Federal 

til! data, Agostó 13 «le 1801. 

Y vistos: estando consagrado por el articulo f»8 de la 
Ley de Procedimientos, el derecho de cambiarla acción 
ómoditiearla. antes de haber sido contestada la demanda, 
cuyo principio ha sido aplicado constantemente en este 
Juzgado, resuelvo declarando perfecto el derecho del doc- 
tor Mosquera para cambiar su demanda, no haciéndose 
lugar á la oposición hecha por la parte del Ferrocarril, 
quien deberá contestar en el juicio verbal que deberá 
tener lugar el dia '28 del corriente á la una de la tarde. 

Repóngase la foja. 

>/. s. </e Awrecoechea. 



VISTA DEL SEÑO» PROCOItADÓli GENERAL 

Las observaciones contenidas en el escrito de foja 
me persuaden de que la jurisdicción federal no es la com- 
petente para conocer y resolver en los presentes autos, 
sin que baste la conformidad de partes, desde que dicha 
jurisdicción no es prorrogable. 

Buenos Aires, Diciembre l« «le 1801, 

Anloniú /í. Malares 
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hucnos Aires, iMoiembre :t do IKOI . 

Vistos: estando conformes ambas partos en que la 
Compañía demandada tiene su domicilio legal en esta 
Capital, y no resultando contradicho que el domicilio real 
del demandante, que llevó espontáneamente su demanda 
ante los tribunales de la Provincia de Buenos Aires, es 
igualmente esta Capital, á lo cual no obsta la posesión 
de bienes raíces en la Provincia mencionada,— por esto y 
de conformidad á lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral en su precedente vista, se declara que el conoci- 
miento de esta causa no corresponded la Justicia Federal 
y que, en consecuencia, debe devolverse al Juzgado local 
de su radicación, dejándose sin efecto lo actuado por el 
Juez Federal; y repónganse los sellos. 



Benjamín Victouica. — C. S. 
de la ToiutK. — Abel Bazas*. 
— Luis Saenz Peña 
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Eldótlór 'A*// Angel Sé Pisnrro contra él doctor (ion toópotdó 
del Campo y otro, por recurso unir ta suprema Curta ; 
solí re reposiciiih 

Sumario. — La resolución jjtiü causa ejecutoria rio os 
susceptible de reposición. 



FhIIu íW la Suprema Corte 

Hílenos Aires Diciembre 5 do I8U1. 

Causando ejecutoria la resolución recurrida, atenta su 
naturaleza y por no tratarse de ninguno de los casos á 
que sé rulicreu los artículos de la Ley Nacional de 
Procedimientos y 551 y siguientes del Código de Enjui- 
ciamiento en lo Criminal: no lia lugar á la reposición 

que se solicita. 

ü. s. hk ti Tonni;. — Ama Mazan 
— Luis Saknz Peña, 
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AÑO 1892 



CAUSA I 



í)tm .U/ionio Monrs Rniz, contra el Gobierno <ie /« Pro- 
vincia iíe Buenos Aires, sobré accitiü hipotecaria. 



Sumario.— VÁ tercer poseedor de l:i cosa hipotecada, 
no verificado el pago por el deudQí dehtrp de fcresdias, 
debo abonar la deuda ó abandonar la cosa. 



fr'nll» áv I» Suprima Corte 

inicuos Aires, fciwro u ilel£K& 

Con el mérito de los antecedentes acompañados, ¡n- 
limesC iil ÓObiCríiadé la Provincia de Buenos Aires, el 
pagó en Ormino de d'w dias.de la cantidad reclamada 
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ó en su defecto el abandono del inmueble á que se re- 
fiere !a escritura de foja AS, con arreglo A lo dispuesto 
por el artículo 3163 del Código Civil; librándose los 
oficios correspondientes al señor Gobernador y al Fiscal 
de Estado de la mencionada provincia. — Repóngase el 
papel. 

Benjamín Víctoricaí — G, S. de 
la Torre. — Abel Bazan.— 
Luis Sabnz Peña. 



i Al S.% II 



Don Juan Manuel Cotí contra don Juan GOdeken, sobre 
entreya de un terreno locado y cobro de arriendos y 
deterioros. 



&<//ia/'<0.— Desocupado y puesto el terreno á disposi- 
ción del locador oportuna y debidamente, el locatario 
lio está obligado á hacer entrega de él, ni á pagar ar- 
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riendos ulteriores, ni tampoco los deterioros que no se 
prueben babor existido antes de la desocupación. 



Caso. — Se indica por el 

I «lio uVI «luo#. IViIomiI 

Rosario» Marzo '° de i«9i>. 

Y vistos: estos autos iniciados por don Juan M. 
Colj contra don Juan (iodeken, sobre cobro de arrenda- 
mientos y entrega de la parte de la linca que según 
contrato se obligara el último á devolver, exigiendo por 
su ocupación posterior indebida, un alquiler de ciento 
cincuenta nacionales mensuales. Convenidas las partes 
en cuanto á los arrendamientos adeudados,el juicioqueda 
reducido al secundo punto mencionado, y en ese sen- 
tido se producen las pruebas periciales que corren de 
fojas 101 ;i 103, 110 y los testimonios de foja 127 ade- 
lante, alegando en seguida las partes para delinittva si 
fojas 135 y Í3& 

Y considerando : 1". tjue según el contrato de foja 
lo, como que trae su origen del anterior celebrado entre 
las partes y que corre á foja 7, era obligación para la 
parte dei señor Gddekeñ entregar á su locador, señor 
Coll, en el buen estado en que lo recibía, e\ predio mate- 
ria de la locación, al concluir ésta. 

2\ Que como se comprueba asimismo mediante los 
informes periciales corrientes á fojas 101* 103 y 110, en 
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la fQCha 0H que esa inspección se ha veriücado, el es- 
tado de la dicha media manzana que dehfa ser devuelta, 
se encontrabaen condiciones ruinosas, y por consiguiente 
no en aquellas en que según el contrato debía esa parte 
ser entregada por ei locatario al locador, siendo por 
tanto obligación de aquel efectuar las reparaciones que 
la hicieran apta para su recibo por parte del locador, 
de acuerdo con el contrato mencionado. 

3*. «¿ue la argumentación de la parte del locatario al 
manifestar que los deterioros causados en esa parte del 
predio locador no deben pesar sobre él» á mérito de 
haberse ellos ocasionado por el no recibo de dicha frac- 
ción por parte del señor CoII. no es aceptable por cuanto 
<*l locatario no ha cumplido la disposición contenida en 
el articulo ICÍ1 del Código Civil, que preceptúa que si 
el locador ño quisiera recibir la cosa locada, el loca- 
tario la pondrá en depósito judicial, y sólo d esde ese 
dia cesará su responsabilidad por el alquiler ó renta 
que la misma devengaba. 

4°. Que ei cobro que el locador hace de 150$ m n como 
alquiler de la porción de la linca, objeto de la entrega 
obligada, representa los daños y perjucios á cuya in- 
demnización se relien? en su escrito de demanda, razón 
por la cual tampoco es admisible el razonamiento del 
demandado tendente á demostrar que no ha existido 
acción entablada en ese sentido. 

<¿ue el Juzgado considera equitativo el precio de 
150 $ m n. cobrado por el locador, teniendo presente 
él mayor alquiler que el locatario paga por la otra frac- 
ción igual del mismo terreno y la manifestación hecha 
por el locatario, y de que da cuentael acta de foja 20 
dé ¡iér módico alquiler que hoy paga, razón ¡i la 
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cual atribuye en la misma la instauración de este liti- 
gio imputando á su contrario procurar por este medio 
la rescisión del arrendamiento. 

Y considerando respecto ¡i la última solicitud de foja 
162, en que se pide la rescisión del contrato por la falta 
de abono de dos mensualidades atrasadas : Que ésta 
no debe tomarse en consideración en la actualidad, no 
solo por haber sido hecha en tiempo inoportuno des- 
pués de estar llamados los autos para sentencia, sino 
también porque dicha petición implica la deducción de 
un juicio nuevo, que no puede ni debe involucrarse con 
el actual, ya tramitado y concluido. 

Por tanto: se declara que don Juan C. Godeken se 
encuentra obligado á entregar á don Juan M. Coll, en 
el plazo de treinta dias, contados desde el de la ejecu- 
toria de esta sentencia, la parte de la finca ¡l que se 
refiere este litigio; debiendo además abonarle la suma 
de ciento cincuenta pesos por cada mes de los corridos 
desde el dia en que debía hacerse esa entrega al loca- 
dor, hasta el en que la efectúe, no haciéndose lugar & 
la solicitud de foja 162, por las razones enunciadas.— 
Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuvirfa. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Enero N de 1892. 

Vistos : Considerando que del acta de foja 34 vuelta, 
como del escrito de foja 38, resulta, que ú la requisición 
judicial del demandante por la devolución de la frac* 
cion de terreno á que se refiere la demanda, contestó 

T. «Til 8 
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el demandado estar dispuesto á hacer su entrega y ma- 
nifestó dejar el terreno :i disposición de aquel : Que 
de las declaraciones de los testigos Piaggio y Maro, 
resulta á la ve/, que el mismo demandado hizo efec- 
tiva desocupación del terreno, después de cumplida, en 
la oportunidad debida, su obligación de dividirlo por 
medio de una pared déla parte que. según su contrato, 
debía seguir ocupando; Qúe, por consiguiente, no le 
es imputable el hecho en que se funda la demanda, do 
la falta de entrega del terreno enunciado, ni le son 
tampoco los deterioros que la propiedad pueda haber 
sufrido, por consecuencia de la faltado cuidado y omi- 
sión del demandante, no siendo por la misma causa, 
responsable de los alquileres reclamados; <¿ue no se 
ha justificado, finalmente, que. á la fecha en que el 
demandado puso la propiedad á la disposición del do- 
mandante, existiese en aquella deterioro alguno que lo 
responsabilizase por su valor, con excepción de la falta 
de brocal de un pozo, que el demandado ha manifestado 
estar dispuesto á construir por su cuenta.— Por estos 
fundamentos, y habiéndose ya recibido de hecho el de- 
mandante de la propiedad en cuestión, según resulta 
de la diligencia de foja 214, se revoca la sentencia ape- 
lada y se declara no haber lugar ¡í la demanda in- 
terpuesta, con excepción de la parto relativa á la cons- 
trucción del brocal, á que se refiere el considerando 
último, que se declara á cargo del demandado.— Kepuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica.— C. S. uk 
ka Tokrk. — LdiS V. Várela 
—Abel Ba/an. — LctsSaknz 
Pkña. 
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CAUSA III 



Don James Volt ronda I). Roberto Macfom, sobre robra 
de pesos. 



Sumario. — No probados los hechos de la demanda, 
debe estarse á lo que reconoce el demandado. 



Caso. — Se indica por él 



Fallo del «luex Federal 

Dueños Aires, Marzo 5 de 1801. 

Y vistos: estos autos seguidos por D. James Pott 
contra Don Roberto Mackern, y considerando: 

Que á foja se presentó Pott demandando á 

Mackern por la cantidad de tres mil pesos moneda 
nacional y las costas del juicio, proviniendo los primeros, 
segúfii decía, de trabajos extraordinarios efectuados por 
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Pott en el arreglo y liquidación de la antigua casa de 
comercio de Don Jorge Mackern, y en venta á la razón 
social Mackern y Mac Lean, lo mismo que en la partición 
hecha por aquel de sus bienes entre sus hijos, inclusive 
el demandado. Agrega Pott, que habiendo requerido A 
Mackern el pago de su cuenta de honorarios, éste le 
contestó primeramente con el memorándum de foja... 
y posteriormente se negó á abonárselo objetando la 
legitimidad de dicho crédito. 

Don Vicente H. Pinero, en representación de Mackern, 
contestó esta demanda, manifestando que Pott fué 
siempre solamente un dependiente secundatío * sueldo 
de su padre Don Jorge Mackern. habiéndosele pagado 
religiosamente los años que había servido, y que no 
teniendo título profesional alguno, su pretensión de 
cobrar los honorarios que pretende es infundada, no 
debiéndole sinó un solo salario por trabajo de depen- 
diente, que nunca se ha negado á pagarle, y que le 
pagaría mientras que limite sus pretensiones ó que dichos 
salarios sean fijados pericial ó judicialmente. Concluye 
Mackern, manifestando que es falso lo dicho por Pott, 
de que su cuenta de honorarios no le fuera objetada, 
pues jamás la aceptó; agregando que el hecho de no 
haber consentido en que se incluyeran en el balance 
demuestra que nunca tuvo el propósito de reconocer á 
Pott la legitimidad y monto de dicha cuenta. Con 
motivo de esta disconformidad, el Juzgado recibió la 
causa á prueba, sobre los puntos enumerados en el 
auto de fojas.... de este expediente, habiéndose limi- 
tado lo producido á las posiciones de foja lUi y de 
foja 48, absueltas por Mackern y á las de foja ">0 
absueltas por Pott. 
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Que de la prueba producida no resulta comprobado 
que Fott hubiera efectuado los trabajos extraordinarios 
que d.ce efectuados por él, y cuya ejecución importa 
la cantidad de tres mil pesos, cobrados por Pott á 
Mackern, pues en la única prueba producida, las posi- 
ciones de foja .... y foja .... absueltas por Mackern 
este ha negado terminantemente que hubiera efectuado 
dichos trabajos, y reconocido otros de menor importancia 
que, aunque no especifica, aprecia en menor valor del 
cobrado por el demandante, cuyo valor, según alirma, 
está dispuesto a abonarle. 

Que el memorándum de foja 1, pasado por Mackern á 
I ott, aquél se limita á pedirle que no haga figurar su 
cuenta particular de honorarios en el estado de los 
libros correspondientes á Marzo de mil ochocientos 
ochenta y ocho, lo cual por sí mismo no basta para 
importar la aceptación ó reconocimiento de la legiti- 
midad de dicho cobro, cuyo monto, por otra parte, no 
aparece determinado; siendo más inverosímil la expli- 
cación dada por Mackern, de que ese pedido significaba 
precisamente la suspensión del reconocimiento de la 
cuenta hasta que después de regresar del Rosario, 
pudiera examinar su contenido. Que, según lo ha mani- 
festado el demandado, en su alegato de foja ha 

estado y está dispuesto á abonar al demandante la 
cantidad de dos mil nenio cuarenta y dos pesos nacionales, 
como importe de los trabajos que ha efectuado en su 
casa de negocio y la de su señor padre, sobre cuva 
suma puede decirse, por lo tanto, que existe conformidad 
de parte. 

Por estas consideraciones el Juzgado declara que Don 
Roberto Mackern está obligado á pagar á Don James 
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Pott, la cantidad de dos mil ciento cuarenta pesos 
nacionales, sin especial condenación en costas. Repón- 
ganse los sellos y notifiquese con el original. 

Andrés Úgarríga. 



Fallo dt* la Muprrma « «río 

Hucnos Aires, Enero N ile 1892. 

Vistos: no siendo comprensiva de la ultima partida 
del memorándum de foja 3, la confesión contenida en 
contestación á la W pregunta • de) interrogatorio de 
foja 36 vuelta, por referirse ella puramente á las partidas 
del inventario de la casa Mackern y Mac Lean ; y por 
sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja 58. no haciéndose lugar á la condenación en costas 
solicitada por el demandado, por no haber mérito para 
ello. 

Repuestos ios sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victobioa. — C. S. de 
la Torre. Luis V. Várela. 
— Abel Bazan.— Luis Saenz 
Peña. 
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CAUSA IV 



tiemardo Millim ¿y Compañía, contra don Í¡mesloAmadey r 
sobre cobro de pesos* 



Sumario.— Vina establecer que la comisión de corre- 
taje y venia, comprenda la de garantía, no es necesario 
que esto so exprese textualmente en las cuentas; basta 
que resulte de las rimnistsmeias de la causa. 

CaSO. — Lo indica el 



Corrientes, Junio 30 <!e lw>. 

Vistos: estos autos en los cuales don Francisco Gañas, 
en representación de la razón social li. Millias y Compa- 
ñía, demanda ¿don KrnestoAmadey. por cobro de la can- 
tidad de $ 4M8 y $$ centavos % ? y de los cuales resulta lo 
i guíente: i° Que él demandante exponiendo los funda 
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8 de su demanda, dice: que el 23 de Agosto y el 
de Diciembre de 1887, vendió por cuenta, órden y 
sgo del señor E. Amadey ¡i los señores J. Armando y 
añfa, ú seis meses de plazo, dos partidas de suelas 
mportaron ¿809 pesos con 7.5 centavos %, según 
uentas de venta núms. 25)2 y 3;» ( fojas 3 y 6); que 
25 de Agosto y 22 de Diciembre del mismo año, 
"bíu el demandante al señor Amadey las cartas de 
ojas 4 y 7 recibiendo en contestación las de fojas 5 y 8 
en las que se ve que éste estaba satisfecho del nego- 
cio, sin hacer observación alguna A la venta y á la 
persona del comprador; que las remesas de suelas 
hechas por el señor Amadey, fueron vendidas á los 
señores J. Armando y Compañía. A seis meses de plazo, 
con pagarés, habiendo sido dichos señores declarados 
en quiebra el 23 de Enero de 1888, por lo que el deman- 
dante tuvo que abonar los pagarés recibidos y que 
habían sido descontados en el Banco de Italia y Kio 
de la Plata; que el señor Amadey al remitir las dos 
partidas de suelas no le habfa señalado casa con quien 
contratarlas ni el precio en que debia venderlas, de 
modo que él como comisionista tuvo la facultad suli- 
cienlo para todo lo que se relacionara con la operación 
ordenada y que por consiguiente nada tiene que ver 
con la quiebra de los señores J. Armando y Compañía, 
por haber cumplido en un todo con lo que establece el 
Código de Comercio, y por aquel precepto consignado 
en el art. 363 del mismo Código, que dice: «El comi- 
sionista no responde en caso de insolvencia de las 
personas con quienes contratare en cumplimiento de 
su comisión, siempre que al tiempo del contrato fuesen 
reputadas idóneas.» Que la razón social J. Armando y 
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Compañía, era reputada idónea en la plaza de Buenos 
Aires, y además que el señor Amadey no observó la 
venta hecha á esos señores, sino que, por el contra* 
rio, quedó satisfecho, como lo expresan las cartas citadas, 
como tampoco han sido observadas las cuentas, en las 
que cobraba solamente la comisión de venta y corretaje 
y no la otra llamada de garantía; Que la razón por la 
cual se presentan demandando al señor Amadey los 
señores B. Milhas y Compañía, y no B. Militará quien 
la comisión fué dada, es porque posteriormente este 
señor formalizó su contrato de sociedad comercial con 
el señor Carlos M alcor ra* sociedad que se hizo cargo del 
activo y pasivo de la casa de B. Milhas, y que en esa 
virtud tuvo que abonar los pagarés al Banco de Italia 
y Rio de la Plata, que allí hablan sido descontados; 
que la diferencia que resulta entre el saldo de la cuenta 
corriente de foja 18 y las cantidades adeudadas por el 
concurso J. Armando y Compañía, esá consecuencia de 
una venta de suelas que tenía en depósito el señor 
Amadey; que, por consiguiente, los señores B. Milhas 
y Compañía, son acreedores del señor Amadey de la 
cantidad de cuatro mil novecientos sesenta y ocho 
pesos con veinte y tres centavos, importe del saldo de 
la cuenta corriente, con intereses recíprocos, además de 
los intereses del 12% anual capitalizados por trimestre 
que dicha suma devengase desde el 15 de Junio ade- 
lanto, fecha de la cuenta, y al pago de las costas. 2° 
Que el demandado por su parte, alega lo siguiente: 
Que hace seis años próximamente, que se formó en 
esta plaza la Sociedad «Amadey y Aguirre» á cuya 
disolución se hizo cargo del negocio de curtiembre y 
acopio de frutos que giraba bajo aquella razón social, 
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la que al establecerse entablo relaciones comerciales con 
la casa de José Suarez, comisionista de la plaza de 
Buenos Aires, cuyas relaciones continuaron con é} 9 des- 
pués que el negocio giró bajo su sola firma; que la 
Urina Josc Suarez sufrió diversas modificaciones hasta 
llegar á ser B. Milhas, habiendo convenido con los 
sucesores en continuar sus relaciones en los mismos 
términos convenidos al iniciarse las que con José Sua- 
rez mantenía, y que si no se consignaron por escrito 
fué porque debía precederse como es corriente en el 
comercio á buena fe guardada; Que los señores ü. 
Milhas y Compañía amparándose de la circunstancia 
de no haber designado en sus cuentas que la comisión 
cobrada comprendía también la de garantía, pretende 
responsabilizarlo de la pérdida sufrida en la quiebra de 
los señores Armando y Compañía; que es práctica comer- 
cial que el comisionista que cobra uno por ciento de 
corretaje y tres por ciento de comisión, lleva incluido 
en ese tanto por ciento la comisión de garantía; que 
tratándose de suelas, el uso comercial es que la garantía 
queda sobreentendida lo mismo que tratándose de cual- 
quier otro articulo que sea de uso venderá plazo; Que 
la comisión de venta tiene ana tasa que pudría llamarse 
universal, porque es igual en las plazas de la República 
y en los extranjeros que comercian con ellos, cuya 
tasa varía de uno á dos por ciento como comisión sim- 
ple y doble como comisión de garantía; que el señor 
Milhas cobraba cuatro por ciento de comisión, incluyendo 
el uno por ciento de corretaje, que no lo puede cobrar por- 
que el corredor no es sino un sustituto y el comitente 
en ningún laso tiene que pagar la comisión del susti- 
tuto; que si el trabajo de vender, que es lo que se 
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Huma comisión simple, cuesta uno por ciento, que es 
lo que cobra el corredor que vende, el tres por ciento 
restante que cobra Militas no es sino por comisión de 
garantía; que él no corría el riesgo, pues que, cuando éste, 
está á cargo del comitente, así se consigna en la cuenta de 
venta, y las pasadas por Militas se limitan á decir por 
cuenta y orden* lo que con la partida de cuatro por ciento 
de comisión que contienen, dicen implícitamente que el 
riesgo estaba & cargo del comisionista; que por estas 
consideraciones pide se desestime la acción entablada 
con especial condenación en costas, y se declare que 
el demandante cobraba comisión de garantía en las 
ventas de suelas que hizo ¡i J. Armando y Compañía. 
3° Que abierta .esta causa i\ prueba se produjeron por 
parte del actor, las que corren de fojas ÍQ& & 152 y por 
parte del demandado de fojas (¡0 á 108, como lo certifica 
el Secretario á foja 153. En este estado se llamó 
autos. 

Y considerando: 

I o . Que Según el artículo 300 del Código de Comercio, 
se llama comisión ó consignación cuando la persona 
que desempeña el negocio obra á nombre propio sin decla- 
rar el nombre del individuo que le ha hecho el encargo. 
Esa disposición no puede ni debe interpretarse en el 
sentido de que la revelación del nombre del comitente 
desnaturaliza el contrato convirtiéndolo en simple manda- 
to, porque solo es de esencia en la comisión que la 
operación se haga a nombre del comisionista según la 
disposición del artículo 335 del citado Código, y porque 
aunque asi no fuese, bastaba el hecho de que el manda- 
tario contratase ¡i nombre propio para que el acto con 
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relación ú terceros, tuviese los mismos efectos que la 
comisión ( artículo 314 Código de Comercio). Lo que 
la ley quiere decir es que no es necesario dar á conocer 
el nombre de la persona por cuenta de quien se hace 
el negocio, porque el tercero que contrata con el comi- 
sionista, no contrae relación alguna de derecho con el 
comitente. Esta es la doctrina que sostienen los autores 
que se ocupan de la materia. 

2 o . Que la existencia del contrato de comisión, en el 
presente caso, está justificada por la declaración que 
mbas partes hacen en sus respectivos escritos. 
3\ Que, dado lo expuesto, el caso sub-judice queda 
cido á saber: si los Señores Milhas y Compañía, 
ndo por comisión y corretaje 4 %, cobran ó no 
ion de garantía; y si es de uso en el comercio 
dose de ventas á plazo, consignar en las cuentas 
venta solo los términos « comisión de venta », quedando 
sobreentendida la garantía. 
4 o . Que el informe de 'os peritos, Gerente de la Bolsa 
mercio y el Presidente de la Cámara Italiana de 
rcio de la Ciudad de Buenos Aires, propuestos por 
parte demandante, no especifica una base cierta, no 
dá á conocer cuál sea el uso corriente en aquella plaza, 
pues dicen á foja 114, que unas casas cobran por 
comisión de corretaje, venta y garantía 5 & % otras 
% y otras 4 %; el testigo Juan B. Delpiano, dice 
á foja 127 qne las casas comerciales de Storni Hermanos 
y Compañía y ü. Gramajo, de Buenos Aires, le han 
cobrado por comisión de venta y corretaje, la primera 
el 3 % y la segunda el 'i % ignorando si en esa 
comisión estaba incluida la de garantía y que solo la 
casa de Billinghurst. de esta plaza, le ha cobrado en 
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distintas ¿pocas el 4 y 5 % por comisión de venta y 
garantía, expresándose ésta en la comisión cobrada; 
el testigo R. Billinghnrst dice ¡i foja 128 vuelta, que 
en productos ó frutos del país se cobra generalmente 
el 4 y hasta el 3 % convencional á plazos por venta y 
garantía. Hipólito Ayeret y José P. Jantus, foja 129 
y 131, dicen ignorar el uso en Buenos Aires; el testigo 
ü. Gramajo, contestando ;t la tercera pregunta del 
interrogatorio de foja 139, dice: que él, como consig- 
natario, ha cobrado siempre el 4 % de comisión de 
compra y de venta con garantía, y que según su cono- 
cimiento solo se usa poner los términos de comisión 
de venta ó comisión de compra, quedando sobreentendido 
que es con garantía; el testigo Francisco Méndez González 
dice, que en los frutos del país que se suponen vendidos 
al contado, la comisión, según costumbre, es de 3 % y 
y en los que se venden á plazo se cobra el 4 y el 
5 %, inclusive la garantía, y cuando no hay garantía el 
3 %♦ y que siempre que se cobra el ¿i %, es subentendida 
la garantía, y que es de uso también poner los términos 
« comisión de venta y garantía », cuando hay esta 
última, y simplemente « comisión de venta» cu.indo no 
la hay. 

5°. Que por la parte del demandado se han presentado 
las siguientes pruebas: el perito J. J. Erausquin dice, 
que aun cuando no se exprese en la cuenta de venta 
la palabra garantía, está sobreentendida por ser la 
práctica comercial, y la comisión que generalmente se 
cobra por la mayor parte de los consignatarios de 
frutos del país es de 3 %, estando incluida la garantía, 
foja 177. Que en la carta de foja 182, cuya auten- 
ticidad ha sido reconocida por el demandante, pide al 
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seíior Atnadey continúe favoreciéndolo con sus consig- 
naciones en las mismas condiciones que tenía estable- 
cidas con la firma «José Suarez », de cuya casa él se 
habia hecho cargo; y bien, esas condiciones son las 
que declara el señor Suarez á foja 197. es decir, que 
él cobraba por comisión de venta el 2 %; que en las 
cuentas pasadas por los señores Benitez Hermanos, 
foja 44, Erausquin y Compañía, fojas 47 y 48, y las 
cartas de fojas 43 y 46, cobraban por comisión de 
venta y garantía el 3 %, así como en las que no se 
expresaba esta última, como sucede en las pasadas 
por U. Gramajo de fojas 135 y 1:36. en las que solo 
expresa cobrar, en una, simplemente «comisión 4 %», 
y en la otra por comisión y corretaje 4 %, declarando 
ú foja 139, que él acostumbra cobrar en esa forma y 
que en ella está subentendida la comisión de garantía. 

6 o . Que estudiando á la luz de la sana crítica los 
informes y declaraciones anteriores, se adquiere el 
convencimiento de que, según el uso comercial de la 
plaza de Buenos Aires, no es de rigor que los comisio. 
nistas consignen en sus cuentas la comisión llamada 
de garantía, cuando la cobran, bastando solo cobrar el 
3 % de comisión ó el 4 % de comisión y corretaje, 
para que aquella quede subentendida, ó sea, para que 
se sepa que el comisionista se hace cargo de los 
riesgos de la cobranza, cuando las ventas han sido 
hechas á plazo. 

7°. Que los señores B. Milhas y Compañía corrían 
los riesgos, se hace más evidente, cuando se considera 
que las cuentas formadas por Armando y Compañía, en 
pago de las suelas vendidas, que son la causa de este 
juicio, no fueron endosadas ó transferidas por aquel 



I»K JUSTICIA NACIONAL 



137 



al comitente, como correspondía, para que el deman- 
dado tuviera libre su acción contra los compradores en 
el momento de las responsabilidades, sino que por el 
contrario» las descontaron, considerándose únicos propie- 
tarios de ellas, en el Banco de Italia y Rio de la Plata, 
endosándolas y como una consecuencia forzosa, responsa- 
bilizándose por su pago ante dicho Banco. Cuando 
los riesgos de la cobranza son á cargo del comitente, 
el comisionista, al recibir letras en pago de la cosa 
vendida, debe proceder á nombre de aquel, hacer los 
giros ó endosos en nombre, del comitente: de otra 
manera es responsable, no solo para con los terceros, 
desde luego que su nombre figura en bis letras como 
principal obligado, sino que también corren á su cargo 
los riesgos, máxime cuando, como en el presente caso, 
los señores B. Milhas y Compañía, cobrando el 4 % 
por comisión de venta y corretaje, cobraban la de garantía, 
como se ha dicho en el considerando 0\ y por consi- 
guiente, quedan comprendidos en lo dispuesto en el 
artículo SüO del Código de Comercio. Por estos funda- 
mentos y los del escrito de fojas 158, fallo: declarando 
que los comisionistas B. Milhas y Compañía, cobraban 
la comisión llamada «de garantía»» en las dientas 
pasadas al comitente como resultado de las ventas de 
suelas hechas á los señores Armando y Compañía, y 
que, por lo tanto, el demandado no está obligado á 
pagar el saldo que expresa la demanda, con costas. 
Hágase sabor con el original y repónganse los sellos. 

E. A. iMiamhio. 
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Fallo «ir te Nipren» Corte 

Buenos Aire», Enero 10 de 1892, 

Vistos: demostrando las circunstancias de la causa 
á que alude el Juez de Sección, especialmente en los 
considerandos 5° y siguientes, de la sentencia apelada 
de foja 210, que la comisión de corretaje y venta abonada 
por el demandado al demandante, en las operaciones 
que dan lugar á la demanda, ha sido comprensiva de 
la de garantía a que se refiere el artículo 360 del 
Código de Comercio vigente á la sazón de dichas 
operaciones, se confirma con costas dicha sentencia; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victohica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan.— 
Luis Saenz Peña. 



I>K JUSTICIA NACIONAL 



129 



CAUSA V 



U Municipalidad de ta Capital contra Doña Modesta C. 
de San Román, por expropiación ; «obre tasación. 



Sumario. — El mucho tiempo transcurrido desde que 
se tasó la finca á expropiarse, autoriza una nueva 
tasación. 

Fallo de la SaproM» Corte 

Buenos Aires, Enero 19 de 1892. 

Atento el tiempo transcurrido desde la fecha de la 
tasación de la linca, materia de este juicio de expro- 
piación, y para mejor proveer, practíquese una nueva 
avaluación, debiendo al efecto proponer las partes el 
perito ó peritos correspondientes, en término de ocho 
días. 

Bknjamin Victorica.— C. S.de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
—Abel Mazan. 

T. IVII 
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CAUSA VI 



Don Nicolás Pastóte contra Don Angel Vega, sobre cobro 
ejecutivo de pesos. 

Sumttrio. — La sentencia de remate es apelable. 



Fallo dv la Suprema Corte 

Hucuos Aires, Huero 10 tic 1802. 

Vistos en el acuerdo: considerando que la sentencia 
de remate, cualquiera que ella sea, es apelable por la 
ley en el juicio ejecutivo con arreglo ¿i la que rige los 
procedimientos ante los Tribunales Federales. 

*}\\q de autos resulta que la apelación interpuesta 
por el ejecutado ;i foja ;32, contra la sentencia de foja 
23 vuelta, lo fué á tiempo. 

Que, en consecuencia, no ha podido denegarse dicha 
apelación, como se ha denegado por el auto de foja 
.17, mucho más después de haber sido concedida ella 
por el de foja 82 vuelta, y de haberse desprendido el 
juez de su jurisdicción en la causa. 
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Por estos fundamentos se concede en relación la 
apelación interpuesta; y hallándose los autos en la 
oficina, pasen al Relator con noticia de las partes y 
reposición del papel. 

Benjamín Victorica.— C. S. de 
i.a Torre.— Ldis V. Várela. 
— Abel Bázax. . 
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hon Severo Ceballos contra Don Leopoldo Taboada, por 
• obro de pesos ; sobre /¡¡ación de término pura el 

payo. 



Sumario — Debe confirmarse <>l término de ;Jü .lias 
lijado por el Juez al pago de una deuda sin plazo 
cuando ha transcurrido mucho tiempo desde la Ínter 
posición de la demanda. 



Caso. — Se indica por el 
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liuenos Aires, Mayo 31 ile 1891. 

Vistos: estos autos promovidos por Don Severo Ceba- 
Uos, vecino de la Provincia de Córdoba, contra Don 
Leopoldo Taboada, vecino de esta Capital, por cobro de 
la cantidad de 2272 pesos bolivianos, ó su equivalente 
en moneda nacional, que expresan los documentos de 
foja 18 a foja 21, y á más los intereses legales desde 
la fecha de los mismos documentos. Y considerando: 
1» Que el demandado en su escrito de contestación 
reconoce explícitamente la obligación de pagar la suma 
reclamada por capital, concordando con el actor en 
pedir se le fije un término prudencial para el pago, en 
conformidad á lo dispuesto en el artículo U20 del Código 
Civil, pues ambas partes entienden que la obliga- 
ción contraída con Taboada es para satisfacerla cuando 
pudiese ó tuviese medios de hacerlo. 2 o Que no 
desconociendo tampoco el demandado que ese caso 
ha llegado, la cuestión se reduce á designar el plazo 
dentro del cual debe pagarse la suma que expresan 
los documentos antes mencionados y resolver si procede 
el cobro de intereses legales desde sus respectivas 
fecbas, que es el único punto objetado en la contestación. 
Y considerando á este respecto: 3 U Que ninguno de los 
documentos que sirven de fundamento A la acción 
contiene estipulación expresa de intereses, pues el de 
foja 18, único que los menciona, solo establece que 
tanto ellos como los plazos para el pago del mismo. 
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serán arreglados más adelante de acuerdo con las posibi- 
lidades del deudor para su exacto cumplimiento. 4° 
Que no puede interpretarse esta cláusula, ni por su 
tenor literal ni por su espíritu, como una estipulación 
actual de intereses, sinó como una simple manifestación 
de voluntad de convenirlos, cuando se cumpla la condición 
prevista de llegar el deudor á mejor fortuna, corres- 
pondiendo, por lo tanto, al acreedor interpelar judicial- 
mente al deudor, cuando creyere cumplida la condición 
para que lleve á debido efecto la estipulación si aquel 
no la hacia voluntariamente; interpelación que no consta 
ni se ha insinuado siquiera, como hecho susceptible 
de prueba, que se haya verificado. 5 o Que estando 
subordinado el pago del capital á una condición y á 
la fijación de un término por el juez, para la exigibi- 
lidad de la obligación, como el mismo demandado lo 
reconoce, es evidente que el deudor no ha incurrido ni 
podía incurrir en mora, sinó después de cumplidos 
ambos requisitos, lo que tampoco se ha alegado en la 
demanda. C° Que, según el artículo 707 del Código de 
Comercio derogado, exactamente al artículo 050 del que 
actualmente rige, en los casos en que la ley no hace 
correr expresamente los intereses, ó cuando éstos no 
están estipulados en el contrato, la tardanza en el 
cumplimiento de la obligación hace que corran los 
intereses desde el día de la demanda en concordan- 
cia con lo dispuesto en el artículo 622 del Código 
Civil. 7 o Que en el presente caso no ha mediado 
ninguna de las circunstancias necesarias, ni por acto 
del acreedor, ni por la naturaleza de la obligación 
para constituir en mora al deudor, no habiendo, por 
lo tanto, podido correr intereses por ministerio de la 
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lev. de acuerdo con el artículo 508 del Código citado. Por 
estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 47. 
fallo: señalando al demandado Don Leopoldo Taboada, 
el término de 30 días para el pago de la suma de 2272 
pesos bolivianos ó su equivalente en moneda nacional 
de curso legal, al tipo de cambio en el día del pago, 
absolviéndolo de la demanda en cuanto al pago de los 
intereses reclamados en ella. Notifiquese con él original 
y repónganse las fojas. 

Virgilio W. Tedin. 



Fallo de la Suprema Vnriv 

inicuos Aires, Enero '-il de 1893. 

Vistos: atento el reconocimiento de deber contenido 
en la contestación de la demanda y el tiempo transcu- 
rrido desde la ¡nterpos.cion de ésta, se confirma con 
costas en la parte apelada, la sentencia de foja 63; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Bknjamin Vktoiuc.v. — C S. DE 
la TniuiK. — Luis V. Várela. 
—Abel Bazas.— Luis Saenz 
Pk.sa. 
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CAUSA VIII 



> jfe(foÁ¡p\¡m tfMa causa tic Avila y otros, ron/ra 
la Provinna Jf^Qhyoba, por despojo; sobre interven- 
don en el Juicio. 



Don Mire 



Sumario. — Todo el que tenga un interés legítimo que 
hacer valer en) la causa pendiente entre otras personas 
puede intervenir en ella. 



Fallo d> la Suprema Corte 

Buenos Aires. Enero 21 tic lso¿. 

Vistos: manifestando Don Alfredo de Arteaga en el 
escrito de foja 17o, en oposición á los derechos reclamados 
por el demandante en esta causa, ser propietario y 
poseedor directo y personal del terreno en cuestión, y 
gozar en consecuencia de un derecho preferente y 
excluyente en él, Y considerando: Que tal manifestación 
y las pretensiones que ella envuelve, importan en el 
fondo una verdadera tercería en el juicio y funda 
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suficientemente con arreglo *ii derecho su intervención 
en £1; pues es una regla general, y de aplicación en 
todos ios juicios, que todo él que tiene un interés 
legítimo que hacer valer en una causa pendiente ya 
entre otras personas, puede intervenir en ella para su 
defensa y representación. Que esta regla, qué tiene por 
cansa y fundamento inmediato prevenir la multiplici- 
dad de los juicios y el peligro de resoluciones contradic- 
torias en las decisiones judiciales y de toda colusión 
entre los interesados en perjuicio de tercero, es tanto 
más de hacerse valer en el caso, cuanto que. según se 
afirma, son unos mismos los hechos que dan lugar á 
la demanda, y los de que deriva hi posesión personal 
reclamada por el tercero, y hay necesidad y conve- 
niencia, por tanto, de apreciarlos conjuntamente y en 
un solo juicio. Por estos fundamentos: se declara que 
el demandante está obligado á contestar en e! fondo el 
escrito de foja 17ü, debiendo, en consecuencia, compare- 
cer al efecto ¡i la audiencia del día Jueves 28 del 
corriente, á las 2 p. m., con declaración de que en el 
cüso de rehusarse á hacerlo, la sentencia, cualquiera 
qtie sea, no perjudicará los derechos del tercero, ni se 
ejecutará en su contra. Repónganse las fojas. 

Benjamín Vjctorica. — C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. — 
Auel Bazan. — Luis Saknz Peña. 
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CAUSA l\ 



La Empresa de Fervorar rifes pobladores contra l)on Ai /'re- 
do, Don Arvjet y Don liorna n Pacheco, sobre expro- 
piación. 



Sumario. — Para lijar el precio en las expropiaciones 
hay que atender al mérito de las informaciones peri- 
ciales y al precio asignado ;i terrenos en condiciones 
análogas. 



Cató. — Se indica por el 

Vallo del «luex Federal 

La Pial;.. Julio 10 «le 1801. 

Y vistos: estos autos seguidos por la Compañía Nacional 
de Ferrocarriles Pobladores contra los señores Alfredo. 
Angel y Román Pacheco* sobre expropiación de un 
terreno, y — 
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Considerando: 

I o Que terminados los incidentes promovidos por los 
demandados por el acuerdo celebrado ante la Suprema 
Corte, se convocó á las partes á comparendo verbal, ¡i 
los efectos del articulo (>• de la ley de expropiación, 
en el que nombraron los peritos que determina el 
citado articulo, designándose por parte de la Compañía 
expropiante d Don Domingo Larralde y por los deman- 
dados á Don Andrés Rolon i acta de foja 8&). 

& Que el perito Holon se expide ¡i foja 95 estimando en 
8 pesos el metro 1 cuadrado de terreno ¡i expropiar, 
comprendiendo en -use precio la indemnización de perjui- 
cios, mientras que el perito Larralde (informe de foja 
100) avalúa el terreno ¡i razón de 40 centavos el metro 
cuadrado, con un 25 % sobre el valor total de la parte 
expropiada, por indemnización de perjuicios. 

3 o Que no habiendo podido el juzgado llegar á formar 
opinión en cuanto á las condiciones y valor del terreno, 
en virtud del completo desacuerdo de los informes 
periciales de que queda hecha referencia, fué necesario 
eonliar á un tercero la misión de dar mayores luces 
para poder apreciar cuál de los dos peritos se aproximaba 
más á la verdad, designado á ese efecto al señor Adolfo P. 
Escanulla, el que asesorado por el secretario del Juz- 
gado, ha informado á fojas 105 y 108. 

4 f Une por lo que resulta y se hace consta: en el 
acta que autoriza el secretario como en el informe del 
perito tercero, el terreno que se toma por la Empresa 
expropiante forma la falda de la barranca, lo que le 
da mayor valor sobre los que están completamente 
bajo de ella, á pesar de estar completamente inculto y 
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no prestarse tampoco al cultivo por su mala calidad 
y el peligro de las constantes inundaciones. 

5 o Que, según las constancias de autos y los prece- 
dentes legales establecidos por este Juzgado y la Suprema 
Corte en diferentes casos análogos, de terrenos expro- 
piados por la misma Empresa, el precio de que es materia 
este juicio, no puede exceder del fijado por 61 perito 
tercero, cuyo dictamen acepta el Juzgado. 

6 o Que en cuanto á indemnización, teniendo en cuenta 
la forma del fraccionamiento que sufre el terreno y las 
demás razones apuntadas por el perito, el Juzgado 
estima justo y equitativo lijarla por un 30 %. 

Por estas consideraciones : fallo lijando en 70 centavos 
moneda nacional el metro cuadrado del terreno que la 
Compañía Nacional de los Ferrocarriles Pobladores 
expropia A los demandados señores Pacheco, y en un 
30 % sobre el valor total de lo expropiado, la ¡Mein 
nizacion por fraccionamiento, declarando que las costas 
del juicio son á cargo de dicha Compañía. Molifiqúese 
con el original, transcríbase en el libro de sentencias y 
repónganse los sellos. 

Mariano ¿. de Aunecoechea. 

Fallo «le la Suprema Corle 

Hílenos Aires, Enero 23 de 1892. 

Vistos: atento el mérito de las informaciones periciales 
corrientes en autos y el precio asignado anteriormente 
por esta Suprema Corte á terrenos en condiciones análo- 
gas al que sirve de materia á esta causa, en las expro- 
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piaciones seguidas por la empresa demandante contra 
el Doctor Don Adolfo Insiarte y el Doctor Don Martín 
Bustos, resueltas el 4 de Junio del año próximo pasado, 
se resuelve lijar como justo y legitimo precio del 
terreno ¡i expropiarse, el de un peso moneda nacional 
por cada un metro cuadrado, y en 700 pesos de la 
misma moneda el de los perjuicios resultantes al 
demandado, por consecuencia del fraccionamiento de su 
propiedad, siendo de cargo de la Empresa expropiante 
las costas causadas con arreglo ¡i lo dispuesto por el 
artículo 18 de la ley de la materia, y el de los intereses 
¡i estilo de Banco sobre la diferencia entre la suma consig- 
nadaá foja 1' y la mandada abonar como capital por esta 
resolución, á contar desde la fecha de la ocupación del 
terreno referido hasta el de su efectivo pago, quedando 
en estos términos modificada la sentencia apelada de 
foja IOS vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victouica. — C S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
— Aiíel Bazan.— Luis Saknz 
Peña, 
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El concurso de Mateo Antota é hijos, contra Don José E. 
Lezama % por cumplimento de contrato y daños y 
perjuicios ; sobre competencia. 



Sumario.— El juicio de quiebra atrae sin distinción, 
todas las acciones civiles, activas y pasivas del fallido 
en que obra como demandado ó demandante. 



Caso.— Se indica por el 

Falte del Jaea Federal 

Buenos Aires, Julio 23 de 1890. 

Y vistos: estos autos promovidos por el Síndico del con- 
curso de los señores Mateo Antola ó hijos, comerciantes 
y vecinos de la Provincia de Entre Ríos, ante cuyas 
autoridades judiciales se encuentra radicado el expresado 
concurso, contra Don José Gregorio Lezaina. vecino de 
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esta Capital, hoy su testamentaría, representada por su 
esposa y albacea Doña Angela Alzaga de Lezama, sobre 
ejecución de un contrato de compra-venta. En 11 de 
Mayo de ¡874, Don Gregorio Lezama por intermedio 
de su apoderado el Coronel Don Pedro M. González, 
celebró con la razón social Mateo Antola ó lujo, el con- 
trato i que se refiere el testimonio agregado ¡i foja 1, 
en virtud del cual el primero se comprometía ¡i vender 
á la expresada razón social, un área de campo de la 
que estaba ya en posesión, ubicada en el Departamento 
de Gualeguay, compuesta de ochocientas veintiocho 
madras cuadradas, por el precio de doce mil quinientos 
pesos fuertes la legua cuadrada, obligándose el vendedor 
á dar el campo saneado y escriturado en el termino 
más breve posible y los compradores á abonar el precio 
en esta forma: una terrera parte del valor total del 
campo* al contado en el acto de firmar esa escritura, 
otra tercera parte al hacerse la entrega de los títulos de 
propiedad y la última tercera parte á doce meses con- 
tados después del pago de la segunda cuota. Las par- 
tes contratantes, adoptaron esta forma para establecer 
sus obligaciones, porque Lezama no podía según las 
¡oyes vigentes entonces en Entre Rios otorgar escritura 
de venta sin antes no haber renovado su titulo de pro- 
piedad, lo que efectuó recién en Diciembre de 1879; pero 
en en este intervalo, los señores Antola é hijo, fueron 
declarados en estado de quiebra y su concurso traspasó 
los derechos que tenía al campo en cuestión, á un señor 
Mac. Dongall. Munido Lezama de los elementos nece- 
sarios para cumplir las obligaciones que le imponía el 
contrato Je 11 de Mayo de 1874 (foja 1) dio las ins- 
trucciones correspondientes á su apoderado el Coronel 
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«íonzalez, quien para tal efecto sustituyó el poder en 
Don Pedro D. Ezeiza; pero este señor, sabiendo que los 
señores Mateo Antola ó hijos, estaban concursados, lo que 
;i su juicio les imposibilitaba para cumplir las presta- 
ciones á su cargo, pactadas en la referida escritura, en 
vez de cumplir 61 mandato en esa forma, entabló de- 
manda reivindicatoría contra Mac. Dougall, recuperando 
la posesión del campo Lezama; lo que dió lugar ¿i una 
reclamación de parte de Mac-Dougall por danos y perjui- 
cios que el concurso tuvo que pagar. Ahora se pre- 
senta el Sindico del concurso competentemente autori- 
zado, exigiendo judicialmente el cumplimiento del 
convenio celebrado en la escritura de foja 1 y en su 
defecto el pago de los danos y perjuicios que le oca- 
sione la falta de escrituración, con más el pago de las 
costas del juicio. A esta reclamación opuso Lezama 
en su contestación dos defensas en la siguiente forma. 
Partiendo de la hipótesis de que el concurso de los se- 
ñores Mateo Antola ¿ hijo, fué parte en el juicio de 
reivindicación que promovió en 1880 su apoderado 
señor Ezeiza contra Mac-Dougall, sostuvo que la sen- 
tencia recaída en el referido juicio constituía cosa juz- 
gada no solo para aquel sino también para el concurso, 
implicando necesariamente la rescisión del contrato de II 
de Mayo de 1874, sin más salvedad que la del derecho 
para exigir de Lezama el reembolso de loque le habían 
entregado á cuenta del precio del campo: Que en la 
hipótesis contraria, la acción estaría igualmente encerrada 
por excepción de prescripción liberatoria, pues el concurso 
había guardado silencio y mantetiidose en la inacción du- 
rante los L r > años largos corridos desde el 11 de Mayo de 
1874 bástala fecha del emplazamiento, sin que se pueda 
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alegar que en el presente caso se necesitan 20 anos 
para consumarse, pues aunque las partes lian residido 
durante cs« tiempo en distintas provincias, el señor 
Lezaraa lia teñid > constantemente un apoderado en 
Entre Kios, y por último, para el caso de que no preva- 
leciese ninguna do esas dos excepciones, qiiQ,. estando 
regido el punto f»r la disposición del artículo 118!) 
del Código Civil, y habiéndose dado señal ó arras, 
pues eso es lo que significa el pago de la tercera parte 
anticipada, la obligación de Lezama se reducía á la 
devolución de la señal con más otro tanto. En presencia 
de la prueba producida, de la cual resulta que el juicio 
de reivindicación del campo, promovido por Ezciza ert 
representación Lezama, se siguió exclusivamente con 
Mac-Dougall, sin intervención alguna del concursodoman- 
dante, el mismo demandado eliminó en su alegato la 
excepción de cosa juzgada, derivada do la intervención 
que suponía había tenido en el juicio, quedando por 
consiguiente como única cuestión á resolver, si se ha 
operado la prescripción liberatoria, y en caso negativo, 
cuál es la prestación á que está obligado Lezama en 
vista de la imposibilidad en que se encuentra hoy su 
sucesión para cumplir el convenio de 11 de Mayo de 
1874* por haber enajenado el campo á tercero con 
anterioridad á este juicio. Bajo cualquier faz que se 
considere esta cuestión, es indudable que se trata de 
una acción personal, puesto que se dirige á exigir el 
cumplimiento de una obligación caracterizada como 
obligación de hacer, por el articulo 11X7 del Código 
Civil, y asi lo han comprendido ambas partes. Entonces, 
pues, no habiendo para esta clase de acción, prescripción 
especial, ella se haya regida por el principio general 
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establecido en el artículo 4038 del Código Civil, que exige 
el lapso de diez anas entre presentes y veinte entre 
ausentes para operar la liberación del deudor obligado* 
Por el contrato de foja 1, Lozanía debía entregar el 
campo saneado y escriturado en el más breve tiempo 
p.osible, dependiendo esto último, no de su voluntad, ni 
de la del comprador, sitió del reconocimiento de su derecho 
y revalidación dt» mi titulo p«»r el Gobierno de Entré 
RÍOS, y al contestar la demanda ha confesado que 
dicho reconocimiento lo obtuvo recien en 1879, de modo 
que desde esa lecha recien estuvo legalmente habilitado 
para cumplir su obligación, y por lo tanto desde ese 
momento empieza á correr la prescripción. Prescin- 
diendo de que en la demanda de reivindicación deducida 
ante las autoridades judiciales de Kntre Hios. reconoció 
Lezama por intermedio de su apoderado la existencia 
de la obligación, cuyo cumplimiento se le exige, lo 
que autorizaría á contar la prescripción desde la fecha 
de esa demanda, atentólo que prescribe el articulo 3980 
del Código Civil, computando el tiempo desde que 
obtuvo la revalidación de su título, resulta que »<> ha« 
transcurrido ni siquiera los diez años que exige la ley 
entre presentes, basta la fecha en que ha sido inte- 
rrumpida la prescripción por la presente demanda. Pero 
es que los compradores primero y su concurso después, 
representado por el síndico nombrado de acuerdo con 
las disposiciones del Código de Comercio, lian tenido 
su domicilio y radicación en la provincia de Kntre Hios, 
desde que se extendió el contrato de foja 1, como lo 
ha reconocido categóricamente el mismo demandado, 
siendo óste, durante el mismo tiempo, vecino de la 
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ciudad dé Buenos Aires, de modo que propiamente si; 
traía de una prescripción entre ausentes, de acuerdo á 
lo dispuesto en el artículo HÍK)\) del Código Civil, para 
lo que se requiere el lapso de veinte años. Sostuviese, 
empero, para desvirtuar esta conclusión, que Lezama 
tuvo constantemente un apoderado en Entre-Kios, ;i 
quiiMi pudieron dirigirán los señores Mateo Antola < ; 
liijo, y después su concurso; pero los términos del 
articulo que se acaba de citar no dejan iluda de que 
•:6 necesario habitar personalmente en el mismo lugar, 
para que se considere que la prescripción es entre 
presentes. Por otra parte, el hecho de tener un apode- 
rado en el mismo lugar, puede no ser conocido del 

acreedor de la obligación, no estando legalmei te obligado 
á conocerlo, lo mismo que las circunstancias de la 
revocación ó renuncia del mandato, que dependen exclusi- 
vamente de la voluntad del mandante y del mandatario, 
lo que demuestra la insubsistencia del argumento. 
Ahora bien, ¿cuál es la prestación á que está obligada 
la parte demandada en la situación en que se encuentran 
las cosas? Sostiene ésta que no podiendo escriturar el 
campo por haberlo vendido á otro, la única obligación 
consiste en devolver la parte del precio recibido, 
cm más otro tanto, fundándose en el articulo 1189 del 
Código Civil, el cual dispone que si en el contrato se 
hubiese estipulado una cláusula penal ó se hubiese 
hecho dándose arras, la indemnización de las pérdidas 
é intereses (en caso de inejecución) consistiría en 
el pago de la pena ó en la restitución de la sena con 
otro tanto. Pero examinando cuidadosamente el instru- 
mento del contrato de foja 1, no se descubre en parte 
alguna la estipulación de una pena ni de sus términos. 
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"¡ de s„ wpíriti, s* deduce que las parles hayan 
enfondidp considerar como pena ó com o seña la tercera 
P arte ,lel ¡" v ' ,¡ " donado de contado, debiendo observarse 
que lina estipulación do esta especie debe constatarse 

exprésame, „ ,| instrumento de la obligación, pues 

1,0 P° rtenece ■« '« "«turaléza del contrato y no puede por lo 
tanto conshkrarse implicado en él; y tiende además á 

crear una forma esj ¡al para resolver la convención, 

juzgando y estableciendo -le antemano las mismas 
partes, la indemnización de los perjuicios en cas,, de 
inejecución. Es cierto que el artículo 1202 del Código 

Civ,l dispone, que si la seña fúes la misma 

especie de lo que por el contrato debía darse, se leñat- 
eóme parí- de la prestación, mas „0 se sigue de allí 
<jue la prestación parci»! deba considerarse como señal 
<• ¡Tras en todos los casos. Admitida por ambas partos 
la imposibilidad de ejecutar el contrato, por hecho 
• el demandado, la obligación debe resol verse en ,-1 pago 
de pérdidas 6 intereses d, acuerdo con lo dispuesto en 

••I artículo lis: del Código Civil. En cuai U derecho 

del concurso para reclamarlos. es evidente. En efecto, 
««.trato «'« foja I. constituía nao de los bienes 
(pecunia) de los señores Mateo Antola .Mujo, en la 
acepción general de la palabra que I- daba ,1 derecho 
romano, no solamente por la parto de precio pagado 
sinó por las ventajas que podría reportar de su acción 
t>ara exigir su ciimpliinionto. y oso l,¡, n entró ,-i formar 
parte do la masa del Concurso con arreglo á las dj s ,»o- 
s.ronos del Código de Comercio. El apoderado do 
hWma debió por lo tanto interpolar judicialmente al 
representante del concurso para sabor si estaba ó no 
dispuesto á ejecutar el convenio celebrado poi- los fallidos 
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en vez de resolverlo por su propio juicio y criterio, 
pero prescindiendo de esto, el hecho es que habiendo 
pasado al concurso esa acción, su ejercicio por 1 
sindico que lo representa, no es sino una consecuencia 
lógica, de modo que ni la misma parte demandada lo 

ha desconocido. 

Por estos fundamentos: fallo declarando improce- 
dente la prescripción alegada por la parte demandada 
contra la acción deducida por el concurso de los 
señores Mateo Antola é hijo, á foja 10, y en vista de 
la imposibilidad de cumplir el convenio de 11 de May., 
de 1874 en que se halla aquella, la condeno al pago 
de las pérdidas é intereses que deherá justificar en 
otro juicio el actor y al de las costas del presente. 
Notifíquése con el original 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

El apoderado del Sindico del concurso formado en la 
provincia de Entre Rios á los señores Mateo Antola é 
hijo, demandó á foja 10 á don José Gregorio Lezama: 
u 1» para que éste escriturase á favor del concurso l¡i 
venta del campo á que se refiere la escritura acom- 
panada de 11 de Mayo de 1874. dentro del término 
« de diez días, bajo pena de pagar al mismo concurso 
.« los daños y perjuicios que le ocasiona la falta de 
« escrituración mencionada y la ejecución del contrato 
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« referida de 1874 «; y ^« para que, caso de resistir el 
« señor Lezama, ya ¡i la escrituración exigida en la 
« deinanda, ó bien ai payo de la indemnización de daños 
•< y perjuicios niéiícionada, fuese condenado especialmente 
« en las costas procésales. » Kl señor Lezama contestó ;i 
foja *,>.'. la referida demanda, oponiendo las excepciones 
dé cosa juzgada y do prescripción, y expresando que, aun 
eti el caso de que ninguna de ellas procediera, la cuestión 
se hallaba prevista por el articulo 1189 del Código 
e¡vii, por cuanto «en él lia mediado la estipulación 
■< di* arras ó de señal. gue no otra cosa es el payo 
« anticipado de la tercera parte del precio .le compra 
" por parte dé los compradores; siendo claro que la 
w obligación de mi mandante (el señor Lezama) en la 
« hipótesis admitida por vía de discusión, se reduciría 
« á la di- devolver el importe de la señal, con más otro 
" tanto, por de .ararlo así, expresa y terminantemente,, 
« lio solo el mismo articulo 1189; sinó támbien más 
" amplia y explícita mente el artículo t202i concordante 
" con el articulo 035- » Después de recibida la «'ansa 
á prueba, de producida por las partes la qtij» creyeron 
conveniente, y concluida la sustanciaron di- la causa* 
'iré ésta sentenciada á toja 124 por el señor Juez Federal, 
doctor Tedin, declarando improcedente la prescripción 
alegada por el demandado contra la acción deducida 
por el concurso demandante; y en vista de la imposi- 
bilidad de cumplir el convenio del 11 de Mayo dé 1874, 
en que se hallaba la sucesión del señor Le/ama. conde- 
mi á ésta al pago de las pérdidas é intereses que el 
actor debería justificaren otro juicio, y al de las costas 
del présente. — Apelada esta sentencia por la parte de 
lozanía, y concedido libremente el recurso á foja 131 y 
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vuelta y sustanciado jr visto por V. K. para mejor proveer 
en cuanto á la competencia de la justicia nacional para 
el conocimiento de esta causa, atenta la calidad del 
demandante, dispuso Y. K. ¡i foja 201, pasasen estos autos 
en vista al Procurador General. — El demandante' 
segUli queda dicho, es el concurso de Antola é hijo' 
radicado ante los Tribunales dé la provincia de Entre 
Uios; y por ser el demandado señor Lezama vecino de 
esta capital, la demanda de foja 10 fué presentada 
señor Juez federal doctor Tedia, el que, por su provi- 
dencia de foja 17. y mediante las diligencias probatorias 
de tal hecho, tuvo por acreditado el fuero federa}. Contra 
esa resolución ningún recurso se dedujo; y ambas 
partes consintieron que la justicia federal era compe- 
tente para el üonoci'.iiwío y decisión de esta causa. — 
Porqué l.i justicia federal «no interviene en ninguno 
de los rasos en qíie, compitiendo ese conocimiento y 
decisión á la jurisdicción de provincia, no se llalla 
interesada la Constitución ni Uy alguna nacional (ar- 
tículo -V de la ley de 16 de Octubre de 1882)» y porque 
(í no es prorrogarle sobre personas y cosas ajenas de 
t ila, aun cuando tas partes litigantes conjoengm cu la 
prorrogación » ( articulo 1" de la ley de Procedimientos * 
— V. K. lia tenido á bien dictar el auto mencionado de 
foja 202, en el que para mejor proveer, pone V. E, en 
tela di- juicio la competencia de los Tribunales Nacio- 
nales para decidir en este juicio, dada la calidad del 
demandante. — La cuestión puede, en mi opinión, plan- 
tearse en los siguientes términos: Cuando un concurso 
comercial, radicado ante los Tribunales fie una pro- 
vincia, tiene una acción que deducir contra una persona 
domiciliada en otra provincia ó en la capital, ¿ante 
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qué Juez debe el concurso llevar su acción ? La lev 
«le competencia de los Tribunales Federales, de 14 de 
SeptiembM de e „ su artículo 12. establece que- 

jurisdicción de los Tribunales Nacionales en todas 
las causas especilieadas en los artículos 1», 2' y 3», sera 
privativa, excluyendo á los Jueces de provincia, con 
las excepciones si-mientes: 1- «En todos los juh-ios 
« universales .le concurso de acreedores y partición dé 
«• herencia, conocerá el Juez competente de provincia, 
" cualquiera ( ,„ e fuese | a nacionalidad ó vecindad de 
los directamente inte r ,.sa,los en ellos v aunque se 
" deduzcan allí an iones fiscales de la Nación Nin- 
gima dificultad ofrece esta disposición cuando se trata 
aciones deducidas contra el concurso, y en las que 
f 8la ty* a8Um »r el papel do demandado. Él concurso 
ha sido formado con el fin de pagar con el producto 
de los bienes del fallido, y basta donde él alcance, á 
los acreedores que han verificado legítimamente sus 
créditos, y en el orden establecido en el estado de su 
graduación, con la perfecta y relativa igualdad con 
que la ley ha querido sean satisfechos; v tal resultado 
no podría obtenerse, si los acreedores pudieran deducir 
sus acciones ante diversos jueces, y éstos estuvieran 
autorizados para conocer de ellos, para embarcar y 
vender los bienes del concursado y pagar con su pro- 
ducto á los acreedores que hubieran ocurrido ante ellos. 
No habría verificación de créditos posible, ni sobre- 
todo su ordenada graduación con arreglo á la lev: no 
habría, en fin, juicio de concurso. - Pero el mismo 
razonamiento no es aplicable al caso en que el concur- 
sado inicia una demanda como actor; ni este caso 
puede decirse expresamente incluido en la excepción 
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del articulo 12 de lu ley do jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales. — Otra es la regla de 
derecho que debe regirlo. El actor debe seguir el fuero 
del reo; este es el principio «pie domina, salvas las 
excepciones expresas en la ley. para determinar el 
fuero competente. — Kl juicio de testamentaria es. como 
el de concurso, un juicio universal. Kl artículo 3284 
del Código Civil dispone que «la jurisdicción sóbrela 
sucesión corresponde ¡i los jueces del lugar del últi- 
mo domicilio del difunto»; Ante los jueces de ese 
Lugar, agrega* deben entablarse: I o las demandas con- 
cernientes á los bienes hereditarios, hasta la partición 
inclusive, manda son interpuestos por algüíios de los 
sucéspres Universales contra sus cohe.Mderos * no cuando 
son interpuestos contra un extraño); 2* las demandas 
relativas á las garantías de los lotes entre los copartí- 
cipes, y las que tiendan á la reforma ó nulidad de la 
partición; ¡J". las demandas relativas á la ejecución de 
las disposiciones del testador, aunque sean á titulo 
particular, como sobre la entrega de los legados, y 4 o , 
las acciones personales de los acreedores del difunto. 

antas de la división de ta Aér¿/ícwi.,~V. B. ve que, me- 
diante estas disposiciones la ley busca poner en manos 
del Juez de la sucesión solamente aquellas acciones 
qije, deducidas ante otro .lúe/, y resueltas por éste, 
harían imposible ó dificultarían gravemente la partición 
de ¿a herencia con arreglo á las disposiciones testa- 
mentarias, ó á las de la ley en los rasos de sucesión 
ali-iutestatn.— Kl último inciso del articulo citado, atri- 
buye al Juez de la testamentaria el conocimiento de 
las acciones personales de los acreedores del difunto; 
y el codificador, explicándolo en la nota respectiva, se 
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expresa en los siguientes términos: — « Mecimos las 
arciones personales, porque las acción es reales deben 

dirigirse ante el Juez del lugar donde están situados 
los bienes. — Asi, la demanda de reivindicación, la 
acción hipotecaria respecto de un inmueble dependiente 
de la sucesión, deben ser entablados ante el Juez del 
lugar en que se halle el inmueble». — Las acciones per- 
sonales en favor de la sucesión y contra terceros, no 
estando incluidos en las disposic iones d*l artículo 3281» 
deben ser llevadas ante el Juez del dainandado. — No 
podría hallarse dificultad en que, la doctrina legal en 
materia dé jurisdicción en el juicio testamentario se 
aplicara . también al de concurso, puesto que uno y 
otro son universales y ambos se proponen objetos 
análogos. Pero el articulo 1536 del anterior Código 
de Comercio, consignó la siguiente disposición: — «La 
u declaración de quiebra atrae al Tribunal de Comercio, 
« iodos los negocios judiciales pendientes del fallido, y 
» toilos sus créditos civiles, activos y pasivos», é igual 
disposición es la del articulo 1387 del Código de Co- 
mercio que rige actualmente. — El Doctor Segovia, que 
proyectó la reforma que se ha hecho á nuestro Código 
de Comercio, no daba al articulo que acabamos de citar' 
la misma extensión que se le dio al sancionar el nuevo 
Código, repitiendo la misma disposición del anterior. 
— Kl Doctor Scjjovia proyectó el articulo 1387 de su 
Códigp eíilos siguientes términos: «La declaración de 
« quiebra atrae al Juzgado de la causa lodos tos asuntos 
«< comerciales pendientes ante oíros Juzgados * y los que 
« se inicien sobre bienes ó derechos concernientes á 
« la masa. — Kl curso de las demás causas sólo se sus 
« pende en ruanto á la ejecución contra 5Z fallido. »> — 
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Citando el artículo 1366 del Código chileno según el 
cual: «todas las causas ordinarias Ó ejecutivas, citóles ó 
«« comerciales pendientes contra el fallido y que puedan 
« alertar sus bienes, serán acumuladas al juicio uni- 
« versal del concurso •>. el mismo Doctor Segoyia dice: 
« Hallamos exorbitante esta disposición é inconvenieii- 
« ie. porque recargaría sobremanera ai Juez de la quie- 
« bra », y después de enviar á los diversos comercia- 
listas que menciona, cita los fallos de V. E. que se 
hallan en la serie 2% ionio % página 24»; 12 página 
821; 13 página 261, 2 pagina y 3» página 363: 
agregando que: «La poca uniformidad en la doctrina 
de estos, se explica en parle porque la jurisdicción de 
los Jueces Nacionales es de carácter excepcional y de 
interpretación restrictiva.»— Veamos lo resuello en .-sos 
Fallos de V. E. - En el que se ve en el tomo !» . 
página 242. 2» serie, V. E. en atención a que el ron- 
curso no hu sido >ir/or. sino iletnamlailo, en el juicio 
ejevuliro confirmó el auto apelado del Juez de Sección, 
que declaró Competente al Juez de concurso. — En la 
causa que *6 halla en el tomo 12 siguiente, página 
321. V. E. confirmó el auto del Juez Federal de Cata- 
marca, en que accedía á la inhibitoria deducida por el 

Juez de Comercio de San Juan, que había declaraido en 
quiebra al demandado. — Es este un caso análogo al 
anterior. — En el tomo 13, siguiente, página 261, V. E. 
declaró nula la sentencia del Juez Federal, por la que 
mandaba continuar la causa iniciada ante ese Juzgado 
contra deudores declarados en quiebra. En este caso, 
como i> n los anteriores, la acción se dirigía contra el 
fallido, y no por el concurso contra un tercero. — En 
•1 tomo 2» de la misma 2» serie, página 39, V. E. con- 
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Qnuó por sus fundamentos el auto del Juez de Sección 
concebido en los siguientes términos: — « Resultando 
del mismo escrito presentado por el Sindico, que es 
efectivo que la sociedad anónima El Comercio se halla 
concursada, en cuyo caso es aplicable lo dispuesto en 
el artículo 1536 del Código de Comercio, remítanse 
estos autos al Tribunal de Comercio.»— En el tomo 3 o 
siguiente, ¡i la página 365, se encuentra otro Fallo -le 
V. E. que por la doctrina que contiene, creo convenien- 
te reproducir, dice asf: «Vistos: considerando que la 
presente cuestión es de la competencia de los Tribu n alo 
Nacionales ratioiw maieriiue y como tal se baila radicada 
ante ellos con el asentimiento de las partes ; que la decla- 
ración de quiebra pronunciada contra el Banco demandan- 
te no es razón suficiente para que ellos se desprendan 
de la jurisdicción que estaban ejerciendo, ni en virtud 
de la limitación contenida eii el primer inciso del 
articulo 12 do la ley de 14 de Setiembre do 1863, ni 
Olí virtud de lo que dispone el artículo 1536 del Código de 

Comercio. Considerando respecto de la primera de estas 
dos disposiciones en que se funda la resolución apelada, 
que el artículo dice, al declarar privativa la jurisdicción 
nacional para las causas especificadas en los artículos 
1'. 2° y 3' de la misma ley. solo exceptúa en el 
inciso invocado los juicios univenaies de concursó y parti- 
ción de herencia; y el de que se trata en estos autos no e.s 
un Juicio universal de concurso, ni su prosecución puede 
obstar en nada á la formación y la prosecusion de aquel 
ante el Juzgado de Comercio: que si bien ha querido la 
ley, por motivos especiales negar ;i los interesados el 
derecho de llevar esos juicios universales ante los tri- 
bunales de la Nación, como pueden hacerlo en los de- 



156 FALLOS DE U SUPREMA CORTE 

más casos, por razón «le su nacionalidad ó vecindail.no 
se sigue de ahi que haya querido atribuir al Juez del 
concurso indistintamente todos los asuntos del fallido 
de la jurisdicción nacional; que una prueba de no ser 
esto conforme con la verdadera inteligencia de la ley, 
se desprende del articulo cuarto de la de Procedimientos, 
el cual supone que los albaceas ú otras personas íjtie 
estén en igual caso — como los síndicos — pueden hallar- 
se en la necesidad de comparecer ante los Tribunales 
Nacionales, v prescribe los requisitos necesarios para 
que se dé curso á sus pretensiones. Considerando, en 
cuanto al artículo mil quinientos treinta y seis del 
Código de Comercio; que su disposición no tiene la 
generalidad que el Juez de Sección deduce desús pala 
loas Unales, pues éstas no se refieren á los asuntos 
judiciales, sino á los rrédiios del fallido; siendo su 
objeto que todos entren á figurar en el activo y pasivo 
del concurso, y puedan tenerse presentes para la dis- 
tribución .leí caudal; que cualquiera que fuera su «e- 
neralidad, uuiica podría interpretarse en menoscabo de 
una jurisdicción de orden distinto y exeluyentc de toda 
otra por la Constitución y la ley ; mucho menos cumulo 
es el fallido quien ha ocurrido ante ella, asumiendo 
.•I carácter de actor; que lo .pie en tal caso correspon- 
de es que el concurso, por medio de sus representan - 
tés legales, venga á tomar parte en el jtlicio, como lo 
había intentado ya el Síndico debidamente autorizado 
por su escrito de foja... para llevar oportunamente á 
la masa general el crédito ó los fondos que seguti el 
resultado final pudieran corrésponderlé: Por estos fun- 
damentos se revoca el auto apelado á foja... declarán- 
dose que el Juez de Sección debe continuar hasta su 
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terminación en el conocimiento de esta cansa; y satis- 
lechas las estas, devuélvanse. -Salvador Mana del 
Carril-Francisco Delgado-^Jqsé Barros Pazos—los,- B. 

(lorostia-ja— .1. Domínguez. 

Pitera «le los rallos de V. E. citados por el doctor 
Segovia, encuentro los que se hallan en la 2» sórie 
tomo 1U. piig. I® y pág. 283, fino 15, p%. 104; 
y tomo 21. pág. 559, en todos los cuales el deman- 
dado ^ hallaba concursado, y s,- remitieron, por con- 
siguiente, los untos respectivos al Juez del Concurso. 
Efí el mismo tomo 21. pag 140, apareo- otro fallo ile 
V. E. por el que manda remitir al Juez del concurso 
l„s autos en que recayó, sin que aparezca si los falli- 
dos eran demandantes ó demandados. La doctrina 
establecida en la sentencia de V. E. (2 1 série. tomo 
:l\ pág. 365) que dejo ^opiada no la encuentro con- 
tradicha por ningún otro fallo, y la creo correcta y 
perfectamente aplicable al presente caso, en que se trata 
,le concursados como Antola é hijo, «pie no tienen el 
papel de demandados, sino de actores, Puede repetirse 
aquí, lo mismo que V. E. decía en la sentencia men- 
cionada: «el juicio de que se trata en estos autos lio 
es un juicio universal >ie concurso ni su prosecución 
puede obstar en nada á la prosecución de aquél ante 
el Juzgado de Comercio; si bien ha querido la ley ne- 
gar á los interesados el derecho de llevar esos juicios 
universales ante los Tribunales de la Nación, no se si- 
glie de ahí que haya querido atribuir al Juez del 
Concurso indistintamente todos los asuntos del fallido 
de la jurisdicción nacional; y una prueba de no ser 

esto conforme con la verdadera inteíig da de la ley, 

se desprende del articulo 4" de la de Procedimientos, 
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el cual supone que los al buceas ú otras personas que 
están en igual caso, como los Síndicos, pueden hallar- 
se 011 la necesidad dé comparecer ante los Tribunales 
Nacionales, y prescribe los requisitos necesarios para 
(jtte se dé curso á sus pretensiones. .» Hallándose la 
presenté cansa radicada ante la Justicia Nacional, con 
el asentimiento (le las par/***, lo que también hacia 
constar V. E. en el fallo mencionado; y debiéndoseles 
seguir graves perjuiciós de la anuiacioti de todo lo 
actuado: siendo, por otra parte, la resolución de V. H. 
anti s citada, aplic il.l.» á lo que de ella resulla, creo que 
V. E. debe declararse competente para resolver en el 
recurso interpuesto. 

Buenos Aires, Julio 7 do 1891. 

Antonio E. Malavev. 



Fallo ilc hi Suprimía Curte 

Bueno» Aire», Eneró 83 de Í8fc2. 

Vistos: 

Prescribiendo los artículos mil trescientos ochenta y 
uno y mil trescientos ochenta y siete del Código de Co- 
mercio vigente* conformes con el mil quinientos treinta 
y cinco del reformado, que el estado de quiebra abarca 
la universalidad de los bienes, derechos y acciones del 
fallido, Con las sotas excepciones dentro de dicho Código 
del caso de quiebra declarada en el extranjero y de 
bienes donados al fallido con la condición de no que- 
dar sujetos al desapropio á que se refieren los artículos 
mil trescientos ochenta y cinco y mil cuatrocientos 
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cinco, y como consecuencia -j uc* «jji declaración de 

quiebra atrae al Tribunal de Comercio todos los liego 
cius judiciales pendientes del fallido y todos sus (¡té 
ditos civiles, activos y pasivos», 

Y considerando: Que estas disposiciones, dictadas con 
•■I propósito de obtener una completa unidad en la 
liquidación de los negocios del fallido y centralizar los 
intereses de la masa de acreedores, propendiendo á que 
se verifiquen y liquiden de una manera u informe, crean 
tíll fávor del Tribunal de la quiebra una jurisdicción 
especial y extraordinaria anta la cual deben llevarse, 
sin distinción, todas las acciones civiles, activas y pasi- 
vas del fallido, en que obre éste como demandante ó 
demandado, y ceden alas reglas Ordinarias de la compe- 
tencia. 

Que tal jurisdicción es ademas privativa y exclu- 
yeme de la délos Tribunales [federales* por disposición 
expresa del artículo doce, inciso primero, de la ley 
-.obre jurisdicción y competencia de dichos Tribunales, 
según cuyo texto, en todos los juicios universales de 
concurso de acreedores debe conocer el Juez compe- 
tente de provincia, cualquier? que sea la nacionalidad 
o vecindad de los directamente interesados en ellos, y 
aunque se deduzcan allí acciones fiscales de la Nación. 

<^ue la presente demanda es traída por el Síndico del 
concurso de los señores Mateo A n tola é hijos, abierto y 
pendiente ante el Juez de primera instancia de la ciudad 
del Paraná, en representación y defensa de los intereses 
de la masa de acreedores y cae por tanto bajo el man- 
dato délas disposiciones legales citadas. 

Que no siendo prorrogable, finalmente, la jurisdicción 
nacional sobre personas y cosas ajenas ¡i ella, aunque las 
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partes interesadas lo consientan, según lo dispuesto por 
él articulo I o de ta ley de Procedimientos, es deber de los 

Jueces declarar de oficio su incompétencia en caál^iíier 
estado de la causa en que ella apareja. 

Por estos fundamentos y de conformidad, adornas, á 
lo establecido por esta Suprema Corte entre otros casos 
en los qtie se registran en los tomos once i 1 ). página 
treinta y nueve y treinta, (2) página Ciento cuarenta y 
si ¡s de sus Tallos: se declara que la justicia federal es 
incompetente para el conocimiento de esta causa, y sin 
efecto en consecuencia lo actuado en ella. Repónganse 
los sellos y devuélvanse. 

Benjamín VictOhica, — 6* S. i>e 
la 'romo:. — Abel Bazan. — 
Loes Saknz Pena. 
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Don Juan Recatt contra />'>// Manuel Plores, por escri- 
turación ; sobre i/tfrareian ti la ley t/e sellos. 



Sumario. — Kl auto confiriendo vista ul Procurador 
Fiscal, (Ib es apelable. 



Casa.— Don Juan Recalt, extranjero, entabló demanda 
contra Don Manuel Flores, argentino, para que se le 
ordenara otorgar escritura publicado una venta estipulada 
en un boleto hecho en papel común y sin estampilla 
alguna, del tenor siguiente; 

He vendido al señor Don Juan Kecalt mis derechos 
y acciones que tengo en dos leguas de campo en Santa 
Ké, según la ley sancionada por la Legislatura de 
dicha Provincia; y que me fueron conferidas en reinu- 
neracion de mis servicios militares prestados en la 
frontera de la misma:— esta venta la efectúo en la suma de 
ochocientos pesos moneda nacional de curso legal ; 
habiendo recibido en este acto cincuenta pesos moneda 

T \S\\ u 
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nacional: debiendo escriturarse inipediatamente de despa- 
char el certificado la olicinn de hipotecas. 

Manuel flores* 

Buenos Aire», Setiembre 8 ile ihkm. 

Kl Secretario del Juzgado puso «mi este boleto la nota de 
«no corresponde»», y él Jüéá confirió vista al Procurador 
Fiscal. 

Kl Procurador Kisnil se expidió manifestando que 
liada tenía que objetar. 



Pulí» del Jim»#. Federal 

Hiimio* Aires. Julio 83 tl«- 1891. 

Observando el Ju/.gado que en el documento presen- 
tado corriente ú foja I a se trata del recibo de una suma 
de dinero, á cuenta, vuelva este expediente cii vista al 
Procurador Fiscal. 

Te din. 



VISTA DEL sKxmt PROCITRAOOU ORNRRÁL 

Suprema Gúrte: 

Kl documento de foja 1 fué extendido en el año 1888, y 
por tanto le son aplicables las disposiciones de la I» y 
de papel sellado vigente eh dicho año. 



I>K JUSTICIA NACIONAL 

Kl artículo 1" .le esta ley, ordena se extiendan en 
papel sellado nacional IOS actos, contratos, documentos 
y obligaciones que versen sobre asuntos ó negocios 
sujetos .i la jurisdicción narional por razan del lugar 
ó Üé la naturaleza del arto. PerO no es poc estas causas qué 
la presente demanda lia sido traída .-i la justicia nacional : 
siuó en razo., de la diferente nacionalidad del actor v 
del demandado. 

Y no estando comprendidos en dicna ley de sellos 
los asuntos de jurisdicción nacional por cazón de las 
personas, creo, como el señor Procurador Fiscal, u,ue 
por el documento de foja I. no so adeuda tal impuesto. 

Hílenos Aire*. Kevkunlii'Q 2 ile iSOi. 

Anfom'O K. Mttlttrer. 



I-'j«II*í úv \n Mupr**niN Corte 



Rueño» Aires. Knero do iw*. 

Vistos: No siendo apelable el auto recurrido en cuanto 
él se limita á conferir vista al Procurador Fiscal: no 
ha lugar á la apelación interpuesta y devuélvanse los 
autos con reposición del papel. 

Mkx.iamin VicroniCA. — C. s. 

W I.A ToKItK. — AliKI. \\\/..\S. 

— Iil lS Sakx/ PkSa. 
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Don Teodoro Differl imim contra l><m Mirém Pañi» 
i„,i- mitro de pnaos; sobre miin do prueba. 



Sumario.— K\ auto abriendo l¡« causa ••■ prueba, no 
es apelable. 

Caso.— Don Teodoro Differl Lastra se presentó antr 
.•I Juzgado exponiendo: que I >• • it Marros París, le adeuda 
la suma de 2020 pesos por la confección de varios 
planos « i ii« - le encomendó paro la construcción de un 

edílicio, asi romo de tos • ..'ral. s. presupuestos y 
solicitudes para presentar á » Municipalidad, con el 
objeto de obtener el premio do edificación. 

Que Taris se conformó con los planos, romo lo 
demuestra la lírma puesta en el que pronta. Que 
negándose París á pagarle « I importe de B u trabajo, lo 
.1. •manila por la suma i nd irada, intrrosrs y rostas. 

Corrido traslado, contesto el demandado que son falsos 
. los lie. bos en que se funda la demanda, Que Imco 
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algún tiempo trató «le con st ni ir una rusa en un terreno 
esquina de las calles Piedad y Maipu. y < on tal motivó 
pidió planos y presupuestos á varios constructores, 
entre ellos al actor, con quien llegó .i ponerse de acuerdo 
en las basas de un contrato para la construcción del 

edificio. Que, en consecuencia, el demandante le presentó 
el proyecto de contrato que acompaña, y mientras lo 
estu.liaba.se convino, para no perder tiempo, en presentar 
á la Municipalidad la solicitud que prescriben las orde- 
nanzas, siendo por esto que lirmó el plano. Que en 
este estado sobrevino la crisis que colocó al demandante 
en la imposibilidad de llevar adelante el contrato. Que 
no lia habido, pues, más que un proyecto de contrato 
de locación de servicios para la construcción de la casa 
que no produce efecto Legal alguno. t t >uc boy mismo 
no está el actor en condicioilOS de celebrarlo, y en 
cnanto A él ( el demandado i está dispuesto á realizarlo 
en cualquier momento, siempre que se le den suficientes 
«aramias de solvencia para su liel cumplimiento. Pidió 
que no se biciera lugar con costas á la demanda. 

El .lúe/, recibió después la causa á prueba en estos 
términos: Y vistos: á prueba por diez dios, debiendo 
versar la de testigos sobre si la falta de cumplimiento 
al contrato, es imputable al actor ó al demandado. 



Notificado el actor, expuso: .pie se o, fo ;1 | auto de 

prueba por la forma en que está concebido, (¿tic 61 no 
reclama el cumplimiento de contrato alguno, sitió mera- 
monte el cobro de sus honorarios como arquitecto por 
la confección de planos, pliego de condiciones, presu- 
puesto, y „„ ¡1; , podido recibirse á prueba lieéhos lio 
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articulados en la demanda. Pidió que se repusiera el 
auto de prueba en el sentido que deja indicado. 

Corrido traslado, contestó el demandado: que el auto 
de prueba es arreglado á las constancias de autos. Que 
en la contestación ;í la demanda ha sostenido que los 
planos cuyo cobro se pretende* no eran sino la conse- 
cuencia de un contrato «o llevado ¡i efecto por culpa 
del actor, y asi, el auto que ordena la justificación de 
la falta de cumplimiento, es arreglado á los antecedentes 
del juicio. 



Pullo tlH «Jim-/ Fnlernl 



Buenos Aire»! Noviembre 13 'l*' iwl. 

Y vistos: por las con sideraciones aducidas en el 
presente escrito, que el Juzgado considera arreglado ¡i 
derecho, no lia I lugar á la reposición solicitada del auto 
de prueba. 

Uywriza. 



Fnll«»4t«» Im S»prvniift 4'ort«» 



Hítenos Aire*. Eneró 2* (le 1892. 

Vastos: No siendo apelable e) auto recurrido de foja Mí 
vuelta* con arreglo ¡í lo dispuesto por el articulo *jim¡ 
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de la Ley ,| (( Procedimientos, no lia lugar á la apela- 
oioii interpuesta y devuélvanse los autos al Juzgado de 
su procedencia con reposición del papel. 

líKMVMJN Vkthiih .\. — C. S. liK 
TOttKB. - A Mil. Baxan. - 
Luis Saknz PkSa. 



/"»< .!„„,, Mtiteim, nmtra lu>„ fíodrí&Ú M. /tos,, por 
ti'/Hittaaoti de sociedad ; sobre exhibición del contrato 
social. 



Suman,,.-. No es apelable .-I auto por .-I mal se manda 
comparecer á las partes al objeto de la exhibición del 
contrato «le sociedad, pedida por el actor. 



Caso. — Se indica por el 
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I «lio «Ul 4hi>k F«>d«>r»l 

Ktisiuio, SovicinUrc áO de 1888. 

Viste» este incidente pr ovillo por la parte de Pon 

Rodrigo M. Boss, pidiendo se declaro ¡improcedente la 
decisión por arbitros «I»; esta causa iniciada por Don 
Juan Marsuall, sobre liquidación social, fundándose 
aquel '-ii c|ue la sociedad no existe. 

Y considerando : <,»ue según el inciso 7" del articulo 55 
de la ley nacional de procedimientos, el demandante 
tiene perfecto derecho, cualquiera pe sea el juicio que 
pretenda iniciar, para exigir del consocio ó do la persona 
que tenga en su poder los documentos «» cuentas de la 
sociedad ó comunidad, que los exhiba. 

Que en la presente causa el objeto de) demandante os 
acreditar préviamente la existencia de la sociedad con la 
exhibición que solicita, como claramente lo pide en la 
parte petitoria del escrito de demanda, esdecir. -< ordeñan- 
do á í'a parte demandada la exhibición y presentación 
en juicio del contrato social que obra en su poder.... 
reservándome por mi parte la facultad que me acuerdan 
las leyes para venir ;i otros medios probatorios que justifi- 
quen la sociedad mencionada en caso «le negativa ». 

Que en tanto no esté acreditada en debida forma la 
existencia de la sociedad, no procedí; la aplicación del 
articulo "'11 del Código de Comercio que regla para las 
cuestiones sociales que se susciten entre sucios durante 
las existencia de la sociedad, su liquidación ó partición. 
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así contó es do derecho también, no procede el nombra- 
miento de arbitros en los juicios de avería, mientras 
no exisla comprobado el choque ó abordaje que la haya 
producido. 

Qiie este juzgado no obraría correctamente, si desde 
luego procediera ;í nombrar los arbitros para (pie óslos 
constatasen la existencia (le la sociedad denunciada 
porque e| articulo 3ÍK) del Código de Gortíercio citado, 
prescribí* no será admitida ninguna arción entre socios 
que sé íunde en la existencia de la sociedad, mientras 
no se acompañe el instrumento probatorio déla misma 
y de su registro, admitiéndose para la prueba de ésta, 
no sólo el comíalo mismo, sino también independien- 
temente de éste, todos tos medios admitidos en el 
comercio (articulo 'itHi >. 

Que A los objetos do esa constatacioi . que es por su 
naturaleza prdviiú fué citada íá parte Ifóssá una audiencia, 
la misma (pie hasta id presente no ba tenido lugar. 

pór tanto, y á los objetos de la exhibición del contrató 
social de la referencia, concurran las partes al juicio 
verbal decretado, señalándose para ello la audiencia 
•pie tendrá lugar el tercer dia hábil posterior á la última 
notificación. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos adeudados. 



(?. Escalera y Zutriría. 



no 
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Fnlli» In Suprema* l orh* 

liiiéiio^ Kncro «¿* de 

Vistos: Limitándose el auto apelado de fpjá Yu á 
ordenar el comparendo de las partes á objeto de la 
exbíbuion por el demandado, del instrumento del contrato 
do sociedad que se afirma poí el demandante existe, y 
cuya agregación lia sido solicitada por él mismo, sin 
contener decisión explícita sobre el punto relativo á la 
constitución del tribunal arbitral reclamado por el último; 
y lid existiendo, por consiguiente, sobre este punto 
materia sobre que pueda recaer un pronunciamiento de 
e8t« Suprema < 'orte — por esto, y atendiendo á que la 
parte dispositiva del auto apelado no es por su natura- 
leza susceptible de apelación por el demandante : no ba 
lugar á la apelación interpuesta, y devuélvanse estos 
autos al Juez, de Sección á los efectos á que baya lugar, 
con reposición del papel. 

Benjamín Vm toku \.— c. s. u\l 

I.A TfUtKK. — Aoki. lU/.w. — 
Luis Saknz I'kña. 
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him Safado Moldan ton/ra K &Qt{eM e hijos, /sobre 
dtiftoi y pei-juicios. 



svMftrto. — i: h^l eiicargado de remover y deshacer un 
buque ciioallado y depositar sus restos, que no ha 
cumplido ron esta última ohliyacion. debe resarcir al 
dueño lo» daños y perjuicios. 

2té Kl impone de éstos si no se halla determinado 
sulicientemeh^ debe ser lijado por vi juramento ¡i pres- 
tarse por el dueño, dentro de la suma que señalo el 
Juez, y de la suma jurada debe descontarse el valor 
de los materiales existentes. 



Gmo.— Se indica por el — 

Pullo rf«»l ¿ni»* Federal 

Buenos Aires. Mar/o JÜ8 de I800¿ 
Vistos: estos autos promovidos por Don Natalio Roldan 
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contra los señores Eduardo Madero $ hijos, concesionarios 
del Puerto de la Capital, por cobro de la cantidad de 
seis mi) pesos moneda nacional, romo precio estimado 
de los restos déla chata A vapor, denominadla «General 
Viamont»; resulta: 1" Qué encontnlndoso el expresado 
buque.de propiedad del demandante, según resulta del 
expediente agregado para mejor proveer, bajo la carátula 
de «Trevi D. Domingo Contra I toldan. » sobre reivindi- 
cación del inferno* tramitado en eftté Juzgado, encallado 
ó varado dentro del perímetro señalado para las obras 
del PúerfO, filé necesario proceder á su remoción, á fin 
de dejar libre de escoltas y estorbos el terreno donde 
dichas obras debían ejecutarse. 

2 a . Que por resolución de !» de Huero de el 
P, B,, á quien incumbía esa obligación según la afirma- 
cion de los concesionarios del Puerto, no contradicha, 
dispuso la remoción del casco del expresado vapor, por 
ser lili Obstáculo al avance de las obras, cuidando de 
depositarlo en un punto donde no mié menos seguro, 
con cuyo motivo la Subpreíectura del Riachuelo* ú 
quien se le comunicó para su cumplimiento, dió cuenta 
por nota de fecha Vt de Pobrero del mismo ano. que 
para realizar dicha operación, era indispensable deshacer 
el casco en pedazos. 

3" Que, en virtud de este informe, el P, Iv resolvió, 
con fecha I • de Marzo siguiente, se procediera á la 
remoción cu la forma indicada y de acuerdo ron las 
disposiciones vigentes, resolución que fué comunicada á 
los señores K. Madero hijos para su conocimiento y 

demás fines consiguientes (foja lü vuelta . 

T. Que, Seguí) lo Consigna Ól actof en la protesta 
acompañada á luja I* y que reproduce en su escrito de 
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demanda, dichos señores procedieron ú la extracción 
«leí casco, sin intervención «le la autoridad marítima, v 
en ve/, cío removerlo y depositarlo en un logar donde 
no estuviera menos seguro. lo desarmaron dejando 
abandonados los materiales, después de apropiarse y 
utilizar todos los materiales de más valor que tenia el 
buque, encontrándose los que dejaron en tal estado ele 
destrucción que no satisfarían los gastos de transporte, 
tanto máscuantoque habían colocado los despojos, dentro 

de las grandes excavaciones de las obras. 

5?. Que fundado en estos antecedentes y en el prin- 
cipio de que las personas responden, no solo de sus propios 
hechos, sino do los empleados que sirven á sus órdenes, 
demandó Roldan el pago de la suma de seis mil pesos 
moneda nacional en que estima el valor del buque en el 
estado en que se encontraba, en vista dr la imposibilidad 
de recibirse en parte alguna de él. 

»¡". Que los señores Madero é hijos contestaron la 
demanda, sosteniendo qm* ninguna responsabilidad tienen 
respecto á la remoción del rasco del vapor « General 
Viamont », pues estando el Gobierno de la Nación obliga- 
do á darles las riberas donde se construye el puerto, 
aquel ordenó la remoción de dichos restos, á fin de dar 
cumplimiento á una ley del Congreso, y en la forma 
prescrita en las disposiciones marítimas: que habiendo 
efectuado ellos la remoción en la forma en que se ha 
hecho por órderi del P. E, es á éste á quien debe 
dirigirse Roldan, sise cree perjudicado, considerándose, 
por su parte, completamente desligados de toda respon- 
sabilidad; que respecto A la expropiación que se dice 
han hecho de los restos del buque, la rechazaban de la 
manera más categórica j pues dicho buquo era una 
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verdadera ruina, no valiendo todo él el trabajo de 
removerlo, de modo que ningún uso podían hacer de 
restos inservibles, siendo fantástico el precio de seis mil 
pesos que se le asignaba, pues cuando se sacó ¡i remate, se 
ofreció un precio íntimo. 

y. ijiie recibida la causa ¡i prueba, conforme al auto 
de foja 25, se lia producido por ambas partes la que 
expresa el certificado de foja :50, más los documentos 
agregados de foja 41 á foja 'i7, sobre cuyo mérito aquellos 
lian alegado respectivamente. ¥ considerando: 1°. <¿ue bi 
acción deducida tiene por objeto obtener las indemni- 
zaciones correspondientes al valor del vapor i General 
Viamont ». por el hecho de haberlo destruido y apropiádose 
los materiales Titiles del mismo, abandonando los inservi- 
bles, contraviniendo las órdenes del P. K. y las disposicio- 
nes marítimas sobr*; la materia. 

2?. «¿nádelos documentos exhibidos por los demandados 
resulta que la Subprefectura Marítima del Riacimelo. 
fin* autorizada para efectuar la remoción del expresado 
buque del paraje dohda se bailaba embicado, por ser 
necesario para la prosecución de las obras del Puerto, 
deshaciéndolo en pedazos; resolución que fué comuni- 
cada ¡i los señores Madero é hijos, quienes confiesan 
en el escrito de foja 11. haberla cumplido en la forma 
indicada. 

3°. Que, por su parte, el demandante reconoce implícita- 
mente la necesidad de la remoción en esa forma y del 
derecho con que procedió ;i ordenarla el P. E.. y ¡i 
efectuarla los concesionarios de las obras del Puerto, 
pues no ha hecho observación alguna al respecto, derivan- 
do su acción tan solo del hecho de no haber cumplido 
ia orden de depositar los restos en paraje donde no 



DE JUSTICIA NACION.M 



17". 



estuvieran monos seguros* y haberse apropiado la 
parle dé materiales útiles, abandonando los demás en 
paraje donde su valor no compensa los gastos de 
extracción. 

4°¿ Que. en cuanto ¡i la apropiación dé alguna parte de 
los materiales del buque, aunque el hecho sea muy 
verosímil, no lia sido legalmente juMilieada, pues solo 
tiene en su apoyo el dicho de un solo testigo, presentado 
por el actor, de quien fué empleado, siendo acreedor al 
tiempo de declarar, atento lo dispuesto en la ley 3% titulo 

Hí. art. ;)\ y jurisprudencia uniforme de los Tribunales 
(S. 2* T. I'\ págs. 114 y 14!»; T. 5» págs. 822 y 4íMi; 
fallos de la forte Suprema». 

b% <¿ue habiendo aceptado los señores E¡. Madero ¿ 
hijos la misión de remover el buque, deshaciéndolo 
en peda/os. lian debido proceder al depósito, en Lugar 
seguro, de los materiales extraídos, no solo como una 
obligación implicada on dicha misión, por el respeto y 
cuidado (pie merece la propiedad ajeria, cuando por 
cualquier concepto es confiada ¡i manos de tercero, sino 
en cumplimiento de la Orden expresa del l\ K. de fecha 
!► de Enero de 18X8. que les fué comunicada, según 
resulta de los documentes exhibidos por ellos mismos, 
lo cual si bien se reliere al buque entero, es de estricta 
aplicación ;i sus partes componentes, pues militan las 
mismas razones respecto de éstas. 

d'\ íjue* entretanto, los demandados no han presentado 
los materiales extraídos del vapor, ó indicado el lugar 
donde hayan sido depositados, que ora el camino correcto 
para salvar la responsabilidad asumida respecto de esos 
materiales, por él hecho de haberse encargado de Su 
exi-raccion ; pero ni siquiera han pretendido en su 
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contestación ú la demanda, haber hecho tal depósito 
en parte alguna, habiendo guardado silencio sobre el 
Cargo de abandono formulado por el actor en su demanda, 
respect í de aquellos que no pudieron utilizar; de donde 
se inliere que no han sido depositados* sino abando- 
nados y perdidos, revelando una negligencia indisculpable 
de parte de los demandados* quienes ninguna prueba 
han producido tendente & justificar semejante proceder. 

7". Que según el artículo 1109 del C6digP Civil, 
todo el que ¿jecuta Un hecho que. por su culpa ó 
negligencia, ocasiona un daño ¡i otro, está obligado á la 
reparación del perjuicio, cuya obligación se extiende á 
los danos que causaren las personas que están bajo su 
dependencia. 

8". Que los demandados no pueden excusar esta respon- 
sabilidad, bajo pretexto de que procedieron cumpliendo 
órdenes del P. F* Nacional porqué precisamente ella, 
nace de no haberlas cumplido, ó lo que es más exacto, de 
haberlas cumplido de una manera irregular. 

O 6 . Que seguíi el artículo 1094 del Código Civil, 
cuando de delito contra la propiedad se trate, y éste 
consistiera en la sustracción de la cosa ajena, la indem- 
nización consistirá en el payo de la cosa sustraída, 
correspondiendo al actor, en este caso, el derecho ¡i 
reclamarla, en virtud de Indispuesto en el artículo 1085. 

HK Que no habiéndose justificado el precio de los 
materiales extraídos del bague* es el caso de que lo lije el 
Juez, conforme al principio establecido en el artículo 
1003 del GódigO antes citado, desde que por parte de 
los demandados no se lia insinuado siquiera la posibilidad 
de la restitución de dichos materiales. 
Por estos fundamentos, y teniendo en consideración 
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el estado de destrucción en que se hallaba el vapor 
« General Viamont», y el abandono, durante más de diez 
anos, según lo demuestran las fotografías acompañadas 

A foja y la depreciación natural de los materiales 

al ser deshecho el buque, una buena parte de los cuales 
necesariamente quedaría inútil; fallo condenando ¡i los 
señores E. Madero é hijos, al pago de la suma de 2000 
$ % de curso legal, en cuya cantidad queda lijado el 
valor de dichos materiales á favor de Don Natalio 
Roldan, en el término de diez «lias; debiendo satisfacer 
cada parte sus costas, itepútiganse los sellos. 
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Buenos Aires, Enera <!<• w>. 

Vistos: Por sus fundameiitos se confirma la sentencia 
apelada ile foja 54, en cuanto por ella se declara responsa- 
bles á los demandados del valor de los restos del vapor 
« General Viamont» á que se reliere la demanda. 

Y en atención ;i que no existen en los autos antece- 
dentes bastantes para determinar de una manera precisa 
el quantum de dicho valor y á lo dispuesto por la Ley 5% 
Tít 12, Part. 3% se declara: que debe aquel ser lijado 
por el juramento del actor, dentro de la suma de dos mil 
pesos á que la sentencia se refiere, debiendo descontarse 
de lastima que jure el actor, el valor de los materiales 

r. xvii w 
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existentes, que ha sido fijado pericialmente en seiscientos 
pesos, y que podrá recoger aquel, Repónganse los sellos 
y devuélvanse, 

C. S. de la Torre.— Abel Bazan. 
— Luis Saenz Peña. 



CAUSA XV 



iva *JuUo biuKitt'L contra el (fobiéPtió de f<* Prótihítiti 'le 

* 

Humos Aires; so/ne arrian ejecutiva. 



Sumario. — traen aparejada ejecución contra H 
(¿olnerno de la Provincia de Rueños Aires, las letras que 
no se hallan suscritas por el Gobernador de la misma* ni 
consta que las personas que las lirinan se hallen autoriza- 
das para hacerlo con arréglo á las leyes de la Provincia. 

Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Enero :*0 do 1892* 

Dándose por acreditado que el demandante es ciuda- 
dana francés, pero teniendo en consideración que las 
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letras que sirven de liase ¡i la presente ejecución, importan 
documentos de obligación contra él Gobierno dé la 
Provincia do Buenos Aires, y que ellas no se hallan 
suscritas por el Gobernador dé dicha Provincia, ni consta 
qué las personasque tas firman se hallen autorizadas para 
hacerlo, eon arreglo á las leyes de la misma: no ha lugar, 
sin perjuicio de lo que esta parte pueda con arreglo á dere- 
cho solicitar para preparar y mejor fundar la acción 
ejecutiva que deduce; y repóngase el papel. 

Benjamín Victoiuca. — C. S. de 
la Torre.— Amel Bakan. — 
Luis Saknz Pena. 



I U S A X VI 



Itou José M. Guisasoiá contra el F. C. (irán Oeste Argentino, 
soto-e cumplimiento de contrato <k- transporte. 

Sumario.— V: No apareciendo causa legal de las que 
por derecho anulan las actuaciones, debe rechazarse el 
recurso de nulidad. 

i: Cuando diferentes empresas de ferrocarriles prnce- 
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den en combinación, y se expide Un solo comprobante 
por el transporte de la carga por el trayecto de sus lincas, 
01 viajóse considera continuo* y las diversas empresas 
se consideran como mía sola á los «rectos ele la respon- 
sabilidad para COI! el dueño de la carga. 



Caso.— S.- indica pOÍ' el 



l'nll» .1.1 Jufi. l«Vd««r«l 



Mendoza Noviembre 23 •!>• !«'<»• 



Vistos; pon Silvano Rodrigue/., ©n representación de 
don José M. Uitisasola, entabla demanda contra la Em- 
presa del ferrocarril tiran Oeste Argentino reclamando 
el pago 'le dos mil cuatrocientos cuarenta y siete pesos 
nacionales, valor de mercaderías remitidas ü su consig- 
nación y que no le lian sido entregadas, y expone : 

1.(110 la expresada suma procede de Cien bolsas harina, 
, Loríenlas de afrecho y un cajón «lo café, cardados en el 
indicado ferrocarril, la que no le había sirio abonada no 
obstante los redamos hechos al respecto envista de los 
lies documentos que le fueron <lados por la empresa al 
reco-er ésta las respectivas cartas de porto, en cuyos do- 
cumc.ios se reconoce el valor referido, por lo cual pido 
se le condono á su pago» con mis los intereses al tipo 
legal desde la fecha .le su citación y costos del juicio. 

El representante de la Empresa contesta á la demanda 
observando por su parte: que la carga do harina y afrecho 
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reclamada no había entrado ¡i esta lí nea, siendo por lo 
tanto responsable el ferrocarril Andino, en donde ha- 
bía sido cargada, y que en cuanlo al rajón de café éste 
procedía del Rosario y su falta resultó en un vagón de] 
Centré Argentino, niim. 320, que liegd con sus sellos 
intactos, de cuya pérdida era este último responsable. 

En vista de los hecho* alegado* se recibió la causa á 
prueba, sobres! las mercaderías enu miadas habían sido 
entregadas ¡i la empresa demandada para su conducción 
á esta ciudad. 

Y considerando: 

1". (¿ue de las declaraciones «lelos testigo» Francisco 
Modcl, Juan Gome/ y Eduardo Morok, corrientes de fo- 
jas 37 vuelta á *2*J y confesión del administrador soííor 
Roberts. contestando ¡i la 2" pregunta de las posiciones 
de foja "¿0, resulta constatado el hecho de haberse en- 
tregado ¡i la Empresa en la olicina correspondiente, la 
carta de porteen que se expresa la carga ¡i que se rehire 
la demanda, otorgándose en cambio al demandante Imn 
documentos presentados á fojas 4, 5 y »¡. 

2". <¿ue aparece también de la contestación ú la deman- 
da que la carga referida es la misma cuyo valor w re- 
clama, consistente en las especies, cantidad y peso deter- 
minados en aquella. 

3*. Que esto sentado, corresponde analizar la prueba 
rendida en el juicio para decidir si ella es bástanle á esta- 
blecer la responsabilidad de la Empresa demandada por la 
falta de entrega al demandante, de la mercadería objeto 
del reclamo. 

K (¿tic el administradorscíior Koberts, al absolver las 
citadas posiciones, confiesa, contestando;» la V pregunta 
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de estas, que el ferrocarril (irán Oeste Argentino se 
llalla sujeto ú los reglamentos Je la Oficina de Ajustes, 
observando empero que sólo es responsable del extravio 
de cargas, como se dice en la pregunta cuando éstas en- 
tren á su línea. 

5*. Que por el articulo 101 del reglamento citado, se 
establece: que en caso de pérdida, extravio ó averia, se 
dará aviso a las empresas interesadas, dentro de 24 ho- 
ras de su descubrimiento, quedando, en caso contrario, 
como único responsable la Kmpresa recibidora, enten- 
diéndose que el reclamo debe hacerse dentro de las 48 
horas siguientes á la llegada del vagón á su destino, sin 
cuyo requisito la Empresa recibidora es la responsable. 

r.°. Que en vista de Indisposición reglamentaria indi- 
cada y aseverado por el representante de la Kmpresa de- 
mandada el hecho de haber practicado diligencia á fin de 
obtener informes de la del ferrocarril Andino, respecto 
al paradero déla carga de harina y afrecho, correspon- 
día al mismo la prueba di! su aserción couio de haber 
practicado los reclamos del caso en la forma prevenida 
por aquella. 

7". Une. esto noobstaiite.no se ha comprobado ni in- 
tentado probar en forma alguna que se hicieran gestiones 
de ningún género para avei iguar el paradero de la carga, 
ni menos el resultado deesas gestiones que, :i haberse 
practicado, habrían indudablemente dado á conocerlo. 

A". <¿ue. por el contrario, y contestando el administra- 
dor señor Rorberts ala tercera pregunta de las posicio- 
nes referidas expresa: que ignora si se practicaron los 
reclamos indicados, agregando que esas gestiones están 
¡i cargo de los jefes de tráfico y estación, incurriendo asi, 
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además, en manifiesta contradicción con lo aseverado al 
respecto al contestar la demanda. 

í)\ Que además, y por loque respecta á las cien bolsas 
de harina cargada en la estación de Villa Mercedes, es 
de notarse que en los autos seguidos por los señores José 
Puga y O contra la misma Kmpresa, por idénticos recla- 
mos, resueltos definitivamente en fecha t20 del corriente, 
y que sehan tenido en vista ante la indicación del de- 
mandante hecha en SU alegato de foja 37, se ha compro- 
hado ron los informes de fojas :57, 44 y >>que aquella es- 
tación al expedir las cargas para el Gran Oeste Argentino, 
otorga las correspondientes cartas de porte, según las 
hases estipuladas en su correspondiente reglamento y bajo 
la responsabilidad de esta Empresa, en cuyos actos la 
representa, abonando á aquella un alquiler mensual por 
el servicio que se le hace en dicha estación, de acuerdo 
con el decreto del Poder Ejecutivo Nacional. 

1U. Que es entonces perfecta mente procedente el recla- 
mo deducido en el caso en su contra, en relación á la 
enunciada carga, desde que ella fué expedida por su 
cuenta y bajo su responsabilidad. 

11. Que por lo que hace al reclamo por el cajón de 
café tampoco se ha acreditado, ni aun intentado probar 
por el representante de la Empresa el hecho alegado al 
respecto en su contestación ; y resulta por el contrario de 
las declaraciones de los testigos (Jabino San Martín, y 
Faustino Maradona, corrientes á fojas i¥¡ vuelta y 35, que 
el existia en la estación de 'esta ciudad desde un mes 
antes á la fecha de las mismas, siendo por consiguiente 
inexacto que no hubiera sido recibida, como aquel lo 
afirma. 

12. Une en cuanto á los documentos de fojas 4, 5yt>, 
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ellos no pueilen estimarse como un reconocimiento, por 
parte de la Empresa, de las sumas consignadas «n los 
mismos, como lo pretende el actor, sino como una cons- 
tancia dada por esta de haberse deducido el reclamo por 
las mercaderías á que se refieren. 

13, Que, esto no obstante, y aunque la acción interpues- 
ta pudiera considerarse improcedente en la forma debida, 
desde que los documentos citados no constituyen una 
obligación de pago, ello no obsta á declarar la responsa- 
bilidad dé la Kmprosa por la Taita de entrega de las mer- 
caderías enunciadas, si de los autos resulta constatada 
ésta, como se ha declarado anteriormente. 

14. Que el articulo 168 del Código de Comercio vigente á 
la época del contrato de transporte materiadel juicio, imj »- 
nc al porteador la obligación de efectuar la ehfcregft de los 
electos cargados en el tiempo y lugar del convenio, bajo 
la pena de responderá las partes por las pérdidas ó da- 
ños que le resultaren por malversación ú omisión suya, ó 
de sus factores, dependientes ú otros agentes cualquiera. 

.."». (Jue en consecuencia y ante la disposición legal 
citada, resulta también evidente la responsabilidad de la 
Empresa por los perjuicios causados al demandante pol- 
la falta de entrega de las mercaderías objeto de la de- 
manda. 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones, fallo deli- 
nitivamente declarando: que la Km presa del ferrocarril 
Gran Oeste Argentino debe entregar al demandante don 
José María ( luisasola las mercaderías especificadas en los 
documentos de fojas \. ó y (5, con más el valor de los per- 
juicios causados á los mismos por la demora en su en- 
trega, ó en su defecto, satisfacer el valorde ellos, con sus 
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respectivos interesas, que serán fijados por pintos, en la 
forma prevenida por el articulo 171 del Código citado, «con 
costas. 

llágase saher original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



Ignito <l«- In Superna l'orl4» 

Hiii'iM» Aire», Kehniro * do 

Vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad: 
que no se ha alegado para fundarlo ni aparece de los au- 
tos, causa legal de la que por derecho anulan las actua- 
ciones, con arreglo al artículo '2:5:! de la ley nacional de 
procedimientos; se declara no haber lugar á dicho recurso. 

Considerando en cuanto al de apelación: que no se ha 
denegado en primera instancia el hecho aseverado en la 
demanda, de que la Empresa demandada al expedir los 
documentos de fojas 4 t 5 y 6, recoció de poder del de 
mandante las cartas de porte de las mercaderías á que 
este se refiere y que sirven de comprobante ¡i su reclamo, 
hecho por otra parte corroborado con la contestación á la 
pregunta tercera de las posiciones de foja veinte ó in- 
terrogatorio de foja 27, dada respectivamente por el 
administrador, jefe de tráfico y jefe de cargas de la linea 
del Gran Oeste Argentino. 

Que no es fundada por tanto la objeción de falta de 
titulo opuesta en esta segunda instancia al derecho del 
demandante. 
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Que en el contrato de transporte por ferrocarriles es de 
derecho que aunque aquel se verifique por líneas de dife- 
rentes empresas, el viaje se considera continuo y las di- 
versas empresas como una sola, úlos efectos de la res- 
ponsabilidad para con el expedidor, cuando aquellas 
proceden en combinación y soba expedido un solo com- 
probante para el transporte de la carga por todo el trayecto 
de ellas. 

Por estos y los fundamentos de la sentencia apelada 
ile fojas cuarenta y cuatro: 86 confirma dicha sentencia 
con costas: y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Vktokkw. — C. S. 

LA ToWtK. — AliKL I3AZAN. — 

Luis Sabkss Peña. 
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i'WHA XVII 



Iton Natalio Roldan ñutirá E. Muden* e MJos, por ({afros 
y perjuicios ; $ohm honorarios de perito. 



Sumario. — No habiendo condenación en costas, los 
honor. nios de pcrilo nombrado para una avaluación, 
deben ser satisfechos por las partes por mitad. 



I* «lio «I* ■« «upr*»"» < oríf 

Muchos Aires. Febrero 4 dis 1802. 

No conteniendo condenación eñ costos la sentencia de 
esta Suprema Corte corriente á foja 1 18, declárase que los 
honorarios del perito Don FtüpeSchwarz deben ser satis- 
fechos por las partes por mitad; y atenta la oposición que 
se hace á la cuenta de dicho perito, comparezcan los inte- 
resados á juicio verbal, el martes nueve del corriente 
mes ¡ibis dos de la tarde. 

C. S. de TomiE. — 
Abel Bazan. — Luis 
Saknz Peña. 
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fpon Enrique Urien contra el Manco Hipotecario rie la Pto- 

vinria tle Itucnos Aires, por nulidad (té Una renta; 

sobre competencia. 

Sumario. — La venta de un inmuoldc con liipotera, no 
importa respecto tic ésta una cesión de crédito. 



Caso. — Se indica por el 

l'nllo del «fuer, federal 

■ 

Y vistos: los 8egiiidp9 r por Dófi Enrique IJrien contra el 
Banco Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires sobre 
nulidad de una venta; 

Y resultando: 

Primero: Que el Haneo Hipotecario mencionado* lia 
sido demandado por Don Knrique Urieiu solicitando se 
declare nula la enajenación de una propiedad hecha por 
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aquel establecimiento ú mérito de las causales expuestas 
;i foja 2, 

Segundo: Que ¡i esta aeciM el Banco opuso ta excep- 
ción de incompetencia, fundándose cu que el actor era 
vecino de la Provincia de Buenos Aires y en que la venta 
hecha por el primer dueño de la linca al actor, importa 
una cesión de crédito por lo que residiendo aquel en esta 
Provincia era ¡i todas luces improcedente la jurisdicción 
de este Juzgado, para entender en la presente contienda. 

Tercero: Que visto 16 manifestad b á. foja 25 por e) deman- 
dado se recibió á prueba la excepción debiendo versar la á 
producirse, sobro si Don Enrique Unen es ó no vecino de 
la Capital de la República. 

Considerando; 

Primero: Qué de las declaraciones corrientes á foja 89 
de Don Tom&S Witdner, foja Mi— de D. Miguel S. Oniar— 
foja 40 vuelta, de Don Rodolfo Ornar, resulta que Don 
Enrique Urien es vecino de la Capital Federal, por loque 
con arreglo á la ley de 10 de Septiembre de 18X4, ha po- 
dido ocurrir ante este Tribunal, demandando al Banco 
Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires. 

Secundo: (jue la ventado un inmueble ron hipoteca, 
no importa respecto de ésta una cesión de créditos y sí 
la aceptación de un gravamen que pesa sobre el mismo, 
con en tira prescindenciade la incumbencia de las partes. 

Tercero: Que el Juzgado no tiene para qué entrar 4 
averiguar si el primer dueño de la finca vendida, es ó no 
vecino de la Provincia de Buenos Aires, pues, lo mismo 
que aquel, no cedió á Urien crédito alguno y si le enajenó 
dicha linca, de la cual la deuda es simplemente una garan- 
tía respecto del acreedor. 
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Por estoy los fundamentos legales del escrito de foja 20, 
fallo: — No haciendo lugar, con costas, ¡i la excepción 

opuesta. ContéstesederechamenteIademaiida.Notifíquese 
con el original.— Regístrese en el Libro de Sentencias y 
repónganse las fojas.— Dada y firmada en la Sala del Juz- 
gado, en la Ciudad de La Plata, á los nueve días del mes 
de Octubre de mil ochocientos noventa y uno. 

Mariano S. de Aurrerorhta. 

VISTA DEL sf.XOH l'Ri.K.'L'RADOR OENERAL 

Suprema Corte: 

Opino que la resolución apelada de foja 44, debe ser 
conlirmada por V. E. 

Antonio E. Mataver. 
Huenos Aires. Noviembre 5 ile 1891. 

Fallo d> I» Wu|»i*m* Corte 

Buen.»* aiip-. Febrero » de 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado de fs. 44; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

Benjamín Vktoiiica.— C. S. de 
la Toare. — Lms V. Vahkla. 
— Abel Hazas — Lurs Saf.nz 
Peña. 



DE JUSTICIA N'ÁCIONAL 



CAUSA \í\ 



El Doctor Don Luis- Peña ron/ra el Presidente del Senado 
y el de ta Cámara de Apelariones de la Provincia de 
Salta, por nulidad de insaculación ; sobre competencia. 



Sumarió.— 1°. Es el Congreso y no el Poder .Judicial 
que puede juzgar la encada ó ineficacia de la insaculación 
de las mesas inscriptoras de votos. 

2 o . Al Poder Judicial solo corresponde conocer de 
las infracciones que por la ley nacional de alecciones se 
definen como delitos. 

3 o . Kn Jas causas suscitadas con motivo de la ley de 
elecciones, no puede obligarsen las paites á reponer el 
papel sellado. 



Caso. — l.o indita v\ 
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Fallo del Jmv* Federal 

Salín, Setiembre 17 «le mn. 

Vistos: en la demanda interpuesta por el ciudadnno 
Doctor D- Luis Peña, pidiéndose declaro nula la insacu- 
lación practicada por la junta establecida en el inciso 

art.3° de la lev de Elecciones Nacionales de UJde Octti- 
bre de 1877 y se aplique el máximum de la pena á los 
miembros de ésta, lijado por la misma ley. fundado en 
no haberse dado aviso anticipado al Juez Federal de 
esta Succión, para que concurriese al acto, ni haberse 
hecho constar en él, la ausencia del Administrador de 
Aduana, ni la vacancia del Jefe de Correos y Telégrafos. 

Y considerando: que ante todo debe resolverse si este 
Juzgado *'s ó no competente para conocer en dicha de- 
manda, teniendo en vista el carácter que la.Iunta inviste, 
la naturaleza délas funciones que le están encomendadas 
y la manera como está formada. 

1". La ley al encargar ¡i la Junta la organización de 
las mesas calificadoras ó inscriptoras, de las escrutado- 
ras ó receptoras de votos y el escrutinio general de las 
elecciones nacionales en la provincia, la ha investido del 
carácter de Juris ó Tribunal Político, dándole la facultad 
privativa de interpretar y aplicar sus disposiciones refe- 
rentes á los mismos actos, y no se concibe que tenga la 
intención de establecer en el Juzgado Nacional de Sección 
que es unipersonal el Tribunal superior en grado encar- 
gado de rever y rectificar las resoluciones de aquellas. 

•2". Los actos cometidos á la Juntas para la organización 
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del tógihien electoral de la República son un poder déle, 
g;ido por ol Congreso en ejercicio de la soberanía que 
representa, y desde que, por la citada ley, no haya in- 
corporado expresamente á ía jurisdicción (¡e los Juzgados 
Nacionales de Sección la facultad de corregir los actos 
de aquellas, es obvio que se ha reservado este poder; así 
es que dando por sentado este principio, lógicamente 
deducido déla citada ley. el art 40 y 41 ordenan que si 
hubiesen dudas por vicios que pudiesen afectar la 
validez de las elecciones, la Juntase limite ¡i manifestar 
su juicio por medio de un informe que. con los antece- 
dentes de su referencia, elevará á la cámara de dipu- 
tados nacionales, ó al Honorable Congreso setfún la elec- 
ción de que se trate. 

3 o . El Juez Federal por otra parte es vocal de la misma 
Junta solidariamente responsable de la irregularidad ó 
vicios que pudieran extrañar los procedimientos de ésta, 
y la ley no podría cometer la aberración de constituir & 
éste, en juez de los mismos procedimientos. Él solo puede 
pronunciarse como cualquiera de tos otros dos vocales 
en el seno de la Junta, en disidencia, pero la opinión de 
la mayoría formará siempre la resolución de ésta. 

El caso aislado y excepcional de no haberse encontra- 
do el Juez en la ciudad el dia en que los otros dos vocales 
determinaron practicarla insaculación referida, de nin- 
guna manera puede alterar los principios sentados y 
darle atribuciones que la tey no expresa. 

Considerando que la incompetencia del Juzgado ha 
sido resuelta en caso análogo, por la Suprema Corte en 
la Serie 2 a tomo 21, página 90, 

Y considerando, además, que si bien la ley exonera 
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de todo gravamen al ciudadano que por acción pública 
denuncia la infracción ¡i la Ley «le Elecciones, tal privi- 
legio no se extiende hasta autorizar instancias contra 
la ley misma, y porque es un principio reconocido que 
fcodó al qué litiga sin dérec/to y sin justa catm sea con- 
denado en las costas que causa, y aunque éo el presente 
casónos.- (la grabado con ellas á un particular se las 
causa al Erario Ñaóiohal con la distracción de los funcio- 
narios que se ocupan de la causa y la falta de pago de 
impuesto de sellos. 

Por estos fundamentos y ios concordantes de la vista 
fiscal precedente: fallo declarando que est.- juzgado es 
incompetente para conocerde la citada demanda, y con- 
denando al dciuanilAnte á la reposición de los sellos 
correspondientes' 

Notifíqucse con el original. 

David Xamhrann, 



í ullo de Ih Supr.mn Corlo 

Ktienns Airas* Ke'broro O ISW2. 

Vistos : Considerando: 

Que la insaculación de las mesas inscriptoras de votos 
.i que se refiere el art. 3»de la Ley Nacional de Elec- 
eiones, es un acto de carácter político cuya eficacia ó 
ineficacia no está diferida á los Tribunales ordinarios 
de Justicia, por ley alguna.. juagar, correspondiendo solo, 
por su naturaleza, al juicio y discreción del Congreso. 



!>E JUSTICIA \\rro\AI. ($5 

Que aun cuando no sucede así respecto de los hechos 
de inf fricción definidos por la ley como delitos quo con 
ocasión de él se romrian, en las circunstancias de la 
cansa tales como aparecen de la exposición de la demanda 
y del auto del ¿Juez de Sección corriente á roja 4, en lo 
yueper8onalméñte Miañe fUdiqhp funcionario, no aparece 
empero notoalgniío qué pueda servir de i^se á un pro- 
ceso criminal y dé lugar á responsabilidades penales 
contra sus autores. 

Por estos fundamentos, y oído el dictamen del Señor 
Procurador General: se cOiiiinna el auto referido de foja 4 
en cuanto por él se declara el Juez de Sección incompetente 
para jilJCgáF acerrado la nulidad déla insaculación á que 
se refiere la demanda ; y téngase par terminado este pro- 
cedí miento, devolviéndose los autos para su archivo al 
Juzgado de su procedencia, con declaración de qne no 
debe hacerse reposición de papel sellado, por aplicación 
de las disposiciones al respecto de la Ley Nacional citada. 

Benjamín VirrouiCA. — C. S. de 
Mi Torre. — Lns V. Várela. 
— AitKi. ISa/an — Lris Sm;n/ 
Pkña. 
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Criminal contra Enrique Itnizzo : sobre péMÜa de una 
mnUi certíficada. 



Sumario.— probada la culpabilidad «leí procesado, 
éste debe ser absuelto. 



Cmó.— Se indica por el 



I «lio .1.1 JlM'« Fwl«'r«l 

Vistos : tos seguidos de otioio, contra Enrique Bruz/o^ 
sobre pérdida de una mala certificada, dirigida <les.le la 
Ciudad de La Plata ai encargado de la estación Piran, y 

Resultando: 

Primero: Que en * <1« Á.bril de 1800 fueron roinit¡<los al 
Juzgado por nota de foja 12 los antecedentes corrientes 
de foja 1 ¿ foja ti. denúuciánuose el hecho que: «La 
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Olicinn de Correos y Telégrafos de La Plata dirigió el 
lo de Setiembre de ÍM ««« cértifieaia para la 

estación Piran (vía P.C del Siíu" > conteniendo tos haberes 
del encargado de Como* en esta Ultima, correspondiente 
al mes do Agosto, la que por error fue expedida directa- 
mente á Piran.» 

Segando: Que la mala certificada se entregó bajo 
constanciáal encargado de Correos dePigüó, Don Enrique 
Bru/./.o. por el estafetero «niela conducía, y qité roclamada 
¡i éste la dicha mala, no dando uonfe ♦ación satisfacto- 
ria, se remiten los antecedentes «ine so lian mencionado. 

Tercero: Que denunciada la acción criminal de oficio, 
ac mundo instruir la correspondiente sumaria, de la que 
se desprende, según la acusación de foja g5, q»e: el 
mencionado Enrique Bruzzo os el único responsable del 
hedió, pues estando firmado el recibo, en que consta la 
entrega de la mencionada mata, sin que haya podido en 
el curso de la causa comprobar su descaigo y solicita 
en consecuencia la aplicación de la pena designada por 
el artículo r ,l de la ley de Setiembre de 1HU3, á la reinte- 
gración de la cantitlad'sustraida, más la multa de cien pe- 
sos moneda nacional, intereses y costas. 

Cuarto : Que el defensor del encausado, en su defensa 
de foja 27, sostiene la tesis contraria, fundándose— a) 
(¿ue no existe prueba, ni del becho que la motiva siquie- 
ra, y por consiguiente, no es posible existencia de delito 
y su autor— b) Que no se ha acreditado la pérdida de 
la mala núm. 12. lió enviada con feclia lo de Setiembre de 
1889— e ) Que no fué la mala 10.304, sino otra, la re 
cibida por el encausado, la mala 12.215 que siguió su curso 
— d) Que resulta del informe que practica la mesa de 
expedición, que la mala recibida iba en calija directa 
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ron ta guia núm. $8. (36 y que para ¡sustraerla era nece- 
sario hacerlo violentamente, puesto que al señor Bruzzo 
le faltaba la ttapc dé ésa valija* so encontraba en el 
lugar de recepción y no en la oficina de tránsito — ej 
Qué aparece que la valija pasó ¡i Ferrari (Estación vía 
Ferro-Carril del Sud) vilo este punto se dirigió á Pigüé 

sfffU/i asi ' resulta de ta guia nfiin. 91:3 (VéftS6 foju J I ». 

Pidéí «mi consecuencia, ¿a absolución de su de/eiulido. 
Considerando: 

Primero: Que de las constancias del proceso, //o /v*- 
strfta conipvobada c hitamente \i\ pérdida ile l¡i mala uúm. 
10.:!i¡i. yuia núiil. 33.43<¡, que es la reclamada según 
consta á foja 1. ni menos de la mata nú ni. 12*215 
10*364 que es la dicftüpoi la mesa de expedición. 

Segundo: Qiíe no resulta tampoco identificada, clara 
y precisannm te. en autos la persona del delincuente, por 
cuanto Enrique &nn r ¿o 9 no puede responder <i hechos que 
no se te han comprobado $ea-M sii autor. 

■Tercera: Que si bien aparece dé las constancias actúa- 
\es¡hübjó un error de envío y esto pasó en la valija á que 
so refiere la guia uiim. 913* suscrita por Bruzzo; ella fué 
devuelta al lugar de sn recepción* donde jamás se ha re- 
clamado la mala certificada núm. 10^64 guía 3.436, ni la 
mala cortilipadá iiunV. 12;21o guia 10,364, 

Cuariu; Que todo esto resulta clara y precisamente de 
mostrado pues '*<> Áatfí en c/ecto, en autos comprobante 
alguno del envío certificado : la oficina remisora como la 
receptora QQni\\\u\m lastimosamente Yó&héclm producidos 
como asimismo sucedo con jos varios informes que obran 
de foja / ;i foja $f vuelta ; asi se lerji versa el número de la 
tnaláeertifícüdai como él adinero A* la gí/ítf, eso* informes 



|.l .n>.iiil\ KA "ION AL l!M» 

dicen : Mala certificada numero 10.384 guia iiániero SMG^ 
( véase foja 1 ). Mala certificada número 12.215* 0tt«i número 
I0íéói, i Véase foja 2). «Ya/a certificará número 10364, // //«/ 
número 30.436 < véase foja 2 >; luégó la «jato certificada nú- 
mero WM'iguia número 3 A?A és íaMÜ certificada 

número L0.3C4 jgítíÉ número 33:43(1 reclamada. 

Quinto: Que más se afirma el Juagado en esta opinión 
cuando es dígito de notar qué á linde liacer coincidir el 
informe dé foja 2 con él telegrama de foja 1" donde 
se menciona la mato certificada húmero 10¿364 guia 3.436 
donde se menciona ta falla de entrada de esta certificada y 
el decreto administrativo i véaseíoja 2 vuelta) donde se or- 
dena devolver ta mala certificada número 10.364} guia 33.436. 
Se ha agregado groseramente en el telegrama anteponiendo 
número de la gúíaS-iSti ta cifra :t. comirtiendo el número 
S.JSÓen M.4M\ mistificando entonces ito mala certificada 
número HKM i uaia S.iSií, en la mala certificada número 
WM4 guiaill.lM. que es l a pretend ida extraviada. Esta 
adulteración resalta ri la vista, sin mucho esfuerzo que 
se haga para reconocerlo y aun parece que ella provinie- 
ra de la misma mano que suscribió la orden de foja *¿ vuel- 
ta de fecha 3 de Octubre de 1880. 

Sexto: Que se hace aun más sospechoso este hecho, 
cuando el Jefe de la repartición, debió ser el primero en 
i-espetar los reglamentos de la Administración y la Ley 
General de Correos y Telégrafos— i/ueprohibe incluir den- 
tro de la correspondencia suma algutia de dinero, pues 
para este servicio se encuentra habilitada únicamente la 
oficina de Valores declarados ó la de giros postales y ni 
una ni otra cosa se guarda, siendo el primero en violar 
aquellas prescripciones. 

Séptimo: Que cuaudo la existencia de un delito 6 falta, 
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no Sfl ha demostrado plenamente, uo existe causa en de- 
recho para la investigación del autor del hecho punible; 
lio hay delincuencia] ñu hay caso, y entonces debe «1 ina- 
«íistradort^Wívr al acusado. Satias «St absolví aocentcm 
quan innocentem condenar*'— y como sucede un el caso 
sub-Judice no estando probada la delincuencia y es dudo- 
sa la existencia del CUSrpQ del delito entonces desaparece 
oí autor del hecho criminoso, como el sospa hado de la 
comisión de ana falta y no pudo la acusación sostener la 
infiixion de ana pena cuando el averiguamiento que se 
hizo en juicio, no persuadía al espíritu de una verdad. 

Octavo: Que la misma acusación fiscal confiesa que: 
H considera de fácil equivocación el extravio de una carta 
dadas las condiciones en que se hace el transporte de la 
correspondencia. . . » luego, esta misma convicción y los 
antecedentes apuntados en los considerandos 4" y 5% son 
causa más que bastante para declarar qué : con semejan- 
te prueba y tales convicciones — no puede declararse la 
culpabilidad de Enrique liruzzo\ — h\ prueba que sirve 
de base á una sentencia debe ser fundada en hechos irre- 
futables tfti$ no se presten a dudas, y caso contrario, no hay 
mas que ponerle en libertad. 

Noveno : ijue. el hecha citado por la acusación de haber /tr- 
atado Itiuzzo el recibo de la cali ja (véase foja t¿~> vuelta » está 
contradicho por la constancia de autos donde consta 
suIScien teniente que,: no se ha demostrado / aere* en ttt rati- 
ta guía üúliiero 913 la mala rertilicada número UlVM guia 
mili). :!:!. MU\ que es la mala reclamada; hay más: su- 
puesto el caso .aera exacto el contenido de la mala cer- 
tificada éft rali ja directa, no podo ella desaparecer *»>l t/ur 
lud'in a existido infraecton no pudo Bruzzo sustraer (a di- 
cha certificada^ poi cuanto la llave de esa red i ja directa Va 
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tenía el receptor de Piran y no el de Pigtté, que solo fué 
el caso ocurrente, oficina intermedia de tránsito. 

Por estas consideraciones y los fundamentos <le hi de- 
fensa de foju'¿7, fallo: absolviendo libremente á EnriiflM 
Bmsgo &Qü arreglo á lo proscripto en el artículo 'ií>7 del Có- 
digo Penal de Procedí miento, de la acusación corriente 
á foja 20, chancelándose la fianza prestada en 4 de Se- 
tiembre de 1890. Dense los testimonios que se pidieren 
de la presente sentencia y en caso de no ser apelada, ar- 
chivóse el expediente. Existiendo un hecho punible, la 
adulteración resultante á foja 1* en la agregación de la 
cifra tres al número ÓÁ3i'u desglósese la dicha pieza y con 
los testimonios del caso pásese al Procurador Fiscal para 
que solicite las medidas del €096 tendentes á la investiga- 
ción del autor del (Mito. Notiliq'iose con el original. Re- 
gístrese en el libro de sentencias- 

Dáday firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de 
La Plata, á los treinta días del mes de Setiembre de mil 
ochocientos noventa y uno. 

M. S* 'te AurMCpec/wa* 

VISTA UEL SEÑOli P110CUHADOH OENKHÁL 

Los fundamentos de la sentencia apelada de foja 35 y 
las razones expuestas en el escrito de defensa de foja 27 
me hacen pensar que no se halla debidamente comprobada 
la criminalidad del procesado don Enrique Bruzzo; y soy 
por tanto de opinión que la expresada sentencia debe 
ser confirmada por V. K. 

BiiQüós Aires, Diciembre ■? üe 1891. 

Antonio E. Maiavcr. 
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frailo I» Supr«»nin Corte 

liiicJiOM Aires, Pobrera ja de i sos. 

Visteis : Por shs fui|diunentos y Aa conformidad con I»» 
expuesto y pedido por el señor Procurador General: se 
confirma la sentencia apelada de foja 35* y devuélvanse. 

Benjamín Víotoríoa— G. s. m; la Torre 
—Luis V. Vaiíkla — Aiikl Bazax — 
Luis s,\i;n/ Pesa, 
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Criminal rotura Juan Mi/i/rt. pfíf fwridáS$ sobre cumpli- 
miento dé üUÍQencias judiciales. 



Sumario. — Las diligencias judiciales encardadas por 
los .linces Nacionales deben ser cumplidas por las auto- 
ridades á quienes se cometen. 

Fji Piafo, Noytambré 13 .Ir |«0l. 

.1/ /A 1 /V/r /A* Victima. 

Con techa l'i de Agostó próximo pasado so dirigió 
oficio ¿i ese Juzgado en un sumario instruido á Juan 
J- Mihl.er por heridas, á Martin (jras y Alberto Car- 
neiro, para que tomase declaración á los testigos ofre- 
cidos por fll defensor del citado Milite*: Don Luciano 
A. (treloni, comerciante; Don Estéban Pasos, hacendado; 
Don Manuel Cruzado, gerente del Banco Agrícola, y 
Don José Otero, todos domiciliados en esa Capital — 
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al tenor del ¡uterro<;atnr¡u inserto en aquel oficio. — 
Como ese Juzgado ha devuelto sin diligunciar el referido 
oficio, alegando las razones expresadas en la nota de 
12 de Octubre próximo pasado, se le dirige el presente, 
haciéndole saber el auto dictado con tal motivo, cuyo 
tenor es: «La Plata, Noviembre 2 de 1HJII. — Encon- 
trándose este Juzgado invistiendo el carácter de Juez 
territorial de Uio Negro, al objeto de conocer en la 
causa criminal seguida ¡i Juan J. Mihler. (¡ras y otros 
por heridas (véase Fallos de la Suprema Corte. Serie 
1\ Tomo 5», página 181) sobro recusación del Magis- 
trado de aquélla jurisdicción, y teniéndose en cuenta 
igualmente, que el Juez de Paz de aquel territorio 
depende directamente* ¡i los fines apuntados, del Tribunal 
á mi cargo y no del inhibido que está impedido para 
conocer en la causa y en toda diligencia de prueba que 
de ella dependa ( véase Palios de la Suprema Corte. 
Serie 1\ Tomo 4", página 14) vuelva á reiterarse sin 
más trámite el olicio devuelto, observándose al dicho 
Juess de Paz que en el caso sub judice, es un simple 
Bgertte del poder judicial y asi se abstenga en lo suce- 
sivo de observar los procedimientos y mandatos de este 
Juzgado, y más, sobre materia qué no son de su resorte 
conocer: y en cuanto á la autenticidad de los actos 
judiciales del fuero federal, estando dentro de los tér- 
minos de la ley. que sin duda, por el carácter de Juez 
leyó éste ignora — recuérdasele — que para la legalidad 
de ÍóS despachos que los Jueces Federales dirigen á 
autoridades nacionales ó provinciales de fuera de su 
jurisdicción, basta la (Irma del Juez y el sello de tinta 
del Juagado puesto á la derecha (véase Fallos de la 
Suprema Curte Federal, Serie 2\ Jomo 10, página 21 y. 
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hágase igualmente saber al Juey, observante proceda á 
dar cumplimiento ala nota de su referencia en el plazo 
de diez dias ;i contar desde sn recepción y todo bajo 
de apercibimiento de considerarse su Taita en la cate- 
goría de desacato contra las leyes de jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales ( véase Fallos. 
Serie 2% Tomo 1", página 484) —debiendo transcri- 
birse la presente resolución. Regístrese en el libro de 
sentencias. 

Aurrecoeckea. 



Kn consecuencia de lo resuelto en el auto transcrito, 
me dirijo nuevamente á Vd., para que dentro del plazo 
acordado, tome declaración con las formalidades «le la 
Ley, á las personas antes citadas, á tenor del 'si- 
guiente 

ISTEimOOATOKIO 

- Por las generales de la Ley. 

Declaren si es cierto que los Señores Comandantes 
Don Martin Gras y Don Miguel Vidal mantienen intima 
relación y amistad con el iSeñor Juez Doctor Don 
Abrabain Arce. 

Declaren si es verdad que el Señor Juez Doctor 
Arce lia nombrado á los Señores Gras y Vidal liseales 
en causas que tramitan ante aquel Juez Letrado, a 
pesar de estar encausados estos Señores con motivo del 
incidente ocurrido entre estos Señores y el Comisario 
Mibler. 

4". Declaren si es verdad que entre los Señores Gras 
y Vidal y el Doctor Arce existe amistad manifestada 
siempre y en público por medio de gran familiaridad. 
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5!. Declaren Si es verdad y si les consta qne Don 
Nflzario Gontín es padre político del Señor Doctor 
Arce, 

IX Declaren si les consta <£úe .«I llattor de Cárcel de 
los Sefiores Vidal y «iras que aceptó el Señor Juez 
Doctor Arce es su suegro (del Doctor Arce) el Señor 
Contín. 

7\ De público y notorio, pública voz y fama, declaren 
dando razón de sus dichos. 

Dios «nardo á Vd. 

Mnriaiin S. di' Aftrrrraw/tfft. 



He<*»lu<-ioii <l«»l 4ut»#. <l<» l'n* 



viril pin, Enero ti tto I89& 

Visto el precedente olicío — orden del Señor Juez Federal 
de la Provincia de Buenos Aires y considerando: 1" 
Que. como en el aludido oficio se expresa, el suscrito 
como Juez de Paz. es lego en la materia de derecho y 
no tiene ni Código de Procedimiento ;i que ajustarse, 
y por consiguiente no está obligado ú conocer los fallos 
de la Excelentísima Suprema Corte de Justicia Federal, 
que es en los que Tunda su auto el Señor Juez Oficiante, 
2? Que* único Código que rige para los Jueces de Paz 
dB los Territorios Nacionales es la Ley del 10 de Octu- 
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h\v «le 1SS4. número 1532; que esta ley, en su artículo 
20 textualmente establece que: «Las Jueces de Paz 
darftii cumplimiento ¡i las comisiones que le sean con- 
feridas por los Jueces Letrados») se entiende del Terri- 
torio respectivo, 4" <¿ue según esto, no están obligado? 
á obedecer órdenes directas de Jueces de otro territorio, 
á no ser se trate de requisitorias ó exhortes remitidos en 
conformidad ¡i lo que la Ley preceptúa; y tío otra 
manera sin que los exhortos lleven las autenticaciones 
leíalos no se podría tener certidumbre si el lirinante del 
exhorto es efectivamente Juez de tal lugar como se 
titula, ¿i" Que si el Señor Juez Federal déla Provincia 
vecina conoce en una causa criminal pasada por el Señor 
Juez Letrado de este territorio, el suscrito tío lo sabe ni 
tiene por qué saberlo, ven su humilde opinión, aunque 
asi fuera, cree que tal hecho no puede fundamentar dere- 
cho de mandar como superior á funcionarios que no están 
sometidos j'i la jurisdicción de aquel; pues si así fuere 
desaparecería el orden jurisdiccional y jerárquico, porque 
invocando idéntica causa los Jueces de otro Territorio 
podrían expedir iguales órdenes y el suscrito se vería 
confundido con diversidad de superiores y sin saber á 
cuál obedecer en algunas cosas encontradas. 6° <Jue no 
entra en el ánimo del infrascripto desacatar los decretos 
déla justicia, sino solo sostener el derecho que cree 
tener de no ser mandado ni apercibido sino por su 
Juez territorial, que es el único que inviste atribuciones 
y superintendencia por la Ley; por ello y haciendo cues- 
tión de incompetencia el Señor "Juez Federal oliciante 
para dictar la orden directa á que se refiere el precedente 
olicío para ejercer el suscripto función de Juez de Paz 
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de este Territorio Nacional que está fuera «le l:i juris- 
dicción Tribunal de aquél, elévense originales ante la 
Excelentísima Suprema Corte de la Nación, á fin de que 
se sirva dirimir la cuestión, contestándose al Señor 
Juez Federal con transcripción de esta resolución. 

Juan Félix tríbarne. 

Jaez tl« !*'>/. 

Mateo Baróne, 

BccrcUrio . 



VISTA DEL SEÑOR PROCORADOl» GEXRRAL 



Suprema Corte: 

El Juez de Paz de Viedma desconoce la jurisdicción 
del Juez Federal de Buenos Aires, para encargarle la 
ejecución de diligencias judiciales cuando, como en el 
caso, no emanan del Juez le aquella sección territorial. 

Pero el Juez de Paz lia olvidado que, por i ni pedi- 
mento del Juez Titular Territorial, los autos han pasado 
á la jurisdicción del de Sección de Buenos Aires: que 
éste ejerce en la causa toda la plenitud de facultades 
que correspondían al originario impedido ú recusado, 
v que, por consiguiente, debiendo considerársele taIJuez 
con jurisdicción incontestable, asi en lo principal como 
en todos los incidentes, tiene el derecho de encargar la 
ejecución de sus providencias al Juez ó autoridad de 
circunscripción á que corresponde la causa, con suje- 
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ción jí lo dispuesto en los artículos 06 y 103 de la Ley 
de Procedimientos de los Tribunales Nacionales. — 
Sírvase V. E. así declararlo, ordenando al Juez de Paz 
de Viedma el cumplimiento de las diligencias encarga- 
das por el Juez Federal de Buenos Aires. 

Uiitínos Aires, Fcbi-cro II tío 1892, 

Sabimaño ffícr. 



Pullo <li* I* Supr^nin < orto 

tluoños Aires, Febrero 13 de 1892, 

Vistos cu el aenerdo: de conformidad ron lo expuesto 
y pedido por el Señor Procurador General en su pre- 
cedente vista y atenta además la disposición del artículo 
trece de la Ley sobre jurisdicción y competencia de ios 
Tribunales Federales, de 14 de Septiembre de 1863: 
contestóse al Juez de Paz de Viedma que está obligado 
ú cumplir la comisión que se le lia diferido por el Juez 
Federal de La Plata, y devuélvanse originales estas 
actuaciones, comunicándose esta resolución por oficio 
al Juez de Sección. 

Benjamín Virroiw; a. — C. S. de 
la Torré. — Abel Bazan. — 

LüISSAENZ Pkña. 
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CAUSA XXII 



\mn Francisco Lotoi'W lt0 " FéUr ^>«»»>^ > )nr 

cumplimiento de contrato; sobre deserción <(e recurso. 



.W/Wo.-No expresándose los agravios dentro del 
término legal, deb- declararse desierto el recurso a la 
primera rebeldía acusada ¡«ir el apelado. 



Pullo de I» Supreiw» Corle 

miónos Aires. Febrero 16 de 1892. 

Po r lo que resulta del precedente certificado, atenta l« 
rebeldía acusaday de conformidad á lo dispuesto por el 
articulo 217 de la Lev do Procedimientos, declarase desier- 
to el recurso de apelación interpuesto por don Félix La- 
ióuftnej y en consecuencia devuélvanse los autos al Juzga- 
do de su procedencia. 

Benjamín Victoiucja. — C. S.kkí.a 
Torre. — Ljüis V. Várela. — 
Kmi. Bazas. 
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CAUSA \\m 



Contra A. Ftatiztihi y Compañía, sobre comiso. 



Sumario. — (Jaén en comiso las mercancías que de la 
verificación del despacho resultan <le una especie distinta 
di» lo declarado, sujeta ¡i derechos mayores. 



GitgQ. —Resulta do lí» siguientes piezas: 

PARTE 

míenos Aires, Noviembre 7 ile 1800. 

Al Séftov Adminishvutor, Coronel don Santiago Baibiené. 

Comunico A Vd. que de la verificación autorizada ante 
mi nota do la focha, lia resultado que: los señores A. 
Franzoni y Compañía, en su manifiesto número 5!>.478* 
solicitan (15) quince barriles ó cascos con 2W0 kilos 
extracto Huido para las artes, y de la verificación resultó 
ser «Colorante para vims». 
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Los cascos? se hallan depositados en el dique número 1, 
sección 5" del puerto Madero y tienen la marca *§ 

/Til. 

El buque conductor lo fué el vapor « Olinda »> de llam- 
burgo, entrado éti Noviembre^ del corriente, Registro 3417. 

Esta infracción, señor Adiniuistrador.se baila prevista 
por el artículo 128 y penada por los 1025, 1036 y 30 de las 
ordenanzas de Aduana 

Acompaño una muestra extraída de los propios cascos. 

Julio H- Amadeo. 
Francisco Ni fio. 



IN'PORME 

Buenos Airo*, Noviembre 20 de I8W. 

Señor Administrador de Heñías Nacionales. Coronel don 
Santiago Baibiene, 

El liquido coloreado, enviado con su nota número 11". 
de fecha 1S del corriente, ba sido examinado, comprobán- 
dose ser una solución de Sul/o-fmcina colorante, prohibido 
para usarlo en sustancias alimenticias. 

Saludo á Vd. 

/'. N. Arala. 



UF.SOl.l i Ion OKU ADMINISTRADOR 

Abril 13 ilo 1801. 

Vistos y considerando: Ojié se solicitó el despacho de 
■21ÜU kilos extracto Huido para las arles y que eu la vería- 
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cacion practicada se encontró colorante para vino, esto es. 
diferente especie á la manifestada, cuyo aforo está deter- 
minado en él número Í393 dé la Tarifa de 1800. según la 
precedente resolución de la Dirección General de lientas, 
la que declara al mismo tiempo que es una sustancia 
nociva parala salud por lo que se ordena sedé interven- 
ción para su despacho á la Municipalidad, lo que no puede 
efectuarse en este caso, por haber sido entregado bajo 
lianza con fecha Febrero 18 de 185)1, esto es. cuando este 
expediente se. encontraba en poder de la Dirección. 

Por lo expuesto y con arreglo á lo establecido por los 
articulo.* 020 y 1054 — declaro caída en comiso la merca- 
dería encontrada en la verificación referida. 

Hágase saber, á sus efectos pase á Contaduría y re- 
póngause los sellos. 

8 Baibíene 



INFORME 

Señor Juez: 

Evacuando el informe que se me pide por el auto de 
foja 20 debo decir á V. S. que la sulfo-fuscina es una ma- 
teria colorante que cuando se encuentra en la forma en 
que la introduce el señor Franzoui, se destina á colorear 
vinos ó licores. Creo de mi deber agregar que podría tam- 
bién ser usada para otras aplicaciones industriales como 
materia colorante; pero me permito observar que es más 
ventajoso en estos casos la forma topéala 6 pulverulenta, 
no tanto por la mayor cantidad de color que existe en un 
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volumen ó peso dado, como por el menor derecho de 
Aduana que debe abonar al (¡seo. A mi juicio, si verda- 
dera la declaración que hace el Señor Frauzonide que su 
uso es decolorante industrial^ lio podía oponerse ¡i que la 
materia fuese adicionada de nitrobincet ó de una materia 
análoga que haciendo impropia la mezcla para falsilicur 
vinos, no estorbase sus demás aplicaciones industríales. 
Es cuanto creo que debo informar al señor Juez. 

% N. Amíff. 



Bueno* Vii'o^ Oetúhrc 50 d« ÍKOI. 

Y vistos: estos autos traídos en a| elación de resolución 
déla Administración «le la Aduana y considerando: que 
la manifestación hecha por los Síes. F ranzón i y Compañía 
no ba sido arreglada á la disposición del articulo 106 de las 
ordenanzas, pues la expresión «extracto líquido para las 
artes» no especifica ningún artículo dé comercio ni -sta 
denominación extravagante tiene colocación en la Tarifa 
de avalúos, por loque al ser presentados los despachos á 
la Oliciua de Registro lia debido ésta no dar curso «le aciier* 
dp al artículo 110 de las ordenanzas, que mi conteniendo 
la manifestación espeeilicacinn ninguna lio puede estable- 
cerse que ella es diferente <le la Cl^ificaciOii Invba del 
articulo por la Dirección (¡eneral de Rentas, á saber: 
colorantes papa vinos comprendido en el número 1393 de 
laTarifade 1800; < v )ue del informe de la Oficina Qufinica 
Municipal resulta que ta sustancia en cuestión nene su 
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aplicación cu las arles, si bien la preparación que trae 
hace presumir que se destina á «muso abusivo colorante 
para sustancias alimenticias; que si bien la Aduana ba 
procedido bien queriendo dar intervención en el despacho 
á la Municipalidad, la circunstancia de prestarse á un 
uso reprobado la mercadería que se trataba de despachar, 
esta circunstancia no «ene que ver con las infracciones 
de Aduana. 

Por estos fundamentos, se refórmala resolución ape- 
lada de foja "> debiendo hacerse el despacho del mam- 
Cesto con arreglo á lo que ha resultado colorante para 
vinos, comprendido en el número l«Mde la Tarifa de 1890- 
llágase saber, notificándose con el original y devuélvase 
previa reposición de sellos. 

Andrés Ugarrisá, 



VISTA DEL SIÍÑOU PROCURADOR * ¡KNKII \I< 



Suprema Corte. 

|.os Señores A. Franzoni y Compañía solicitaron de la 
Vduana en el manifiesto número óí)478 el despacho de 
13 barricas con 2160 kilos extracto fluido para las artes, 
i Parte de foja 1 y declaración de foja 2 >. 

Pero esta sustancia según el informe de foja 21 del 
nuimico doctor Arata. resultó ser la snlfo-fuscma. que 
es una materia colorante « o(te cuando se encuentra en ta 
torna en que la infoduee el setíor Pramoni se dentina » 
colorear vinos 6 licores.» Podría también ser usada, agre- 
ga el mi - aio informe, para otras aplicaciones industriales. 
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como materia colorante; pero observa que es más venta- 
josa, en esos casos, la forma de pasta ó pulverulenta, no 
tanto por la imfGf cantidad de color que existe en un 
volumen ó peso dado como el menor derecho de aduana 
que debe abonar al tisco. 

Si la sustancia de que se trata en ta /Orina que lm 
sido introducida se destina ¡i colorear vinos ó licores; 
y si esa forma no es la conveniente cuando lia de aplicar- 
se á usos industriales, porque en una misma cantidad 
tiene menor cantidad <k color y debe pagar mayores 
derechos á su importación, creo que puedo pensarse 
que los introductores la destinaban ;i colorear vinoso 
licores. 

El comercio jamás se engaña respecto de los procedi- 
mientos que debe emplear para asegurar la mayor utili- 
dad posible en sus negociaciones. No es dable entonces 
suponer que. tratándose de introducir una sustancia 
colorante destinada exclusivamente á los usos industria- 
les, prcliera darle la forma que menos concurre ¡i su 
objeto, porque en ella tiene menos cantidad de color; que 
le obliga á pagar mayor derecho á su importación ; y que 
es en esa misma forma destinada á la coloración de vinos 
ó licores. 

La intención que alegan los importadores no puede 
oponerse en contra de lo que resulta délos antecedentes 
que quedan indicados, sino en el caso en que ella resulte 
demostrada por las circunstancias particulares de la 
causa; lo que no sucede en ol presente caso: en los de- 
mas la voluntad dolosa es una presunción legal (art. 0° 
del Código Penal.) 

Por estas consideraciones, soy de opinión que (a reso- 
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lucion de la Aduana corriente á foja 5 debe ser confirmada 
por V. E. 

Antonio E. Malavcr. 
(ttiulios Aires, Noviembre 23 de 1802. 



Fu lio «!•■ In Suprcmn forte* 

Buenos Aires Febrero 10 do 1802. 

Vistos: Siendo inapelable pOr la ley la resolución déla 
Dirección de Montasen lo que se refiere ¡i la calilicacion 
de la mercadería de que se trata en el presente recurso, 
la cual por otra parte se halla fundada y corroborada por 
los informes de la Oficina Química Municipal, corrientes 
¡i fojas h y 21; y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador < íeneral en su vista de foja30 vuel- 
ta se revoca la sentencia apelada de foja á¡3 y se declara fir- 
me la del Administrador de Aduana corriente ¡i foja 5. He- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

&RNJA MIN VlOTOIUCA — O. S. DELA 

TomtK.- Luis % Vajibla— Abel 
Bazax. 
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CAUSA XXIV 



La Empresa de Ferroramlrs Pobladores, contra imita Vic- 
toria Aguirrc] sobre expropiación. 



Sumario.— i" Para lijar el precio en la expropiación de 
terrenos, debe atenderse á sus condiciones y «I valor 
asignado ¡i terrenos de condiciones análogas. 

4 2 A So procede la indemiu2aciQn por perjuicios, xuahdo 
no resulta que la expropiación los irrogue. 



Caso. — So indica por el 



l a II» del tlii«»s. Fndrral 

La Pintó, Julio 10 de 1891. 

Vistos nuevamente esjtos autos seguidos por la Compa- 
ñía Nacional <le Ferrocarriles Pobladores, contra Dona 
Victoria Ayuirro. sobro expropiación de un terreno. 
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Y considerando: L° Que terminadas, por -el acuerdo 
celebrado ante la Suprema Cortejas articulaciones promo- 
vidas por oí representante de la demandada; y vueltos los 
autos al Juzgado se convocó á las partes á comparendo, el 
que tuvo lugar y en cuyo acto nombraron los peritos, de 
acuerdo á la disposición del articulo 6" de la Ley de Expro- 
piación, designándose por parte de la Compañía á Don 
Domingo La naide y de la demandada ¡i Don Andrés Holon. 
(Acta ile foja «Si»). 

2 o Que ¡i juicio de! último. Rolon, el terreno que se 
expropia á la señora de Aguirre vale á razón de fi pesos 
nacionales el metro cuadrado, incluyendo en ese precio la 
indemnización por fraccionamiento < informe de foja 88); 
mientras que el perito Larralde en su informe de foja 1»2. 
estima en '¿"i centavos cada metro cuadrado, y la indemni- 
/.ación en un ">0 % sobre el valor total de la expropiación, 
si resulta fracción menor, y en un 10 % si no la hubiere. 

3 o Que dada la distancia ilque se colocan los peritos en 
sus respectivas apreciaciones, se hacía indispensable 
Otra opinión que, ajuicio del Juzgado, llénaselas condi- 
ciones de idoneidad ú imparcialidad necesarias, para 
llegar á un resultado justo; y al efecto, nombró el perito 
especial* cuyo informe corre ¡i foja UN), lo que junta- 
mente con los hechos comprobados por el acta de foja 
98¿ ha demostrado que el terreno que se trata de expropiar 
es de mala calidad y se encuentra inculto, ale jado de todo 
centro de población y expuesto á ser inundado por las 
frecuentes mareas del Rió de la Plata, ¡i cuya mareen se 
encuentra. 

4 a Que la situación de ese terreno, así como la distan- 
cia ¡i que se halla de los centros urbanos, lo hace inadecua- 
do para la edificación* aún por mucho tiempo. formando 
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hoy solamente una dependencia de los terrenos altos 
sobre la barranca en que están establecidas las quintas 
de sus propietarios, siendo asimismo impropia para la 
agricultura por la calidad do la tierra, como lo demuestra 
el hecho de estar inculto. 

5 o . Que teniendo en cuenta estas consideraciones y los 
precedentes legales establecidos por este Juzgado y la 
Suprema Corteen diferentes casos análogos de terrenos 
expropiados por la misma Compañía, el precio del que es 
materia de este juicio no puede exceder del fijado por el 
perito tercero, cuyo dictamen acepta el Juzgado. 

(í\ Que en cuanto ¡i indemnización, si bien dsta no 
correspondería por fraccionamiento, por cuanto la linea 
férrea no la ocasiona, es justo compensar equitativamente, 
según la jurisprudencia establecida, el sacrificio que so 
impone al propietario en beneficio público al obligarle ;i 
desprenderse de su propiedad. 

Por estos fundamentos, fallo: resolviendo que la Com- 
pañía demandante debe pagar y pague á Doña Victoria 
Agtiirre 70 centavos moneda nacional por cada metro 
cuadrado del terreno que le expropia, con mas el 1"» % sobre 
el valor total de la expropiación; siendo á cargo de la 
misma Compañía los gasto» del juicio. Repónganse tós 
sellos y notifíqüese con el original. 



Mariano & de Atinwovhca 



DE JUSTICIA SAOIONAt 



fr'ahlU» de la «inprenut t'«irl* 

Buenos Airo», Pcbréro 1* ÚQ IROS. 

Vistos : Por sus fundamentos SO confirma la sentencia 
apelada de foja 101 vuelta. en cuanto al precio asignado 
por metro cuadrado á la tierra ¡i expropiarse y abono de 
costas causadas en el juicio, y se revoca en lo dermis por no 
ser procedente la indemnización de 15 % acordada, en 
atención ¡i no resultar que las obras de la Empresa expro- 
piante irroguen perjuicio ¡i la propiedad de la demandada, 
con la declaración de quti el demandante debe abonar 
además los intereses correspondientes á estilo de Banco 
sobre la suma que, por esta resolución, se manda pagar, 
en cuanto exceda ¡í la consignada ¡i foja I a , á contar 
desde el día de la ocupación del terreno basta el de su 
efectivo abono. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Hknmamin Vutoiuca.— C. S. ob 
la Tokio-:.— Lüis V. Vare ti?. 
— Ama Mazan — LviS Bmm 
Peña. 
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CAUSA 



&0» Carlos WUth contra Don Felipe Gutwpre2 9 por robra 
&é pesas; sobre rompetc/irin. 



Sumario.— V 1 VA auto declarando la incompetencia do la 
Justicia Federal, no es titiló por haber sido dictado sin 
audiencia de parte. 

'2* La Justicia Federal es incompetente en causa entre 
extranjero y argentino, cuando los dos residen en el ex 
traujero y el contrato que Cunda la demanda no lia sido 
celebrado ni debe tener ejecución n la República. 



Caso.— Don Manuel Mallmann por Don Carlos Wuth, 
se presentó ante él Juzgado acompañan dj la siguiente 
escritura; 

Kn Valparaíso, República de Chile, ¡i cuatro de Octilbíe 
de mil ochocientos noventa. — Manuel Luis Iglesias, 
notario y conservador interino de este departamento, 
reemplazando por decreto judicial al notario l>ou -Joaquín 
Segundó Iglesias y testigos cuyos nombres se expresa- 
rán á ta conclusión, compadeció Don Teófilo Gutiérrez, 
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mayor do edad, rio esto domicilio, :i quien doy le, conoz- 
co y dijo: 

Primero — Que lia recibido varias sumas de dinero 
del Banco Comercial de Chile en Valparaíso, y del Banco 
del Cré-.ito Unido en Santiago, con la fianza de Don Carlos 
Wuth. 

Segundo— Para garantir en algo al señor Wuth las 
lian/as dadas, so obliga el señor Gutiérrez poner ¡i dispo- 
sición de Wuth todos los ganados que va á traer de la 
República Argentina y solo que á Wuth no le conviniera 
comprar los ganados d los precios que pida Gutiérrez, 
podrá éste proceder ¡i vender a otras personas, entregando 
todo el *valor de los animales que se vendan al señor 
Wuth para pagar con él las deudas de Gutiérrez y 
afianzadas por Wuth. 

Tercero— Kl señor Gutiérrez se obliga á hacer marcar 
todos los animales que compre con la marca W.. para que 
conste en realidad que aquellos animales son de propio- 
dad de Wuth y también para facilitar ¡i éste para reclamar 
como suyos los ganados en caso que á Gutierre/ le 
sucediese alguna desgracia en su viaje. 

Cuarto — Presente Don Carlos Wuth, mayor de edad 
de este domicilio, á quien doy fé conozco y expuso que 
aceptaba esta escritura en los términos relacionados. 

Con esta escritura, é invocando un documento por valor 
de OÜ.IMK) pesos chilenos, que no figura en autos y que se 
dice pagadopor Wuth como liador deGutierrez,Mallmann 
inició ejecución contra éste. Pidió por otrosí, que ignorán- 
dose el paradero del deudor, cuya última residencia fué 
I.aboulaye, Provincia de « Ymloba. se procediera como lo 
indica el articulo de la ley de Procedimientos. Pidió 
también que bajo la responsabilidad del ejecutante y de 
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Don Enrique Heins sb decretara un embargo preventivo 
sobre las haciendas que tenía el demandado en viaje á 
Cuyo, otras en Laboulaye y sobre la cantidad «le 7UOÜ 
pesos depositados en poder de Don Meliton Panelo. 

Fundó la competencia del Juzgado en que Wuth es 
extranjero y Gutiérrez argentino. 

El Juez mandó que el demandado compareciera á 
reconocer su firma, para lo cual debería citársele por 
edictos, de acuerdo con lo mandado por el articuló 253 de 

la ley de Procedimientos. Decretó ademas el embargo 
solicitado, bajo la lianza ofrecida. 

Don Teodomiro Rodríguez por Don Teófilo Gutiérrez 
se presentó al juicio alegando.: que todo lo obrado era 
nulo por falta de jurisdicción en el «Tu©». Que Gutiérrez 
no estaba ni había estado jamás domiciliado en la 
República, pues aunque nació en Catumarca, desde muy 
niño se fué á Valparaíso, donde formó síi familia; asi es 
que para sus asuntos civiles* y más tratándose como 
en el caso, de actos pasados en Cliile. los Jueces argen- 
tinos carecen ile jurisdicción. Que Gutiérrez tuvo noticia 
del embargo en su domicilio, en Valparaíso, y en consecuen- 
cia se trasladó á esta República', llegando á Mendoza el 13 
de Diciembre del año próximo pasado, como lo acredita 
con el certificado del cónsul general de Chile, que debida- 
mente legalizado presenta (foja 18). Que el embargo 
lia sido decretado indebidamente* porque la ley de Proce- 
dimientos sólo autoriza en su artículo 55 el arraigo en 
juicio ordinario no en el ejecutivo, y siempre que se 
presente escritura pública ú otra prueba equivalente, lo 
cual no ha presentado .-I ejecutante, pues la escritura 
exhibida no contiene obligación contra Gutiérrez, que 
es en realidad acreedor de Wuth. 
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PidiiVqne parlas razones expuestas se declaraba por nulo 
todo lo obrado y se mandara levantar el embargo, deján- 
dose á salvo susaeeiones por los daños y perjuicios contra 
Wutli y la persona que le prestó su lianza. 

A pedido de esta parte, el Juez habilitó él feriado y 
confirió vista al Procurador Fiscal. 

Éste expuso que: aunque se había acreditado que Wtith 
era extranjero y Gutiérrez argentino, resultando de la 
escritura presentada por el primero que los dos están 
domiciliados en Valparaíso, no es aplicable el artículo 
2*, inciso 2* de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Federales. Une por esto opinaba que el 
Juzgado debía declararse incompetente. 



Fallo ilvl 4ww. Pt-dcral 

Córáobft; Enero 2 de 1802. 

Autos v vistos: La solicitud do Don Teodouiiro Ro- 
drigtiez por Don Teófilo Gutiérrez, puliendo que este 
Juzgarlo deje sin efecto el embargo preventivo que sobr° 
unas haciendas compradas por este señor se mandó trabar 
por auto de este Juzgado, fundándose en ser nulo todo lo 
actuado por haber carecido el que suscribe de jurisdicción 
para el conocimiento de esta causa; y considerando; 

Primero: Que la jurisdicción federal es restrictiva y no 
se extiende sino á las cosas y casos establecidos por la 
Constitución ( art. 1\ Ley de P- N. ) 
Segundo: Que los Tribunales fedérales carecen de coni- 

i. \\n I 5 
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petencia para juzgar personas t\\\u no residen en su juris- 
dicción y que ni por la ley ni por eí contrato ó vínculo 
jm-ídicoexistentoenlre: ellas, resulta permitido él j uzgárlas 
porque es un principio constitucional qué liadie puede ser 
juzgado sino por sus jueces naturales (art !H Cons- 
titución Nacional ). 

Tercero: Que este principio no sufre excepción alguna 
aunque por la distinta nacionalidad de las partesísuceclieso 
el fuero federal, pues este fuero supone siempre que las 
partes pueden ser j udiciables áñte el tribu nal por razón 

de su residencia, dé su domicilio, de su contrato, ó de 
la ley. 

Cuarto: Que ;i estar á las constancias de autos que 
producen prueba plena, por ser todos ellos documentos 
auténticos, y aún producidas algunas de ellas por la parte 
contraria misma, resulta que ninguna de las partes tiene* 
ni ha tenido su residencia ó domicilio en la República 
Argentina. y menos aún en esta sección judicial; pues de 
la escritura pública de foja. . . presentada por La contraria 
( señor MaUmahn i resulta qiie ambas partes estiban 
domiciliadas éfi Valparaíso. República de Chile. 

Quinto: Que si cuando se dedujo esta ejecución contra 
el señor Gutiérrez, este Juzgado ha podido creer queel 
domicilio á que se refiere ese instrumento fuera un domi- 
cilio de hecho ó accidental en mérito de las afirmaciones 
del ejecutante, deque el último domicilio del ejecutado fué 
L&boiilaye, Protiiiciá de Córdoba— lo que unido á la 
constatación de la distinta nacionalidad délas partes hizo 
avocar el conocimiento de la causa, hoy este juicio no 
puede persistir en vista del último documento presen- 
tado por el apoderado de) señor Gutiérrez, porque fle éste 
corroborado por el primero, resulta ahora plenamente 
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comprobado 'I 11 *' el Señor Mtlimaiin lia inducid ó en 
i'vmv al Tribunal y qué el verdadero domicilio real y 
legal del sefior Gutiérrez es la República «le Chile. 

Sexto: íiw* tratándose de vecino de otra nación* cual- 
quiera que sea su nacionalidad, residente en ella, del 
cumplimiento de acciones puramente personales, este 
Tnioiual es notoriamente incompetente para jungarlas, 
cuando ni el contrato que las vincula lia si. lo hedió en el 
país, ni rsto debía ser einnpíido «-u él < Fallos dé la 
Suprema ron.'. página 435, séric 2 a , tomo ;t\ serie 1", tomo 
íi% página 31, sórie 2\ tumo !i\ página 415.) 

Séptimo: Que no se trata en el presente caso de 

recurso alguno que deba ser sustanciado, sino del cumpli- 
miento judicial á instancia de beclios iiidúbitables 
demostrailos plenamente por documentos fehacientes 

presentados por la inisina parte ejecutante; que vienen á 
demostrar al empezar un trámite ejecutivo* la falta de 
jurisdicción de Tribunal para continuarlo ; por cuya 
razón éste, sin mas tramito, debe declararse iueompe- 
tenté, y nulo por consecuencia lo actuado: porque el articu- 
lo de la Ley de l'rncedimientos Nacionales Ira dicho: 
que siempre que dé la demanda aparezca claramente, que 
el caso no compete á la justicia nacional, el Juez deberá 
desecharla de plano sin mas actuaciones; y porque la 
Suprema Corte tiene resuelto en repetidos y luminosos 
fallos que las leyes de competencia son de órdeu público, 

las que deben aplicarse con presciudencia de la voluntad 
de las partes y que la aplicación de las leyes sobro juris- 
dicción y competencia debe ser .sostenida de oficio. ( Serie 
% J\ tomo 8?, página 1!JV; tomo página 280.) 

Octavo: Que la Suprema Corté en su fallo de II de Marzo 
del ojio isííii. tiene establecida una jurisprudencia que 
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comprende las siguientes conclusiones: I o En un juicio 
ejecutivo ¿solicitud de nn tercerista se declaró incompe- 
tente al Juez «e sección sin sustanciar recurso alguno de 
competencia; 2* La incompetencia debe ser declarado «le 
oficio y sin sustanciacion en ciíaíqnier estado de la cansa 
en que aparezca. Lo que además está de acuerdo con 
ln causa que se registra en el tomo 1". página 177 de la 
3»sórie; 3» Declarada la incompetencia debe levantarse 
de oficio los embargos preventivos que se hubieran 
hecho. 

Y omitiendo otras consideraciones y de acuerdo con la 
vistafiscal,se declara incompetente este tribunal para el 
conocimiento de la presente causa y en consecuencia que 
carece de jurisdicción para mantener embargadas las 
haciendas que se expresan en los autos, ordenandos.- por 
lo tanto el desembargo délas mismas. con costas al ejecu- 
tante. 

Hágase saber con el original y en su caso despáchense 
los exhortes y providencias que se piden, y previa reposi- 
ción archívense los autos. 

C. Moyono GticHi'ia. 



VISTA ORI- SEÑOR IMtQnURAWOR UP.NKttAL 



Suprema Corle : 
Coidra el auto del Juez Federal que se declara incom- 
petente * foja :!,; » s '' ban deducido a Toja 54 los recursos de 
nulidad y apelación. 
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La ineficacia (le esos recursos lia sido demostrada en el 
misino auto recurrido con tas prescripciones de la Ley de 
Procedimientos Nacionales y la doctrina aplicable que 
contienen los fallos de V. E. citados en el 8» conside- 
rando. 

Los títulos y 1» de la Ley de Procedimientos para la 
Justicia Nacional, se refieren sin duda á la incompeten- 
cia deducida en juicio ordinario. Asi el artículo 53 
previene «que cuando la cuestión de competencia se 
.< deduzca ante el juez que se considera incompetente se 
«.seguirá el procedimiento indicado para las excepciones 
«dilatorias», y como esas excepciones se oponen, según 
el artículo 7">. dentro de los nueve dias subsiguientes al 
conocimiento de la existencia de la demanda, se deduce 
que sus prescripciones se refieren al juicio ordinario, 
comenzado por demanda y sujeto al procedimiento 

general. 

Pero en el caso mb juilice no se trata de un juicio, no 
hay controversia de derechos, no existe aún la demanda. 

Se trata de un embargo arrancado por sorpresa, sin 
mediar trámite alguno previo, y en este caso, dado la 
naturaleza de las actuaciones, la notoriedad de la incom- 
petencia y la magnitud de los perjuicios que el retardo 
causaría á ambas partes, el Juez ha podido prescindir de 
la audiencia, sólo proscripta para la resolución de excep- 
ciones dilatorias en el juicio ordinario. 

Por todo ello y los fundamentos del auto recurrido, opino 
por li denegación de la nulidad deducida y la continua- 
ción del auto de foja 3*1. 

SnbiniaiiQ Kicr. 



Buenos Aii'-s Febrero 14 «le 
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SEGUNDA VISTA DEL SKÑou PKOCÜRAPOB GENERAL 
Suprema Corte: 

Guando á roja «o mu referí á la notoriedad de l¡« innun- 
petencía, é Inyocaiido l<>* fiaidanientos dél auto recurrido, 
opiné por su confirmación, (pieria evitar á V. K-, no oneon- 
t ra ndo nada más eficaz que agregar, la repetición «le 
aquellos considemndos. 

Establecido que la jijrUdiecion federal es restrictiva y 
que del artíClllü 20 «le la Uy 14 *le Seiiembre del 63 
se desprende que los Tribunales federales citreceii dts 
competencia para juzgar pers.mas <i ne lió residen en su 
jurisdicción, cuando esa jurisdicción no emana de la 
naturaleza misma dé actos controvertible? — Que los 
documentos auténticos é ineontestados «le fojas 4, 17. 18 y 
77, demuestran que ninguna de las partes tiene domicilio 
ó residencia fcti la Rftpiíblica Argentina, siendo el de ambas 
partes la ciudad de Valparaíso, en la Kcpública de < "li i 1^ — 
y final mente» que no s- cuestiona sobre bienes radicados 
en nuestro territorio, sino sobre actos regidos por las 
leyes del país de su constitución, que solo producen 
acciones personales, la conclusión jurídica de tales 
antecedentes es .pie, el Jüzgrido nacional de la sección 
( |e Córdoba carece «le la jurisdicción necesaria para 

conocer de esos actos. 

Por ello y la doctrina establecida en los considerandos 
T al 7' del auto de foja 36* reitero mi anterior dictá- 
nlen, pidiendo á V. li. su conftrniadon, 

Sithinirmo Kier- 

futíaos Aire?, febrero 15 de ISAS.. 
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Fallo ilo I» Suprema l orie 

Buenos Aires, Febrero 18 de 1892. 

Vistos: sin hacerse lagar ai recurso de utilidad inter- 
puesto, atendiendo ¡i ftUti pura juzgar dormitivamente 
acerca de la competencia dé los Tribunales Nacionales, 
no es indispensable la audiencia do tos interesados cu 
la causa* C¿n arlégip ai artículo :!° de la Ley Nacional 
de PrócediiniéittoSi 

Y considerando en maulo al de apelación : que de autos 
resulta bien establecido que el contrato «pie sirve de base 
a ládetttánda, «o ha sido celebrado en el paf$, ni debe 
tener ejecución en <*!« y quq el demandado no tiene 
t a u i puro domicilio ni residencia dentro del territorio de 
la República, se confirma, con costas, el auto apelado 
de foja 30; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Yk rroRic^,— G. $, de 
la Torre. — Luis V. Várela 
—Abel Bazan— Luis Saenz 
Pksa. 
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CAUSA XXVI 



jft flanco Nacional contra Dan Aniño Carrasco* cobro 
ejecutivo de pesos; sobre competencia. 



Sumario.— 1°. La jurisdicción nacional en las causas 
regidas por la Constitución, leyes ó tratados del Congreso, 
es privativa y excluyenle de la de los Tribunales de Pro- 
vincia. 

2°. Tal es la que corresponde en las cuestiones que 
dimanan de actos y operaciones del Banco Nacional, la 
que por consiguiente no puede í-er prorrogada. 



Caso.— Don Manuel I . Molina con poder deJ Banco 
Nacional y con dos pagarés li miados por I>on Antero 
Carrasco y Do» José M. Fon seca, por la suma de 72"i0 
pesos oro. y protestados ú su vencimiento por falta de 
pago* entabló acción ejecutiva contra l>ou Antero Carrasco, 
presentándose para el efecto en «i de Febrero de 1:889 ante 
el Juez de Comercio dti la Capital. 

Despachado mandamiento, y citado de remate el deudor, 
este opuso la excepción de incompetencia del Juzgado de 
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Comercio, alegando que las causas en que versaba «I inte- 
rés del Banco Nacional eran de competencia de los 
Juzgados Federales, por cnanto el Blanco tiene su origen 
en la Constitución, lia sido reglamentado por el Congreso 
y por el Ejecutivo Nacional, y porque asi ha sido decidido 
por los fallos de la Suprema Corte que se registran en el 
tomo 0», série l>\ paginas 162, 268, 329, 369 y 13, 

Conferido traslado, el procurador del Banco Nacional 
contesto pidiendo el rechazo de la excepción. 

Dijo: que los fallos citados no eran pertinentes al caso 
materia de este juicio; 

Que el demandado tenía derecho ¡i no ser sacado de su 
fuero: pero no á pretender los ¡privilegios que tenia su 
acreedor j 

Que la jurisdicción federal es prOrrogable 4 y no hay 
razón, ni prescripción legal, ni jurisprudencia que impida 
al Banco apartarse de su privilegio y demandar á sus 
deudores ante los Jueces ordinarios de su fuero. 



Mriitemln del Jueas ** €"oumt*-I» 

Y vistos estos autos, de los que resulta : 

Qiie el (i de Febrero de 1880 se presentó ante esle 
Juzgado Don Manuel I. Molina, en representación del 
Banco Nacional, pidiendo que de acuerdo con el art. 471 
del Código de Procedimientos se librara mandamiento de 
embargo Contra Don Antero Carrasco, por la suma de siete 
mil doscientos cincuenta pesos moneda nacional, importe 
de dos letras firmadas por Carrasco y aceptadas por Don 
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.los»" M. Fonsec», que roñen de tojas 1 á con sus 
testimonios de protesto en r.-.*nna. debiBiidó agregarse á 
esta cantidad los intereses, gastos y costas del juicio. 

Que librado mandamiento y no habiéndose satisfecho 
la deuda, el acreedor denunció la propiedad situada en la 
calle de Presidente ir. '>1\. arte se embargó según consta 
del certificado de foja 14. 

Qué citado de remate el deudor* se presentó I ton Clemen- 
tiftO Sañudo, con poder de Don A n tero Carrasco, dedu- 
ciendo dentro del término d( la ley, la excepción de 
incompetencia de este Juzgado, pidiendo t\\i6 no se hiciera 
lugar á la ejecución solicitada, condenando en costas al 
Banco Nacional. 

Que fundó dicha excepción en los artículos 100 y 'í7. 
inciso 5 o de la Constitución Nacional, en la ley Orgánica 

del Baneoejeeutante y en la disposición del art. 2% inciso 1" 
de la ley de 1863. sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, por ser el Banco Nacional la 
institución de que halda l;i Constitución en SU art. U7. 
reglamentado por el Congreso y por el Poder Ejecutivo 
Nacional, no podiendo considerarse por lo tanto como 
una sociedad particular á pesarde tener accionistas, desde 
que demuestran lo contrario sus privilegios y la inferencia 
qué en su administración tiene el Poder Ejecutivo 
Nacional; de todo lo cual se desprende que todos los 
actos y contratos celebrados por el Banco quedan sujetos 
á la jurisdicción federal, por ser ésta la única autoridad 
competente para entender en rualquier juicio en que sea 
parte; invocando en fin Ja jurisdicción de la Corte Su- 
prema, y la de la Cámara de Apelaciones en lo Civil. 

Que dado traslado de la excepción deducida al repre- 
sentante del Banco Nacional, éste lo evacuó ¡i foja 31, 
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pidiendo el rechazo ti» 1 La excepción, fundándose en que 
el deudor no podía usar úé\ privilegio acordado por la 
ley al acreedor, desde que éste lo renuncia, y en que la 
jurisdicción es prorrogablCi máxime si se considera qu<a el 
fuero federal lia sido establecido para él Banco Nacional, 
no en Virtud «1»? la materia, sino dé su personalidad 

jurídica. 

Que habiéndose recibido la excepción á prueba por el 
auto de foja 32 vuelta, se produjo ppr el demandado la 
que corre de fojas :¡i¡ á 45. 

Qué corrido liueVO traslado las partas [o evacuaron á 
fojas M y "»•>, reproduciendo más ó menos las conside- 
raciones aducidas éii sus anteriores escritos. 

Que babiéiido&e «lado vista al señor Agente Fiscal, éste 
lo evacuó ó foja 54, 

Que al evacuar el traslado de foja 3% el demandado 
alego la prescripción del crédito, lo ((Úé motivó un nuevo 
traslado, que »-l ejeciltaute sostuvo la improcedencia de 

la excepción, fundándose en los artículos 1010 y I<»11 del 
Código de Conleroio ; disposicioiies aplicables al caso 
desdé que el Banco Nacional babla seguido una ejecución 
contra «'I aceptante Konseca, ante el Juagado Federal, 
que terminó en el mes de Diciembre de 1885* lo que 
impidió á Don &ntero Carrasco ampararse en la pres- 
cripción. 

Que á pedido del representante del banco Nacional 
se solicitó ad .'fl'eetum vidaudidel señor .lile/ Federal el 
expediente de la referencia, • seguido por él acreedor 
contra Don José María Fonseca, que ¡s<- encuentra agre- 
gadoa estos autos. 

Qué s« llamó autos para sentencia el >i dé Agosto de 
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im> por el señor Juez Doctor González del Solar, y 
nuevamente llamados por el proveyente á foja 61, 

Y considerando: 

Que todas las acciones que se refieren á los actos y 
operaciones del Banco Nacional, sen que -ésto se presente 
como actor ó como demandado, corresponde» al fuero 
federal. 

Kn efecto, el art. 1UU de la Constitución Nacional 
declara qué *• corresponde A la Corte Suprema y á los 
tribunales inferiores de la Nación el conocimiento y 
decisión de todas las causas que versen sobre puntos 
regidos por la Constitución y por las leves de la Nación, 
con la reserva hecha en el inciso 2° del art. <>7 », cuya 
disposición se encuentra también en el inciso 1" de la ley 
de 18(13 sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales. 

Es evidente que la ley de Noviembre 8 de 1872. que 
autorizó la formación del Banco Nacional, es una ley 
fiel Congreso, y que todas las modificaciones introduci- 
das posteriormente ¡i su organización lo fueron por leyes 
de la misma autoridad legislativa ( leyes de 24 de Octubre 
de tS76y 12 de Octubre de 188g), 

Kn vano se pretendería sostener que en estas leyes 
sií ha halado solode dar una autorización ¡í una sociedad 
anónima cualquiera particular, y que la intervención del 
Congreso no fué necesaria sino para dar al Canco la 
facultad de .mitir billetes. Hasta leer la ley de Noviembre 
de 1*72 y demás concordantes para convencerse que todas 
fueron sancionada;* por el Congreso en uso de la facultad 
que leconferíae! art. «7, inciso."»" de la Constitución. Esto 
aparece del domicilio del Banco, establecido en la ciudad 
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en qjie las autoridades nacionales fijen su residencia, de su 

adaptación á los objetos del servicio público, de la parti- 
cipación del Gobierno Nacional en orden al capital y 
;i las utilidades, de su reconocí miento como tesorería 
nacional, en fin, en su misma denominación*; todo So que 
demuestra que el Banco Nacional es verdaderamente 
l«i institución federal prevista por ía Constitución. 

Por otra parte, la jurisprudencia asi lo ha resuelto en 
diversos fallos y muy especialmente la Suprema Corte 
en el del 21 de Setiembre de 187<i (Causa CXVI, página 
HiS. tomo 9\ 2 a serie)» y en los de 5 de Diciembre del 
mismo año (causas CIAI y CLXÍI |, y la Cámara de lo 
Civil en su resolución del 39 de Abril de 1885 ( tomo í¡\ 
página m. Fallos). 

Ahora bien : el representante del Banco Nacional, á 
pesar de reconocer estos principios, lia sostenido que 
el fuero nacional es un privilegio concedido al Banco, al 
cual puede renunciar, prorrogando la jurisdicción de este 
Juzgado. 

Pero no es posible aceptarse esta teoría, porque es un 
principio de nuestra legislación que la jurisdicción confe- 
rida ¡líos Tribunales es improrrogable ( Código de Procedi- 
mientos, art. I o y ley de 18*J:i sobre procedimientos de 
los Tribunales Nacionales, art. I o ). 

De ninguna manera puede sostenerse que el fuero 
federal haya sidodado al Banco Nacional, no en virtud de 
la materia, sino en razón de su personalidad jurídica, 
pudiéndose verificar la prorrogación de persona á persona* 
porque en primer lugar, como lo enseña Caravantes 
(tomol . página 28:5. n°. :U*U), no solamente no puede 
hacerse la prórroga voluntaria respecto de los negocios que 
versan sobre materias ajenas de un Tribunal ó Juzgado, 
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sino qué tampoco puede en general hacerse sometiendo á 
un juez que ejerce jurisdicción ele diferente orden, una 
causa ó negocio que aunque no es ajena per su naturaleza 
á la jurisdicción del mismo, lo es solo por razón del 
Inoro personal ó especial de los litigantes 6 del deman- 
dado. 

En .-recto: muchas veces se concede .-I fiiero :í una 
persona, i uno un privilegio personal, sino en conside- 
ración de los negocios ;i que se dedica y del interés 
público, de manera que ño puede renunciarse sin grave 

•laño de la cosa pública. 

Aún más: al sostenéis.- .jiie «-1 fuero federal concedido 
al Banco Nacional es un privilegio personal, se desconoce 
completamente los mismos principios de nuestra orga- 
nización judicial ; por cuanto l"s Tribunales nacionales 
no han sido instituidos cort el fin de privilegiar á cierta 
.•las.- de personas, sino por razones más elevadas. 

La interpretación de la ley corresponde necesaria- 
mente ai poder que la ha dictado y ¡í l<>s representantes 
judiciales directos de este mismo poder, ó sea, á los 
Tribunales Fedérales, porque como l<» ha declarado la 
Uorté Suprema Racional en «'I recordado fallo, .-I poder 
judicial s.- extiende á todo aquello á que se extiende el 
poder legislativo y el poder ejecutivo ; y como se expresaba 
Marshall al exponer la opinión de la Suprema Corte dé 
l..s Estados Unidos en un caso en que se ventilaba esta 

misma cuestión. El Mane solo es <SÍ mismo una 

mera criatura de una ley. sino que todas sus acciones 
v todos sus derechos emanan de la misma ley » [ IV/iea- 

v 

t'in Reporto, 823 ». 

En vista <Ie estas consideracioties, teniendo ta Sacien 
su poder legisliitrvíi, debía asiiuismn tener su \»uU v 
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judioial especial, es decir, uña jurisdicción <M mismo 
úrden para interpretar y aplicar las leyes votadas por el 
Congreso. Kl fuero federal, pues, lia sido dado al Banco 
Nacional, no en virtud di* su personalidad jurídica, si uo 
en razón deque todos su s actos son materia de leyes del 
Congreso; por con siguiente, se traía eh este case» de 
una competencia nilhue Máteríat y no r alione péts&tüe 
Tal competencia es ifll prorrogable porque la jurisdicción 
es do orden público y porqué un tribunal no puede 
conocer en materias que le son ajenas por disposición 
de la lev. 

Por otra parle el articulo 12 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia di* los Tribu nales Nacionales de I8IKÍ. 
establece que la jurisdicción dé los Tribunales Nacio- 
nales es privativa en todas las causas especificadas <mi los 
artículos r, 2° y excluyendo á |os Juzgados de Provincia 
con las excepciones indicadas en él. Al enumerar dichas 
excepciones, el legislador ha manifestado claramente no 
dejar al arbitrio de las partes la facultad de crearlas, 
lo que resalta sobre todo en los incisos 1° y 4? del 
articulo ritado. y no pliedé depender do la voluntad ó 
del cnnseut ¡miento de las partes transferir á una juris- 
dicción él poder judicial que la ley lia reservado ¡i otra. 

Él inciso l ^leclarae«»inoexcepcioii¡ilo<lispnestoen los 
artículos 1. )i y 3% qu» ell toilos los juicios universales 
del concurso de acreedores y petición de herencia cono- 
cerá el Juez competente de la Provincia. Por consiguiente, 
el Banco Nacional solo puede presentarse ante este 
Juzgado para pedir una declaración de quiebra ; pero lio 
en otros juicios. 

La prórroga de jurisdicción establecida por la ley de 
no ha sido admitida sitio en el caso expresamente 
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previsto |)or el inciso 4 o del artículo 12, es decir, tratán- 
dose del privilegio concedido ¿i extranjeros y por consi- 
guiente de un privilegio establecido rátione persona. 
Esta excepción, conformo la regla y el cuidado con que 
el legislador la ha expresado, hace resallar el respeto 
con id cual quiere que se 1c observe. 

Inútilmente el ejecutante trataría de invocar antece- 
dentes délos cuáles resultara que el Banco Nacional lia 
seguido juicios ejecutivos ante los Tribunales de la 
Capital. Kn primer tugar, la costumbre no puede pre- 
valecer jamás sobre las disposiciones más claras y 
terminantes de la ley. Sin embargo, la excepción hoy 
deducida.no habiendo sido opuesta éil esos juicios, los 
Tribunales no lian tenido la oportunidad de pronunciarse 
al respecto; pero el Juez tiene que examinarla y resol- 
verla en el presente juicio, de acuerdo con lás disposi- 
ciones de la ley. 

Consta del expediente traído ad effectum videndi. que 
el Banco Nacional había seguido ante el Juez Federal, 
en el mes do Octubre de 188*, un juicio ejecutivo 
contra Don José M. Fonseca y contra Don Antcro 
Carrasco, por el importe de las mismas letras que motivan 
este juicio y que el ejecutante no tenia derecho para 
abandonar de ese modo la vía que primeramente había 
elegido. 

Kn mérito de las consideraciones expuestas, debiendo 
el .luzgadodeclararse incompetente, no puede pronunciarse 
sobre la excepción de prescripción, y que por lo que res- 
pecta al embargo decretado considerando, de acuerdo con 
el art. 40S del Código de Procedimientos, que el embargo 
preventivo decretado por un Juez incompetente queda 
velido siempre que haya sido trabado con arreglo á las 
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disposiciones de la ley, y tal disposición debe aplicarse 
laminen por analogía en el caso presente, pues el artículo 
471 del mismo Código la deja subsistente. 

Por estos fundamentos, el Juzgado resuelve hacer 
lugar ¡i la excepción deducida, declarándose incompetente 
pura conocer en el presente juicio ejecutivo promovido por 
el Manco Nacional contra Don Antero Carrasco, debiendo 
ocurrir el ejecutante donde corresponda; y de acuerdo 
con el art. 507 del Código de Procedimientos, condeno al 
ejecutante en las costas, á cuyo efecto se regulan los 
honorarios del Doctor J.J. Hall en la suma de quinien- 
tos pesos moneda nacional, y los del Procurador Don 
Ciernen ti no Sañudo en doscientos pesos de igual mo- 
neda. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando y 
Jimio, en Buenos Aires, ¡i diez y nueve de Julio de mil 
ochocientos noventa. Regístrese y repónganse los sellos. 

Manuel Cigorraga. 

Ante mí: 

Mar Un fíeynoso 



VISTA DEL FISCAL DE LAS CÁMAUAS 

Excelentísima Cámara : 

Por las consideraciones aducidas en el auto recurrido, 
opina el Fiscal que el banco Nacional no puede renun- 
ciar el fuero especial que la ley le ha concedido por razones 
de órden publico y para resguardar los intereses del 
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Estado, ligados con esa institución ; y encuentra por 
consiguiente que e* acertada la resolución del Juez de 
Comercio en que se declara incompetente. 

Gerónimo Corte*. 

liluenos Aires, Setiembre IQ iltí 1890. 



Ht>Milu« i«ii <■«' I» « Amar» Apelación*» 

Kuenos Ano. octubre 38 «Us 1800- 

Y vistos: considerando: que dada la naturaleza del 
poder judicial de la Nación y la Indole general del 
sistema, ta jurisdicción federal es de excepción y como 
mi excepc'on al derecho común, deben interpretarse áus 
efectos r.estrictivamen<te ; que además, esa jurisdicción es 
privilegiada y como tól solamente puede ser invocada 
por las personas que gozan de esa prerrogativa y no 
por otras, en cuyo beneficio no ha sido concedida; que 
desde luego* la' parte .1.- Carrasco, demandado, no ha 
podo!., alegar declinatoria de jurisdicción, pretendiendo 
.pi,. su Juez es .-I Juez Federal, porque al pretender ampa- 
ráis.' de la justicia federal si- arroga una prerrogativa 
concedida ni Banco Nacional, no ¡i úl ; une, por otra 
parte, citado el demandado ante el Juez de su domicilio, 
que. es su Jiuc-z natural, no puede fundadamente quejarse 
y solicitar la remisión de la causa ante un juez de excep- 
ción que no ha sido creado para él y cuya jurisdicción 
es restrictiva e" improrrogable ; que los fallos de la Corte 
Suprema «le la Nación, recordados por el demandado y 
el Juez a f/uo, no tienen la fuerza del precedente sri el caso 
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<iufy Judicéi porque lo qite en dichos ful los se resuelve 
es «| ii tr el Banco Nacional goza < 1 <*I fuero federal, y en el 
caso traído á esta Cámara no se ha puesto en duda la 

competencia de los Jueces Federales parí conocer do las 
causas en que el Banco Nacional es parte, sitio que se 
trata de sabor si este Manco puede demandar ante el Juez 
ordinario el cumplimiento ele obligaciones comerciales, 
para cuya decisión es competente ratiOHQ tnat* rt'.r. 

Siendo éste el punto traído en apelación, debe deci- 
dirse que el Banco Nacional luí podido recurrir á la 
justicia común en demanda de sus derechos, desde que 
asi lo consideraba conveniente, sin Hacer uso del fuero 
de que está investido ««uno una prerrogativa. 

No ol>sia á esta declaración el que el Banco Nacional 
haya sitio creado por una ley especial del Congreso en 
uso de la facultad conferida por el inciso "» del articulo 
ir¡ de la < ¡oiistitucioii Nacional. La institución «l«'l 
Banco Nacional es do una existencia conveniente, mas no 
necesaria. BU Congreso pudo ó nú crearlo, y sí lo creó 
filé por considerar conveniente ejercer la facultad roeor- 
• Jai la. 

Las Provincias son entidades políticas <|e existencia 
necesaria en nuestro órden institucional; por eso el 
preámbulo «le la Constitución dice : -Nos. Jos represen- 
tantes de la Nación Argentina, rotundos.... por voluntad 
y elección de las Provincias que la componen ».etc. etc. 

No puede sostenerse, entonces, que los casos judiciales 
promovidos por el Banco emanen más directamente «le 
hi Constitución que aquellos en que tana Provincia esparte ; 
y sin euiliar-o. en los Instados- 1 ; n i d<is los Tri buiialés dé 
Kstado han ejercido constantemente jurisdicción con- 
currente en los casos en que un blstado demanda á un 
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Ciudadano de OkO Estado . Decisiones constitucionales, 
compiladas por el Doctor Bttmp, n«. SÍ08O ). Entre nosotros 
está aceptada esta misma doctrina, pues el inciso 4" del 
art. Í2 de la Lev de jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales de 1863, establece «pie es caso de 
jurisdicción concurrente, siempre que un extranjero 
demanda á una Provincia. 

Si. pues, en tales casos, estas entidades necesarias del 
derecho público pueden demandar ante los Tribunales 
ordinarios, con mayor razón puede hacerlo el Banco 
Nacional. 

Si el Banco Nacional tiene facultad en su capacidad 

de derecho para transigir las cuestiones litigiosa», para 
sacarlas de la jurisdicción federal y llevarlas ante un 
tribunal arbitral, ¿por qué se le negaría para someterlas 
ante un Tribunal ordinario, cuando así convenga & sus 

propios intereses ? 

Por estas consideraciones: se revoca el auto de foja 
sesenta y dos, y devuélvanse. Repónganse los sellos. 

Buxge.— Ouii/..— Barra. 

Ante mi: 

A. M. lar roque. 



VISTA DEL SEÑoll PROCURADOR GENEBAL 



Suprema Corte: 

Encuentro bien fundada la sentencia dictada á foja 77 
por la Excelentísima Cámara de lo Comercial de la Capital 
sobre la excepción de incompetencia deducida en estos 
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autos por el demandado, y creo que ella debe ser confir- 
mada por V. K. 

No se trata do decidir si la jurisdicción federal es ó 
no la competente para decidir las causas en que el Banco 

Nacional aparezca como demandado ó cuándo, como 
actor, inicie ante ella una demanda cualquiera. 

Este punto ha sido decidido por V. R. en la causa 

que siguió el mismo Banco contra Don Francisco Villa- 
nueva» por cobro de pesos, como resulta «leí tomo 18, 
página B¡2 y siguientes do los fallos de V. K. 

Es otro el punto discutido en estos autos. Se trata 
de saber si e| Banco Nacional, que goza del fuero fede- 
ral, puede renunciarlo y llevar su acción ante un Tri- 
bunal de Provincia* que es competente por razón de la 
materia y de la persona del demandado. 

Para decidir este punto, tal cual lo ha resuelto la Exce- 
lentísima Cámara de lo Coiu.tci..I de ta Capital, basta, 
en m.i opinión, lijarse en que. por razón «le la materia, no 
hay dificultad que obste al ejercicio de la jurisdicción 
de IOS Tribunales de Comercio de la misma Capital. Se 
trata del cobro de letras de cambio, -pie son. por su 
naturaleza, é independientemente de las personas que 
en .-Has intervienen, actos esencialmente de comercio, 
sujetos ¡i esa jurisdicción. 

Tampoco se ofrece dificultad por razón de las perso- 
nas. El BailCO Nacional es una persona jurídica que goza 

del fuero federal, como lo goza el extranjero «pie demanda 
ñ una provincia ó á un ciudadano, y como lo goza el 
vecino de una provincia qiie demanda al vecino de otra. 
Si, pues,éstos pueden prorrogar la jurisdicción de los Tri- 
bunales de Provincia ó de la Capital, como lo permite 
el articulo 13. inciso V. de la Ley de Setiembre de 1863 
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sobre jurisdicción y competencia dolos Tribunales Fede- 
rales, y cómo l<» lia decidido V. E. en la causa qlio se 
w «-II <-l tomo «le sus Faltos, páginas 34 y 35, no se 
ve la razón por qUé otro privilegiado como aquellos, no 
pueda liacer una in-orrogacipn igual. 

Miónos Aires, hiciemliro -23 de 1880. 

Anlonio I'.. Hialatier. 



■•'ull»il«> la Suprrma Cort» 

IS 

Rueños Aiww, Febrero I* ■!•• 
Vistos y considerando: 

Que esta Suprema Corte tiene uniforme é invariable- 
mente establecido que todas las cuestiones que dimanan 
de actos y operaciones del Banco Nacional son de juris- 
dicción federal, por tener su fundamento y punto de 
partida dicho establecimiento en la Constitución Nacio- 
nal y deben ser reguladas las cuestiones que le atañen 
directa ó inmediatamente por las leyes de la Nación. 

Qué la jurisdicción nacional en las causas regidas 
por la Constitución, leyes ó tratados del Congreso os 
privativa y excluyante -le la de los Tribunales do Provin- 
cia, según la términante disposición del articulo catorce, 
acápite primero de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Federales, de catorce de Setiem- 
bre do mil ochocientos sesenta y tres, y la aplicación 
práctica que estos tribunales han dado ¡i dicho articulo. 

Que por lo tanto, solicitada oportunamente por el 
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demandado la remoción y envío de esta causa ;i la justicia 
nacional, ha delicio asi decretarse y p roveerse de confor- 
midad la declinatoria dtí jutisdiccion fpímulada-tfnte el 
Juez de Primera Instancia de la Capital, rio obstante la 
resistencia -id demandante. 

Por estos f ti iidáítieritos : se revoca la sentencia apelada 
de f«»ja setenta y siete, y se confirma la de foja Sesenta y 
dos, declarándose que el conocí rtliéiltó dé esta causa 
corresponde á la Justicia Federal, y que el represéntente 
• leí Banco Nacional deba ocurrir á ella ¿i hacer «so dé 
sus derechos, Repónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN Wtouica. — <\ S. de 
la TuniUv— Lüis V, Várela. 
Anr.L Bazas* — Lois Saknz 
Peña. 
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CAUSA XXVII 



El Ministro Plenipotenciario de la iiepúhlica de Chile 
contra Don Carlos Porta, cm&tor del concursó « Fi a- 
telfi Lavaretlo fü Gio. Batía», por nulidad de una 
venta; sobre competencia. 



Sumario — La demanda do nulidad de una venta lie- 
cha y ejecutada dentro de los limites jurisdiccionales 
de la República, interpuesta por un ministro diplomático, 
corresponde al conocimiento originario de la Suprema 
Corte. 



Cgso. — Ei\ la demanda que el Ministro Plenipoten- 
ciario de la República de Chile entabló contra Don Car- 
los Porta como curador del concurso « Fratelli Lavarello 
fú Gíq. Ratta » abierto en Gúiova % sobre nulidad de la 
venta del vapor «Aquila», en la que recayeron los fa- 
llos de 1° de Octubre y 2<> de Noviembre de 1891. sobre 
personería y embargo, la Suprema Corte pasó los autos 
al Señor Procurador General para que se expidiese so- 
bre la competencia. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR UENERAI- 

Suprema Corle : 
Los Estados extranjeros son personas jurídicas y pae? 

den ejercitar acciones (artículos :>'i,35, 41 Código Civil}. 

Qi|a Stoiy «Conflicto de las leyes», traducción de C. 
Quiroga, tomo 2° número üí¡.j y nota (a) página 897— • 
Savigny «Sistema del derecho romano actual», traducción 
de Mesia y Poley, tomo 2 o § XC página 96 —-Carlos 
Calvo «Dictionnaire do Droit Iutern. Public et Prive- 
verbo «pouvoir» (capacité) tomo 2", página 98. 

Si u» ministro diplomático con los poderes necesa- 
rios deduce una acción, la Suprema Corte es el único 
juez competente — articulo 101 Constitución — Story ««Po- 
der Judicial de los Estados Unidos», ¡.aducción de .!. 
M. Cuntilo, página 112. 

Si la Corte es competente páralos negocios de minia- 
iros extranjeros, con mayor razón lo es por negocios 
en fttw un ministro viene representando á su nación. 

Aunque en el fallo tomo 19, serie 2*, página IOS, se 
declaró que la Suprema Corte puede conocer de las cau- 
sas concernientes á embajadores, etc., del modo que una 
Corte de Justicia puede proceder con arreglo al Dere- 
cho de (¡entes, según lo dispuesto por el artículo l u 
inciso ó° ley de jurisdicción, — que ios ministros diplo- 
máticos están exentos por el Derecho de Gentes de la 
jurisdicción del país en que residen, — y que pueden 
renunciar á este privilegio con autorización del Gobierno 
que representan, — esta renuncia ha sido virtualmente 
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hecha por el Ministro de Chile y por SU Gobierno fin el 
J bocho de haberse presentado aquel autorizado por su 
Gobierno demandando á Bollero. 

«En lasohli«;iciottes civiles, decía el Procurador Genera) 
Doctor Tejedor^ el privilegio ha sido limitado igualmente 
en los casas en que el ministro mismo demanda.» 

Presentándose coino actor, y en virtud de órdenes de 
J su Gobierna no puede ponerse en duda que la renun- 
cía del privilegio ha sido debidamente autorizada. 

Creo en consecuencia que dado el carácter dé minis- 
tro diplomático que inviste el actor, corresponde que 
U Suprema Corte se declare competente para continuar 
entendiendo en la demanda. 

Buenos Aires. Noviembre 30 de líJfll, 

Antonio /í. Maltivcr. 

La Suprema Corte volvió ¡i pasar Los autos al Señor 
Procurador General para que se expidiese sobre la com- 
petencia en general cíe los tribunales del país paría el 
conocimiento de la cansa. 



V|sT\ DEL sKSnR PUO CURADOR GENERAL 

Set tu rma Corte : 

Según consta lie la escritura foja t;¡. Mollero vendió 
el vapor & Vidal, entonces ministro diplomático de Chile, 
por la suma de ciento treinta mil 1 i liras esterlinas. 

precio que fué pagado. 
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El ministro actual á foja 39 demandó la rescisión 
de la venta mencionada fundándose en los vicios djé 
nulidad que opone á dicho contrato, y resoltan de 
su misma especificación que tanto el vendedor Bollero, 
como su mandante Porta, se ludían domiciliados en Ge- 
nova, por cuya razón dirige hoy la acción contraria el 
poderdante de la fallida Suciedad Lavarello Unos., qne 
lo es Porta. 

Desde que e¡ coiitr-ato quedó consumado con la en- 
trega del precio y desde «| tie la acción deducida no se 
reliare á exigir .su cumplimiento sino que por el con- 
trario tiene por objeto que dicho contrato sea declara- 
do nulo y se rescinda devolviéndose al comprador el 
precio pagado por ¿i, me parece que se trata de una 
acción n¡. 'lamente personal ,ue sólo puede deducirse 
ante el juez del domicilio del demandado. 

El axioma actor forma rei seyu? debet, es la re-da 
que rige la jurisdicción territorial. Ley 4, título A. par- 
tida 3- 

Kl domicilio de derecho y id domicilio real determi- 
nan la competencia de las autoridades públicas* para 
el consentimiento de los derechos y cumplimiento de 
las obligaciones. — Articulo 1 * m i Código Civil. 

\a Corte lia resuelto en la causa, tomo 18, página 415, 
— que siendo personal la acción. . . ha debido deducirse 
ante el juez del domicilio del demandado. 

Por esto opino que los tribunales del país no son 
competentes. 

Ifneuos Aires, hii-iemln^ :* «le 1891. 

Antonio e. Miataver. 
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Fallo <■<• la Suprvma Corle 

Buenos Aires. Pobrero a» 'lt-- IS?8. 

Vistos en el acuerdo y considerando : 

Que el contrato «lo compra-venta, cuya anulación s.- 
demanda y «le que emana l¡t acción deducida, lia tenido 
sn formación y nacimiento y ha debido tener y ha te- 
nido también su ejecución y cumplimiento dentro dw 
l..s limites jurisdiccionales de la República;— que am- 
bas circunstancias unidas á la de haber ocurrido á los 
'tribunales nacionales en este misino negocio, días an- 
tes solamente de la interposición de la presente de- 
manda, uno de los representantes de la casa vendedora, 
acogiéndose á su amparo y pidiendo con éxito, en eje- 
cución del mismo contrato, el embargo de los dineros 
del Gobierno de Ctule que tenia depositados en el país, 
cuno á la de existir en esta capital, según s« afirma 
por el demandante, fondos procedentes de aquella ne- 
gociación, cuyo embargo hoy se solicita, determinan 
da ruínente que es con arreglo ;i las leyes generales de 
la nación, que debe regularse el valor intrínseco y todo 
lo relativo ¡i aquel contrato, y que son los Tribunales á 
la vez competentes para juzgarlo. — Que así lo disponen 
los artículos V2W y 1215 del Código Civil prescribiendo 
el primero que los contratos celebrados en la Repú- 
blica ó fuera de ella t que deban ser ejecutados en el terri 
torio del Estado, serán juzgados, en cuanto á su valide/., 
naturaleza y obligaciones, por las leyes de la Repú- 
blica, sean los contratantes nacionales ó extranjeros .. ; 
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v el segundo que «un todos los contratos que deban 
tener su cumplimiento en la República, aunque «I deu- 
dor no fuere domiciliado ó residiere en ella, puede s'-i 
embargo ser demandado ante los jueces del listado ; 
lo «pie vale decir, que las acciones personales pueden 
.•■i todos los casos y sin restricción, entablarse ante 
los jueces del lugar & cuya ley está sujeto el acto 
jurídico materia «leí juicio. — Que esto, que es de lev 
positiva, es también de principio en el derecho inter- 
nacional privado y lo consagran las legislaciones par- 
ticulares de diversos Estados* entre ellas, la de Italia, 
que acuerda á los Tribunales del Reino, respecto do extran- 
jeros no domiciliados ni residentes en él, en todos los 
casos de contratos ó hechos producidos en el país, ó pe 
deban tener su ejecución en et mismo.— Que actuando 
el Gobierno de Chile en esta cansa por medio de su 
representante diplomático en la Nación, el cual lia 
ofrecido y obligado su responsabilidad personal en ella, 
es de aplicación la disposición de los artículos 101 de 
la Constitución y 1" inciso 3* «le la Ley de 14 de Se- 
tiembre de 1SG:Í. según lo expone el Señor Procurador 
(leñera! en su vista de foja 07.— Por estos funda- 
méntos y atendiendo además á la circunstancia de que 
¡i la fecha de la interposición de la presente demanda 
se encontraba de presencia en el territorio de la Repú- 
blica Don Vicente Bollero, por cuyo intermedio aparece 
haberse realizado el contrato á que estos autos se refie- 
ren y contra cuya persona se dirigió en principio la 
acción, como á lo resuelto por esta Suprema Corte en 
el caso que se registra en el tomo *>4 (») página 374 de 
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sus iallos, se da por acreditado qiíe esta causa dé 
jurisdicción nacional y del conocimiento originario «I»' 
esta Suprema Corte; y en su consecuencia Córrase tras- 
lado de la demanda interpuesta, librándose despacho 
rogatorio para la citación del demandado ú la autoridad 
judicial correspondiente del flftirto di- Italia por inter- 
medio del Ministerio de Ilelaciones Exteriores ; y pro- 
veyendo al otrosí del escrito de foja 105, bajo la 
responsabilidad del Gobierno de <*hile y la ptírsonal de 
su representante en la República, á cuyo efecto deberá 
otorgar t-'rsii' caución suficiente, praetiquese el embarga 
solicitado. — Repónganse las fojas, pudi* .ido iiOtifiCiirse 
con '•! original, 

Mkmamin VicronictA. — C. S.Dfi la 
TgKhe. — Luis V. Varéla. — 
LüisSaenz Pisa.— Km disiden- 
cia con respecto al embargo 
decretado: — Ahki- BaZax. 
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i A1SA WVIII 



José fftf/a y C a . } conívu el fiQiirocQWil Gfun 0***1»' Ar¡/cn- 

fimu por ctjhih 'ir peSOS /iftti cfr/tírs dú COntl'ÍÜÚ í¡fc 
tMttoSfiÓFtó ; sOÍMV COttip&tóncitl. 



Suata rio. — Las cuestiones sobre contratos <ie transporte 
no pertenecen al fuero nocional por tazón de la materia, 
aunque hayan sido celebrados con empresas de íerrocai-ri- 
l«-s nacionales. 



Qqao,— Los señores José Piig« y ü% demandaron «i la 
Empresa del Ferrocarril <¡ran ürsie Argentino, por cobro 
de pesos, por falta de entrega dú mercaderías transportadas 
ppr ella. 

Kl Juez do sección falló la causa considerándola de 
fuero federal eti virtud de la ley Fegíainentari« d« 
ferrocarriles nacionales. 

Remitidos los autos eii apelación, la Suprema Corte 
mandó ¡lored i lar que el caso correspondía al fuero federal 
por ra/un de las personas : y no UabienUóse producido esta 
prueba, dictá <■! siguiente : 
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Fallo €ív In Suprema Corte 

Hnehos Aires, Febrero feo «i<: 1802. 

No correspondiendo esta cana? al coTiociiniGñtp de la 
justicia fedoral, por razón de la materia* por manto la 

cuestión de que en ella se trata es regida por las disposi- 
ciones del derecho Coman ; y no habiéndose acreditad»» 
el fuero federal por razón de las personas : Por esto, y 
atento el silencio guardado por el demandado, respecto de 
lo dispuesto en el proveído de foja noventa y una vuelta, 
v lo solicitado por el demandante á fojas ochenta y siete 
y noventa y cuatro, devuélvanse estos autos al Juzgado de 
su procedencia, previa reposición del papel, declarándose 
sin efecto lo actuado en ellos. 

Benjamín ViotoriCá. — C. S. ce 
la Toiuu:. — Lris V. Vaukla. 
— Aun- — Lora Saenz 

PESA.. 
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Ihhi Francisco Valdez, contra Don Antonio Kenhy, sobre 
cumplimiento de contrato. 



Sumario — So probándose la existencia del acuerdo 
de noluntades sobre los extremos esenciales ti«-l contrato 
tenido en vista* no existe contrato, iii nccion para pedir su 
cumplimiento. 



Caso.— Lo ¡ndira el 



Fallo del Jim*» "ederal 

Y vistos: los seguidos por Don Francisco Viilrleü 
contra Don Antonio Kt;nnv, sobre cumplimiento de mi 
contrato de compra- venta; 

Y re:. altando: 

K Que dicho Valdez se presentó demandando á Kenny 

T. BYM 17 



FUJ.OS DF LA SUPREMA CORTE 



luja 12 vuelta u para que cu virtud de los hechos que 
alega so condene al mencionado Kenuy á la entrega de mi 
campo -ubicado en la Provincia de Saúta-Fé, departa- 
mentó «1c General López, distrito del Venado Tuerto, 
cuya compra-venta lial>ia pactad» » m el demandado, rom*» 
lo comprueba por medio de lili e .rnespondeueia epistolar 
que acompaña ; jMieivdo asioifllftí) ¡se le condene al pago 
do todos los «huios y perjuicios causados ó qúe se le cause, 
como asimismo se le condene al pago de todas las elisias. 

2». Que eoniiio traslado «le la demanda á Kenny, 
niega </tíe hafía futbíüo eonktffo m rofirr'n>¿o/t alguna 
wlehmdá con v«Mez. que dé lugar á la acción entablada ; 
qué no ha habido una sola oferta que haya sido acep- 
tada^ pitlieüdo en consecuencia el rechazo «le la demanda. 
< t Mie corrido traslado de este escrito y documentos 

acompañados* fué contestado á Toja 01 por el actor, 
diciendo que en nada se modificaba su derecho con esos 
documentos. 

X* Que llamado aillos, futí recibida la causa d prueba 
por el de foja 55* lijándose para la testimonial sikujio "' no 
convención paru l<i compra-venta dél ctítnpo ?/ yue c.0ftih~ 
cidnfí sr pactavOH, 

o*. Que I • prueba rendida por el actor consisto eñ 
las posiciones de foja $3 y el informe -le la Olirina de 

Telégrafos de la Croviueia. corriente de tojas GR á 72. 

La producida i»>r «'I deníándadose constituye en las cartas 
corrientes á tojas :J.\ ;$G y á7 y telegrama de foja 38, reco^ 
nocidos á foja 89, por el apoderado «leí «¡eniamlante y en 
rebeldía de «?sttí por el decreto defojit 95; y coiisulenúido : 
I-, Que dados los términos de la demanda y contes- 
tación y auto (te prueba-, ésta era «I»' cargo del demandante 
y ¡V este Un solo s«* lia producido la ratificación de las 
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cartas de fojas % 3 y \, telegrama -le foja 5 v posiciones 
•le foja 82, absueltos negativamente por él demandado • 
resultando del conteste de la primera preguntó qué el 
mismo actor consideraba que los documentos que acom- 
pañaba emú insuficientes para jus » r los extremos 

de su demanda, fijados en el >m/o <h- ,„ uei» t . 

Que |a carta de foja 87 no demuestra la aceptación 
del precio por parte dej comprador v exigido por el vende 
do* pues se limita á decir que « //« aquel á 

comprar ei establecimiento m determinar precio, j. |* ,,,„. 
testación dada en esos términos importa colocarse en el 
caso de modificar las exigencias del vendedor 

$»* el ar,,v 1" del Código Civil establece. 

« ue e »s«»timiento debe manifestarse por ofertas ó 

|,r "' 8tas ''" de las Partes y aceptarse por la otra, lo 
que nose lia coiuprobado por la tlenianda, y solo resulta 

t Ullh0 Mi'ttllW |ue las partes trataron de 

acordarse, sin llegar á .... resultado definitivo, es decir, 
a convenirse en vender una cosa Harta por un valor cierto 
por parte del vendedor y aceptado por ¿| comprador para 
formalizar la promesa ¡le venta. 

Q,w í;, "'l»«:" puede alegarse el consentimiento tácito 
a que se refiere el artículo Mr, del Código citado, porque 
se trata de un caso en que se requiere una Manifestación 
expresa He la mluntad de las par,,,. „i concurren las 
exigencias del articulo 1146 .leí misino Código. 

■>■: Que -«i el présente juicio, dada la naturaleza del 
Uerecjio que se alega, no deben admitirse presunciones 
sino la prueba clara que acredite la voluntad expresa de 
la* partes, desde que la eficacia -le «se derecho riel,., resul- 
tar .1, documentos que lo comprueben y no .le referencias. 

lor estas consideraciones: fallo absolviendo de la 
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demanda á Don Antonio Kenny y ondeno é« costas al 
demandante. Sotifiqueso con el original. Regístrese en 
,.| Libro de Sentencias. Repónganse los sellos. 

Dada v (¡miada en la sala del Juzgado, eii la ciudad de 
La Piala, á los veinticinco «lias del mes de Junio de mil 
ochocientos noventa y uno. 

Mariano s. >h- Autrécoechea. 



titilo df la Supr.Mii» <orl«' 

itucnóá \iri-s. 1-Vlnvr.i 20 de iw- 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas 
I» sentencia apelada .le foja 00. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Benjamín VicrowcA. -O. S i.i: Tonm-: 
— Luis V. Vm;i i.\. — Aiti:i. \\\/.\s. — 
Luis s.\i:n/ Pkxa. 
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Roberto /\ Ih'ówneü y Gowp/iMiimiim Ikwid y Antenor 
Carreras oh Uquitiacion ; sobre acción ejecutiMh 



>>iww/7r>.— Xo procedo la ucoíoti ejecutiva por el saldo 
de una cuenta corriente <| ue no ha sido i-errada. 



Cam—Dm\ Martín b\ Allende se presentó ante el 
Juzgado por Bíowiiell y Compañía acompañando; l-, 
una ciieiila corriente elevada por sus representados con 
un saldo al I" de Eherq de Í$$l á favor de ellos, tic 
pesos 5607,20 oro, y con otro saldo de pesos curso leg«l 
3743.5!) á favor áii los sé ñores David y A n tenor Carreras- 
2" Olía carta de estos señores dirigida á lirownell y 
Compañía, manifestándose conforme con los dos saldos 
de la cuenta corriente; Pidió que Don David Carreras, 
socio liquidador do la tirina David y Anten. Carreras* 
reconociera los mencionados documentos, con »-l fin de 
preparar la vía ejéciítiva. 

El Juez mandó que compareciera Don David Carreras 
para practicar el reconocí miento solicitado. 
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Este se presentó exponiendo; que ¡i fin de prevenir 
errores que podría ocasionar el reconocimiento llana 
.le la t arta preséntala p$r la otra parle y «pie daría 
logar á creer que las cuentas estaban concluidas á los 
efectos de la ley mercantil* pedia que el apoderado do los 
Señores Brownéll y Compañía reconociera á su vez la 
lirina de ¿stos puesta en la cuenta corriente qüeexhibia. 
y en raso de lió hallarse habilitado dicho apoderado 

para hacerlo, que se practicara el recoupci miento por 
-•I gerente de la casa» librándose para ello ofició al Juez 
federal de la Capital. Lu dienta á que este parle se 
refiere fs pasada ¡i los señores Carreras por Brpvyuell 
y Compañía con Los siguientes saldos al 1" de Julio 
da 1891: 

\ favor de lírowuell y CJompaaía. pesos 51143,73 oro 
» ñ Carreras/. tt 1 

En «•! misino día que se presentó el escrito de esta 
parle, Don David Carreras reconoció la lirma de la 
carta presentada por la de Browhell y Compañía ; y 
en la propia fecha dispuso el Juez que compareciera él 
apoderado de estos señores á reconocer la línna de la 
rúenla exhibida por Carreras. 

La parte de Itrownell y Compañía pidió después «pie 
se librara auto de sol vendo por el sabio en oro de la 
cuenta presentada en mérito del wconocimitíntq prac- 
ticado. En el mismo escrito pidió qui se revurara la 
providencia que mandaba reconocer la en. Mita preseu- 
tada por Carreras, sin perjuicio de que éste opusiera 

las excepciones «pie le correspondieran, después de citado 
de remate. 
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Sustanciado esto recurso, «I J«$5 mantuvo su auto. 

bu parir de lirownell manifestó entonces qii« reco- 
nocía la encala exhibida por Carreras y pidió se decla- 
rara si correspondía ó no el auto «le solvepdp. 

F»ll»«|«»l tluiv. l'V<l«*rstl 

* II .| • íl.íl. \..\ 14-111 tvit* LO <b ¡S<||. 

sin perjuicio del trámite ejecutivo, compararan los 
interesados á nominar perito contador pura nue deter- 
mine cuál y por cuánto resulta acreedor en la cuento 
Corriente, calculando el saldo en moneda nacional y al 
tipo del oró; eii la época del mismo, bujo apercibiniieiitó 
do nombrarse de oíicip. Artículo 78v del Código de 
Comerció. 

Moya no ( Itícit *'tif. 

I'alh» «Ir Im Sdj» , ni;, Corle 

Huenos Aires, Febrero £3 i w. 

\ isios: Atmio lo dispuesto por el artículo doscientos 
cuarenta y oülto do la ley do Procedimientos: se 
confirina ron costas id a^ito apelado de fojas 27 vuelta 
en manió ppr él no se hace lugar ¡i despachar por 
ahora la ejecución iniciada: y respuestas los sellos* 
devuélvanse. 

|S|.VI\MI\ VliTiilUi v.— C. Sfc i»k 

ih 'roían;. — Lüis V. Várela. 
— Aun. M\/ax — Lns S\es¿ 

I'l.ÑA. 
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Dún itol/or J. Camino*, reclamando <le piorna mi™ ios del 
Juez Federal en juicio de incluís, entra inscripciones 
en el Registro Cívico. 



Sumario.— I a . Suprema Corle no ejerc»; superin- 
tendencia en lo que so refiere á los juicios de tachas, 
seguidos ante los Jueces Federales, contra la inscrip- 
ción de ciudadanos en el Registro Cívico. 

2i Tampoco puede conocer en los reclamos respectivos 
como tribunal de apelación, sin la previa interposición 
de los recursos legales. 



Caso.— Resulla de 'as siguientes piezas: 

RECLAMO 

Humos Aires. Febrero 8 .!<• 
Suprema Corle de Justicia: 
Delfar J. Caminos, Presidente del Glub del Partido 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Nacional de la Parroquia de Santa Lucí», ante V. E. 
constituyendo domicilio en la calle Florida 84, como 
más haya ht«ar, digo: Que V. E. habilitando horas y 
con la urgencia c]iie el caso requiere, se ha de servir 
ordenar al Señor Juez Doctor Tedio que reinita, en el 
arto, todos los autceiídentes del juicio de tachas contra 
ciudadanos inscriptos en Santa Lucía, absteniéndose de 
pronunciar resolución alguna hasta que V. E. dicto su 
fallo supremo en esta queja. 

Todo el procedimiento seguido por el Señor Juez 
Federal es nulo, de la más absoluta y notoria nulidad* 
atribuyéndose ¿I Juzgado una jurisdicción originaria de 
que carece, cuando sólo es Tribunal de Apelaciones, 
violando todos los preceptos legales que rigen al caso, 
y sin (citar siquiera los antecedentes del juicio en 
primera instancia. Kl Señor -luez se niega á suspen- 
der sus procedimientos* á escuchar razones y :i pro- 
nunciarse» sobre las excepciones de incompetencia y 
nulidad que se han deducido. Nada le detiene en su 
fatal camino y nada le detendrá á no ser la elevada 
autoridad de V. E. que. por honor de la magistratura 
y aunque no fuera más que como un acto de la super- 
intendencia que ejerce, está en el deber de proceder con 
luda energía el sentido solicitado en este escrito, 
que no se funda extensamente por la premura del 
tiempo. 

Por tanto: 

A V. E. suplico se lumia resolver como dejo pedido, 
pues es justicia. 

Iwl/or J. Caminos. 
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VIVIA DEIi KÑOH l'KOGÚltAUOlt OENEItAL 

Suprema Corle: 

Ni la ley do creación de los Tribu nales Federales, ni la 
que determind sus facultades de jurisdicción y competen- 
cia <ín Setiembre 14 de 1863. dieron intervención alguna 
al Poder Judicial, en los reclamos sobre inscripción en 
el Itegisiro Cívico. Fué la Ley de Elecciones Nacio- 
nales de 10 de Octubre de 1X77. la que creando Id 
jurisdicción especial del caso, atribuyó ¡i las juntas cali- 
licadoras los reclamos sobre inscripción ó exclusión 
indebidas y dio contra sus decisiones el recurso de 
apelación para ante el Jugado Nacional de la Provincia 
(arti 9"). Ese recurso es definitivo, pues el fallo, 
seguí! él articulo K). será inapelable y se comunicará 
á la Junta Calificadora respectiva para que proceda en 
su conformidad. 

No encontrando en las Leyes (Generales, ni en la 
especial del caso, atribución jurisdiccional en V. E. pura 
conocer de los reclamos sobre inscripción ó exclusión 
indebidas, V. K. se ha de servir no hacer lugar al 
présenle reclamo. 

Nuciio* \in-<. Fetú-eru ti "I'- 1893. 

Saltim'íino Kier. 
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ln forme del Federal 

Excelentísimo Señor i 

En cumplimiento de lo dispuesto por V. K. en el 
recurso directo deducido por Don Delfor J. Caminos, 
titulándose Presidente de un Club Político, debo infor- 
mar:— ifuu en el Juzgado & mi cargo no existe ningún 
juicio de tacha en que dicho señor sea parte, ya sea 
como actor ó como tachado, y que ni «I ni ninguna 
otra persona lia reclamado de resoluciones dictadas por 
este Juzgado en los juicios de tachas pendientes, no 
habiéndose tampoco negado á nadie los recursos que 
autorizan la apelación directa ante la Excelentísima 
Suprema Corte, con excepción del caso de los Señores 
Pedro L. Medina y Carlos Salas, quienes con fecha 23 
de Enero presentaron escrito quejándose de que el 
Juzgado hubiera despachado antes que el de ellos el 
juicio similar iniciado por Don Miguel A. Paez, queja 
que el Juzgado desestimó, consi atiendo las partes su 
resolución. 

Aquí debiera terminar este informe y doy por cum- 
plido el mandato de V. E. de acuerdo con lo dispuesto 
en el articulo 23U de la Ley Nacional de Procedimientos; 
pero como en el escrito de que se me ha remitido 
testimonio, se hace referencia á un juicio de tachas 
contra ciudadanos inscriptos en Santa Lucía, existiendo 
efectivamente un único juicio promovido por Don Justo 
Martínez y Don Vicente f {ibera, correspondiente á dicha 
Parroquia, y se invoca al mismo tiempo la alta super- 
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intendencia que V. K. ejerce para detener por honor de 
la magistratura al Juez (Jlie conoce eu dicho juicio, en 
el fatal camino que sigue, lie creído que nada seria más 
conducente *¡í ese objeto que elevar á V, E. el expediente 
referido, pues si á él se refiere el Presidente del Club 
del Partido Nacional, Señor Caminos, V. E. quedará 
perfectamente li¡ bi litado para apreciar los procedimientos 
del juzgado informante y adoptar con pleno conocimiento 
de causa las medidas que estime convenientes en el 
sentido indicado, permitiéndome hacer présente que la 
remisión del expediente no ofrece dificultad, por cuanto 
aun no se han decretado nuevos comparendos. 

Bueno* Aires, Febrero 10 de 1802. 

Virt/itio M. Tedin. 



Fallo df» la HupriMiia forte» 

- 

Buenos Aires, Febrero 33 (le 

Vistos en el acuerdo: 

No puilieildo decirse comprendido el presente caso en 
las facultades de superintendencia de esta Suprema 
Corte, por ser por su naturaleza extraño á ellas, y con- 
siderando: 

Que de los autos remitidos por el Juez de Sección 
resulta que no se ha puesto ante dicho Juzgado eu 
cuestión Su jurisdicción para el conocimiento de este 
juicio, ni deducido recurso alguno contra su reso- 
lución. 
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QUe la Suprema Corte en el ejercicio de su jurisdic- 
ción de apelación, cuando ésta procede por derecho, no 
puede conocer de los fallo* de los Jueces de Sección 
omisso medio, ó sea. sin que proceda la interposición 
ante dichos Jueces del recurso correspondiente y la 
necesaria resolución sobre el punto asordándolo A dene- 
gándolo. 

Por estos fundamentos: no ha lugar al recurso traído 
en el presente caso y remítanse estas actuaciones al 
Juez de Secciort para su agregación á los autos corres- 
pondientes. 

Benjamín Víctor» ja — <\ S. dklá 
TniuiK. - Luis V, Vahkla — Abel 
Bazan. 
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CAUSA XXXII 



Ito/ia Elisa fítlaj/e 'le C/iavarri, en la ejecución tle Don 
Juan Itonre/. contra Don Juan Ckavarri ; soh/ e terce- 
ría de dominio. 



Sumario.— So so considera <le propiedad do la mujer el 
inmueble comprado por ella durante »•! matrimonio, 
cuando en la escrituré de compra no s«- ha expresado 
que ésta se lia hecho con dineros de l:i misma, y el modo 
cómo los ha adquirido. 



Caso.— Se indica por oí 



í «lio .l-a Juey. Federal 

Rosnrio, Setiembre ¿5 dé 

Y vistos: los precedentes de tercería deducidos por 
Doña Elisa B. de Chavurri, solicitando ser declarada dueña 
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y se le restituya la posesión ■ 1 1 * una linea urbana ubi 
CíWla en esta dudad, en el ángulo que forman las calles 
Buen Orden y Brown, embargada romo de propiedad de 
su esposo Dpn Juan Chavarri eu el juicio ejecutivo segui- 
do o» su contra por Don Lucio Doncel. 

Con lo alegado y ron testado por el ejecutado y eje- 
rutantes, adhiriéndose el primero y oponiéndose el 
segundo il la petición de la adora fundándose en no 
ser arreglado á derecho el documento que en su favor 
aduce la demandan ta, la prueba deducida ; 

Y considerando; 1\ Que es disposición expresa del Có- 
digo Civil, coutenidaen el articulo 124íi, la de que «los 
bienes raices que se compraren con dinero de la mujer 
son de la propiedad de ella, si la compra se hiciese con 
sn consentimiento y con el lili que lo adquiera expre- 
yéndose asi en fa escritura de cwipm // i>i:sion.\ni»osk 

CÓMO KI. DINERO l'ERTENKGK Á I.A MIMBRA disponiendo 

asimismo el articulo 1247^ que en el caso de cambio de 
bienes propios de ésta, debe » expresarse también el 
origeri de los bienes que ella diera en cambio». 

2". Que esta disposición bien clara y terminante de la 
legislación civil y que por esa misma claridad excluye 
entrar á interpretarla de cualquiera otra manera que no 
sea la bien expresa que en su texto importa, resulta de 
aplicación en el caso sub-judire puesto que la escritura 
de foja 1. y actualmente corriente á foja 141, no contiene 
designación alguna acerca del origen del dinero emplea- 
do en la venta, como perteneciente á la compradora y 
tercerista. 

o°. Que aún supuesto el caso de ser suficientemente 
elicaz la prueba producida por la tercerista á objeto de 
subsanar |¡i omisión de que adolece la escritura de 
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foja 141. ello todavía no seria bastante para entender 
satisfecho el extremo exigido por la ley. por cnanto 
i-sta requiere se haga constar en la misma escritura la 
manera por ia cual adquirió la mujer el dinero ofrecido 
como precio de la venta, ó en otros términos la proce- 
dencia de este último. 

4°. Que corroborando la interpretación que acaba de 
darse al precepto legal transcrito en el considerando pri- 
mero* puede citarse el fallo prenunciado por la Suprema 
Corte y que corre ¡i foja 329 del tomo 15 de la serie segun- 
da» y que ha dejado establecido que la prueba de que 
un inmueble baya sido comprado para la mujer, con su 
consentimiento y dinero, y con el fin de adquirir ella 
la propiedad, débe resultar de la misma escritura de 
compra. 

Que por consiguiente y de todo lo anterior resulta 
que el bien raíz objeto de la tercería debe conceptuarse 
en la categoría de bien ganancial de la sociedad con- 
yugal y por lo mismo sujeto á responder al crédito que 
motiva la ejecución de I>on Juan Chavam si él fuera 
justo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1272 
y 1275, inciso 3" del Código Civil. 

Por tanto, fallo: no haciendo lugar ¡i la tercería, con 
costas. Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zar iría. 
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•''alio <l« lu Suprema Oírle 

Buenos Aires, PoKMro 35 dé 1893: 

Vistos: No reuniendo la escritura que sirve de base á 
la demanda las condiciones requeridas por el artículo 
rjíil doscientos cuarenta y seis del Código Civil. por no 
éxprésarse en ella que compra se hiciera con dineros 
de la mujer y mucho menos el modo cólrio ésta los adqui- 
riera, y por sus fundamentos: se confirma con costas la 
sentencia apelada dé foja ciento cuarenta y tres; y repues- 
tos los sellos, devuélvanse, 

Benjamín Victohica, — C, S, i»e 
la 1'Oure. — Luis V. Várela. 
— Abel Ha/an — Luis Saknz. 
Pena. 
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CAUSA WXlll 



bou Eugenio Pérez del Cerro, contra Don Ju/rt liazitlo, 
en recurso contra piycedititíentOs ote tos Tribunales 
ile ta Capital. 



SuMario.—E\ recurso previsto por el artículo Ih de 
la lúy i\*> 14 de Setietrtbrtí ¿1.6 L86& sóhffc jupiádiccióti dé 
los Tribunales Nacionales, no proceilflíinipiitrus no exista 
l»r*»nu ih ianiieii t«» de los Tribunal* 1 * loc.-ik-s soluv la 
cuestión <|iie iiucde motivarlo. 



tv/.vf). — indica la 

VISTA DEL SESOR PKOCCRADOR OEXKRAL 

Si/pu ma Corto : 

$« irrita d? un juicio ejecutivo, |ior cobro «I»* alquileres, 
cu el <jiie se di6t4 prihifiro un embarco provisorio, qué 
\w- después declarado definitivo por el auto de foja 38* 
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Contra .-I mandamiento de embargo, seopuso la excep- 
ción .le incompetencia de jurisdicción por ser de nació 
nalldad argentino el ejecutante y extranjero el ejecutado. 

El Juez de 1' instancia no Hizo lugar ¡i ella por los 
"'.tos .le fojas 34 vuelta y 37; y apelado ese auto para 

I» Cámara .lelo Civil, fué confirmado por la reso- 
lución de foja 

Kstas resoluciones entra las .pie se denegó, foja 34 
la apelación solicitada para ante V. K.. han dado origen al 
reamo din-rt» de «pie V. K. va .i cOnoeer. 

En mi juicio ejecutivo ante los tribunales de la Capital 
y regido por ..... disposiciones de su ley .1.. procedí- 
miento^ la excepción de incompetencia como todas las 
otras á que se refiere el articulo M, sólo pueden opo- 
nerse después de la citación de remate. Es recien entón- 
ees que puede legalmente discutirse y resolverse. 

Las disposiciones de la ley sobre jurisdicción de la 
Justicia Nacional, no se oponen al cumplimiento -fe | 0S 
procedimientos estrictos del juicio ejecutivo, al que por 
su naturaleza misma n.. son aplicables los del juicio 
ordinario. 

Si es evidente entonces, que la Suprema forte decide 
según el articulo 17 de | a ley de Jurisdicción Nacional, 
las competencias que se susciten sol.re jurisdicción de 
los Jueces Nacionales, lo es también á mi juicio. ,,,„. 
esa decisión solo debe dictarse | a estación oportuna 

del procedimiento ejecutivo. 

Por otra parte, el artículo 14 de esa misma lev de 
Jurisdicción Nacional, sólo autoriza en estos casos la 

ap«Iaclou de las sentencias definitivas pronunciadas por 
los IVi bunales Supriores. 

Si no hay sei^cía defií.itiva, si,,,. „n atito de .mu- 
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bargo dictado én juicio ejecutivo; si no ha llegado la 
oportunidad legal de oponer en ese juicio La excepción 

de incompetencia á que se refiere el artículo ws del 
titulo de las ejecuciones en la ley dé procedimientos, 
opino que la doctrina de los fallos de V. E/qüese cita 
¡í foja 07 vuelta, no es aplicable al caso, pues aquella se 
refiere ¡i diligencias pievias para la iniciación de un 
juicio ordinario y aquí se verifican en un juicio ejecu- 
tivo, con carácter explícito y términos perentorios, regidos 
por procedimientos especiales, 

Por ello pienso que V. K. no debe hacer lugar á este 
recurso, mandando en consecuencia se devuelvan los 
autos para que pueda resolvérsela incompetencia en la 
estación oportuna del juicio. 

Buenos Airee, Pobrero 13 de 

Fallo d* Ih Supr«*ni* Vortv 

Buenos Aires. Febrero 25 de 1892. 

Vistos en el acuerdo: Xo existiendo pronunciamiento 
de los Tribunales locales, sobre la cuestión de compe- 
tencia, que pueda dar lugar al recurso traído ante esta 
Suprema Corte: no ha lugar á él, y devuélvanse los 
autos al tribunal de su procedencia para que tramitada 
y resuelta que sea la excepción deducida por el recu- 
rrente, pueda éste se^un su mérito hacer uso del dere- 
cho que le corresponda; y repónganse los sellos. 

Benjamín Vutorn a. — C. S. DE 
la Torre. — Aüel Bazan. — 
Luis Saenz Pkña. 
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La Empresa de Ferrocarriles Pobladores, ron Uon t*nm- 
cisco Pmderc* por expropiación; recurso dé hecho. 

Sumario. — Km 1<»s recursos de hechor el informe que 
pule la Suprema Corle debe expedirse con la relación 
dé los antecedentes, y lio remitiendo meramente los 
autos. 

Fallo (ta li« SupiMMiin Corle 

Itufit- Aires, Febrero 25 >lo 1.802. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta de los autos 
traídos. devuélvanse ellos al Juzgado de Seo-ion para 
que se pronuncie respecto de los recursos interpues- 
tos, en término de cuarenta y ocho horas; previ iiióndo- 
sele que para evacuar el informe ordenado ;i foja seis 
vuelta, lia débido exponer los antecedentes de la causa, 
y rio remitir meramente los autos, romo lo ha hecho; 
y repóngase el papel. 

liKNM AM1N VlCTORICA.— G. S. DE 

i.aTmisuk. — LuwV. Vaickia 
— Abel Bazan.— Luis Saknz 
PeSa. 
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CAUSA KLXXX 



lh>ti Human Cafhn. ronlm Ihtmt Juana Oniz de CuvalUer. 

por ejecución de //// laudo *, sobre competencia. 



Sütnovio. — La aro i oh seguida personal mente con! ra 

la viuda, no hace partí- del juicio testaitieiiuidó de! 
maridó. 



Ca$ó, — Don ftoinan Ciática siguió un juicio GOiitrn 
Don Mauricio Cavallier, sobre liquidación de una socio 
dad, en ei cua! futí condonado el último; por laudo arbitral, 
;i payar á < ¡ática 3000 pe-os P i"«»n rusias. Contra este 
laudo interpuso la partí* de Cavallier el recurso cié 
nulidad, que IV- rechazado por el Juzgado tíé Sección 

y por la Suprema Corte. 

Devuelto el Expediente, la parte de ( ¡ática promovió 
d incidente venido en apelación, pidiendo que se notificara 

á Duna -luana Ortiz de Cavallier el laudo arbitral, la 
sentencia do la Suprema Corte que confirmó la del Juez 
do Sección, rechazando el recurso dé nulidad, y el auto 
leí mismo -(ne/. mtuidaiido cumplir dicha sentencia. 
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Pidió también que se practicara la regulación de las 
costos* 

Kl Juez proveyó «la conformidad, mandando que la 
regulación se hiciera por Secretaría. 

Cumplido este auto. Doña Juana Orths de GavalUer 
se presentó exponiendo: que como lo comprueba el certifi- 
cado de defunción que preseiit%.8u 68PQ89 I*on Mauricio 
Cayallier había tallecido en esta capital el 27 de Julio 
de 1890; que Cavallier estaba domiciliado en la capi- 
tal, donde tenía sus negocios desde hacía más de tres 
anos; ijut» según lo disponed art. -'J&S'i del Código Civil, 
la jurisdicción sobre la sucesión corresponde á los Jae- 
ces del último domicilio de ! difunto; que estando ini- 
ciada ó por iniciarse en Buenos Aires la testamentaria 
de Cavallicr. juicio universal* era ante el Juez de ella 
que debía ocurrir üatica; que además, el art. 3366 del 
Código Civil acuerda al heredero el término de tres meses 
para hacer inventario, y treinta dias para deliberar 
sobre la aceptación ó repudiación de ia herencia; y antes 
dé] transcurso de osos plazos los acreedores no pueden 
ejercer sus derechos, según el art. 3367. Pidió que su 
exposición se tuviera presente á los efectos á que haya 
lugar. 

Kl Juez confirió vista al Procurador Fiscal, y éste ex- 
puso: que tratándose del cumplimiento de una sentencia 
ejecutoriada y en vista de la jurisprudencia de esta Su- 
prema Curte ( XVIII — 57; XXVII — 04 ), pensaba que no 
debía hacerse lugar á Ip pretendido por la señora Cavallier. 

Conferido traslado á la parte de « ¡ática, expuso : que 
la excepción de incompetencia que se opone, es inadmisi- 
ble porque se trnta del cumplimiento de una sentencia 
pasada en autoridad de cosa juzgada. <¿ue la cantidad 
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mandada pagar por eFlaiido, tiene que hacerse efectiva 
con bienes exclusivos de La señora Cavallier, pues ésta, en 
virtud de un convenio celebrado ron su esposo, en 115 (le 
Marzo de 18$% quedó Obligada á responder con sus bienes 
de las resaltas del juicio. 

El Juez mandó para mejor proveer, que el Archivero 
Judicial remitiera rupia del convenio si que alude la 
parte, el cual es del tenor siguiente: 

« Convenio. — Mauricio Cavallier y su esposa: — Kn la 
ciudad de Mendoza, República Argentina, á 16 de Marzo 
de 1887, presentes ante mi notario y testigos, Don Mau- 
ricio < 'uvullier. francés* y su esposa Doña Juana Qrtiz «le 
Cavallier, argentina, amibos mayores de edad de este 
domicilio, á quienes conozco y doy fió, • 1 ¡j i ^ el primero : 
Que habiendo sabido que su señora daba pasos con el 

objeto de iniciar un juicio sobre separación do bienes; con 
el fin de evitar las molestias y los gastos de un pleito 
que podría absorberlos todos, le ha ofrecido, y ella lia 
aceptado, despréndeirse completamente de los que admi- 
nistra, renunciando á la propiedad de la parte de ello 
que pueda corresponderá, á trueque de que ella asuma 
las obligaciones inherentes á la administración de dichos 
bienes y Las cargas que sobre ellos pesan, Kn conse- 
cuencia, la tienda que posee en la esquina San Martin y 
la P&Z, COM sus existencia* en mercaderías y cuentas á 
cobrar, de que se tomará razón ruando ella quiera, pasa á 
ser de su propiedad, no teniendo otro gravámeii que el 
asunto que sigue Don Ramón Ciática, cuya resolución 
está pendiente de la Suprema Corte. Asi como el sitio 
que posee detrás de la Merced, cuya contribución directa 
está pagada por todo el presente año, y todos los demás 
enseres de ia casa-habitacion de la calle Lavalle. Es 
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entendido que esta entrega no importa una cancelación 
ilií atilintáis por la parte que 4 la Sonora corresponde en 
los bienes dé la sociedad conyugal, ni tampoco litía can- 
celación d« su dote, debiendo hacerse el arreglo definitivo 
de las mentas cuando regrese el señor Cavallier. Así 
lo otorgaroii; y previa Lectura y ratificación, firmaron 

conjuntamente iíoíi los testigos, vecinos, mayores de 
edad. pon Jos« Segundo Ctütiiio y Don Moisés Cu i tillo. 
Este .sigue escritura de cancelación que Hace Don Cipriano 
CMiesada á Don Jiuin A. Vtdela. — Mtniróio GaouUiér. — 
Juana f >. ifa Cátutlliet. — José Sey ando Guiiifto. — Moisés 
Cuittñn. —- Ante tu i : Pompe yo Lentos. — A'. » 



Fallo «leí «lu<»# l<Yil«>rul 

Mendoza, .Minio 1 1 de 189I. 

Vistos: en la solicitud de la señora Juana Onix de 
Caval liar, alegando incompetencia de jurisdicción d<¡ 
este Jjizga.dc>. para seguir conociendo de la causa seguida 
futre su tinado esposo Don Mauricio Cavallier y Don 
liorna n (ra! ira. sobre liquidación «le una sociedad, y 
considerando: 

l n . Que como fundamentos de la inhibición solicitada 
se alega |iri nci pai nieri te : 1". el tallerimientodel expresado 
Cavallier. acaecido en la ciudad de Buenos Aires* consta- 
tado con ia partida <le defunción presentada á foja... 
2°. el hecho de haber estado aquél doniiei liado en dicha 
ciudad desih' hace más de tres años; 3 o , la disposición 
contenida en <•! art. :i¿x\ del Código Civil, que libra los 
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juicios sucesorios á la jurisdicción de los Jueces del 
úUimo domicilio del difunto; y 4", la de las levos de 
Procedimiento, según las cuales el juicio de testamen- 
taría, ppr su carácter de universal, atrae ¡i sí todos los 
que se siguen contra el autor do la sucesión. 

2*. Que el tmun ciado juicio fué resuelto definitivamente 
por el Latido arbitral de foja... que quedó ejecutoriado en 
virtud de la resolución confirmatoria déla Supreiná Corte 
corriente ¿i foja. . . 

3 o . Que, en consecuencia, y en el estado actual de l:i 
causa, procede únicamente la ejecución del referido 
laudo v liquidación de rostas procesales, á mérito de 
lo solicitado por la parte ole (¡ática á foja... y en tal 
caso ni» puede conceptuarse procedente la inhibición d«d 
Juzgado* désele que la causa ha terminado ya por la citada 
resolución de foja... pasada en autoridad de osa juzgada. 

í\ One además, y si bien por ol art. 12 ¡tic. P de la 
Ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, se establece que en todos los juicios uni- 
versales de concurso y partición de berencia, conocerá el 
Juez competente do Provincia, cualquiera que sea la 
nacionalidad y vecindad de los directamente interesados 
en ellos, debe tenerse en cuenta qué por la escritura de 
luja. . . se ha comprobado la entrega de los bienes que en 
la misma se expresan, hecha por el señor Cavallier á su 
esposa* y Aceptación de ésta de los mismos, á condición 
de asumir por su parle las obligaciones inherentes á su 
adm i nis! ración y las carcas que Sobre ellos pesan. 

ó". Qué entre iris bienes dejados en tales condiciones 
h la señora de Gavaílieri lisura expresamente la tienda 
que aqutíl poseía en esta ciudad, con sus existencias en 
mercaderías y cuentas ;l cobrar, respecto ¡i la cual se 
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expresa claramente hallarse gravada ó sujeta ¡i las resul- 
tas del presenté juicio. 

^ue aceptada por la solicitante, señora «le Cavallier, 
la propiedad y dominio do las existencias de la casa de 
negocio origen del litigio* cófi til gravámeii indicado y 
mediante un contrato perfecto celebrado por escritura 
publica, os fuera de duda que las obligaciones y derechos 
que emanan de tal arlo no están sujetos á otra juris- 
dicción í| ue á la do] domicilio de los contratantes, que 
lo es también el del lu^ar en que los tnisinos bienes 
afretados al crédito del señor Ciútica están ubicados. 

Que por consiguiente, el hecho del domicilio del 
»enor Cavallier y su fallecimiento en Buenos ¿Vires, 

no aféela en manera alguna los derechos del expresado 
< «ática, por lo que respecta á las existencias del negocio 
ijue ile antemano le estaban gravadas en garantía de su 

crédito* á virtud también ríe la subrogación que legalmente 
aceptó la señora de Cavallier ppr el enunciado contrato, 
constituyéndose asi en sucesoFa particular de su esposo 
al efecto ile pagar su deuda con las existencias del negocio 
origen do ella. 

Que constituida la señora de Cavallier por tal 

acto, en siicesora particular de su esposo, con la Carga 
expresa de pagar por éste su deuda ¡1 (¡ática, procedente 
del negocio que la originó, es entonces menos aceptable 
la pretensión de que el cobro de las sumas adeudadas 

á éste deba reclamarse ante el Juez de la sucesión de 
Cavallier. 

Por tanto, y de conformidad á lo solicitado por el 
Procurador Fiscal, no se hace lugar con rostas ú la 
inhibición solicitada. Hágase saber con el original y re- 
pónganse los sellos.— j«m* del Campillo. 
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VISTA DEL PftOtiI-?JtX1)OR GENERAL 

Suprema Gavie : 

El jijeas que ha dictado |a sentencia pasada en cosa 
juzgad es competente para entender en su ejecución* 
Tal es el principio legal; y asi [o ha declarado V. K. 

las resoluciones que se hallan en los tomos L«S* 
páaína ól ; y 27, páginá/94 de sus fallos. 

fundado en ''sias resoluciones de V. É¿, el señor 
Procurador Fiscal de ¡a Provincia dé Mendoza en su 
vista 'le foja 0, lia sostenido la competencia del señor 
.hit'/. «I.» Sección para ordenar la ejecución del laudo 
corriente á foja 1-"1 del Expediente agregado ; y dicho 

ñor Jtiez lo ha decidido asi e|i la resolución de foja 
17, expediente corriente, ijMe lia sido apelada ¡«ara 
ante V. E. 

s¡ tie I principió es cierto ruino regla ¡reheraK no 
• • > menos (Míe tal regla* como todas las de su especie, 
'«conoce algunas excepciones; 

Kl litigio i'oiirluiilo mediante el Laudo ivferirfó. rilé 
seguido entre Don Román Gatiea y; Don Mauricio CavA- 
ilier, y este último ha fallecido antes que la sentencia 
arbitral tuviera ejecución. Kl juicio se seguía en Mendoza; 
pero Cuvallier parece ?¡tie estaba domiciliado en esta 
capital. Lo mismo sucederia s¡ hubiese continuado 
domiciliado en Mendoza. 

Kl heclío de so fallecimiento, dando lugar al juicio 
de test mientan;», inhibe ú los Jueces federales del 
conocimiento -le tal juicio. « Kn iodos los juicio» iini- 
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versales de concurso de acreedores y partición de Itérencia, 
dispone el art. I2v n* l. de la Ley de jurisdicción >* com- 
petencia de los Tii bu nales Nacionales, conocerá el Juez 
de Provincia, cualquiera í¡né fílese la nacionalidad tí 
vecindad ile los directamente interesados en ellos, y 
aunque se dedüfCíiri allí acciones (¡scales de la Nación. » 

Lo inisiilo dispone el art. 3384 dé) Código Givil. u Ln 
jurisdicción sobre Ja sucesión, corresponde á los Jueces 
del lugar * 1**1 último domicilio del difunto. Aílté los 

Jueces de esc layar deben entalilar.se: I o acciones 

persomies de los acreedores d.-l difunto, antes de la 
división de la herencia. » 

La acción para pedir Inejecución de una sentencia 6 
de un laudo arbitral pasada en cosa juzgada es. sin 
duda, una acción personal y por tanto debe ser elevada 
por el litigante que ganó el pleito ante el Juez del dóijli- 
- ilio de .su colitigante veniridO. que es el Juez (le su 
sucesión. 

Fundándose en la escritura de foja 14, dice la resolución 
apelada: qup la señora viuda de CüvalUer aceptó la 
entrega que éste le hizo de la tienda, sobre que lia 
versado la cuestión fallada por el laudo arbitral, cuya 
ejecución se pide; que dicha entrega y su recibo fuera 
hecha l»ajo la condición de quedar responsable la adjú- 
rente á los resultados de dicha cuestión, como lo expresa 
la expresada escritura; y que por tal acto, que el inferior 
reputa perfecto, celebrado por escritura pública, la esposa 
de Cavallief .se constituyó en sucesor» particular de ¡su 
marido, con e¡ gravttmeii que tenía la referida tienda: 
por lo que declara improcedente la declinatoria de juris- 
dicción que envuelve el escrito de foja 7 de la referida 
señora. 
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Eli mi opinión, nulas estas observaciones carecen dé 
suficiente valor legal i»ara fundar la competencia del 
señor Juez de Sección . 

Solamente antes «le lo celebración «leí matrimonio, 
según expresa disposición del articulo 1217 del Código 
Givil, pueden los ógposds hacer convenciones que tengan 
por olijeto reservar á la mujer la administración de algún 
bien raíz de los que llevfiai matriinonio ó las donaciones 
que el esposo le hiciese entro ollas los bienes que 
dejasen por sil fallecimiento; fcti ningu no de estos casos se 
encuentra comprendido el acto á. que se refiere la escritura 
de foja l'i. 

El artículo 1318 sigiiientei declara de níugun valor toda 
convención entre los esposos sobre: cualquier otro objeto 

relativo á so matrimonio, comotoda renuncia da tttsQ y//r 

multo d favor tt#t afro; ó importando la citada escritura 
do foja 14 una renuncia del marido en favor de la esposa, 
como expresamente se declara en ella, tai acto; lejos de 
ser perfecto, por el contrario nulo, según la terminante 
disposición de la Ley. 

La sociedad conyugal principia desdé iá celebración del 
nnirimoiiio, y no puede estipularse que principia antes 
ó después i art. 1261 del Código Civil). Sólo se disuelve 
por la Séparátíán jüdicml de fot bienes, por declararse 
unió el matrimonio y por la muerte de alguno de los 
cónyuges art. 1291 siguiente |. 

El contrato de foja U tío puede tener <5l alcance de 
haberse disu.-it,» la sociedad conyugal existente entre 
Giivallier y su esposa. AtfliqM aquél entregara ;i ésta 
los bienes <|U<- poseía, previniendo la cuesüoii que s.- 
dice trataba .1.» promoverle dicha esposa, la sociedad 
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conyugal quedaba subsistente, porque el medio adoptado 
pap disolverla ño es de los mi mit i«l«>s por la boy. 

Si. pues* se trata de una acción personal, en cuyo casó 
»»l Juez competente es «I' 1 la sección di d deudor ; y si ést^ 
no dejó de serlo porque en tregara ;i su esposa por un acto 
nulo los bienes que estaban cñ creyendo que 110 

puede sostenerse la compotencia del seftor Juez^Fedpr^ «Ir 
Mendoza; pido á V. K. se sirva revocar la resolución 
apelada. 

AlUOUiO /:. Mtilttrvr. 

Unenos Aires, Noviembre :* de iwu. 



Fu lio I» ^upiM*in» C'orH» 

Humos íMreí» i-viipTM 25 <le 189?. 

Vistos: siendo personalinentecontra Doña .luana Qrtiss 
de Cavalíier y no contra la sucesión de su esposo, que 
s«' intima la prosecución de esto juicio, y sin perjuicio de 
le» -pie pueda resolverse en su caso sobre el mérito tlei 
documento «-u que la acción se basajsocbnlirma ron rostas 
.•lauto apelado de toja diez y siete;, en cuanto por él se 
declara competente «'I Juez de Sección de Mendoza para 
continuar conociendo en esto causa; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Üi viwiiN Vk toiuca.— 0. S. in: 
la TónttK- — Luís V. Várela. 
— Aiikl I5a/\n. — Luis Saenz 
Pkna. 
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CAUSA \\\VI 



( ontra tos miembros de ta Junta inseriptora de Cuitada 
de Gotties % porinfraccion de ta ley nmioml de e faccio- 
nes : sobre jurisdicción. 



Sumario. — La Suprema Corir no puetlr friifOtisr eii las 
o tusas traídas por recurso de apelación, mientra* la 

ivsoiurion a]M-]aila no liaya sido notificada á I'^Ims los 

interesados en forma legal- 



Iwtll» il<» I» Kupr<>mii f«rl«- 

Huellos Aires, Marzo '> ríe I8d2. 

Apareciendo t|tte la sentencia de fojft S'i no lia sido noti- 
(icada á Ion acosados <|P0 BóIRÚÍq Acuña y don Aiuln'i- 
niCo Goift&S Narvaja, en forma at^miri. y no enlistando 
tampoco tjue la providencia librada al Presidejite <ie la 
Junta, don Francisco «¡imemz. lia ya llegado tí 811 poder y 
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podido imponerse de su contenido, medio de notificación, 
por otra parte, no autorizado por la ley: devuélvanse 
estos autos al Juez de Sección para que cumpla con hacer 
saber «i los anisados la sentencia referida. 

Bkn.ia.mix Victoiuca.— C. S. de 
la Torre. — Luis V. Vahkla. 
— Abel Bazax. 



CAUSA XWVIl 



Criminal contra BMÍ0O Méndez, por sustracción de cartas 
ron valores declarados. 



Sumario. — La sustracción de cartas con valores decla- 
rados cometida en la Glicina de Correos.es penada con 
cinco anos de trabajos forzados, menos ía mitad del 
tiempo de detención sufrida, y con la inhabilitación para 
ejercer cargos públicos. 

Caso. — Lo indica el 
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rallo <l<»l tío»/. F«»drr»l 

Buenos Aires, QcUibft 12 «lu I8Q1. 

Y vistos: estos autos seguidos de ofició contra don 
Benigno Mendaz* acusado líe liahtrr sustraído de la Oficina 
de (Yrtilicados y Valores Declarados <l«» 1 Corren Nacional, 
en esta ciudad, varias cartas con valores declarados, y un 
SftCO conteniendo igualmente cartas con valores, de los 

cuales n sultán los siguientes antecedentes : 

Qjie hasta los dias primeros de Setie mbre de ihil ocho- 
cientos noventa, el acusado don Iteiiigno Méndez desem- 
peñaba el pueslo de Jefe de la Oficina de Certificados y 
Valores Declarados en el Correo de esta Capital; pero 
habiendo sitio exonerado del cargo, se nombró en su sus- 
titución ádon Mariano Medrano. el cual en la mañana 
del día 5 de Betieinbre se pjeseíitó en el Departamento 
Central con el Objetó «le hacerse cargo de la Oficina que 
debía Serle entregada por Méndez, encontrándose en tal 
circunstancia con que en la noche anterior se había come- 
tido un robo en ella de ocho carias con valores declara- 
dos por la suma de tíos mil quiñi autos ochenta y nuevo 
tiesos con treinta y dos centavos* y un paquete ó valija 
procedente de Córdoba, y conteniendo también vaioivs 

declarados por la suma de ocho mil seiscienlos setenta 
y nueve pesos. 
Qu • por la circunstancia de haberse encerrado esa noche 

en la Oficina el Jefe Benigno Méndez, quien lenta la llave 
de la caja donde se gu&rdabati las cartas* no habiéndole 

visto salir por la puerta que da á la Glicina donde se 
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encontraban otros empleados, y encontrándose abierta la 
'l ,ie ,la e " lj » calle. habitualmente Cerrada, lo mismo que 
por otros motivos concordantes, las sospechas del robó 
recayeron desdé el primer Momento sobre Méndez, quien 
rué constituido il prisión juntamente con su hermano 
Braulio; pero nu Habiéndose encontrado mérito para 
continuar la causa contra este último, filé puesto en liber- 
iad. continuando el procedimiento solo .•nutra .-I primero. 

V considerando: 

I o . Que el mismo Benigno Méndez en sus declaraciones, 
prestadas ante la Comisaria de Policía, primero ( foja 40 
y ratificada más tarde ante este Juzgado ( indagatoria de 
IpjaPó) ha confesado categórieainent<í haber snstraido de 
la Oficina de Certificados y Valores Declarados* la noene 
«leí 'i al •"» «le Setiembre del año próximo pasai lo. nueve 
ó diez cartas y una valija, los mismos cuya desaparición 
fué constatada la mañana del ó de Setiembre* y las 
'•nales, según informes emanados de la autoridad res- 
pectiva, y corrientes en autos < fojas 1,2, \ y 7 ) contenían 
por juntóla cantidad de once mil doscientos sesenta y 
ocho pesos con treinta y cinco centavos; 

% «.me esta confesión expresa del mismo acusado viene 
á disipar toda duda, confirmando de una manera evidente 
las sospechas y presa liciones existentes contra él desdé 
el primer momento de perpetrada la sustracción de carias, 
presunciones cuyo número y gravedad, habría sido has- 
tante por lo menos, para establecer moralmente la c-jii- 
\ i. cioM de -ser Méndez el autor del hecho. 

o\ Que si bien el defensor del procesado en su escrito 
ile foja 108. fundándose en lo declarado por Méndez á 
foja pretende demostrar la irresponsabilidad de éste 
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alegando que perpetró el hecho en un estado de excita- 
ción nerviosa ó perturbación de los sentidos, producida 
por la noticia de haber sido separado del empleo que 
desempeñaba en el Correo, esta causa es infundada, y por 
dtra parte, tampoco resulta comprobada en autos. ESlj 
efecto: el acusado tenia conocimiento de s-i separación 
del cargo desde varios dias antes de perpetrado el hecho, 
y no es verosímil que la excitación nerviosa ó perturba- 
ción do los sentidos producida por una noticia de esta 
clase durara tanto tiempo y conservando tal grado de 
intensidad hasta hacerle desconocer la gravedad de la 
sustracción perpetrada. Además, todos los empleados con 
quienes conversó la noche en que consumó la sustracción 
y hasta poco antes de perpetrarla (declaraciones de 
tojas II). 11. 12 y 18) no dicen ni mencionan siquiera que 
Méndez se encontrara en estado de excitación, manifes- 
tando al contrario, .pie conversaba sobre los asuntos de 
la Oficina, retirándose aquel á escribir á mi despacho. 

4°. Que si bien el detenido Méndez ha pretendido alegar 
que perdió los objetos sustraídos la misma noche de 
perpetrado el hecho, suponiéndolo exacto, ninguna iullnen- 
cia tendría para justificar ó disminuir la responsabilidad 
del acusado, y por otra parte, es completamente invero- 
símil, no habiéndose presentado prueba alguna en apoyo 
de tal afirmación. 

Considerando respecto de los cargos de tíos mil ciento 
noventa y cinco pesos con doce centavos, y de quinientos 
sesenta y cinco pesos respectivamente que resultan de 
la nota de foja 91 y documentos acompañados: 

5» Que el acusado ha manifestado que esos valores 
quedaron en la caja de la Oficina, no pudiendo consti- 
tuirse responsable de su desaparición, por cuanto no fué 
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lidraitido hacer entrega documentada y bajo inventario 
de la misma. 

6*. Que afectivamente *le autos resulto que el acusado 
Méndez no hizo entrega inventariada de las existencias 
y valores confiados á su cargo, por cuanto fué condu- 
cido á la Comisaría inmediatamente después de descu- 
bierta la desaparición de cartas con valores declarados, 
siendo reemplazado en la Oficina sin que llenara el requi- 
sito del balance presHb é indispensable páfa descuidar la 
responsabilidad del funcionario entrante y del saliente, 
de lo cual resulta que aunque aparezca comprobado el 
hecho mismo de la desaparición de esa suma, no sea 
posible atribuirlo al acusado dada la negativa de éste 
y la ausencia de pruebas al respecto, y especialmente de 
la mencionada diligencia y entrega bajo inventario. 

Por estos fundamentes, el juzgado declara al acusado 
don Benigno Méndez culpable de la sustracción de cartas 
con valores declarados, por el importe total de once mil 
doscientos sesenta y ocho pesos con treinta y cinco cen- 
tavos y lo absuelve del cargo de sustracción de fondos 
por valor de dos mil setecientos sesenta pesos con doce 
centavo». En consecuencia, y de acuerdo á lo dispuesto 
por el art. ó:í de la Ley Penal Nacional de 18G3, se con- 
dena á don Benigno Méndez á la pena de cinco años de 
trabajos forzados, de los cuales se descontará la mitad 
del tiempo de detención sufrida, quedando además inha- 
bilitado para desempeñar cargos públicos, y obligado á 
reintegrar en la Tesorería del Correo Nacional, la suma 
de once mil doscientos sesenta y ocho pesos con treinta 
y cinco centavos. 



Andrés Uyarriza 
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VISTA DEL SKÑOR PROCUUAJJQR oKXKUAI. 

SupP&ttlü Cortr ; 

Kn i sta musa seguida contra Benigno Méndez por 
sastraccioii de cartas certificadas y valores declarados* los 
liedlos están probados con evidencia y confesados por 
i l procesado. 

Li! ]><Mia aplicada en la sentencia 'le fpjH 110, >-s |,i 
corresponde estrictamente, ron sujeción ;i lo dis- 
puesto en ej art. M de lia Ley Penal di* h de Setiembre 
de 1803. 

La defensa funda el recurso de apelación instaurado 
¿i foja 234, en la agitación mental del procesado al eje 
cutar -'I delito, y en la buena reputación y conducta teñir 
das coi) antorioíidudi 

KI primer fundamento, que ésta desvirtuado por las 
declaraciones d$1 sumario, reconoced defensor, no tener 
la posibilidad de justificarlo; y en cuanto al segundo* 
la prueba ofrecida no seria procedente, por cuanto la 
justificación de vita el moNdus* según la ley géiieral de 
procedimientos en lo Críníi nal, sólo es tenida como cir 
cunstancia atenuante eii los delitos eíiya pena varía 
entre iiiin i ni ii ni y mi máximum legal : — nunca, 
cuando como en el raso presente, la pena es finirá > 
expresa. 

Observa en último termino la defensa, que la pena debo 
limitarle, &egun los estrictos términos del art. ¡53, que no 
comprende el reintegro dé la cosa sustraída ; pero este 
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reintegro no es una agravación de pena, sino simple- 
mente la devolución ue lo api'ppiHÜo sin título. 

Por ello, y de conformidad ron los sólidos funda- 
mentos «le la sentencia apelada, opino por su confir- 
mación. 

Sabmiano Ki&\ 

Buenos kíh»i Vehtfito 13 do I89¿ 



Idilio la Sü|»r«'N«:» Corte 

Buenos Aires, Mitrzo 5 rtc Í89& 

Vistos: 

Estando consentida por el Ministerio Público la sen- 
tencia de luja ciexto diez y seis, en lo que respecta ¡il 
cargó por sustracción «lo dineros forinüládó A foja 
noventa Contra el procesado ; y por sus fuivdamentos, los 
de la vista del señor Procn rador Genpral corrí en te » foja 
ciento veinte y siete vuelto, y lo dispuesto por el artículo 
noventa y uno de la Li v Nacional Penal de catorce dé 
Setiemlírc d<- mil ochocientos sesenta y tres: se confirma 
con cosías dicha sentencia ell la parí»; apelada, previnién- 
dose al Juca de Sección que dcl>e instruir el correspon^ 
d¡ont«« sumario respecto de la denuncia que se lia agre- 
gado á estos autos contra, < ¡umersindn Méndez, sin que 
aparezca que tenga pertinencia con ellos; y devuélvanse* 

Benjamín Yktouioa. --C. S. de 

LÍA Tiuutf;. — Lus V. Yahki.x. 
— Ai;i;i. Ha/an.— Luis Sai \/ 
Pkxa. 
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CAUSA XXXVIII 



Imn.X.U'Halvor Sollberg contra ta Aduana de la Capital, 
por entrega de mercaderías; sobre competencia. * 



Sumario.— El reclamó sobre mercaderías embargadas 
por la Aduana en uso de atribuciones conferidas por las 
Ordenanzas, debe ser interpuestoante la misma Aduana, y 
no traído directamente ti íos Tribunales Federales. 



Caso. — Lo explica el 



Faillo ilol .lu<>» |<Vdorul 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1890. 

Vistos: estos autos promovidos por don A. D'Halvor 
Sollberg contra el Administrador de la Aduana de la Capi- 
tal por entretele mercaderías, de los cuales resulta- 1» 
Que en el vapor francés « Nerthe ,» salido de Burdeos con 
destino á BuenosAiresenelmesdejuniodel añopasado 
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fueron cargados por al señor j. Feaillerat v enviados -i 
la consignación del señor Amm, despachL té dTad ua 
m cajones vino ,,,„ ¡fiií&u^^ 

"» á W '«»«*> constadas, , ra ,,,„„¡, mi ! , ll . , £ 
una s ™« wnaWerable» veintisiete «i ,,„¡„¡,, „ 

SST «Sftf " r,, ™ u '" ks " •'"«'i-' 

mo 'resunción de ley. ,,„. s „„ , lel ,,,,„,,„. , 

7^°* ; estuviesen en la Adiia- 

¡I Z^t^J"*»**** ó transfe ek 

Que con este motivo, el señor D'Halvor de Solloera 

*» JW* *»* de Sección aeompaíundoTól 

diente tn doce,,.,, de fo^s .3 á 23, ,,ara ,.„al,l, ; ,-,r ,,,, las 
refer.das mercaderías pertenecían dély „„ a | C ons¡ 

A I ana que dobla levantarse el e,,ihar«o ,,ue ,, üsal „, mbn¡ 
eUM y en recréele, pedido «ue ha sido sustanciado eo„ 

iu diancia de. Administrad e I. Ad „ lie „ £ 

. cdio de o «presentante, ha consignado ,h su escrito 

de su oposición ala medida Solicitada. 

V considerando: 
K Que la Adua,,» co ,„„ entidad moral, representada 
1'orau Adiestrador. se h al, a t m mm' po las Orne 
naneas que rijan sus proeedimie,,,,,,. ,,e menltades 
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propias* necesarias é inherentes á la naturaleza do su 
misión, ilecaniri.T en cierto modo jildiciarias, en virtud 
dé las males |>ue«le embalsar las éercftderí.aB de sus 
deudores que se encuentren en sus almacenes y ordenar 
su venta en remate público por la persona que ella mis* 
mu designa. Iiasiñ cubrir el importe do su deuda con sus 
intereses y costas— arlicu los 169 á 184 de las Orde- 
nanzas. 

t\ Que de cünSiguiente. procediendo aquella repartición 
dentro de sus atribticioiies según el criterio p-opio al 
cual debeobedecó^ unes lícito :i los particulares parali- 
zar su aecioii á neutralizarla y sustraerse ásus procedi- 
mientos sacando la cuestión de su jurisdicción natural 
por medio de una áccioii auto la justicia, sino que 
d- ¡.en emplearse lós recursos que la inisinaloy rstublero 
para reparar los agravios que olios pudieran ocasionar, 

\:i sea ad mi n i$tra ti varo en te ocurriendo al Gobierno, ó 
• 

por apelacion ante la justicia líacional, después que hu- 
biese sido liecho y desestiniadó el reclamo auto la 
A'liiuna. 

3*. Que el Administrador persona) mente sólo puede 
ser demandado para la reparación ¡ndenuiizacipii dp 
los perj uicios resultantes de los hecbos ñ omisiones eli 
fl desempeño de sus funciones públicas, p.ot ho baber 
cumplí lo sino de un i manera irregular las obligaciones 
leales que le están i inpue3t¿is*coiifofin^ al artículo 1112 
del Código Civil: pero no corno representante ó ge fe de 
una repartición nacional en lo relativo «i las fú.nciouas es- 
paciales de ésta, pues bajo este punto de vista la Aduana 
curéis de personaría jurídica para Séf demandada, como 
loba declarado la CortóSnprema en la causa 47. tomo? 
dé I t 8 a séríe de sus fallos. 
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V. Que en el caso presente la suspensión déldespacho 
de mercaderías consignadas un deudor de la Aduana, 
itues sino el principio ó primer paso del procedimiento 
ejecutivo que aquella repartición está autorizada á seguir 
por sí misma contra sus deudores morosos, con arreglo 
;¡ las disposiciones antes citadas de las Ordenanzas y por 
consiguiente la arción délos terceros que se creen dueños 
de las mercaderías sujetas á esos procedimientos. de1»<- 
d educirse ante la misma autoridad embargante* de donde 
se desprende ia falta de jurisdicción del Juzgado para 
conocer on esos actos. 

>. Que en <>1 único easn. análogo ;il [í tesen te, juzgado y 
sentenciado por los Tribunales Nacionales, el dé don 
Manuel OcampQ nm la Administración de lientas del 
Rosario (causa 38. tomo 1". 2 a serie de los dallos de la Su- 
prema Corte), el interesado formuló primeramente su 
reclamo por la vía ad irii liist rati va ante el Mi nistério de 
Hacienda y sólo después de serle denegado y previo per- 
miso del Poder Ejecutivo, ocurrió á dichos Tril)unales. 
deiúaiidaiido ál Fisco Nacional y ho á la Aduana. 

Por estos fundamentos : no ha lujará !«» pedido en el 
escrito de Toja 24 y el interesado deduzca su reclamo 
ante quien corresponda. Notifíquese con el origi nal . 

Wrgiiiú M. tetlin . 

VIMA Wh SKSOltritOíH'KAMOH (iKNKHAL 

Suprenwi Corle : 

Kl Administrador do la Aduana embargando mercade- 
rías á la consignación de Az/.arri, ha procedido con la atri- 
bución que le asignan sus Ordenanzas ♦ 
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El articulo 171 declara que: se entenderá ser del deudor 
ó del liado? todas las mercaderías que estuvieren en la 
Aduana ;i nombre de ellos; el 1*50, que el Administrador 
podrá embargar mercaderías de su deudor de valor sufi- 
ciente A cubrir el importe de la deuda, y el 1Ú54 que los 
administradores de rentas resolverán administrativamente 
sobre todas las defraudaciones ó contravenciones á sus 

Ordenanzas. 

Se (leduce dü lodo ello pe la Aduana reviste faculta- 
des propias para resolver en cada caso y que el señor 
D'Halvor ha debido recurrirá esa repartición á dedu- 
cir y comprobar su preferente derecho á las mercaderías 
embargadas. 

N<> habiéndolo hecho, la demanda llevada directamente 
al Juez Federal, sin recurso previo & la autoridad admi- 
nistrativa, es improcedente con sujeción ¡i las prescrip- 
ciones de los artículos 100$ 106$ y 1069 de las Orde- 
nanzas, por dio y los fundamentos del fallo apelado de 
foja 55, pido ¡i V. E. su conformación. 

Sábiniáno AVer. 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1892. 



Fallo de la Suprema «orto 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1892. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos en los conside- 
randos, primero, segundo y cuarto de la sentencia apela- 
da de foja ") y los de la precedente Vista del Señor Pro 
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carador General: se confirma con costas dicha sentencia; 
y repuestos los sellos, devuélvanse* 

Bknja.min Victokica. — C. S. de i.a Toree. — 
Luis V. Vaiikla. -+;A«jíl Iíazan.— Luis 
Saknz Peña. 



CAUSA \X\IX 



Im Municipalidad de la Capital contra don Gregario Soler, 
por expropiación ; sobre tasación. 

Sumario.— En los juicios de expropiación, el mucho 
tiempo transcurrido desde la veri litación de la tasación, 
autoriza á mandar practicar una nueva avaluación. 

I «Un dé ln Suprema Corle 

Buenos Aires, Marzo 12 de 1892. 

Vistos: Para mejor proveer, atento el tiempo transcu- 
rrido desde la tasación que sirve de base á la sentencia 
de foja 18 vuelta: proeédase ;i una nueva avalucion del 
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terreno * expropiarse y de lo en él edificado, para lo cual 
las partes deberán nombrar de común acuerdo uno ó tres 
peritos, que en su defeeto serón nombrados por el Tribu: 
na] : y á sus efectos cíteseles á la audiencia del dfa sábado 
diecinueve del corriente mes á las dos de la tarde; v re- 
póngase el papel. 

BENJAMIN VrCTORICA. — C.8. hi- 
la T«ikuk. — Li rs V. Vaheka 
— Abel Bazas. 



CAUSA Xi. 



Contra Don Eduardo CapMn y Don Eugenio Leoíard 
sóltre contrabando. 



Sumarie. - L&s mercaderías traídas indebidamente en 
caMad de equipajes y no manifestadas, caen en « omiso. 



Ca»o. — Lo indica la 



BE JUSTICIA NACIONAL 



RKSOLrt'MJN DEL ApMINJS'J'HA UOH DK ADUANA 



Hílenos \iiv>. Febrera 10 de IKOJ. 

Vistos j/ considerando : <¿ue la resolución del Juzgado 
'l * ■** manda a la Aduana proceder con arreglo al artículo 

218 de las Ordenanzas, no importa una absoluci I,. 

p.-ua ni menos un sobreseimiento por cuanto ella lia 
sido dictada no en apelación de resolución condenatoria 
de esia Administración, desde que por su naturaleza 
es a la Aduana ;i quien corresponde dictar el rallo de 
primera instancia ó administrativo - articulo 1054 dé las 
Ordenanzas— sino en un incidente sobre personería 
como «•«•n.sta de la resolución á foja ;i v de la apelación 
sobre la misma ¡i foja K». Que, por consiguiente, esta 
Administración del,, interpretar é interpreta que dicha 
resolución le manda considerar las mercaderías de que 

f u ' iül, ' 1,0 01 J equipajes lestras y encomiendas 

desde que resultan mi sur tales, ni estar manifesL 'us 
' 10 tóles, sino como carga, con arreglo á lo dispuesto 
en .4 artículo m de las Ordenanzas. Que colocadas en 
estas condiciones las mercaderías contenidas en los 
baúles de que se trata, quedan en un todo sujetas .i 
todas las reglas, prescripciones y penas que para las 
mismas establecen las Ordenanzas de Aduana, por lo 
qnfi esto Administración, procediendo de acuerdo con 
ellas, entrad tratar y resolver administrativamente este 
caso. 

Ojié el caso en cuestión se im producido tratándose 
de introducir en baúles, mercaderías valiosas para ,•! 
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comercio, sujetas al pago *le derechos, mercaderías todas 
que traen etiquetas de la casa Charles Hermanos y 
Compañía, uhicada en la calle Su i pacha números 20 al 
30; que de esos baúles cinco fueron detenidos por el 
Resguardo* adonde los había conducido la Empresa 
ViUálonga, que los había descargado del vapor «Bolo» 
procedente de Montevideo, de cuyos cinco haules preten- 
do ser düeuo Don Ed il A rdo Capman, y los otóos cinco 
fueron tomados de á bordo del vapor « Qreiiogue o donde 
permanecían cinco dias después de haber entrado ese 
buque á nuestro puerto. 

Qtte no solo no han sido manifestados dichos baúles 
ni como encomiendas, ni como pacotilla que trajeran los 
pasajeros ó tripulantes, como terminantemente lo pres- 
cribe el artículo 31 de las Ordenanzas, tratando de los 
baques \ vela y el $W tratando de los vapores con 
privilegio de paquetes, sino que tampoco han sido 
manifestados como carga, como terminantemente lo 
imponen los artículos 31, 32 y 34, tratándose de buques 
ú vela, y el 837 tratándose de los privilegiados. 

Qué según claramente se desprende de los artículos cita- 
dos, la baso principal de la ley «Ordenanzas de Aduana» 
para garantir los intereses fiscales, es la de la nianifes- 
taciotí escrita de todo lo que un buque conduzca á su 
búrdo, no solo como carga sino también como muestras, 
encomiendas, pacotilla, ó sean, pequeñas cantidades du 
mercaderías que puedan conducir no solo los pasajeros 
sino también los marineros, llegando esa obligación 
hasta la manifestación del rancho del buque. 

Qué de todas estas prescripciones se desprende per- 
fectamente el hecho de que en el equipaje de un 
pasajero puedan venir sin manifestarse ropas de su 
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uso particular que excediendo al límite prudencial de 
-las que pueden conducir sin cargQ de derechos, la 
Aduana los obligue á abonar únicamente los derechos 
sin pena alguna, como sucede actualmente y ha sucedido 
siempre, cuyo proceder se justifica desde que se trata 
de artículos de uso del pasajero; pero en niilgdii caso 
se comprende ni puede comprenderse, que un comer- 
ciante por el hecho de venir de pasajero en un vapor, 
puede traer consigo como equipaje, sin manifestarlo, 
todo un cargamento de mercaderías valiosas, puesto que 
si puede conducir diez baúles, podría conducir cien ó 
más, ó cargar todo el buque en esas condiciones, echando 
asi por tierra todas las prescripciones que las Ordenan 
zas de Aduana muy sabiamente lian establecido para 
garantir las rentas de la Nación, con la circunstancia 
agravante, en el caso de que se trata, de que no siendo 
el baúl el envase en que se conducen las mercaderías, 
el transporte en esas condiciones implica un conato de 
ocultación para desviar la vigilancia aduanera que podría 
considerarlas verdaderos equipajes, loque indudablemente 
ha sucedido con los doce baúles más que de la misma 
partida y de los misinos interesados se trasbordaron 
del «Oreuoque» al « Venus >» según declaración de Len- 
tori y Mialich á fojas :5 y 5. respecto de los cuales no 
hay constancia de que ellos luyan sido despachados; 
de todo lo que resulta que, no siendo tales equipajes, 
sino carga con arreglo á tos artículos &Í7 y 830, han 
debido manifestarse como tal carga en igualdad de 
condiciones al resto de la conducida y manifestada por 
los respectivos vapores. 
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(¿lie tratándose de los cinco bftules tomados por el 
Resguardo -i bordó del « Orenoque w hacia cinco ilias. 
desdi la llegado del vapor, que tfstos permanecían ;í 
burdo sin manifestar ion ninguna elast^ siendo lo 
natural -i se traían ctí i lio oq Mi pajes se bajaran jiitito 
eon los pasajeros conductores, rowo <** <lc úrden u prde- 
fu'd, pues la Aduana ti* 1 .!!»' establecida la obligación de 
conducirse junto cotí \6s pasajeros todos sus equipajes 
á electo de la re v i sacio n -y un t r.ega 'le los misinos A sus 
respectivos dueños; no concibiéndose por otra parte la 
cüuveuierieict legitima de un pasajero dé bajar dé un 
buque fondeado eii la rada exterior, dejando ¡i bordo su 
wjuipaje, bocho que lia calificado debidainetite el Señor 
JüeJí Federal Doctor Tedin. resolviendo delLnitrvainonte 
la demanda que «1 quo se doeia dueño. Léotiird.^ Inter? 
puso contra el AdnnuLsInidor de Rentas, por la deten- 
ción que de estos baúles efeCtüd el Resguardo. 

ijue en i;stt j caso, considerada, como carga estas ni er- 
caderías no .-pueden reputarse amparadas por la prescrip- 
ción del inciso i (leí artículo s'ii délas Ordenanzas, por 
Inibur la A'luana sorprendido la falta niajüfostaeión 
después de cinco d i ¿ta de la entrada del buque, tiempo 
sulieienti para la adición, si «.-I interesado hubiera que 
rido \eriliearia. caso sobre cual lia sentado va juris- 
prmlericia la Súprenia Corte en sus Tallos. 

Quí de autos eonstaque estas mercaderías iban diri- 
gidas ¡i la t-astii de Charles Llermanos y Cdrnpauia. hecho 
que comprueba Jas etiquetas iguales encontradas en las 
mercaderías de las dos partidas de baúles; pues todos 
llevan I» inscripción de Charles Hermanos \ Compañía; 
e(»tnprobáudose además por el sumario llevado al jux- 
. .<... federal sobre « i contrabatido perpetrado por 
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dicha rasa, que Don Eduardo Capnmri, que se dicepasa 
por conductor «le una partida lie «-sos baiiles, socio 6 
reniitcnte «le mercaderías .i ('liarles y c£Ue Leotitrd* «jue 
se dÍGO pasa por conductor <!<• la otra papti<¡a, es ge- 
reiite ó oiapleailo «I.- la misma cusa d^CiiafltíS, (o que 
comprueba debidamente que d esta casa do comercio iban 
destinadas estas uiercadi^uiá. 

Ror e.sios fundamentos* y de acuerdo con lo proscripto 
por el artículo OOó <!«• las Ordenanzas que rije para las 
mercaderías conducidas por vapore», paquetes. se <r un lo 
determinado por el número WL fu lio: condenando á la 

pena «l<- comiso las mor. a«íerias tíoúteiiídas rulos ilÍ03 

baúles de «t|iio se trata. 

.s\ ífitiL'iene 



Hílenos Aires, Setiembre I» ile WM. 

Y vistos; estos anios irai, los por l)0n Domingo Toro 
y Zelaya en roprcstíiitaíüion de Don Eduardo «apiñan \ 
por Don Eugenio Leotard* en hombre propio, apelando 
de una resolución del Administrador <!«• Aduana que 
declara caídos en comiso diez baúles de mercaderías 
venifloH 0ii el vapor « Ürenoqne », de los cuales cinco 
fueron trasbordados al « Eolo» y considerando : 

I". Que la resol uoion de foja 28 vuelta Coiiip muy bien 
la interpreta el Administrador de Aduana en su peso- 
lucioii de foja 37 vuelta* no importaba «ara cosa qüo 
dar al caso süb-judice la tramitación espresaménta sena* 
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la-la por el a rtículo SIS de las Ordenanzas para los 
casos en que so presenta a despacho como muestras y 
equipajes, artículos que no pueden ser considerados 
como tales. 

2?. <¿ue en este caso la Aduana sin tomar en cuenta 
este incidente, que por sí solo no constituye falsa mani- 
festación que induzca penalidad, debe examinar, si pres- 
cindiendo de tal hecho, la mercadería viene ó no cu 
conformidad .i las disposiciones generales que rigen 
toda carga en sus relaciones con la Aduana. 

3°. Que estando Ja mercadería según se afirma por la 
Aduana, sin contradicción de los apelantes, fuera del 
manifiesto géüétal de la carga del buqué* se halla en 
contradicción evidente A lo dispuesto por los artículos 
88^ y 838 de las Ordenanzas y sujeta á 'a penalidad 
impuesta en el articulo 905 délas mismas. 

Por estos fundamentos y los concordanles déla reso- 
lución administrativa de foja.... se con firma ésta, y en 
consecuencia, previa reposición de los sellos, devuél- 



vanse estos autos á la Aduana fiara que Heve adelante 
sus procedimientos. I Irisase saber notilicáudose original. 



SUpr&ma Corle : 

No proceden en mi opinión, los recursos de nulidad 
deducidos en esta causa. 
La resolución clelJuess Federal corrió ti ia á toja 28 vuelta. 
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Y 
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no pod fu recaer ni tener eficacia ftiera del punto apelado; 
y como este no era otro que el contenido en el escrito 
de foja 14 destinado ¡i obtener la revocación de la reso- 
lución de la Aduana de foja :i vuelta) que .ordenaba al 
Señor Capman justificase sus derechos a los bultos que 
reclamaba, no puede darse á dicha resolución del infe- 
rior el alcance qne pretende si mismo Cap man. 

Y la interpretación que de esa resolución judicial ha 
hecho el Señor Administrador de lientas en SU resolu- 
ción de foja M vuelta, confirmada en la sentencia de 
foja 01, me parece enteramente correcta. En tanto tiene 
autoridad el Juez de la apelación, en cuanto conocí; de 
lo que ha sido apelado. Tántúm devotulmn, quantum 
apellaban. La sentencia por otra parte dehe ser con- 
forme con la demanda ; y si se extiende á más de lo 
pedido, es fpsó jure nula ( Gregorio López en la glosa 
i" de la Ley 16, Titulo*». Partida a» ); asi. pues, la sen- 
tencia de foja 28 vuelta no tendría valor fuera de la 
parte en que conürmará ó revocara la resolución de foja 
3 vuelta; y 110 puede por tanto ser invocada para fundar 
la nulidad de la de foja 61. 

Por loque hace á hiparte del Señor Leotard.quo funda 
su recurso de nulidad en la violación del articulo 1053 
de las Ordenanzas de Aduana, que dispone que, en el 
sumario que los Administradores de lientas mandan 
levantar en los casos de contrabando y de defraudación 
de la renta, se hagan constar los dvxr a i ; ,os justificados 
de la parte interesada, tampoco me parece demostrada 
su procedencia. La audiencia del interesado y la cons 
taucia en el sumario de sus descargos, suponen nece- 
sariamente su comparecencia ante la Aduana; y resulta, 
que siendo ti, el introductor de cinco de los diez cajones 
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mercaderías conducidos pi»r los vapores «Eoló» y 
« OVenoqae » y detenidos por el Resguardo, tiré citado 
según los edictos que aparecen publicados en los diarios 
«pie corran á foja 1/ y siguientes del expediente agre* 
gado ; y Vn vez de comparecer cuite el Ádmitvistrador 
de lientas ¡í defender su propiedad, .i hacer manifesta- 
ción de ella y pagar los dcivclms tvsp<vtivos, ocurrió 
ante el Señor Jiloz leedora! Doctor Tedio, de quien 
obtuvo mandato pura (pie le fueran entregados, oomo 
resulta df la diligencia r* »j ;i l"> «le dicho expediente 
ag regado. 

l/t coinpareceTiüia del Señor Leotard aíile la A-luana 
aparece soloá foja 'il cuando huí le iiotiflcci lii resolución 
del Señor Administrador de lientas de foja 31 vuelta, 
ron motivo de hacérsele la eiitregiidc los bultos que le 
pertenecían* ordenad 21 por el Señor Juez Doctor Tedin. 
Suii» á éj pues débe ¡rnpHtiirse su falta » I < - audiencia y 
de defensa én el procedí niieipt<i a(lnn|ustrat¡vo. Soy 
pites de opinión que V E¿ no debe hacer luga)* .i ífts 
reiuirsos dichos dé nulidad. 

Por lo r|ue respecta al recurso de apelación que asi- 
mismo lian deducido los señores Gapniáíi y Leotard 
contra la seinenriá dé fojn 01* creo también que V. K. 
debe desesi imarlo v confirmar dicha senteinjia. 

No aparece exacto que el Señor Capiiiao presentase á 
la Aduana los bultos de mercaderías que; traía en jhi 
equipaje, eotno lo díee á fo ja 48 vuelta, lo repite ó foja 

vuelta ó insiste una w/ más en lo mismo á foja 
cuando en escrito anterior y ií foja 15' había cohsighadó 
la siguiente declaración : 

« El Señor Oapmaii, dice, vino de joropa en el último 
viaje del « Orerioque »• trasbordándose en Montevideo 
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••ii *'\ vapor •« Vftiiis » en cuyo buque 'ottiis/téH'l al Se* 

itor ViJIu/wnjtr. gerenta « 1 K\|»|vm» i|U«- lleva su nombre. 
/*/ desembarque i/ dti>spae/io dé /"\ bultos i/ue ¿raiii eonuyo. 
Llegado *¡ este puerta ¿tn itn>> [t ira y///- preocuparse de 
sus fjqüfcs, '/rw/r ffue él comisionóla ViÚdlotiga era el 
Obligado a torré* ri »tt lodos (Os trámites del rtf*ó.» 
Si el Señor Capiñaii lio sa preocupó ya de Sil» bfiulos 
Mifs (jilo ¡i bordo «¡' I vapor uVeiUisu encargó dó tdjos 
al Señor Vílluíoiiga, ijó puede admitirle cóuitíexacto 
al desembarcar en este puerto, el mismo Señor ('npimui 
y su coinisiunista Villiilpn^a. pnísonlani á\¡\ Vd liana 
ó al Resguardo osos mismos baúles de -s* • i i a l> í ¡t des- 
prendido. 

Poro hay algo más todavía. Interrogado til s-ím!' Vi- 
I la tonga sí foja rj(¡ vlielta si el HeAor Capman l<- enco- 
mendó el des pucho de su equipaje, mi al venía ''ii «i 
vapor *« Orcnoque ■ eu s»u \ ¡ajo <le tVbrero del miio ppdo. 
" contestó nqttc ao\ que por bi referencia que so lé hace 
o iíii este acto le !a causa que lia dado causa ;i tiste smua- 
« rin, recuerda haber conocido ;i bordo del vapor « Ore* 
" noque >, <n su viaje dp Enero del ano ppdo.. ñ un 
- Señor ( 'apiñan, como .i otro Suuor Leotardi ambos 
« conocidos conlo la «"asa Charles Hermanos y Coni- 
ti panda según referencias «I»' ¡i bordo, y que rst..s seíio- 
« tes como otros veinte ptisajeroé más, encargaron a los 
« agentes de Compañía de Transportes* la conducción 
« d>' sus equipajes desdo ej vapor «OpeiiiKiae») hasta 
ii .-I vapor «Venus» «"» «EoIom. en la rada de Kloiíte? 
u video ; ignorando eoiüpletamehte cuánto lia sucedido 

« después. *» 

Resulta, pues, que tampoco es exacta la comisión 
dada al Señor Villulonya; aun cuando se entendiera con 
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aJgüW agente de la Compañía fie Transportes para la con- 
ducción de su equipaje desde el vapor «Orencyue» hasta el 
«Venus» ó «Boto» en (arada de Montevideo. 

Interrogado á foja 3 del espediente agregado el em- 
pleado ó agente déla Km presa de Transportes encargado 
de los equipajes. Don Enrique Leutan, d quien sin duda 
se refiere su declaración el Señor Villalonga, declara: 
que el Señor Capinan le encargó del transporte Je sus 
baúles y do su entrega en esta capital ; pero que, ya A 
bordo del « Kolo », « el Señor Capnian le dijo que se 
« desentendieran de ellos, por cuanto «51 ( Capmau ) 
« si iba a encargar de su desembarque en el puerto 
<« de Buenos Aires ; y que por tal motivo no los condu- 
« jo como se le había ordenado al principio á la calle 
« de Suipacba núm. 14». 

El otro agente de la misma Compañía Don Mateo Ma- 
lieb. declara á foja 5 del mismo expediente agregado, 
que el mismo Señor Capman le encargó la conducción 
de doce bultos traídos basta Montevideo por el vapor 
«Orenoquc»; que los trasladó al vapor «Venus.» para 
conducirlos ¡i este puerto; pero no sabe si los espresa- 
dos bultos fueron traídos á este puerto y presentados 
al llesguardo para su revisacion : lo único que recuerda 
es que el Señor Capman le dijo bordo del «Orenoquc» 
quo esperaba ;i una persona, que ora su sócio, en el 
puerto de Rueños Aires para efectuar el desembarque 
de diebos bultos por su cuenta. 

Kstas declaraciones, (pie no concuerdan en modo 
algalio con las presta-las por el representante del Señor 
Capnian ni con las del Señor Leotard. forman mi con- 
viccion de qué las mercaderías deque se trata debieron 
introducirse excusando el pagó de los derechos fiscales, 
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y en violación, por consiguiente, délas disposiciones de 
las Ordenanzas de Aduana. 

En esta clase de hechos la prueba directa y plena es 
poco menos que imposible; pero la ley autoriza como 
bastante la de presunciones, cuando ellas son tales que 
imponen el convencimiento al fallo del Juez ( art. 358 
del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Por los fundamentos de la resolución del Señor Admi- 
nistrador de Rentas, corriente á foja 37 vuelta, y los de 
a sentencia recurrida de foja «i, soy de opinión que 
V. h. debe confirmar esta última. 

Antonio E. Matavcr. 
Bueno» Aires; Noviembre uo <lo laoi. 
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Buenos Aires, Marzo 12 de 1WJ2. 

Vistos y considerando : 
Que es uu hecho no negado que las mercaderías con- 
tenidas en los diez bultos á que estos autos se refieren 
haya.» venido con etiquetas de casas de comercio de 
esta plaza, y no puede dudarse por lo mismo, que eran 
trasportadas con destino á ella y para ser introducidas 
á la misma. 

Que corrobora este hecho la declaración del testigo 
Don. losó A. Villalonga, corriente á foja 30 vuelta, de la 
cual resulta que tanto Don Eduardo Cap man como Don 
Eugenio Leotard encargaron á bordo del « Orenoque » en 
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«•I puerto de Moiítevkieo á los agentes de la Compañía de 
Transportes en dicho puerto, la remesa á esta plaza de 
sus equipajes en cuya calidad venían las mercaderías 
en cuestión. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia recurrida 
de foja <¡1 y vista ttel Señor Procurador General de foja 
92, se continua dicha sentencia, con costas* lio hacién- 
dose lUjCar al recurso de iiulidtid interpuesto por las 
consideraciones une aduce el Señor Procurador Gcíicrál 
en su dicha vista. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Hl X I VMIN Vl< | uUK \. ™ ( \ S. DE 

la ToitiíK- — Luis V- Varkla; 
Abel Bazan. — Lüis Saks/ 
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El hurlar /),,„ ¡Jmt» MfcHt/if, COflfm Ití Huno, fa'QviMiaMé 
Córdoba, por ronot'rsion ile billele* ; sobré moratorias 
!/ suspensión tic e jécur ion. 



SH,tMiio,—L^ ley (I.- Bancos Nacionales Garantidos 
no es aplicable á los tjite han quedado desligados de « lia. 
>' las ratorias concedidas .-i éstos por el Juez de Comer- 
cio, impone la suspensión d.- las ejecuciones. 



('aso.— Doctor Don Lúeas Allende ocurrió ante el 
Juzgado, exponiendo; «¿lie presentaba la cantidad de 
N'tso pesos nacionales en billetes del Banco Provincial 
de Córdoba, do la antigua emisipn, que debía serle 
convertida á billetes .!«■ curso legal por dicho Banco» 
so-iin bis l.-ves y decretos vigentes y reiteradas resolu- 
ciones de los tribunales. Que no habiendo podido con 
seguir privadamente la referida conversión, pedía se 
ordenara al Banco Provincial el pago dentro de tres 
días de 8<iSü pesos curso legal, intereses y costas. 

Conferida vista al liscal, expuso: que en un juicio 
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análogo el Juzgado se habla declarado competente, y 
por tanto, estaba resuelto el punto. 

El Juzgado considerándose coin pétente por tratarse 
de la conversión de billetes que* aunque declarados sin 
fuerza chancelatoria. circulan al amparo de la ley na- 
cional (Ley de Bancos Garantidos del 87) mandó que 
se notificara al gerente del Banco demandado verificase 
la conversión solicitada, dentro del tercero día bajo los 
apercibimientos de derecho. 

Posteriormente, y con ocasión de un ofició del Juez 
de Comercio, el de Sección dictó el siguiente: 



Fallo d*l Jttttf federal 

Córdobu, >ovlcmbre lü do 1801. 

Autos y vistos: la anterior comunicación del señor 
Juez de Comercio pidiendo la suspensión de los proce- 
dimientos contra, el Banco Provincial de Córdoba, en 
virtud de haber solicitado moratoria para el pago de 
sus créditos; y considerando: Que del olicio referido 
consta que lo resuelto y pedido por el señor Juez de 
Comercio está basado en lo dispuesto por los artículos 
1584 y 1086 del Código de Comercio, se resuelve sus 
pender la ejecución de los juicios pendientes ó que se 
iniciaren contra dicho Banco y que se tramitan ó tra- 
mitasen por ante este Juzgado; debiendo agregarse copia 
del presente en cada uno de los juicios pendientes. 

C. Moyana Gaciíáa. 
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El Doctor Allende apeló exponiendo: que una de las 
garantían acordadas ñor la ley á la emisión inconver- 
tible, es el fuero feudial para competir A los emisores 
á cumplir las prescripciones relativas ¡i los billetes de 
curso legal, y por eso dispone la ley que se tramite 
ante el mismo Juez el concurso ó quiebra de la sociedad 
emisora. 

Que por esto el Juez Federal no debia respetar nin- 
guna urden emanada de la justicia provincial que obs- 
taculice los procedimientos seguidos contra el Banco 
Provincial de Córdoba para obligarlo ¡i convertir ó reti- 
rar los billetes emitidos al amparo tic la ley nacional. 



VISTA DEL Si:Ñi»K PROCO RAPOK OENF.KAL 

Suprema Corte: 

Kl recurso interpuesto contra la resolución del Juez 
Nacional de Córdoba, en cuanto manda suspender una 
ejecución contra el Banco Provincial de esa ciudad en 
virtud de moratorias testimoniadas á foja 3, me parece 
fundado. 

Es fuera de cuestión que el Código de Comercio, en 
su art. 1580, determina, como efecto de las moratorias, la 
suspensión de todos los procedimientos ejecutivos pen- 
dientes ó que se iniciaren contra el deudor. Lo es tam- 
bién, que el articulo 12 de la ley sobre competencia y 
jurisdicción de los Tribunales Nacionales excluye de 
ella, por el inciso 1" del artículo 12, todos los juicios 
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universales de concurso íie acreedores y partición de 
herencia. 

No obstante opino, qtio todas las presrriprioiies Je la 
ley de 3 de Noviembre do 1887, sobre Bancos Garantí- 
•los y el decreto reglamentario ls < I « • Noviembre <l«'l 
niismó, locaban todos los estableciiiuéiitcis de criídito 
que se acogiesen ¡i su régimen* bajo la jiirisdiccioii 
nacional 

La intervención que la ley y decretos citados atribu- 
yen al I'. E. «!«• la Nación en !<»* Báneoá emisores; el 
carácter «le la emisión, «•! rol de los rótulos públicos 
nacionales en garantía, son hechos que creaban rela- 
ciones necesarias ron las autoridades y los grandes ins- 
umios de crédito nacional. 

Por filo, sin duda; el artículo I - • de la ley lian* ¡i los 
inspectores nacionales nombrados por el I'- K. Nacional 

parte necesaria <-n toda causa relativa ;i su concurso Ó 
liquidación, por resolución «leí Juez Racional eorrespon 
diente; y el presidente ite la Oficina inspectora ó el ins- 
pector será el SÍndiCO «leí COUCUrSO. 

Deduzco de este artículo, que la ley dé I°*Í7, sometió 
á la jurisdicción nacional los Bancos llamados gahiii- 
tirtos; y como el Banco Provincial de Córdoba so había 
sometido Ú su régimen y había Sido comprendido por 
el decreto de 31 «!<• Enero «le 1885, «'ii los de ii y 15 del 
misino mes. sobre ¡ncoñ versión y curso legal de sus 
billetes, quedó sometido, por lales actos, ;i aquella juris- 
dicción de la Ley Nacional 

Opino, en consecuencia, que las moratorias solicitadas 
ante la jurisdicción provincial no pueden producir, como 
emanadas «le autoridad incompetente, <•! efecto «le suspen- 
der las acciones deducidas ante la autoridad procedente 
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del .liiez Nacional, y que ol auto recurrido iMhí sftr re- 
vocado <'ii eaiisücuoncin. 

Hílenos \irr-. Mi.i/u :: \n&& m 

SábihiaM Kkt\ 

I alio <|<- I» Suprema Ct»rl«> 

lUiciios vims, Marzo [2 do |gQ% 

Visiu.s: Kstando düsUfíadq de la Ley dti Bfaiieos Nació- 
nales Garantidos <•! Raneo Proyiiitíiál do Córdoba, con 
am-j-ln á la W\ d« 10 dó Agttéto dé 1891, lo que hace 
inaplicaUrs alraso las, disposiciones de i\ de Noviembre 
de 1887, rel2it¡vamont« ¿i la liquidación y concurso de aque- 
llos Bancos y á la jiirisdiccioil federal en tales casos, 
á qiio aluden « I recurreiite á foja 4, y el señor Prociirador 
* ¡vii t-rü I en su precedente vista: 

Por esto y tos furicláiiieiitos del auto apelado, agregado 
ei» testimonio á Toja:!: se con fi t ina, ron costas, di citó auto, 
eíi Cuanto por él so manda suspender los lU'OctHlimientos 
•lela ejécucíoi) iniciada en b$.tc ca.su. ftepóhgíinse los 
sellos y devuélvanse. 

liCNMAMlN Vl<To|;|( \._<\ s. m 

i.a Tuina:. — la is V Vaiuj.a. 
— Aia i. Mazan. — la is S\i;\/ 

l'lÑA. 



390 



FALLOS DE LA SÜPRKMA OOK'IK 



CAUSA XI. II 



Francisco Rustió y Compañía contra Patina \¡ tternas- 
voni ; sobre cobro (te lanchajes. 



Sumario.— R Los lancheros encargados por los agentes 
del buque de la descarga de las mercancías, tienen el 
derecho de cobrar directamente á los dueños de éstas 
el precio de uso» cuando en los conocimientos exista la 
cláusula de que la descarga se efectuaría por el Capitán, 
por los medios que juzgara convenientes. 

2 o . Las faltas no reclamadas y verificadas en tiempo, 
que además aparecen inverosímiles, no dan derecho á 
resistir el pago del lanchaje. 



Caso. — Lo indica el 
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Fallo del Jar*, rederal 

Buenos Aires. Setiembre 3o .le 1800. 

Y vistos estos autos promovidos por Don Francisco 
Bussio y Compañía contra los Señores Palma y Sernas- 
con i. por cobro de ochocientos diez y nueve pesos con 
«Pinte centavos, procedentes de lanchajes y honorarios 
d<- un perito pesador en la forma que expresa la cuenta 
agregada á foja 1. 

Resulta : K Que Bussio y Compañía fueron encargados 
por los agentes en este puerto del vapor « Stroit of Belle 
Isla », Señores Aiscardi. Kemyery Compañía de efectuar 
la descarga por medio de sus lanchas, de una partida 
de mármoles conducida por dicho vapor á la consigna- 
ción de 1 ¡s demandados. 

2». «Jue al efectuar la descarga los lancheros pidieron 
el pesage de la carga por tener fundadas presunciones 
dé que los mármoles tenían un peso mayor del consig- 
nado en los conocimientos, á lo que accedió el Juzgado, 
practicándose dicha operación por el perito Loveri, con 
citación de los interesados, según consta en el expediente 
agregado bajo la carátula «Bussio Don Francisco, soli- 
citándola verificación del peso de unos mármoles», dando 
por resultado ciento cuarenta y un mil kilos, ó sea, vein 
te y un mil kilos más de lo indicado en el conocimiento. 

<íue en esta virtud 'os lancheros se presentaron al 
.Juzgado entablando demando contra Palma y Bernasconi 
por el importe del lanchaje con relación al peso efectivo 
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del mármol más honorarios del perito pesador* ;i 
cuyo reclamo objetan aquellos: 

I o . Que no han delegado en persona alguna la facul- 
tad para que contrate á su nombre la descarga con los 
demandantes, no existiendo por consiguiente relaciones 
de derecho que éstos puedan invocar para demandarlos: 
2". Que les faltan setenta piezas de mármol para el com- 
pleto de su factura, de cuya cantidad lian Hecho respon- 
sable ¡i los agentes del vapor* no pitdtóiido reconocer 
cuenta alguna de gastos* basta que este puiito lio qiiede 
bien esclarecido; y Sft Que no están conformes con la 
cuenta de lanchajes por adolece* de diferencias en cuanto 
al precio, peso y al agregado de los honorarios ¿leí pe- 
sador. 

Y considerando : 

1. Que los demandados no han desconocido «-1 heclio 
fundamental qiie sirve de base al cobro de lanchaje, 
esto es^pie los demandantes lian verificado efectivamente 
por medio de sus lanchas la descarga de los mármoles 
venidos ;i su consignación, por encargó de los agentes 
del vapor, lo «pie autori/a á tener «orino cierto el hecho 
en conformidad á lo dispuesto en el articulo 86 de la 
Ley Nacional de Enjuiciamiento. 

> \ Que por cláusula expresa del conocimiento, bajo el 
cual vinieron los referidos mármoles, se estipuló q ué I n 
descarga se efectuaría por él ('apilan del vapor, or los 

medios que éste juzgara conveniente, sii eesidad de 

prevenir ai consignatario, y por cuenta y riesgo de la 
mercadería que deberá reembolsar so importé, lo que 
constituye en cierto modo un mandato para contratar 
á nombre de los dueiios de la carga el transporte i 
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tierra en las lanchas, constituyendo esto un acto separa- 
(lo é independiente del viaje trasatlántico, puesto, que Ja 
responsabilidad concluía al costado del misino en el 
Puerto ó liada Exterior. 

f°' (íl,e iltí estos antecedentes surge necesariamente una 
tolpon de derecho entre el dueño de la mercadería y 
«1 lanchero que presto el servicio de la descarga para 
cobrare! precio de ese servicio, sin perjuicio de la acción 
que á ésto compete directamente contra los agentes del 
va|...r míe lo dieron el encargo, según l«> da establecido 
en varios casos la jurisprudencia de la Corte Suprema 
f- <¿ue <•! peso efectivo del mármol ira sido estable 
cido pericialmente. resultan,!,, conforme .„„ ,| ,,,„. ,. x 
presa la cuenta de foja I. sobre el ciial debe pagarse el 
lanchaje por,,.,,, se trata .le .... contrato independiente 
y distinto del de transporte en el buque mayor, cuyas 
,3 ?" 4,c,ones sol ° Aligan á las par.es que liañ infr've- 
niuo en el, o quienes sus derechos representan. 

<»ne e„ cuaiitp á la objeción relativa á diferen- 
de precio, puede ser tomada en consideración por- 
'I'" 1 noae ha determinado catogóricamente, como lo exij tí 
la ley, en que" consiste dicha diferencia, resultando por 
el contrario, de la comparación del precio lijado en la 
cuenta de foja l, .•„,, |os establecidos en la tarifa de 
lanchajes publicada por el gremio de lancheros, que es 
conforme con el de dicha tarifa. 

,ím de la falla de setenta pie'/as de már- 

mob además de no haberse justificado en la forma y 
tiempo que prescriben los artículos m y 1240 del Có- 
f &) í,e GoinerCio vigente .i la .-poca en que se efectuó 



lesoarga, I" que priva al dueño ó consignatario de 
"< ■' ■" «■ion pa. a reclamar el importe del d&ño ó pdrdida, 
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haciendo ñor consiguiente innecesario la prueba al res- 
pectóles también inverosímil, desdequé resultan veinte 
v un mil kilos de más en el peso expresado en el co- 

nocimiento. . 

Por estos fundamentos, fallo: condenando i los Seno- 
res Palma v Bernasconi al pago de seiscientos noventa 
v nueve pesos veinte centavos por lancháge y la mitad 
del honorario del pesador, por ser una operación con- 
veniente para ambas partes, en término de diez días. 
COn sus intereses moratorias á estilo de Banco. Notifí- 
. [iiese con ei original. 

VirgUio M. Tedin. 



Fallo «le Ift &uprvmm Vnrt* 



Buenos Aires, Marzo 12 de 1892. 

Vistos: Sin acordar á las afirmaciones contenidas en 
el considerando cuarto de la sentencia apelada de foja 
L5. otro alcance que el de establecer que el trasporte de 
las mercaderías desde el buque mayor a tierra forma 
.... el caso la materia de una estipulación especial en el 
contrato de lletamento, que debe entenderse regida por 
Las cláusulas ó usos que le sean relativos: se confirma 
cpn costas, por sus fundamentos, dicha sentencia, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Vtctorica. — C. S.dk la 
Torre. — Luis V. Várela. — 
A.BEL Ba/.\n. 
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CAUSA Xlilll 



fhm Pastor Víctor contra twa Joar/uin Gásanova, por 
robra ejecutivo de pesos ; sobre recurso de apelación 
y nulidad. 



Sumarío.—É\ auto mandando ampliar el embargo y 

citar de remate, no es apelable. 



Caso.— Resulta del 
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Salla. Mano 10 <le l&K. 

Suprema Corte: 

En el recurso de hecho interpuesto por e¡ Doctor 
Don Vírente Anzoiítegui, en representación de Don Joa- 
quín Casanova, en la ejecución que contra éste aigue 
D. Pastor Víctor, por cobro de pesos, cumpliendo lo 
mandado por V. E. en decreto de 18 de) mes pró- 
ximo pasado, informo: 
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Que la parte de Caáaiiova dedujo los fecursos de ape- 
lación y de nulidad de los decretos de substanciación 
que ordenan ampliar el embargo y citar de remate al 
ejecutado, y el Juzyadu no hizo lugar ti ellos, porque 
el artículo 800 cíe la Ley Nacional «le Procedimientos 
prohibe concederlos friera délos casos declarados eií los 
artículos 251, 272 y 297 de la inisina lop 

si el procedimiénto lio se ajustó r garosamente á la 
ley, futí por consentimiento de parles. ÉO efecto, no- 
tificado el solvéndp; la del Señor Gaisanova Se presentó 
justificando haber consignado el capital demandado y 
pidiendo se levantara el embargo preventivo, que se 
orden-» trabar, previa lian/a ofrecida por él ejecutante. 
Éste, á qwiéh se corrió vista «le lo solicitado y de la 

consignación hecha, sin perjuicio de la vía ejecutiva. 

aceptó la consignación en garantía del crédito principal, 
protestando continuar la ejecución por intereses y cos- 
tas ¡i que dice tener derecho. Kn consecuencia, por 

Común consentimiento de partes; mandóse levantar el 
referido embargo y por decreto ejecutoriado de 30 de 
Diciembre último, se ordenó conservar a órdeii del Juz- 
gado la cantidad consignada éh calidad de émbárjjo. el 
cual se tttftndd ampliar por decreto de ¿ de Noviembre, 
ordenándose la citación de remate por decreto de 1!* dé 
Enero prAxlmo pasado á solicitud del ejecutante. 

De manera que el embargo quedó déliniU vamente tra- 
bado en la cantidad consignada por el citado auto con- 
sentido y ejecutoriado de 30 de Setiembre, sin que 
fuese necesaria otra diligencia de embargo. 

Etl este estado, la parte d&I SpílOI? Casaunvu pidió hi 
reposición de los decretos mencionados, interponiendo 
en subsidio los recursos de nulidad y apelación, por 
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cuanto creé que el Juzgado debió anticiparse á resolver 
si estaba ó no pagado ei total del crédito ejecutado; 
pero como el pago por consignación que alega importa 
una excepción, que no puede Oponerse ni resolverse 
sino en la forma y én él término establecido por la 
•■nada ley. el Juzgado no hizo tugar á lo pedido en el 
auto qué me permito transcribir. «Salta. Enero 30 de 
1892.— Y vistos: resultando que el ejecutante expresó 
foja 51 qué no aceptaba la cantidad consignada sino 
en payo solo del saldo por capital, y que continuaba 
!« ejecución por los intereses y costas, que creía tener 
derecho á cobrar; que por esta razón, por auto ejecu- 
toriado de 30 de .Setiembre último, se ordenó el depó- 
sito en el Hamo Nacional, en calidad de embarcó, de la 
••.-unidad consignada, no lia lugar á la revocatoria pe- 
dida, ni ¡i los recursos interpuestos, por ser inapelable 
el decreto de citación de remate; y resérvese la excep- 
ción «h- pago por consignación opuesta por el ejecutado 
para deducirse y resolverse en la estación correspon- 
dente, con las costas de este articulo al ejecutado 
Señor Casa no va. — Xambra/io. >• 

Dios guarde á V. E. 

Parid ¿ambrano. 



Fullud* In KiiprniiM t'ortr 



míenos Aire?, Marzo 15 de 1892, 

Vistos en el acuerdo: No siendo apelable el auto 
recurrido, con arreglo á lo dispuesto por el articulo 300 
de la Ley Nacional de Procedimientos: no lia lugar al 
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recurso de hecho interpuesto, y remítanse estas actua- 
ciones al Juez de Sección, ante el cual deberán repo- 
nerse los sellos, para que los mande agregar á sus 
antecedentes. 

Benjamín Victokic* — C. S. déla 
Tourk.— Lns Y Várela — Abel 
Bazas. — IA is Saenz PeSa. 



c \ts\ VIJV 



Im Compañía de Ferrocarriles Pobladores, muirá ta Com- 
pañía Tejedora y fjon Antonio Newman; sobre ex- 
propiación* 



Sumario.— Siendo equitativo el precio asignado pol- 
la sentencia de primera instancia, debe continuarse en 
esta parte, y elevarse la suma lijada como indemniza- 
cien de perjuicios por los que no han sido debidamente 
apreciados. 

Caso.— Lo indica el 
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Fallo tM 4»>i. Ft-d*ral 

Vistos: los seguidos por la Compañía de Ferrocarri- 
les Pobladoras <?ontra la Sociedad «La Tejedora» y 
Don Antonio Newruan sobre expropiación; y resiil- 
tamlo: 

I o . Qne terminadas las articulaciones promovidas por 
el demandado, con el acuerdo celebrado ante la Suprema 
Corte y devueltos los autos al Juzgado, se convocó á 
las partes á juicio verbal á objeto de que nombrasen 
los peritos que determina la Ley de Expropiación — 
acto que tuvo lugar á foja 25, en el que se designó 
por parte de la Empresa á Don Domingo Larralde y 
por el demandado ¡i Don Andrés Rolon. 

3k Que «1 dicho Señor Rolon. en su informe de foja 
.'Í7, estima en la suma de 123.000 pesos moneda nació 
nal «el valor de La tierra y la indemnización por todos 
los perjuicios y gravámenes resultables de la expro- 
piación», en razón de la distancia de las obras de 
canalización y vía Decauville, de terraplenes y demás 
instalaciones. 

3 o . Que el perito Señor Larralde. por su parte, des- 
estimando por completo todas las obras ¡i que hace 
mención el perito Señor Rolon, reduce el monto de la 
expropiación al valor de la tierra, estimando el metro 
cuadrado de ésta en W centavos y el fraccionamiento 
y demás perjuicios en un 50 % SOltfé él valor de la 
tierra expropiada. 

Que impugnadas estas estimaciones por parte del 
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propietario y en vista de la disparidad de precios asig- 
nados ñor los peritos de las partes al terreno que se 
traía de expropiar, asi como las contradicciones de los 
mismos respecto de la importancia de los perjuicios 
ocasionados al propietario, él Juzgado, por auto de To- 
ja IOS. nombró un tercer perito para que inspeccio- 
nando el terreno informara sobre sus condiciones y 
valor de la misma, con referencia ¡i los danos causados 
por la via en construcción y demás que resultaren de 
la obra; recayendo en definitiva este nombramiento en 
el K.'kor Ingeniero Qón Luis A. Uuergo. 

5*, Que del informe «leí mención add Ingeniero, co- 
rriente :i foja ÍSB t se desprende como conclusión, des- 
pués de un estudio detenido, tanto de las obras mismas, 
como dé los libros de la Compañía « La Tejedora», que 
el valor del terreno es de $0 centavos moneda nacional 

Cpmo lo lija el perito del e\|iro[.iante. 

o\ Que la obra del canal, así como la de la línea 
becauintfei no tiene la importancia en el caso suh ju- 
<if#Vífj que i-I perito Sffior líolon le atribuye, si bien 
s*.n dignos <le tomarse en cuenta para la indemniza- 
ción, lijando comí» precio déla excavación ó canal 150 
p0'\/»s monada nacional y como costo complementario de 
la línea Décauville 500 pesos tnoneda natiónál* 

7". Que la paralización de los trabajos en la fábrica 
«La Tejedora» no ha sido causada por la Empresa 
expropiante, sino por falta de elementos propios, como 
>e desprende de las causales mismas invocadas en autos 
por la parte expropiada. 

S". Que observado el informe* por parte del expropiado, 
que produjo el Ingeniero Huerco, el Juzgado decretó 
una inspección ocular con el objeto de adquirir una 
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noción exacta respecto del valor de los diferentes in- 
formas periciales producidos, la que tuvo lugar en la 
forma que da cuenta el acta <ie foja 144; y conside- 
rando: 

l". Que el precio -le 2(» centavos asignado al terreno 
eii liti»i<» por los peritos señores Fínergo v Larralde es 
sumamente bajo, ron relación á los lijados á otros te- 
rrenos próximos, como asimismo que ha de tenerse en 
cuenta el valor que ellos tuvieron en el momento de 
decretarse la expropiación (véase Fallos .lela Suprema 
Corte, série 2\ tomo 21. página 47) por su cercanía al 
piieblo «le san Fernando y fáciles vías de comunica- 
' ion. lo que determina su mayor valor, y este Juzgado 
lia señalado el de / peso moneda nacional al terreno 
dej señor Don Gárlós M. de ATvear. lindero al de La 
Tejedora », con diferencia .le ser el .le ésta anegadizo, 
incultivable y Cenagoso, y el do aquél utilizante en di- 
versas formas y relativamente alto. 

2* Que «d Juzgado ha fallado ya respecto á precios 
sobre terrenos mejores, asignándoles el de 70 y M 
centavos el metro cuadrado, como en los casos de !.»s 
Señores Vernet. Aguírre y otros, lo que da una base 
paré determinar el valor .leí que es materia de este 
juicio. 

3°. Que en cuanto á los perjuicios sufridos por el 
propietario <M terreno, por donde pasa la línea férrea 
de la Compañía expropiante, forma una fracción inde 
pendiente de w/itrtla en /¡tte está ubicada ¿a /dórica ta 
Tejedora », siendo so linea divisoria una caite pública, 
lo que viene ñ establecer la falta de importancia que' 
respecto de dicha fábrica tiene el cruzamiento del te- 
rreno por la linea ferroviaria, quedando limitado ese per- 
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juicio ii un fraccidnaihieiito en condiciones ordinarias, 
cbiho lu ha podido comprobar el Juagado en la inspec- 
ción ocular mencionada anteriormente. 

V. Que, de lo informado por el perito Ingeniero Huergo, 
«•uvas conclusiones el Juzgado acepta y hace suyas — 
por sus fundamentos — la competencia del informante 
v la comprobación personal del qué subscribe— se de- 
duce que los perjuicios deben referirse únicamente al 
importe de la terminación de la via Deeanville. para 
quedar expedita* al movimiento de tierra de la excava- 
ción ó canal, y finalmente al fraccionamiento general, 
por cuanto todos los demás perjuicios señalados por el 
perito Señor Koloiu no hun «Mo causados por la Em- 
presa ferrocarrilera mencionada, como lo prueban son- 
rientemente las constancias de autos ya citadas. — Por 
. stos fundamentos fallo: mandando pagar á la Compa- 
ñía Nacional de los Ferrocarriles Pobladores la cantidad 
de 7.5 rentaros moneda nacional por cada metro cua- 
drado de superficie de tierra que expropia á la Socied.nl 
«La Tejedora» y además' /sWW peto* moneda nacional 
por toita mdemnizaciOfh, conforme ¡í lo expresado en él 
cuarto comiderando y lo apuntado por el Ingeniero Huergo. 
msVs los intereses de Banco, desde la toma de pose 
sion, siendo á cargo del expropiante las costas del juicio, 
como lo dispone el articulo IX de la Ley de Setiembre 
de 1860. Notilupiese original, regístrese en el Libro «le 
Sentettoias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado en la ciudad 
de La Plata, ¡i los 2i¡ días del mes de Agosto de 1891. 

Mañano S. efe .4 urrecoechea. 
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Fallo d«» Im Supn>nm €Wlc* 

Himnos Aires, Marzo 1¡> *le 1892. 

Vistos: siendo é^UltátiVO el precio de 75 centavos 
por metro cuadrado asignado por \n sentencia de foja 
L4IÍ al terreno ;í expropiarse, y teniendo en considera- 
ción los perjuicios resaltantes á los expropiados por 
consecuencia del fraccionamiento de su propiedad, mo- 
dificación de los terraplenes de la vía Ferrocarril De- 
cauville que tienen establecida y demás enunciados en 
los informes periciales de fojas .*J7. IQJ y 133» se CQH- 
lirirta con costas dicha sentencia, elevándose ¡i 3500 
pesos el valor «le las indemnizaciones deludas por razón 
de los perjuicios referidos. Repónganse los sellos y 
devuélvanse. 

Benjamín Viotorica. — C. s. de r-A 
Torne. —- Luis V. Várela,— Abkl 
Iíazan. — Lns Sáknz Pesa. 
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/">/< fr-ant isa) Carón, ' nutra Dofta Custodia Castro, sobre 
niyint'kacMi </<> muebles* 



Sumario. — El poseedor «1<- mueblas ajenos que los lia 
enajenado sin derecho. del>e abonar al propietario ó ¡i 
su heredero, el valor que se les fije eu j 11 icio por separado, 
si no conviniesen determinarlo de común acuerdo, 

Gmo, — Lo indica •■! 

Tulle» «14-1 •lm* / B « il« r;«l - 

San Júiiti, Pobrero 15 4e 1*7*. 

Vivios: enir*. Dqii b>anc¡seo Coron y Doña Custodia 
Gastrü, entablando priníero accíoíi de reiViritl¡ea^ioi;i 
-•nutra la segunda, do una mesa Úe billar y SUS útiles 

correspondientes, que le pertenecen en propiedad como 

heredero •!« su priinitivp dueño* el tinado Don .\iHoni o 

.... 

■ I i Kftt.i . .ui-i éSUlVU |Mr.iIi¿tt.!,i. |-«r iii.t*'<.'i..ii i< ! .- j*.»rt- - li:i*t.i |vi|. , :U ,¡n. 
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Con lo alegadoy probtdó por las partes, mérito 
m los autos, y considerando : 

' • ( ' , " ,, el tihl1 " Je heredero en que el actor Coron 
fitnda sii ar. io., reíviiidicatOírirt, se encuentra claramente 
constatado en llantos del juicio testamentario tramitado 
y concluido ante los Tribunales .Ir la Provincia* los que 
fueron invocados por el actor y traídos á la vista, según 
aparece de autos, constando además en los mismos 
W& en la entrega judicial que se hizo á Don Francisco 
Coron de los bienes que quedaron por muerte de su 
hermano Don Antonio, estaba incluida la mesa de billar 
y óiiles que aparecen en lista de luja I a . 

Que .-l liecbo alegado por el actor, -le haber que- 
dado en poder de Doña Custodia Castro lu referida mesa 
y útiles, cuando aquél salió de su casa, después de la 
entrega d<> los bienes hereditarios, está plenamente 
confesado por la demandada- alegandu .mi su descargo 
(til convenio celebrado con Coron para di vidirse los bienes 
del finado Antonio por mitad, ha bitíndole cabido «i «•lia la 

inesa de billar eo la parto que le -respondía. 

•i-. Que negado por el actor «•! hecho del convenio, la 
demandada invoca en mi apoyo ■•! escrito que corre a" I'-, ja 
•'•'i de! expediente del juicio testamentario, firmado por 
ambas partes, en el «-nal aceptan la división dé dichos 
bienes. 

4". Que constando de los mismos autos testamentarios 
que el convenio .i que s,- refiere ••! escrito de luja f»4. 
ii" tuvo efecto jurídico por haber desistido de él Don 
Francisco Gorou, luego de presentado al Juex.no habiendo 
recaído aprobación judicial, como era necesario para que 
surtiera sus efectos legales. 

3". «»'ue de los segundos autos traídos a la vista, sobre 
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la demanda de Don Francisco CoFOn, contra Dona 
Custodia Castro, promovida ante los Tribunales de la 
Provincia, por devolución de todos los bienes de la testa- 
mentaria del (¡liado Antonio Coron. ha sido declarado 
sin valor ni efecto alguno, por sentencia de primera y 
segunda instancia, el convenio invocado por la deman- 
dóla, constando adem Ls. no haberse ordenado entonces 
la entrega de la mesa de billar, ohjétó de la présenle 
acción reivindicatoría, por no haberse incluido aquella en 
la demanda (le su referencia. 

(júe los demás objetos y útiles no pertenecientes 
á la mes;, de billar que aparecen en la lista de foja 1, no 
deben tomarse en consideración cu este juicio, desde 
qilti consta que han sido objeto y materia de un otro 
juicio anterior, tramitado y concluido ante otros Tribu- 
nales de diversa jurisdicción - 

7 o . Que apareciendo de las posiciones absueltas por 
la demandada ¡i fojas ."i»» vuelta y 57* haber vendido á 
Don Rosauro Eli vas la mesa de billar por 300 pesos 
bolivianos, que recibió y entrégádols al comprador 
mucho antes de entablarse la presente demanda, lo qtit? 
á ^er cierto baria ineficaz la reivindicación, que sftl'Q 
puede intentarse contra el actual poseedor que no figura 
en el juicio ' art. 8*, titulo !)" de las acciones reales, Código 
Civil), debe el Juez, para evitar nuevos juicios y gastos 
á las partes, dar por interpuesta en este caso la acción 
subsidiada que autoriza éj articuló 24 del mismo título, 
contra el enajenante de la cosa redamada, debiendo 
estar el actor* 911 cuanto al monto del daño causado por la 
ventó, al valor del precio confesado por la demandada, 
si no prefiere dirigir nuevamente su acción contra el 

actual poseedor- 



Por estas consideraciones y otras que se omiten: 
falló ílelirtttivainQnte, declarando qm Dóña Custodia 
Castro debe entregar á Don Francisco Coron la mesa 
de billar y útiles comprendidos en la lista de foja 1 
8iexistieseii en su poder, al notificáis.* lapteáente resolu- 
ción, debiendo hacer la entrega en el término de diez -lias 
de ía notificación, 6 en su defecto abonar en el término 
la cantidad de 800 pesos bolivianos, á favor del mismo 
I ¡orón, si éste, durante dicho término, no prefiere deducir 
nn.;va acción reivindicatoría contra el poseedor de dicha 
mesa, con costas ;i la demandada. Hágase saber, pudiendo 
el actuario notificar esta sentencia original fuera de la 

oficina, y repónganse los sellos . 

XahmW Morcillo, 



lulln de I» Suprema Voría 



Bueno* Aires, Maíz.» 15 do 1802. 

Vistos: habiéndose deducido la demanda expresamente 
por la devolución de la mesa de billar de su referencia 
ó el abono de su valor en su defecto, y aceptando los 
fnmlaiueiiLnsadiicidos por el Juez de Sección en los con- 
siderandos lV2V3v5 # y 6< de la sflintéiicia apelada de foja 
60.se confirma dicha sentencia con costas, en cuanto por 
ella se dudara á ta demandada en la obligación de devol- 
ver la mesa de la referencia ó abonar su valoren su defecto, 
el cual, por no aparecer justificado en autos, deberá ser 

1 1*11 g, 
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lijado en juicio por separado, si las partes no conviniesen 
en determinarlo dé común ácúerdi). Repónganse los 
sellos y devuélvanse. 

Benjamín VicromcA,— C. s. ue 

LA TORHE. — LtJW V. VaREU 

—Abel Bazas*. — LuisSakñz 
1'kña. 



r\is\ \i,yi 



Crii/unai COnttü l0& n/tplcttlos dt> t \irr* os Ihtu Siiníiof/O Lti- 

niacMi'ii ij Don Cutios Rabertfptír sustracción He üaioré» 
certificados á ui guarda, y complicidad fu /#/ ñitimu 



Sumario*— 1 % \ Verilicado el cargo de la entrega <!•■ una 
sumfl » M timbres postales :il J^fo de la Oficina de Tim- 
bres, la falta de parte de dicha surua. cónistitnyej el delito 
previsto y penado por él artículo 80 de la I • y criminal na- 
cional de ih <!«' Setiembre de 1863. 

'1 . Consentida por el M inistcrio Pisfál la sentencia de 
L ft instancia, la pena impuesta por ella no puede ser agrá- 
\ ada. 
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Caso.— Lo indica el 

Fallo .i4-i tVileral 



Itiiiíii.K Airo». Sflic-iii »»r«- ¿i» .k- IkíiI. 

Vistos - estos autos iniciados con tra Santiago Xaiuaestra, 
por sustracción, y Garlos Roberl por complicidad en la 
misma, de valores confiados :\ su guarda como Jefe el prj 
meroy empleado el segundo de la Oficina do Timbres en 
la Administración de Correos) Telégrafos de la Repúblíc». 
y de cuyos autos resulta: Primero. Que eii ei arqueo prácti- 
eado aparece -I cuerpo del delito, es decir, la sustracción 
de val., res dej Correo, donde se nota un déficit de eiu< ueii- 
'a mil tinibrés de cuarenta centavos cada uno. tiélicíl re- 
sultanteeii el pedidoque hizo la Oficina de J imlm s .i la 
de Depósito el dia uatOfce «le Octubre de mil ochocientos 
«oveiita* notándose que este pedido que figura como sali- 
do dé la Oficina de Depósito en los tres libros de interven, 
cion de esta Oficina por el valor de sesenta y cuati-., mil 
quinientos pesos,^ cuyo detalle hay una partida devéinte 
mil pesos, valor de cincuenta mil timbres de cuarenta 
centavos, en la entrada del libro de la i Ificina 'I.- Timbres, 
sólo se registró por cuarenta y cuatro mil quinientos pe- 
sos, notándose en su detalle la falta de la partida relativa 
a i-'s cincuenta mil timbres -I* cuarenta centavos. Se- 
gundo: Que en las letras de la Contaduría de Correos y 
Telégrafos* oficina que ba debido intervenir en el giro del 
pedido como en la entrega hecha por la Oficina «I.- Depó- 
sii.i. aparece anotado este pedido y su entrega en los -l<.s 
libros que lleva á este objeto, á saber : Estado general del 
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dopá-dto ile valores y libro de cuenta corriente con la Gli- 
cina de Timbres, por la cantidad de sesenta y cuatro mi) 
quinientos pesos, si bien en el ultimo de estos se observa 
uu subrayado A hlpiz sobre la cantidad de sesenta y cua- 
dro mil quinientos, sacado á la columna respectiva y ;i un 
lado «'ii la misma línea GOTrdgida* tainbien A lápiz dichít 
cantidad, porta de cuarenta y 4*u:u r«> mil quinientos, siendo 
esta última la que ha servido para la suma y balance del 
mes de Noviembre dé mi l onhocíéutos noventa, iézon por 
laque ha salido conforme dicho balance con el presentada 
par l:i üllci na de Timbres que había anotadp * s *i entrada 
por solo cuarenta y cuatro mil quinientos pesos. Tercero: 
Qué el expediente relativo á este pulido que ha <i<-KM. 
contener los principales comprobantes, á saber : originales 
del pedido, v rer¡l>o dado por la Oficina de Timbres^ ha 
desaparecido de la Contaduría donde debía estar archi- 
vado, resultando de tal extravio una falta de los compro- 
bantes necesarios. Cuarto: Que la entrada de este pedidn 
en el libro ti* 1 la Oficina de Timbres, es por la cantidad de 
cuarenta y cuatro mil quinientos pesos justificada por la 
copia á prensa que se registra en el libro copiador que 
lleva esta oficina. 

Y considerando: 

Primero : Que «le las declaraciones ron testes sobre este 
punto del acusado Lamaos t ra y del tenedor de libros de la 
Oficina di* Timbres Don Manuel Etaxnes, se comprueba que 
solo el primero intervenía en el pedido de valores, redactán- 
dolo él misino con su propia letra y tomando él mismo la 
Cppia -mi el libro copiador, y que esta copia era el tínico an- 
tecedente que consultaba el tenedor de libros para sus 
asientos correspondientes, resultando de esta práctica qué 
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desaparecía todo control de los ¡icios del Jefe de la Oficina 
de timbres, desde que limitándose |í hacer el pedido ha- 
ciéndolo girar por uno de los empleados de la oficina y 
recibiendo él mismo los valores «le la Oficina de Depósito, 
sin intervención ninguna del tenedor «i.- libros, ú quien 
sólo sé le daba la copia del libro hecha por el mismo jefe, 
los asientos tomados de estos antecedentes reposaban úni- 
camente sobre el testimonio de dicho Jefe. 

Segundo : Que en «-i caso del pedido de catorce di- Oc- 
tubre si- ha procedido en la oficina arriba expresada, pues 
* ■ 1 1 • * la copja, único antecedente que se conserva, evidéncia 
que el pedido fu «i hecho de puño y letra del Jefe -I.- la 
oficina, resultando, además di; las declaraciones del acusa- 
do Lamaestre, deltenedor de libros de la Contaduría Don 
i !elestinó Espadero y de la del preso Carlos Robert, que futí 
este último quien tramitó este pedido. 

Tercero : gen- la pérdida del expediente original, en la 
mesa "le la Contaduría á cargo do Don Celestino Espadero, 
si bien arroja un cargo contra éste, de descuido bien cen- 
surable, no es bastante para justificar que hubiere tomado 
parte en la desaparición de ios valorasen cuestión ni pue- 
de presumirse contra él, por cuanto no pasando nunca los 
valores por su mano no aparece interés ninguno de haber 
alterado los asientos en sus libros. 

Cuarto: Que igual razón milita en favor del tenedor de 
libros «I- la Oficina «le Timbres. Don Manuel Mames. & 

quien solamente puede hacérsele un cargo de incuria por 
tomar sus asientos dé la copia sin consultar el original, 
como era su deber. 

Quíjitó : Que el subrayado que se nota en el libro de Con- 
taduría á cargo- del expresado Espadero ha sido explicado 
suficientemente por las explicaciones .jue median entre él 



FALLO* I.K LA sn-UICMA COliLF. 



y Don Manuel Barnes, siendo muy aceptable «'1 que encon- 
trando Espadero diferencia entre los asientos «le sus 
libros y los «le la Oficina Timbres y notando que estos 
últimos estaban apoyados por la copia que se le pasó si la 
vista y que él no podía justificar las suyas por la pérdida 
del expediente original creyese cñ el primer momento como 
un error de su parte, jo que lo llovó & hacer el subrayado 
qile se nota . 

Sexto: Qué existiendo comprobada la desaparición efec- 
tiva de estos valores el autor de dicha sustracción no pue- 
de encontrarse; ante los que se han limitado ;i Uae$r anota- 
clones solirt.* documentos sin haber tocado nunca los valo- 
res perdidos, por mas que se noten irregularidad dedHalles 
en estas anotaciones, las qüe solamente servirán como un 
cargo contra sus autores en relación ai cumplimiento de 
sus deberes cómo empleados. 

Séptimo: Que como una consecuencia de estos antece- 
dentes, las únicas personas sobre las cuales puede recaer 
presunciones por *esta sustracción, son: primen», los in 
terventpres de la Oficina de Depósito quienes por uti au men- 
to ficticio dé las salidas del depósito podían aprovechar 
en sil favor la diferencia de esta salida, el empleado Don 
('arlos Kpbert. quien entregando á laOGcina deTiiubres una 
cantidad menor que la recibida de la Oficina de Depósito 
ha podido igualmente aprovechar esta diferencia y final- 
mente el Jefe déla Oficina de Timbres por medio de una 

entrada menor cu sus libros de la cantidad recibida, podía 
aprovechar en su favor la diferencia. 

Octavo: Que respecto á los interventores de la Oticina 
ile Depósito no es posible en este raso suponer fuesen los 
autores dé 1 a sustracción, pues aun sin tener en cuéntala 
honorabilidad de las personas, sus actos están detudamen- 
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te controlados los unos por los otros, resultando cada 
uñó de ellos ha tenido á la vista el pedido original y **| 
concurso simultáneo de tires ero picados de consideración 
que lian intervenido en la e ntroga, excluya toda presunción 
de confabulación : lo; es igualmente al empleado queinter- 

víiim fti la tramit arimi I )on ('arlos Hohert. pues i'ste rio 
podía hacer una entrega menor que la recibida sin que hu- 
biere sido inmediatamente untada la falta que sea por el 
Jefe de la Olicinn de Timbres, al recibirse dé ellos ó por 
los interventores dé la Oficina de Depósito al serles pre- 
sentado recibo do la Oficina de Timbre*. 

N'oyeiíO : Que la situación en el caso présente del Jefe 
de la < Miriiia de Timbres Dtin Santiago Lamaestra reposa 
en consideraciones especiales, siendo solo él quien ba in- 
tervenidp en la redacción del pedido de catorce de Octubre 
de mil ochocientos noventa, en su rupia á prensa en H libro 
copiador y en el recibo de los valores expedidos por la 
Ofioiiia de Depósito, lia podido por si solo y sin la inter- 
vención de otra persona ó sin que sus actos pudiesen ser 
controlados por ninguna otra oficina, hacer dos pedidos, di- 
rigido id uno áser tramitado en las oficinas respectivas y 
él otro á tomar sil copia en el libro copiador, ¿loqué viene 
¿agregarse que siendo la Oficina do Timbres ta proveedora 
dé valores á las demás oficinas de expedición es la única 
que ha podido recoger el valor de esos timbres sin desper- 
tar la sospecha qué en otro caso hubiera nacido al ver en- 
tregar & público una cantidad notable de timbres por per- 
sona no autorizada para su expendio. 

Décimo; Qué si bien resulta qüe el empleado dé la Ofi- 
cina de Timbres Don Carlos Robert no ha podido partici- 
par en los actos preparatorios y en el hecho mismo de la 
sustracción, su participación es evidente en los actos pos- 
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teriores dirigidos ¡i la ocultación del delito, no siendo 
concebible que habiendo sido el empleado encargado por 
él Jefe de la Oficina de Ti mbres de la tramitación del 
pedido y recibo de los valores pudiese asegurarse, como 
lo hace en sus declaraciones : primero, que el pedido ha- 
blásido solo por cuarenta y cuatro mil quinientos posos, 
y después, que aunque no recordaba Lien esta circunstan- 
cia, estaba seguro de no haber recibido timbres decuarenta 
centavos lo qué le coloca en el cas.» del articulo cuarenta 
y dits del Código Penal. 

Por estos fundamentos y demás constancias de autos se 
declara : que t ex Jefe de la Olicina do Timbres Don San- 
tiago Lamaestra está convicto del delito de sustracción de 
veinte mil pesos, representados en cuarenta mil timbres 
de cuarenta centavos puestos en.su poder en razón de su 
cargo, delito definido y penado por el articulo ochenta de 
la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres y<jue el ex 
empleado de la misma, don ('arlos Robert, está igualmente 
convicto de participación en hechos posteriores al delito 
dirigidos á su ocultación; en su consecuencia, y no obs- 
tante la disposición del articulo ochenta citado, en aten - 
ción á ser más benigna la pena aplicada por el Código 
Penal, artículos doscientos sesenta y ..cito y ciento noven- 
tay tres, inciso segundo; se condena al ex Jefe «le 1« Ofi- 
cina de Timbres Don Santiago Lamaestra á la pena de 
•tres años de prisión é. inhabilitación perpetua para cargos 
públicos, debiendo descontarse de esta pena el tiempo que 
lleva sufrido de prisión, dándose por compurgado el de- 
lito del acusado Robérl con el tiempo do prisión sufrida 
de acuerdo al articulo cuarenta y tres del Código Penal. 

Hágase saber, notifíquese con el original y comuniqúese 
al Poder Ejecutivo para su cumplimiento. 

Andrés Ugarríta. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR QEN'ERAL 

Suprema Corte; 

I ¿OS esfuerzos hechos por la defensa no alcanzan en mi 
opinión á justificara 1 los procesados, ni á destruir 1<>* l'nn- 
danaeiitps >le la sentencia apelada, corriente á foja 109. 

Ésa sentencia se funda en los hechos que resultan del 
proceso, enuneiados.en la acusación fiscal de foja 91. 

Resulta comprobada por las declaraciones de foja ól á 
i'ojaós, dé los interventores de la Oficina .e Depósito, la 
entrega délos cincuenta mil timbres del valor de cuarenta 
centavos « ¡ida uno, y confesado por el procesado Lámaes- 
tra en su declaración de foja 29. que él recibía siempre 
los timbres que pedia al Depósito. 

Si esos timbres salieron del Depósito bajo recibo «lado 
por el mismo Lamaestra ; si éste confiesa inte debió reci- 
birlos, como recibía siempre todos los que pedia* un- pare- 
ce indudable su responsabilidad, por falla de aquéllos va- 
lores. 

La salida de timbres del depósito era controlada por la 
intervención de varios empleados, no asi el pedido de 
«dios que la Oficina de Timbres hacia ¿aquélla, y su recibo, 
que eran operaciones que reservaba para sí el mismo La- 
maeslra. 

Esta circunstancia establece su responsabilidad. 
S«»y pues de opinión que V. K. debe servirse confirmar 
la sentencia apelada. 

Antonio E. Matarer. 
Duchos Aires. Noviembre -l de 1891. 
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Fallo «lo la Suprcmn I orto 

Bueno? «Vires, Marzo 15 de 1802. 

Vistos y considerando: 

Que el cargo formulado al procesado Santiago Lainaes- 
tra. .mi lo que se relien» al pedidoque, en su calidad de Jefe 
de la < Micina de Ti mbres de IttBireccion de Correos, se afir- 
ma hizo A la de Depósito en 14 de Octubre de 1890 por 
valor de sesenta y cuatro mil quinientos pesos moneda 
(laciona!, comprendida en dicha suma la de veinte mil pesos 
cíi timhrt's póstalos de cuarenta centavos cada uno. se ha- 
lla bien justificado por los hechos y circunstanciassiguien- 

tes, Á saber : 

Primero: Por las constancia^ de los libros de la; citada 
Oficina de Depósito, qué hizo laeritréga y provisión de di- 
chos fondos, libros qué se llevan separadamente en núme- 
ro de tres poj otras tantas distintas personas, y cuyos 
asientos son formados en vista del expediente original del 
pedido de ía Oficina de Timbres y de la entrega de estos á 
la misma, y en los cuales i véase diligencia de foja 58 
vuelta) consta en detalle el valor pedido por aquella ofi- 
cina ''u la fecha citada, con la indicación precisa y distinta 
de los cincuenta mil timbres de cuarenta centavos á que 
se refiere la not» denuncia de foja primera. 

Segundo: Por los asientos de los dos libros de la Conta- 
duría < ¡enera!, que ordenó la provisión de los fondo», for- 
mados como los anteriores con vista del pedido, ven los 
cuales aparece fijado también en sesenta y cuatro mil qui- 
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inéntos pesos el valor solicitado por la < ífieina de Timbres 
y mandado entregar á la misñifl en ja fecha antes rilada, 
si bien en uno de dichos libro? aquélla cifra ha sido su- 
plantada posteriormente ¿oí» lápiz por el empleado encar- 
gado do llevarlos, sustituyéndola par la de cuarenta y 
Cuatro mil ^uinientosjo nial explica dicho empleado di- 
ciendoqué hizo ésa emnendatura una volqúese apercibió 
ele la discon formulad de sus asientos ron los de la Oficina 
de Timbres y en vista del extravío del expediente de pro- 
visión y de las Seguridades que te dió el empleado auxiliar 
de esta <í I tima Olicina, -Manuel Barnes, deque el pedido en 
cuestión habla sido solo por cuarenta y cuatro milqiiinien- 
tos pesos. 

Terrero: Por la deelararion del empleado Mames, de la 
propia Oliriiia de Timbres.:! cargo del procesado, dfl que el 
pedido de aquellos fué por sesenta y cuatro mil quinientos 
pesos y no por cuarenta y cuatro mil quinientos seguí) 
pretende el último, declaracioli que si bien ha sido rehar- 
tada posteriormente por el testigo, diciendo que dicho pe- 
dido se hizo solo por la última suina.no puede dejar de 
tomarse cu consideración en manto ella valí' por haber 
sido prestada reiteradamente ante la administración en el 
primer sentido, m» darse motivo ni explicación alguna por 
el testigo para ta| retractación y no poder dudarse además 
de su autenticidad en razón de que no lia sido negada ella 
por una partey de que está confirmada por otra por las de- 
claraciones de los testigos Don Agustín billón y Don An- 
tonio Demaría, empleados de la Contaduría (ientiral de la 
Nación, quienes al ratificarse en lo que Ies concierne en el 
informe de foja primera, afirman que en su presencia se 

prestóla declaración de la referencia por el testigo Har- 
nes; y 
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Cuarto: Finalmente, por líi deposición oral de lo» tres 
empleados interventores déla Olicina de, Depósito, quienes 

afirman de Ciencia propia por IiaWr tenido él pedido t'ii .sus 

man qu«*éste fué hecho por la suma de sesenta y cuatro 
mil quinientos pesos moneda nacional. 

Que di* estos misinos antecédanles re.su 1 tan ¡i la ytó com- 
probados la entrega y abono efectivo de la suma referida 
al procesado, pues con excepción del testigo Barnes, que 
expresa que el pedido se hizo por sesenta y cuatro mil 
•pimientos pfsos, poro la provisión solo por cuarenta y 
cuatro mil quinientos»; los tres interventores nombrados* 
Don José Cetario, Don Domingo Gil y Don (birlos Muñoz, 
expresan qu»'»l pediiio <*oino la entrega ftierón por sesenta 
y cuatro mil quinientos pesos, afirma el primero que t?| 
personalmente verifiGó aquella en cambio del recibo que 
por igual suma le Fué remitido por Lamaestra.y los tíos úl- 
timos que en su presencia yá su vista se verificó dicha 
entrega; 

Que estos hechos* la intervención directa del procesado 
en el pedí Jo de sil propio puño por sesenta y cuatro mil 
quinten los pesos, según la referencia del empleado Osario, 
la falsedad evidente del testimonio de dicho pedido deja- 
do en su oficina y la falsa anotación del mismo en ios li- 
bros que resultan de aquellos antecedentes, evidencia tío 
solo que el desfalco á que éstos autos se refieren, se ha 
producido y sólo se lia podido producir en la Oficina de 
Timbres a cargo del procesado, del extravío de cuyos va- 
lores en depósito ól es responsable como Jefe mientras no 
demuestre que se haya producido sin su culpa, sino tam 
bien que tal falta lees directamente imputable por hechos 
propios y personales. 
Que la aprobación prestada por la Contaduría del Correo 
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á los balances de dicha oficina por los meses dé Octubre y 
Noviembre de 1890* culos cualjes se hizo figurar solo por 
valor íie cuarenta y cuatro mil quinientos pesos el pedido 
de fundos antes referido, no es bástante d destruir id mérito 
*W los liedlos aludidos ni cambia su materialidad, mus- 
lame de autos, probando sido, si algo pruebo *5s:i operaMon, 
desquicio administrativo y un censurable proceder di- 
parte de los empleados que tiitervíiiierou eii «día, los »*ua- 
les.á haber procedido con el debido control y la necesaria 
atención, no pudieron eíi m» ñera alguna prestar sin ob- 
servación su apr«d»ari«>u «i di* líos balances, culpable ó no 
el procesado del hecho por qiie se l«» procesa* atenta la 
mahiliesta y evidente cóiitrsldicciou existente •* 1 1 1 r** sus 
libros, los delivGontaduría y los del Deposito, que debían 
•dios coíítrplar y examinar debidamente 

Quo tampoco obsta al resultado de la causa el ini^ivs, 
cualquiera quesea que [»i i *•< i ;i suponerse en losem| loados 
«lela Oficina i|m l>.*|>ósito. .!,», levantar por sí toda responsa- 
bilidad én el hecho que da lugar al juicio,, pues no hay en 
primer lugar en ,; l indicio ni presu ncion alguna de culpa- 
bilidad en su contra, tío siendo en su ofieinaque se verificó 
la pérdida ó extravio del expediente de provisión i\ la de 
Timbres, único hecho que á serles i raputsible pudiera arro- 
jar una sospecha en su contra, y siendo adeinás de notar 
que tachables ó no los dichos de esos testigos en su carác- 
ter (le t iles. no p ii edén serlo sus libros controlados por los 
de otras oficinas y corroborados por otras declaraciones. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja ciento cincuenta y nueve y de la vista 
del Señor Procurador General corriente á foja cienio se- 
setíta y una vuelta, y teniendo además en consideración que 
dicha sonteiicia se halla ejecutoriada en lo que se refiere 
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al procesado Rnbert.qiie ha sido puesto ya en libertad yqfie 
no puede ser agravada ert cuanto ú la pena impuesta al pro' 
cesado Lamaestra, aun cuando resulta ser inferior á la «le 
'a ley. por haber sido consentida por el Ministerio Fiscal, 
se confirma con costas dicha sentencia, y en oportunidad 
devuélvanse estos autos para su ejecucion.~j^ótÍfiqnese 
con el original. 

Benjamín VicromeAf— en disidencia. — 
C. sur. Torre. ~ Luis V< Várela* 
—en disidencia.— Aiti i. H\zan.— Luis 
Saknz Pena. 



IMSIDKNCIA 

'Míenos Aiw». Marzo 15 ilfi 

Vistos y consideraiulo: 

Primero : Que do la prueba producida en estos tintos, si 
bien resulta plenamente comprobada la desaparición de 
incUenta mil timbres de cuarenta cenia vos cada uno, .uva 
taha se notó al hacerse el arqu le la erija do la Oficina 

Opósitos, no resulta evidenciado <p9 esMstimlc- * haya i 

^o ieiitregádos fila OÍjciná de Cimbres, á cargó del prot;» 
sado Lamaestra. 

Seguiidn : Que la miicn presunción que contra esa OH 
ciña puede aducirse* estaque resulta déla conformidad 
délos tres interventores déla Oficina de Depósito, que 
di claran U iber visto el pedido de catorce de Octubre de mil 
ochocientos noveutajy que este era por la suma de pesos 
s jen ta y cuatro mil quinientos, habiéndolo asi anotado 
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en sus libros respectivos ; pero esta misma presunción que- 
da dé|>ilitHda aut»? Iü aiiniiai ioii de dos <te los tres inter- 
ventores que dicen íjuó sí vieron el pedido por la mencio- 
nada suma« no recuerdan haber visto el recibo dado por 
Lamacstra. 

Tercero : Qué el pedido hecho por I-amaestra por solo 
cuarenta y cuatro mil orinientos pesos haya sido adulte- 
rado, incluyéndose en ¿lia partida de los cincuenta mil 
timbres ile cuarenta centavos, por otro que no fuese La- 
maestra, surge del hecho de que, después de presentado 
••se pedido en Contaduría, el no volvió á poder de Lainaes- 
ti i, tramitándose eíi las Oficinas de Contaduría y del De- 
pósito sin su intervrncion. 

Cuarto: Que la presunción «pie pudiera hacerse hacer 
de los asientos de Contaduría pierde su importancia ante 
la declaración del mismo contador Calvo, que afirma que 
los libros generales dé esa repartición no estaban al día y 
que los asientos del pedido de catorce de Octubre no se 
habían hecho por haberse extraviado dé poder del emplea 
do Espadero el expediente con * pedido y recibo respéc- 
tivos.sinque aparezca indicio alguno de qu e en tal des- 
aparición tuviesen partt los procesados. 

Quinto; Que si en el parte de foja primera el conta- 
dor Calvo al referirse á los libros de Contaduría que con- 
tienen el cargo contra los empleados de la i Mu-i na ele Tim- 
bres ha querido aludir á los que llevaba elempleaüu Espa- 
dero, esta misma alusión queda desautoriza da por el misino 
contador Calvo, que en su declaración de foja veintidós 
vuelta, dice que habla omitido decir que Espadero, si bien 
no había borrad*» la cantidad motada en su libro, liinit iu- 
doséá pasar sobre ella uñar ya de lápiz, escribiendo tam- 
bién con lápiz la cantidad do cuarenta y cuatro mil qui- 
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Mientas pesos* al sumar había tomado en cuenta única- 
mente la cantidad modificada, resultando que esta suma 
disminuida en veinte milpesos había servido para Los ba- 
lances sucesivos (le Octubre y Noviembre, lo qué dem ilus- 
tra que no es del todo exacto que los libros de la Contadu- 
ría arrojasen el cargo sobre ía c Ifiéinn de Timbres; 

sexto: Que respecto de los libros de Depósito, «ufas 
constancias invoca el contador Cal vo^ eliósndsóro tío han 
sido producidas en autos» sino que su misma autoridad 
desaparece ante las afirmaciones del empleado Espadero, 
de qué hizo las alteraciones en sus libros para armonizar 
con los dé Ja Ofici mi de Ti in bres, sin oc tari r ú los libros 
del Depósito, donde hubiera hallado el error, si esos libros, 
en esa época estuvieseH ai «lia como lo estaban los de la 
( Mii i na de Timbres. 

Séptimo : Que del hecho mismo de .haber enmendado 
Espadero la cifra sesenta y cinco inií pesos, por la de 
cuarenta y cuatro mil quinientos pesos, en los libros :i sil 
carjjo, y tener solo está última en cuenta para las sumas, 
prueba que ese empleado, por lo menos no teníala segu- 
ridad déla cantidad entrsgadápor la Oficina de Depósitos 
y antes, por el contrario, aceptó como exacta la suma con- 
siKnada en los libros de la oiicinade Timbres, puesto que 
se sirvió de ella para las operaciones de la Contaduría y la 
aprobación délos bal anees de Octubre y Noviembre, 
i íctavo : Que el mismo emplearlo Hobert. que fué quien 
ióel pedido de catorce dé Octubre, ase-iura, 4^ no 
¡ó dól Depósi to n i etiiregó á La maestra sel lo alguno 
árenla centavos, que son los que se persiguen Mojas 
uta y tres, cuarenta y cuatro, cincuenta y dos vuelta), 
veno ; Que ante la falta de otras presunciones, fuera 
única mencionada, la posibilidad deque el delito i m- 
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putado á los procesados haya sido cometido por otros que 
ellos, y la necesidad de absolver, en caso de duda, por cuan- 
to es un principio de derecho penal, que es preferible ab- 
solver al culpable que condenar al inocente. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada y 
se resuelve sobreseer definitivamente en esta causa, en 
cuanto se reliereá los procesados Lamaestra y Robert. á 
quienes se mandará poner en libertad. 

Benjamín Yictoiuca.— Luis V. 
Várela. 



CAUSA XI. vil 



Don /mi/ rea no Honor ¡no contra don Ezet/ttiel /leal de A zúa. 
por cumplimiento de contrato: sobre deserción de 

recurso. 



Sumario. Nd mejorándose eí recurso debe éste ser 
declarado desierto á la primera rebeldía que se acuse por 
el apelado. 

T. o. 
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Fallo cl«* la *upr«»inn Corle 

Ruónos Airc?i m-m/m i 7 de l#8©- 

por lo qué resulta del imícedonte c«Tti!¡cado, atenta t;i 
rebeldía ácu^ad&t y de conformidad á lo dispuesto pofel 
artículo 214 de lá Ley de procedimientos, declárase 
desierto el recürfco de apelación interpuesto por la parte 
de Don Exequiel C. Real de A/.úa. y en consecueiiciií, 
devuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia. 

Benjamín Victoriga* — C. s - pk 
iía Torre.— Luis V. Várela. 
— Arel Bazan. 



CAUSA \i.\m 



ht.it l\ Giraudat CúMm el Fermwwil Central Arf/entinQ, 

por c.rtrarío 'ir mvi mtvrUis ; sohrv tlesertióti de f'écürso* 

8 j arlo. — La mejora hecha después de vencido el 
termino legal y ele acusada la rebeldía por el apelado 
no impide ta declaración de deserción dél mismo. 
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Pullo .1.- lu Suprrma Corte 



Mamitis \ i ivs, Mnr&i 17 J«« i«oa, 

El) mérito de la rebeldía acusada en el escrito de foja 
•Vi. presentado anjss de hallarse los autos ante esta 
Suprema Corte, en atención ademas al tiempo transcurrido 
Hiitiv la fecha de la mencionada rebeldía y la de la pre- 
cedente mejora, "por loque resulta del certificado de foja 
57 vuelta,, y de conformidad & lo dispuesto por el articulo 
214 de la L.-y de Procedimientos: declárase desierto el 
recurso de apelación interpuesto ; y devuélvanse los autos 
al Juzgado de s>u procedencia, previa reposición de sellos. 

Benjamín Victoiuca,— C. S. dk 
la TouttE.— Luis V. Vauki.a. 

— A l'.KI. lÍA/.AN. 
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CAUSA Al. IX 



Contra don Juan E. fíoland, por contrabando; sobre prueba 
de testigos. 



Sumario.- La parte que clebió presentar á los testigos 
no puede exigir, después de vencido el término proba- 
torio, que se les cite por no haberlos podido presentar el 

diá señalado. 



Caso. — Resulta de los siguientes antecedentes: 

Aut» del Aun Federal 

Rueños Aires, Octubre y <l« 1891. 

Señalase el dia 20 del corriente á las dos de la tarde 
a que declaren los testigos ofrecidos, que serán pre- 
tados en la audiencia, por esta parte. 

Vgarriza. 
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Fallo <l« I Juf» Ke<l«-r M l 

Buenos Aires, Octubre 26 dé l*ui. 

Estando vencido el trnniao de prueba y el día seña- 
lado para la recepción d» estos testigos, sin que la parte 
los hubiera presentado, conforme estaba ordenado, no ha 
lugar alo pedido y sigan los autos según su estado. 

L'garrísa, 



VISTA liKL SKXuk l'HOi'l'RAlMUl r.NKIUI, 

Suprema Corlo ; 

Estando esta causa en estado de prueba, á foja 132 se 
pidió por la parte de don Juan ES. lioland la recepción de 
testigos allí nombrados. 

El Juez designó dia para esa recepción, declarando ¿i 
toja 1:12 vuelta, qué deberán ser presentados en la audien- 
cia por la parte que los ofrece y ese auto fu) consentido. 

No obstante, los testigos no fueron presentados á la 
audiencia el dia designado, según lo expresa la nota del 
actuario de foja 134 t y es recien después de vencido el 
término probatorio que se pide á foja 135 se cite judi- 
cialmente á los testigos, porque siendo empleados de 
Aduana, no comparecerán sin orden del Administrador. 

Contra el auto denegatorio de esa petición, se ha inter- 
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puesto «'I recurso lioncedMo en relación para atité V. E. 
á foja 143 vuelta, 

Las diligencias 'le prueba á que se rHiere i*l recurrente 
h uí debido solicitarle den tro del término : si los n-sti^is 
no injerían venir volnntoriH!nent« á su llamado, ha debido 
expresarlo al Juez y reclamar del auto que le imponía el 
deber do presentarlos. 

Ampiando ese deber y dejando consentido el auto que 
se !»• impuso, sin haberlo reclamado en tiempo, bu per- 
dido la oportunidad lejtrtl -le hacerlo después, porque el 
articulo 177 del Código de Procedimientos en !a- Criminal* 
esesplicito al prescribir « que toda diligencia <'c prueba 
debe ser pedida dentro * I * - 1 término concedido* y qué al 
érésado incumbe urgir para que s.;i practicada» y 
\ i» el caso do fuerza mayor, éu que un s.- encontraba 
el recurrente. 

Por ello, opino que V. E. debe continuar con costas el 
auto recurrido. 

Snt'ittüiteo Kict. 

Hum*** Aii*»*s Mar/- - IS «!<• ISflfi, 

Fallo ilc I» Suprema < ori<- 

Hítenos ViréA, \UtVZQ 17 »lo iwtó. 

Visin>: de ROiiforniidad con lo expuesto y pedido por 
.•I señor Procurador General en su precedente vista: 
couíifuia con costas el auto apelado, de foja 135 v 11 el ta ; 
y repuestos los sellos, devuélvanse, 

l'l \i\MIN Vrtokica. C. S. pi 

I \ TORRR. — \X\< V. VÁRKLA. 

— A m i. K\/a\. 
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Contra Carlos ttosentkid y C^por falta dé mercader ¡as; 
sdAtt? üitiyéncim /A* ppticba y alegato ¿fe bien probado. 



Sumario, — En los procesos criminales no pueden admi- 
tirse las diligencias de prueli» pedidas* después deltér^ 
mino, ni prorrogarse el (¡jado por la ley para alegar. 

r*txo. — i '¡irlos Rosenthal y pidieron prórroga por 
otros seis rlias para alegar. 



tullo <i«*i Sw>$ Véúemi 

Uuenoá AíiM Noviembre 24 do IHOI. 

No estando eiilas atribuciones dd Juzgado prorrogar 
los tórminos, lio ha lugar y corran los autos según su 
estado. 

Ugarrizaí 

Midieron también se librase oficio para la remisión de 
mi informe. 
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Fallo del Jwez Federal 

Himnos Aires, Noviembre 20 «le 1891. 

Estando vencido el término de prueba, no ha logar; 

Utjarriza. 



VISTA l>KL SKÑOH PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte; 

Estando esta causa en estado de prueba, se pidió á 
foja 84 como parte de ella, unolieio para el Subprefecto 
Marítimo, á fin de que informase si es cierto que en 
de Febrero del año 90, el patrón de la lancha «Joven 
Lydia» se había presentado á darle cuenta, que en la 
noche anterior había sido aquella asaltada y robada. Esta 
prueba fué diligenciada. Vencido el término y hecha 
publicación ele pruebas, se pide á foja 98, un nuevo 
oficio que exprese que el asalto invocado antes, no fué 
en Febrero del 90, sino en Noviembre del 89. El auto 
de foja 98 vuelta que no hace lugar á la producción de 
esta nueva prueba, por estar ya vencido el término, es 
perfectamente arreglado á la ley de procedimientos. 

Lo es también la denegatoria de foja 93 vuelta al pedido 
de prórroga del término de seis dias establecido por el 
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artículo 4íM) del Código de Procedimientos, para alegar de 
bien probado. Kl artículo 470 del mismo prescribe que toda 
diligencia de prueba sea pedida dentro del término, decla- 
rando que á los interesados incumbe urgir para que las 
diligencias sean practicadas. Kl articulo 490 designa el tér- 
mino de seis días para que las partes puedai» instruirse 
de las pruebas producidas y el Mil q <e al dia siguiente 
de vencido ese término, el secretario pondrá el proceso 
al despacho con la correspondiente nota. 

Con sujeción atestes artículos, el Juez ha procedido 
bien denegando la prórroga pedida ;i foja 9;{ y la prueba 
ofrecida :i foja 98. V. E. se ha de servir, en consecuencia, 
confirmar con costas los dos autos recurridos. 

Sabiniano Kier. 

Buenos Aires, Marzo 12 «te 

Fallo ém I* Sapr*n»« Corte 

Ihicnos Aires, Marco 17 ele l«02. 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, en su precedente vista, y 
atento ¡i lo dispuesto por el artículo 477 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal: se confirman con cosías 
los autos fiados de foja ÍK$ vuelta y 98 vuelta, sin 
perjuicio de lo que pueda resolver en oportunidad el 
Juzgado, haciendo uso de las facultades que tiene por la 
ley para mejor proveer. — Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

Benjamín Victokica.— C. S. de 
la Torre. — Luis V. Varel* 
— Abel Mazan. 
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Don Francisco (íousfuet 'nutra <•/ Ferrocarril Gran Qeate 
Argeniinoi pfír entrega ríe ca?$üi sobre rehurto (te 
rescisión. 



Sumario*-*- • fío es admisible el recurso de rescisión 
ruando no se lian violado ni omitido las formas v las 
solemnidades esenciales ú la validez del juicio* 

Caso, — Lo indica el 



Fallo «Irl tliier. I « ávvnl 

Snu Luis, Setiembru ii ule isix». 

Y vistos: la demanda di* rescisión entablada por el .lele 
de l;i Estación « Sun Luis ■* en el juicio seguido por parle 
de don Francisco Bousquet contra la Empresa del Ferro - 
carril tiran Oeste Argentino, sobre entrega do mena- 
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derías, invocando para ello 16$ Artículos 191, 197. 198 y 
200 de la L»-y «I»* Proc ed í míen tos. y fundándola: 

I o . en que la Empresa ha sido condenada sin ser oída 
ni legalmente emplazada; 2 . en la incompetencia de este 
Juzgado por cuanto siendo el Señor William Itohet-ts. 
miiíco y legal representante dé la Empresa, ha debido 
ser demandado ante «'I de Sección de Mendoza, lugar 
de su domicilió y asiento de la Administración del Gran 
Oeste; y 3<\ en que la carta de porta exhibida, no ha sido 
debidamente reconocida, | »r cuanto las posiciones absuel- 
tas un le dan autenticidad bastante, y porque era de- 
aplicación al caso el sintiólo Código ele Comercio y no 
él nuevo, so pena de atribuirse á c*sté un efecto retro- 
activo. 

Y considerando; 

Qué la publicación dé la sentencia definitiva aparece 
lu cha en el periódico acompañado, el lude Agosto último, 
y la notificación por cédula al demandado el Ilí (foja :5o 
habiendo sida introducido el recurso de rescisión con 
IVcha 20 del misino mes. I )e consiguiente, id postulante 
se ha presentado dentro del término de quince diás lijado 
por ta ley. 

Kl recurso dé rescisión procede por violación sustan- 
cial de las leyes de procedimientos, y en el presentí- 
caso, ella no existe ségtth constancias de autos. 

Efi efecto: el señor Carlos Lcfehrc. en su calidad dé 
Jefe de la Estación >" representante en esta localidad di 

la Empresa del Gran Oeste Argentino contra cuya iiiipu- 

tacion no dedujo en tiempo y forma excepción algUlia. 
fué emplazado debidamente, y declarado rebelde, á peti- 
ción departe por no liaber contestado la demanda en el 
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término competente. El Jefe de la Estación, por razo» 
de los deberes y facultades que tiene*, está equiparado 
á los encargados ó factores de comercio, y le compren- 
den asi las disposiciones de los artículos l&i y siguientes 
del Cap. IV. Tít. III del Libro I del Código de Comercio. 

Citado más tarde para absolver posiciones, el señor 
Lefehre compareció y lo hizo en la forma que revela la 
diligencia de foja 11), sin más observación, si de tal 
puede calificarse, que la de ser empleado dependiente 
de la citada Empresa; y terminada la causa, le fué noti- 
licudala sentencia, de conformidad con el articulo lí»U de 
la Ley de Procedimientos. 

Que no puede aceptarse que el señor Lefebrc careciese 
de personería para intervenir en el juicio, según se afirma 
en el escrito de foja 32, y que la tenga hoy para Ínter 
poner el presente recurso, sin incurrir en la contradicción 
inconsecuencia que con razón hace notar el deman- 
dante. 

Que las acciones personales, de cuya naturaleza es 
t sta, pueden ejercitarse ante el Juez del lugar en que debe 
cumplirse la obligación del contrato, ó ante el del deman- 
dado (8. 1. T. 3, P. 31 de loa Fallos), así como que 
lugar donde debe tener su cumplimiento el contrato, 
según lo indica la naturaleza de ¡as obligaciones en él 
contraidas, es una de las causas para surtir fuero (S. 2, 
í. 3, P. li ), y que es Juez competente el del lugar desig- 
nado en el contrato para su cumplimiento y pago, para 
conocer del juicio instaurado al respecto ( $. 2, T. 14. 
P. 120). 

Que según se desprende uel documento de foja 1, las 
cincuenta bolsas de harina fueron recibidas en la Ksta* 
CÍO» de «Villa Mercedes» por el Oran Oeste Argentino, 
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para ser entregadas en la dé esta ciudad, es decir, que 
61 contrato fué hecho en aquel lugar y dehfa tener su 
ejecución en otro especialmente designado (Ciudad ó 
Estación de San Luis), encontrándose ambos puntos 
dentro de la jurisdicción de este Juzgado. 

<¿ue en cuanto al domicilio, debe tenerse presente las 
prescripciones del Código Civil en los artículos 90 y 1< M L 
disponiendo el primero de éstos en su inciso 4 o que: 
«las Compañías que tengan muchos establecimientos ó 
sucursales tienen su domicilio especial en el lugar de 
dichos establecimientos, para solo la ejecución de las 
obligaciones allí contraídas por los agentes locales de la 
sociedad», y el segundo que: «el domicilio de derecho 
y el domicilio real, determinan la competencia de las 
autoridades públicas para el conocimiento y cumpli- 
miento de las obligaciones». 

« Las personas en sus contratos pueden elegir un domi- 
cilio especial para la ejecución de sus obligaciones», 
agrega el articulo 101 y que «esta elección implica la 
extensión de la jurisdicción que no pertenece ;i los 
Jueces del domicilio real de las personas», concluye el 
artículo II tí. Estos mandatos de la ley son de rigurosa 
aplicacic.i al caso subjudicé. 

Que en la absolución de posiciones, se ha observado 
estrictamente el precepto legal, y el Jefe de la Estación 
ha confesado lo que consigna la sentencia recurrida y 
contiene la eficacia probatoria que ésta le atribuye. Y 
como puede verse en la misma sentencia, no es el Código 
de Comercio moderno y vigente desde el l ft de Mayo, 
sino el anterior de 10 de Setiembre de 18G2, el que ha 
sido aplicado. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito 
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tle Toja 35, el Juzgado maiidá se guardé en todas sus 
partes I» mencionada sentencia del 'i de Agosto ppdo., 
corriente ;i foja 34 vuelta, con costas al recurrente, — 
Hágase saber con él origina] y repónganse los sellos. 



Fallo lie la Siiprcm» Corte 

inicuos Airo. Mitra) 17 de l* 4 .*:.' 

Vistos: estando acreditada la jurisdicción federal por 
la información de foja 7 viieíta, en el presente caso, y 
jior los fundamentos de la sentencia recurrida de Toja 
42 vuelta, que sirven a demostrar que no ha mediado en 
estos aulus la violación ile formas y soleinniihules en 
que si- apoya el recurso de nulidad ái «lucido, no ha lugar 
;i este recurso* y s«' con tirina con costas dicha senten- 
cia. — Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victokica.— G.S. de 
la TójKRK. — Luis V. Várela, 

— AllKÍ. IU/AN. 
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CAUSA 1.11 



imu Salvador Pena, ctítdra /// Municipalidad do La Plata. 
¡ior iMonstitnrionalidad de una ordenanza ; sobre 
jurisdicción originaña do ta Supmno> Corte. 



Su it(/rto. — l¿i Suprema Cócte iíq puede conocer por 
demanda originaria, eii <rl casó 'leían partirular contra 
una ^ un tcipalidad. 



Caso. — Lo indica la 

vista DEL SEÑOR PROCURADOS GENERAL 

Suprema Corte: 

Don Salvador Pena ha deducido ante V. K. una de- 
manda contra la Municipalidad de la ciudad de La Plata, 
por inconstitucional idad dfi una ordenanza : así lo expresa 
aloja 13, siendo más coiicréto aún á foja 13 vuelta su 
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pedido, « para que V. E. resuelva la demanda de inconsti- 
tucionalidad, que deduce ta forma contra la Municipalidad 
de La Plata. » V. E. carece de jurisdicción al efecto. 

El articulo 101 de la Constitución, sólo establece la juris- 
dicción originaria de la Suprema Corte en las causas 
concomientes á Embajadores y Ministros y en las que 
alguna Provincia fuese parte. 

El artículo 1° de la Ley de jurisdicción y competencia 
de las Tribunales Nacionales, atribuye á V. E. la juris- 
dicción para conocer en primera instancia en las causas 
que versan entre una Provincia y algún vecino ó vecinos 
de otra ó ciudadanos ó subditos extranjeros; y la ley 
de justicia federal, de L6de Octubre de 186% prescribiendo 
la naturaleza y funciones del Poder Judicial Nacional, 
declara del mismo modo por su articulo 7°, que la Suprema 
Corte ejerce jurisdicción originaria y exclusiva, entre 
otros casos, en las causas en que alguna Provincia fuese 
parte. Pero ui en la Constitución, ni en e,as leyes, ni 
en ninguna otra de las que surten el fuero federal, se 
declara la jurisdicción originaria de Y. E. para conocer 
en las demandas que puedan intentarse contra las 
Municipalidades. Opino, en consecuencia, que V. E. debe 
declararse incompetente para conocer en esta causa. 

Buenos Aires, Marzo 18 de 1892. 



Safjüwuw Kier. 
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Fitll» «l<» In Suprema Corte 

Buenos Airee, Marzo 19 de 1892. 

Vistos en el acuerdó: No podiendo la Suprema Corte 
conocer por demanda originaria en el presente caso, 
por no estar <S| comprendido en ninguno de los que 
enumera *^ I artículo cielito ii no de lü f'oustitucirm Naeio- 
nal, v di* coiífóritíidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador Cicnerftl, ocurra esta parte donde 
corresponda, y repóngase el papel. 

Benjamín VreromcA . ~C. S. i>k 
i.a Torre. — Luis V. Várela. 
— áuEL Kazan. 



I Wll 
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CAUSA LUI 



El [tortor l)on José II. Vitaie, contra ios señores López 
Lwfue, batóüM, Otamendi y Batbin Yiza. por cum- 
pihua uto de controlo; toüre prueba de testigos. 



Sumario. — La prueba de testigos pedida y urgida dentro 
del término, debe ser recibida después de él. 

Cato. — Lo indica el 



Fallo del Ju«*x frVdrral 

Rosario, Mirto 21 de 1888. 

Vistos: Resultando que los testigos señores Alsina y 
Suarez, han sido presentados el trece de Marzo del 
corriente año j que el término de prueba venció recien el 
diez y seis de Abril del mismo, y que durante éste no 
vencía, por tres veces consecutivas el demandante soli- 
citó audiencias para el examen de aquellos testigos, 
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declarando unoilo ello» y siendo citados los «¡em.ís por 
cédula, como consta de las respectivas diligencias. 

Y considerando: Que ta solicitud en la cual pedía pri- 
meramente el examen de los testigos, señores Piiuentel. 
Alsina y Kuarez, fué hecha durante el término de prueha. 

Que la petición de la citación por cédula, hecha tam- 
bién dentro del término, manifiesta claramente que si 
aquellos testigos no hablan declarado, no fué por culpa 
del que los presentó, puesto que aquellos se negaron á 
concurrir al Juzgado» 

Que la Suprema Corte en diversos fallos tiene dis- 
puesto que dehe aceptarse la prueba ofrecida dentro del 
término, cuando su no evacuación es independiente ó 
extraña al interesado (Serie 2\ Tomo 14, Página Í)H y 
Tomo 13, Página 31). 

Que esa disposición es aplicable en el caso presente, en 
que no habiendo conseguido el actor llevar sus testigos 
al Juzgado, ocurre al Juez dentro del término para que 
por medio de las conminaciones legales comparezcan á 
deponer en la causa. 

Que los demás testigos ofrecidos, señores Racedo, 
Chavarri y Rosullon, lo han sido después de vencido el 
término de los treinta días designado para la prueba. 

Que según lo dispuesto en el articulo 13) de la Ley Na- 
cional de Procedimientos y numerosos fallos de la Corte 
<Série2 a , Tomo 11, Página 459; Tomo 14, Página 617 ; 
Tomo 1 1, Página 133 y otros ), los testigos deben ser ofre- 
cidos cuando menos tres dias antes de vencerse el tér- 
mino probatorio, debiendo rehusarse la presentada con 
posterioridad á él. 

Por tanto, fallo declarando: que habiendo sido pre- 
sentados oportunamente los testigos Suaiez y Alsina, y 
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que el interesado ha urgido para que se Jes lomas*! decla- 
ración, «lohoii éstos declarar en la au (lie neta que tendrá 
lugar el dos ■ i • * 1 entrante Jimio á La una de la tarde, 
citándosele por cédula y con los apercibimientos do la 
ley, y en cuanto á los demás presentados lucra de ten ni no, 
no ha I ngar á su exá íneri . Notifíquése c6n el original y 
repónganse los sellos. 

(i. Escalera y Zarina. 



Buenos Aires, Marzo 19 de Ib 92. 

Vistos : por sus fundaineiitos. y cóiisiderando además 
en relación ¡i los testigos Duu Luis P. Suaféz y Don 
Busebio Alsina. que «le autos resulta no haber sido ellos 
citados con las formalidades de la ley.á pesar de la petición 
oportuna' de la parlo, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja sesenta y cinco. Repónganse los sellos y 
devuelva ti se. 

BENJAMIN) VfCTOItíCA. — C. S. DE 
LA TORRK, — Ll-IS V. VMtKI.A 

— Am:i. Baxáx. 
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CAUSA IJV 



iu,ii Ventura Lytfrh róntrn Wuifle tíitía y lltoi'ft, sobn 
nonplimiento ile vontrato y apertura *fc Ut mma A 
prueba. 

Sumario* — No es necesario abrir la causa á prueba 
para cp lidenar al cu liipl i m ¡cuto doi contrato á aquel que 
confiesa <|Uv? lia figurado como contratante por convenio 
expreso entre partes, aunque en realidad era solo ü ador 
tic ana ele ellas* 



Caso.— Lo indica el 



Fallw «Ir! «fui** Fwh»r»l 

Buenos Aires. Diciembre lí 1*90. 

Y vistos: esto$ autos iniciados por demanda de Don 
Venturo Lyndi contra los ttoimivs Wnille lülley Ulock 
pidiendo v\ cumplimiento del líoléto de compra-Venta 



874 



FALLOS DE LA. SUPREMA CORTE 



de foja 1, suscrito por los demandados como compradores 
del campo denominado «El Deseado», situado en el 
partido de Bolívar* provine hule Buenos Aires, de lo» que 
resulta; que demandados los señores Wuille Bille y Block, 
lian reconocido la autenticidad y verdad del boleto de 
foja 1* objetando únicamente á la demanda que si bien 
aparecen como compradores de Lynch, su verdadero 
carácter fue el de garantes de la compra que del misino 
campo hacía ¡i Lynch Don José María Ortiz, ha^tóniose 
convenido que esta garantía, se liaría electiva por medio 
de doble boleto, siendo uno de ellos el presentado por 
Lynch á foja I suscrito por los demandados, y el otro 
del mismo tenor, el presentado á foja 10, en el que ligara 
Don José María Ortiz como comprador de Wuille Bille y 
Block. 

Y considerando: 

1°. Que colocada la cuestión en estos términos, es la 
cuestión de puro derecho, desde que no hay contradicción 
sobre los hechos que funda la demanda y se trata 
solamente de establecer el verdadero carácter del docu- 
mento de foja 1. 

2°. Que cualquiera que hayan sido los motivos que 
hubiesen' determinado al Señor Lyncli A exigir á los 
Señores Wuille Bille y Block á aceptar los respectivos 
vales de comprador y vendedor en el boleto de foja U 
y aunen el caso de que el único en vista hubiese sido 
que los demandados garantiesen la compra hecha en 
definitiva por «Miz, siempre resultará que la voluntad 
manifestada fué la de obligarse como compradores, y en 
los contratos la voluntad manifestada es la ley de las 
partes. — articulo 1037 del Código Civil —y 
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;V. Que aunen el caso <)e que el documento de foja 1 
estuviese afectado de simulación relativa, como esta 
simulación tiene por objeto u ii propósito lícito y no infiere 
per j u icio á tercero, se halla regido por ei artículo 958 ilul 
Código Civil. 

Por estos fundamentos, haciéndose lugar á la acción 
deducida por Don Ventura Lynch contra los Señores 
Wuille Bille J Ulock, se declara qú« estos últimos están 
obligados á escriturar el campo «El Deseado» bajo las 
condiciones consignadas en el boleto de foja I. «"» en su 
defecto, pagar al demandante los daños y perjuicios que 
le origina la falta de cumplimiento, siendo igualmente á 
su cargo las costas del juicio, llágase saber.— Notíliquuse 
con original y repónganse los sellos. 

Andrés Uyaniza. 



fr«llo d«» Ih S«pr#m« C orle 



Huellos Airee. Marzo I'.» de 189?. 

Vistos y considerando : 
Que la omisión de la apertura de la causa á prueba 
en primera instancia no produce por sí sola y necesaria- 
mente la nulidad de lo actuado, con arreglo ¡i la dispo- 
sición de los articulo» 01 y 207 de la ley nacional de 
procedimientos, según los cuales no es indispensable el 
requisito de la prueba, sinó cuando ésta se considere 

necesaria para el fallo. 
Que en el presente caso, aun admitiendo, como lo preten- 
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den los demandados, que ellos hayan obrado simplemente 
romo fiadores en el contrato de compraventa que d;i 
lugar á la demanda, el texto del documento de foja I 
cuya autenticidad lia sido esplíeitamento reconocida, 

demuestra que la verdadera intención de las partes en 
el caso, lia sido obligarse en forma tal. que los otorgantes 
|»udiesen ser demandados y requeridos por el cumpli- 
miento del contrato en primera linea y antes que el 
deudor mismo, á quien sé pretende se quería garatitir. 

(¿üe por consiguiente, resalla, que á la vez que los 
demandados si» hallan d i rectamente obligados »'ii el con- 
trato en cuestión, la prueba por ellos solicitada no lia sido 
necesaria en el caso. 

Que la cláusula finalmente agregada al boleto de foja 
1 con Techa 14 de Diciembre de 1889, importa una modi- 
ficación sustancial á las estipulaciones anteriores de 
dicho boleto, en cuanto por ella se hace constar que la 
entrega de los cuarenta mil pesos* de su referencia su 
verifica, no meramente como seña ó garantía de la compra, 
sino como parte del precio convenido, y en ejecución del 
contrato. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada 
de foja 2G, se declara no haber lugar al recurso de 
nulidad deducida, y se continua con costas dicha senten- 
cia.— Repónganse los sellos y devuélvanse.— Notfliquése 
con el original. 

Benjamín Vktouica. — (\ S. dk 
la TomtK. — Litis V. Várela. 
Abel Bazas. 
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«VISA I.V 



Contra t'eiU y Pitia, sokv Jai su mani /asturión. 



sumano.—i rocedu la imposición de dobles derechos eu 
ia falsa manifestación, aunque se sostenga que fue* un 
error inocente, siempre que éste haya podido pasar 
•ti.-siiperoiliiilo. 

Caso.— Lo indica el 



Fallo <t«-| *wm Federal 



ltiiqntí.H Uros, s<-|.ihmiiI.iv 10 de isoi. 

Y vistos: estos autos traídos en apelación de una ras... 
Ilición del Administrador de la Aduana condenando ti los 
Senores Petil y l'iria al pago .1.- dobles derechos por 
lalsa la^nifestacíon del contenido de tres bultos marca 
J A I». Números 653 ¡ili¡.v», venidos en cJ vapor « l'aylor » 
y considerando: 
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Que el mismo apelante reconoce exactitud del parte 
foja l.que denunció oportunamente el contenido db los 
tres cajones colrto génér<|fifc lana y algodón, en lugar del 
género de lana manifestado. 

Que m» aducen razón alguna atenuante <i explicación 
satisfactoria del hecho, limitándose á manifestar que 
esta falsa manifestación proviene de error en la traducción 
de los conocimientos hecha por el tenedor de libros de 
la casa, cuya circunstancia aun suponiéndola exacta, no 
es bastante para disminuir la responsahilidad de aquella 
por razón de un hecho que en caso de pasar desaper- 
cibido habría producido una disminución etí la renta. 

Que la Aduana está en actitud de poder apreciar si el 
error cometido es imposible ó no de pasar desapercibido, 
habiéndolo hecho en sentido negativo en su falto. 

Que según el tenor del artículo 1057. corresponde si los 
Administradores de Aduana apreciar las circunstancias 
atenuantes ó excusantes en estos casos, lo que importa 
que su decisión & este respecto no dá lugar á apelación, 
según lo ha resuelto uniformemente en varias ocasiones 
la Suprema Corte. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo solicitado 
por el Señor Procurador Fiscal, se conlirma la senten- 
cia apelada y en consecuencia devuélvase este expediente 
si la Aduana para su cumplimiento.— llágase saber, 
iiotiliquese con el original y repónganse los sellos. 



Andrés Uyaniza. 
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VISTA DEL l'Ki HTKAIinK UENEHAL 

Suprema Corte: 

Los Señores Pétít y Pipía reconocen la exactitud d»»l 
hecho que motivóla resol ución de la Aduana, esto 08, la 
falsa manifestación del género de algodón en vez de 
géneros dr lana y algodón. 

Evidenciado el hecho y reconocido por los causantes, 
era de rigorosa aplicación la pena üe dobles derechos 
impuesta con sujeción á los artículos fflÚ y WA de las 
Ordenanzas de Aduana. 

Contra esto, sólo se objeta en la expresión de agravios» 
que la resolución castiga un error que no ha podido pasar 
desapercibido para la Aduana, pues que al examinar 
los cajones, tal error sobre la calidad de los géneros, 
hubiera quedado de manifiesto. 

Todos los errores son suseeptiblas de verilicacion ; pero 
no por ello puede exonerarse la falsa manifestación de 
la pena impuesta por las Ordenanzas. 

El articulo 1057 autoriza, es verdad, á la Aduana á 
absolver de pena una infracción que provenga de error 
evidente é imposible de pasar desapercibido. 

En el caso, ni es evidente que la falsa manifestación 
proceda de error, ni es imposible que pase desapercibido. 

Por todo ello, opino por la confirmación de la senten- 
cia del Juez Nacional de Toja W 

Safriniano Kier* 

liuenos Airea; Febrero 33 ilu 1802. 
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lallo dv lu Saprcm» Corte 

liiiúnoti Uros, Miitz.i ¡Í3 úú 1808 

Vistos: Por los lumlniin-iilos ftÜilCÜdós los niutrn 
primeros consideríiiulos dé lu soiiténcin apelada de foja 
14 vütílta ; y «le cOiUotniidad con lo expuesto y pedido 
por el Señor propumtlor General en su visln -I» 1 foja 24: 
secqhiirinacóh costas dipha sentencia: y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Mr.N.IAMIN VUToüirA. — ( \ 8. I)J 

la Torre. — Aííbl Bábax. 
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Doña Marta Ella de tfawlfol rwtra i<i Compañía (le F¿- 

rt'Or.trrifrs l'of/ftttfnrrs. por fí/W unan fie svuloni ia ; > sobre 
cenaron del Juez wplente* 

Sumario. — Los Jilecos sil píenles cosan en el conoci- 
miento «le la causa al concluir el uño judicial para que 
fueron nombrados, y no sien. lo reelectos para el ano 
siguiente, los aritos líében pasar al cotí juez réspectivó; 



Caso. — Habiéndose declarado impedido el Juez titular 
Doctor Aurrecoeéhea 9 pasó la causa al corioci miento del 
Juez suplente Doctor Spau-jenherji. 

Se^nif l«> el juicio ejecutivo por todos sus trámites, 
dicho Juez suplente ti it-t * > la sentencia de remate con 
rocha '2 de Diciembre «le 1891, maridando c|iió la ejócu- 
ciori si- llevara adelante. 

Kl representante «le la Compañía ejecutada apeló de 
la sentencia con fecha 4 de Diciembre del misino ano 
01, y por proveí. lo (le Enero 16 d e 1 802 y l suplente Doc- 
tor $pan«*eiiberg concedió d recurso en relación. 

Dictado éste proveído, el Secretario de la causa dió 
cuenta al -lúe/ titular deque halda notado ijlifl el Doctor 
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Spangenberg no (¡guiaba en la lista formada por la 
Suprema Corte, de Jueces suplentes pata el corriente afio. 
Que por esta razón no había notificado ;i las partes el 
proveído en lacréenmele que la intervención Je aquel ha- 
bría cesado. 



Fallo 4*1 ***** Federal 

I* Plata, Enero 20 de 1892. 

Habiendo sido resuelto por la Suprema Corta que los 
con jueces terminan su cometido conjuntamente en el 
año judicial para que fueran electos; como asimismo 
en los casos Je no ser reelectos, no es prorrogable el 
mandato sustitutivo, ni en olio hay posibilidad de raxo 
cuando al efecto se designan expresamente otros Jueces 
¡i reconocer en el nuevo período; por esto, pase al Juez 
suplente en turno, cuya aceptación deberá prestar en for- 
ma, el expediente de su referencia para que provea lo 
que A su estado corresponda. 

M.S. ite Aurreroerhpa. 



Fallo de la Saproma torta 

Buenos Aires, Mareo 22 de IXJK. 

Vistos : Atento el bocho de la cesación de la comisión 
deferida al Doctor Don Enrique A. Spangenberg; y ha- 
biendo estado el Juez titular de Sección legítimamente 
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habilitado pata ordenar íjiio pasen los autos al conjuez; 
respectivo : no ha ln^ar al recurso (le nulidad iiiterpudsto 
y so coiilirma 1:011 costas el auto apelado de foja W2* — 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN Viri'OKICA. — C. S. DE 

la Torre¿— Abel Bazan. 



4MI'S:% I.VII 



Don Urbano Ozüti y Don Eioy González, contra Don 
Gregorio Brrecaborde, por cobro de pesos ; sobre inhi- 
bición general. 



Sumario.— La inhibición «enera! no es una medida 
autorizada por las leyes que ri«eii los procedimientos 
ante los Tribunales Federales. 



Caso. — Lo indica el 
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Fallo «t« i «loe». *Vil«»ritl 

linones Aires. Febrero 27 do 18f>2. 

Y vistos: resultando que la inhibición decretada sí fojo 
\) Vuelta es una medida que soló procede «mi el caso de 
un serle co tioc ido al c roed br bien es e u poder dol deudor 
en cantidad suficiente para nsspohder al crédito que 
persigue, cuya n i * - < I i < t m restrictiva para ül deudor y de 
provecho inmediato para los derechos del acreedor.» tlcbe 
ceder mi puesto ¡\1 embargo de bienes una vez quo éstos 
son conocidos del acreedor ó presentados por el rleudor:; 
íjiie «mi Qste caso han sido ya, á solicitud del acreedor, 
embargadas dos propiedades, siendo inútil, por consi- 
guiente, mantener la inhibición general do bienes, pues 
aun en ol raso de ser insuficiente el valor de los bienes 
embargados, podría proveerse al embargo de nuevos 
bienes que aseguraran mejor el crédito sin traer el perjuicio 
consiguiente de* bis inhibiciones: que el auto que auto- 
riza tales inhibición es no hace cusa jiizuadn por cuanto 
dispone solamente sobre un estado transitorio que puede 
desaparecer como «n el presente raso por medidas más 
eficaces* como son los embargos íiug pesan sobre propie- 
dades determinadas: que aun suponiendo exacto lo que 
asevera el acreedor, se ¡tallasen todas las propiedades did 
deudor afectadas ¡i deudas mayores que el valor de ellas, 
la i n li i Ilición en nada favorecería los intereses del 
Acreedor, puesto que esta medida no establece, como el 
embargo, ningún derecho preferente al acreedor que lo 

solicita. 
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Por estos fundamentos, líbrese oficio al Señar Juez 
Federal de la Provincia de Buenos Aires para que -se 
sirva disponer se levante la inhibición general de bienes 
decretada contra el ejecutado Don Gregorio Errecaborde, 
manteniendo el embargo trabado. Repóngase el sello. 

Andrés Ugam'za. 
Fallo <l«> la Suprema Corte 

Buenos .Vires, Marzo 22 «le I89& 

Vistos: No estando autorizada la inhibición general 
de bienes por las leyes que rigen los procedimientos 
ante los Tribunales Federales, según lo ha declarado 
esta Suprema Corte en repetidos casos; se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja 92; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Benjamín Victortca — C. S. de EA 
Tokre. — Abel Bazas. 



T. XVII 
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CAUNil lA'lll 



Manuel Collazo contra el Banco Provincial de C4fdQ6a* 
por conversión de billéls^ ¡tóbtú i*égutuíióií de hon*»- 
rarios. 



Sumario*— Las regulaciones (le lioiíoíarips deben 
liacer.se en moneda nacional y es nula la que s«- ha~¿»n 
en íilra moneda. 



Caso. — Lo indica él 

I nllo *M Federal 

rórJob», ¡liilio 88 rlq lW)| f 

Autos y vistos : el incidente sobre honorarios proitio- • 
Vído por éí Señor Presidente en ejercicio dol Hamo 
Provincial de Córdoba, Doctor Don Tomás Garzón* y 
á mérito del trabaje» constante de autos, la importancia 
do las defensas hechas por el Ahogado Doctor González, 
como asimismo las practicadas por til Señor Collazo, 
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lo Manifestado por las piirlés en la audiencia « leí 'i del 
corriente; definitivamente juzgando, se resuelvo : nluiii- 
lirar la reculación de l0S honorarios del Abogado, liw 
que se estima en la suma de ochocientos posos nacio- 
nales y dejando subsistente la practicada por «•! perito 
en cuanto al Señor Colla/o. - llágase saber y rfepóii- 
ganso. 

C. Moyana 

El Banco observó (fue la regulación debía hacerse uti 
la monoila corriente, en Córdoba, como lo había hedió 
el abogado regulador, ú sea, en billetes del Banco de 
Córdoba, Kl juez asi lo resolvió* declarando errado el 
auto anterior .y aprobando la regulación del abogado 
regulador. 

Pullo d© I» *ii|iri»niu Corle» 

huéuos Airo», Marzo 22<le Ú99& 

Vistos: No habiendo podido hacerse sino ¡i moneda 
nacional la regulación 'le honorarios ordenada á toja 35 
vuelta, y rio teniendo carácter los billetes ¡i que se 
rellére el auto apelado de foja tí vuelta, déjase ósti? sin 
efecto 6» la parte pefeUrridü á foja y vuelvan al 

Juez de Sección para que se proceda á jijar, con arreglo 

¡i la ley» el valor dé dichos honorarios ; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Benjamín VrcTóniCA. — C. S.dela 
Tobre. — Abel Ua/ax. 
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CUSA L1X 



Clark y C ia contra A. liar id ShmtilUu sobre expropiar km. 



Sumario. ^Siendo equitativo el precio asignado al 
terreno ¡i expropiarse, debe ser confirmado. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del «lúe/. Federal 

Corriente*, .Julio 17 de 1891. 

Vistos: estos autos seguidos entre los Señores Clark y 
C'\ concesionarios del Ferrocarril Nord Este Argentino, 
y Don David Mantilla, sobre expropiación, sobre una 
extensión de terreno con destino á la vía del Ferrocarril, 
de los cuales resulta : que Don Evaristo B. Fernandez 
ron poder en forma de la Empresa, se presentó & foja G, 
demandando la expropiación de una zona de setenta y 
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ocho mil setecientos ocho metros cuad rados del campo 
propiedad del demanda o Señor Mantilla, ubicado en el 
Departamento de Empedrado* entre los límites siguien- 
tes: por el norte el arroyo «Horma» de por medio con 
la propiedad de Del Piano y Gotusso Hermanos, por el 
Sud í el arroyo «Peguaho», de por medio con la propie- 
dad de los herederos de Don Francisco Ortiz. por el 
Oeste, el Rio Paraná y por el Este terreno de propiedad 
fiscal, estimando el valor de esta zona de terreno, que 
fué consonado en el Banco Nacional Á la orden de este 
juzgado, en la cantidad de treinta y ruaíro pexps con 
noventa y ocho centavos moneda nacional, á razón de 
doce mil pesos la legua cuadrada: Qué eii virtud de dicha 
consignación y lo dispuesto por la ley de expropiación, se 
mandó dar por el auto de foja 7 vuelta, ¡i la Empresa 
demandante, la posesión provisoria de la tierra deman- 
dada y fueron las partes convocadas á juicio verbal, 
para resolver lo conveniente al respecto, ó en su defecto 
nombrar los peritos que debían practicar la tasación de 
esta zona de tierra y lijar las indemnizaciones consi- 
guientes: <¿tie verificada la audiencia respectiva como 
consta del acta de fojalU. el representante del demandado 
manifestó que no aceptaba el precio ofrecido porque no 
ab alizaba ¡i indemnizar los perjuicios resultantes de la 
división del campo en dos partes, hecha con motivo de los 
trabajos de la linea férrea, y concluyó estimando en 
ocho mil pesos nacionales el valor del terreno y los per- 
juicios sufridos: Que en vista de este resultado las 
partes nombraron peritos tasadores; la Empresa deman- 
dante, á Don Benito Sánchez, y el demandado, A Don José 
de Roibon, domiciliados en esta ciudad, los cuales se han 
expedido en su cometido, estimando el primero el terreno 
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expropiado y los perjuicios consiguientes á razón «le 
veinte mil pesos la legua cuadrada, por loque importaría 
ptira la zona expropiada la suma de sesenta pesos 
nacionales, próximamente, y .-I otro por la misma cantidad 
de ocho mil pesos pedida par el demandado en la audien- 
cia de roja in. 

Y considerando : 

I -. Que en vista de estánotable diferencia de precio, en 
que amitos peritos apreciaron la zona de tierra demandada 
v mi indemnización, el Juzgado en uso de sus facultades 
nombró tercero en discordia A Don Eduardo Lotero, 
quien estimó el precio .'• indemnización di dicha zona, en 
hi cantidad de cuatro mil quinientos pesos nacionales. 

■2 . Que los inten sados no han producido otra clase de 
pruebas para demostrar la realidad .'■ importancia de los 

perjuicios alegados. 

Que en ausencia de esta prueba, debe estarse a los 
datos proporcionados por los peritos para fundar el crite- 
rio judicial y resolver equitativamente este pleito. 
V. Que el medio más conciliatorio, atendido lo dis- 
n. stoen la ley de expropiación 'de 13 de Septiembre de 
1866, que manda estimar el valor de las tierras expropia- 
ilas según el valor que tenían antes de haberse autorizado 
las obras que motivan la expropiación, seria también lijar 
el valor de la indemnización tom&nda también en conside- 
ración el deber de indemnizar Ampliamente al propietario 
de la tierra, que se le expropia, de tal manera que no sólo 
responde al valor estricto de la propiedad, sino que tam 
bien sirva de justa compensación al sacrificio que se le 
impone en favor del público ; y considerando finalmente 
que el dictámen del os peritos, no es sino meramente infor 
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iuaiivo y nó i mperati vo, de modo que el tribunal tieiie libre 
su unción para separarse de él y lijan seguí) su juicio, 
definitivamente l¡i ¡ndemnizacion que se controvierte. 

Por estos fundamentos, el juzgado falla : estimando la 
tierra expropiad» y los perjuicios cptvsiguieiltes, en la 
cantidad de dos mil pesos moneda nacional. En cOnse- 
cueiVcin* ejecutoriada qué fuese esta sentencia, manda que 
el expropiante haga su pagp r y el expropiado le otorgue 
la escritura respectiva, en el término de diez di as. siendo 
las rostas de este juicio á cargo de la Empresa deman- 
dante, con excepción de los honorarios del Abogado y del 
Procurador del expropiado, con arreglo á la jurispru- 
dencia establecida por la Suprema Corte, llágase saber 
con el original y repóngase. 

E. A. Lujambio 

Fallo I» Suprema «'arte 

Huiítins Aires, Marzo ííá UM£ 

Vistos; No apareciendo de autos motivo alguno que 
tunde el recurso de nulidad interpuesto: no ha lu^ar ¡i 
él.— Y en cuanto á la apelación: siendo equitativo el 
precio asignado por la sentencia de foja 4K al terreno 
á expropiársele coülirmaésta con costas, cotí declaración 
que el expropiante deberá abonar los intereses á estilo de 
Manco sobre la diferencia entre la suma mandada pagar 
y la consignada á foja 4. desde la fecha de la ocupación 
del terreno, bástala de su efectivo abono: y repuestos 
los sellos devuélvanse, 

Hkniamin- Victoiuca.— C. S. m 
la Torre. — Ahel Bazas. 
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Don Otto Klir contra ta Muniripalidad de Salta, ¿obre 
interdicto de retener. 



Sumario. — La posesión precaria no da derecho al 
interdicto de retener, ni es acto material de perturba- 
ción el haber llamado al ocupante si pagar arrenda- 
miento. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del 4mr* Federal (adhoc) 

.Salta, Julio 54 de 1800. 

Y vistos: Don Otto Klix, de nacionalidad alemam 
representado por el Doctor Mariano Peralta, después 
de comprobar el fuero, foja 1 á 5 vuelta, demanda ;i 
fojas 17 y 18 al Presidente de la Mu úcipalidad enta- 
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blando el interdicto de retener la posesión del inmueble 
ubicado al Nor-Este de esta ciudad, denominado Cero- 
ceria, del cual se considera legítimo propietario, y en 
actual posesión Según el testimonio de foja 6 á 15, 
en la que dice ha sido perturbado de viva voz, y por 
escritos por empleados de la Municipalidad y por el 
Comisario Municipal Don Juan R. Peyret, como lo 
acreditará oportunamente y lo prueba por la cédula de 
foja lli. Pide en consecuencia, se cite á la parte deman- 
dada, á juicio verbal, conforme á lo dispuesto en el 
artículo 332 de la ley de Código de Procedimientos. 

Citadas éstas á foja 18 para el día veintinueve de 
Mayo y presentes la parte actora y el Doctor Daniel 
Goytía* fojas 19 y 30; como representante de la demandada 
al cual se le tiene por tal. en virtud del poder de fojas 
25 y 2<i. expuso aquella á fojas 19 y 20. Que hacían 
más de dieciocho años su representado poseía el terreno 
en el cual ó en cuya posesión se le perturbaba, habiendo 
además de la posesión de hecho adquirido la judicial 
con asistencia del síndico municipal, quien se conformó 
con el acto. Que al dársele esa posesión se reconoció 
á su mandante, poseedor y propietario del inmueble 
con sujeción á los limites marcados en los títulos, y 
que son por el Naciente el cerro, el que debe tomarse 
por la cumbre. 

En este estado se inhibe el Señor Juez Doctor David 
Zambrano por haber manifestado su opinión sobre el 
asunto, suspendiéndose la audiencia y pasándose los 
autos al suscrito. 

Citadas las partes á audiencia, foja 27. y no teniendo 
ésta lugar, solicitan á foja 28 se determine otro día 
para lo misino, lo que se ordena á foja 28 vuelta seña- 



laudóse el día trece dé Junio. Presentes las partes, la 
actora expuso; Que desde el ano setenta y U iio poseía 
su mandante Señor Klix a titulo de propietario, sin 

interrupción públicamente y sin vicio, la propiedad 
ñivos limites Se expresan en los títulos de foja. . . 

Reproduciendo la exposición anterior* Agregó que hacia 
un iiu s ó dos la Municipalidad por medio de su comi- 
sario Peyrét trataba do interrumpir á su mandante. 
Señor Klix. su posesión trampilla, intimándole sacara 
arriendo de la cantera que explotaba en el cerro- Que 
la procedencia de la acción entablada se demostraba 
por estar comprobados h»s extremos exigidos por la ley. 

articulo 327 de la ley de E, ¡Si y 2495 «leí Código Civil 
en cnanto á la posesión actual. Que además, la pose 
sion de su mandante no era viciosa y si pública, ctéqtii 
¡tos exigidos paira dar lugar á entablar las acciones 
■nsesorias. Artieulos 2405. 2478. 2479, 2473, 247% ¿170. 
ilel Código Civil, Que el hecho de ser pública su pose- 
don se prueba por haber ésta sido dada judicialmente. 
< % »ue dando los títulos presentados por limite al cerro, 
debía extenderse hasta la cumbre, pues de otro modo 
habrían dicho basta la falda tal ó cual. Que el sentido 
seria distinto si se dijerá que el inmueble limita con el 
( erro, lo que implicaría decir que la propiedad en cues- 
tion se limitaría mutuamente con aquél, Que por lo tanto 
debe considerarse toda la masa del cerro como limite natu- 
ral, lo mismo qué ocurre con los límites artiliciales. en los 
que no se toma un costado íi otro como línea precisa- 
sino el medio; siendo tal la conclusión de lo que 
-Imponen los artículos 2743 y 2744 del Código Civil. 
Qu • probada la posesión por instrumento público debe 
c eniderar^e *uWá*Htente mientras el contrario no pruebe 
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que la perdió y qiie él la adquirió y la ejerce, sin 
vicie» deSdtí un año por lo menos. Qqé para mayor 
abundamiento preséntala como prueba un testimonio 
de los antas fallados contra Don Napolen Gurrucltuaga 
en un interdicto de retener, entablado por su mandante 
en los que se ordenaba á aquel abstenerse de interrum- 
pirle en su posesión. Que probara por testigos haber 
• I Señor Kl¡\ ejercido siempre diferentes acto? poseso- 
rios sobre su inmueble, ^ue la municipalidad jamás 
probará haber adquirido la posesión del cerro con 
arreglo á lo dispuesto en los artículos 2393, 2877, 2378, 
*>si<K 1*7X0. 20S3, 2373 y 74. £382y 84 del Código Civil. 
Qtíe la turbaeioii en la posesión estaba justificada pQV 
la cédula de notitieaeion <ie foja I(¡ y por la confesión 
que el demandado hard diciendo si es verdad que !a 
Municipalidad, pretendiéndose dueña del cerro contiguo 
á la Cervecería, lia ordenado al Señor Klix suspenderla 
extracción de piedra de la cintera situada frente á dicho 
establecimiento. 

Pedia en conclusión que so ordene á la Municipalidad 
que se abstenga en lo sucesivo de perturbará su repre- 
sentado en la posesión de su linca y condenándole en 
costas, usie se reciba declaración á los testigos nom- 
brados á foja (¡1 y de conformidad al interrogatorio de 
la misma foj-i. Contestando la parte demandada expuso 
á foja 7;J & 77: (¿uó la acción entablada por el deman- 
dante era improcedente, ilegal é ilegales los títulos de 
propiedad, porque es condición esencial para que pro- 
ceda el interdicto do retener, que el que lo entable se 
encuentre en la posesión real del inmueble, tjue la 
posesión se tenga á título de propietario con ánimo 
doiniiii y no como simple detentador, articulo 327, ley 



de E. J¿ y 2351 y 2480 del Código Civil. Que el Se- 
ñor Klix poseía el cerro en virtud de una concesión 
graciosa y revocable hecha por la Municipalidad el 
17 de Diciembre de 1872 á su socio Señor Federi- 
co Stuart, y que por lo tanto su posesión era preca- 
ria desde su origen sin ánimo domini y como sim- 
pie detentador á nombre de la Municipalidad. En 
este caso el Señor Klix no podía cambiar el origen de 
su posesión— artículo 2333 y ü4 del Código Civil. Que 
el limite de la propiedad de Klix era el pie del cerro y 
no la cumbre, pues á ser de otro modo los títulos dirían 
que llega hasta la cumbre, debiéndose entender las pala- 
bras el ceno como que expresan su pie. Que los hechos 
en que el actor fundaba su acción no eran hechos ó 
;ü' los materiales que importaran una turbación en la 
posesión sino medidas simplemente administrativas de 
la Municipalidad, quien notando que la concesión 
de 17 de Diciembre de 1872 era inconstitucional, la re- 
volcón fecha 18 de Abril del corriente año. y enton- 
ces fué qiie por medio de su comisario Peyret, noti- 
ficó á Klix se presentara á sacar á arriendo ó patente 
de cantera. Termina pidiendo no se haga lugar al 
interdicto con costas y que se practiquen las diligencias 
de prueba á que se refiere á foja 77 y vuelta. 

Y considerando: 1° Que para que proceda la acción 
posesoria, interdicto de retener, son requisitos indispen- 
sables ; primero : estar el pie la entabla en actual posesión 
del inmueble; segundo: que se haya tratado de inquie- 
tarle por actos de turbación en la misma — artículo 327. 
ley de E. J.; — tercero: que la posesión no sea precaria, 
violenta ó clandestina —artículos 2473 y 2480 del Código 
Civil. 
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Considerando; 2» Que la prueba producida por el 
demandante para acreditar estos extremos se reduce ¡i 
los títulos de foja 2 á foja 15, -en los que se expresa 
que el limite de la propiedad del señor Klix por el 
naciente es el cerro, debiéndose entender por tal su 
base y no su cumbre, pues de lo contrario se habría 
dicho claramente en ellos que limitaría con la cumbre 
ó con propiedades de otros particulares, lo que por otra 
parte se deduce del lieoho de haber sido citada la Muni- 
cipalidad en la persona de su sindico. Doctor Arístides 
López, para el acto de la posesión dada a foja 12, pues 
si no se hubiera considerado a la Municipalidad propie- 
taria ó poseedora del cerro, se habría citado para aquel 
acto al vecino ó vecinos de la parte naciente que. como 
lo confiesa el demandante al absolver la segunda pregunta 
del pliego de posiciones de foja 112. lo era l>on Camilo 
üriburu. Esta confesión está conteste con la declaración 
del respetable testigo Doctor Eugenio Caballero, que 
intervino y contrató la venta hecha al Señor Klix y 
qui«m contestando á la segunda pregunta del interro- 
gatorio de foja 102, dice que sólo se obligó á la eviccion 
en la parte poseída, que entonces lo era hasta el camino 
que pasa por detrás de la cervecería, es decir, hasta el 
pie del cerro. El misino testigo al contestar la quinta 
pregunta del interrogatorio, dice que sabe que el Señor 
Uliburu era propietario á espaldas del cerro que da 
frente á la cervecería. Los honorables testigos Dorre- 
quieta, foja 105 vuelta, Vichino F. Sola á foja 122, Doc- 
tor Gumersindo Ulloa á foja 128 y Don Adolfo Raven á 
foja 133 vuelta, declaran también ser el Señor üriburu 
el propietario de las caídas del cerro hacia el Naciente. 
Considerando: 3» Que siendo el Señor üriburu vecino 
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iiel Señor Rlíx por el Naciente y reputándose éste pro- 
pietario y poseedor del cerro hasta su cumbre, ilébió 

habefse citado para el acto de la posesión y deslinde 
á aquel y no ¡i la Municipalidad, deduciéndose lógica- 
mente «pie el ser citada é$tf¡ y no habiendo .entre las 

propiedades de Kli\ y UriblirU liilis propiedad «pie el 
cerro.lt» fué porque se reconocía en la Municipalidad 
algún derecho sobre «•! misino. 

Considerando: V* Qiie la posesión dada á Klix á foja 
12 vuelta, lo fu»*- bfljp los limites señalados en sus 
títulos, sin fjue conste «|iie en ellos y por consiguiente 
en ésta se comprendía el cerro, sin que por otra parle 
dicha posesión esté aprobada judicialmente. 

Considerando: ó" Qncj la posesión alegada por el Señor 
Klix sobre la parte del cerro tiene un origen precario, 
puesto qcie ella dala dé la concesión graciosa para 
usar del cirro hecha por la Municipalidad el 17 di- 
Diciembre «le I872¿ ai Señor stuart. copropietario del 
Señor Klix del éstab I ee i ni i e u t o de cervecería; copropie- 
dad justificada por el testimonio de foja '21 á i MI vuelta, 
resollando también el carácter prerario de la posesión 

del demandante por el reconocimiento del contenido y 
firmas de los documentos de fojas 05 y 67.cn los ipie 
se ;:co^e explícitamente al mencionado acuerdo nuiu i - 
eijial, por el «pie sr permitía á Stuart usar para el 
establecimiento de cervecería de 2<h> varas del «'erro, id 
mal confiesa ser Je propiedad municipal; desprendieú- 
dpse de todo esto que si el Señor Klix poseía taparte 
del cerro en cuestión, lo hacia en nombre de la Muni- 
cipalidad sin ánimo doniini y como simple detentador. 

Considerando: &> íjne si bien los testigos de la parte 
a clora Sagred, Hojas, Lope/ y Chocobar declaran di- 



I-Jas 78 .i .S»! afirmando la posesión <| i te .-I Señor Klix 
alega sobre <-l cerró., estas declaraciones s<> encuentran 
contradichas y desvirtuadas por el uíisinó demandante 
;il reconocer .-I contenido de los documentos citados 
«•n el auterior considerando y además por los lesíigos 
«bonados y de mejor Jama del demandado. Caballero, 
borrego iota. Várela y Zigarün, quienes declaran : Caballero 
■i foja 103 vuelta; ijue el terreno vendido á Klix solo 
litigaba hasta el camino que pasa por atrás de la cerye- 
«•••r.'a. que .-ra l« poseído, y qiie ruando él quiso sacar 
piedra del cerro se le exigió su derecho municipal. Kl 
testigo Zorregiiieta contestó á foja Ht."» aurmativamente 
las preguntas tercera y marta del interrog-i torio de toja 
K'í!. coiistándoies lo que en «'lias se expresa por haber 
Presidente de la Municipalidad acordado permiso 
pna extrae! 4 piedra del rorro al misino Señor Klix y 
Stiiart. Kl testigo Várela á foja los contesta también 
alirmati vameute las preguntas tercera y cuarta del 
mismo interrogatorio. 

Los testigos ligaran y Muirá las absuelven á foja 
lio vuelta y foja 113 vuelta del mismo modo, dedu- 
ciéndose de todas estas declaraciones que la Municipa- 
lidad «I conceder permiso para extraer piedra del cerro, 
lia estaiio siempre en posesión de éste, ejecutan. lo de 
esa manera actos posesorios. 

Considerando: 7" (¿ t ¡,; esta deducción; se desprende 
tañí bien de las declaraciones del testigo .los.'- María 
Solá á foja 117, qnien contesta afirmativamente la cuarta 
pregunta del interrogatorio de toja. . . y agrega «pie siendo 
Municipal se concedió á Klix el uso, no la propiedad 
de una parte del cerro. De la del testigo Victorino V. 
S«dá foja 121, quien asevera que la Municipalidad cobraba 
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y daba permiso para la extracción de piedra de la parte 
del cerro en cuestión ó remataba el derecho (contesta- 
ción á las preguntas tercera ó cuarta del interrogatorio 
de foja... i De la del testigo Doctor Dávalosá foja 134 
vuelta, absolviendo las mismas preguntas. De la del 
Doctor Orihuela á foja 126. De la del Doctor Ulloa á 
foja 128. De la del Doctor Outes. foja 130» quien declara 
haber visto desde que tiene uso de razón ejercer á la 
Municipalidad de una manera continua actos de pose- 
sión, sobre la parte del cerro á que se refiere la segunda 
pregunta del interrogatorio mencionado. Las preguntas 
tercera y cuarta son contestadas afirmativamente; De 
la de Raven á foja 133. quien también las contesta 
afirmativamente. 

Considerando: 8- Que por todas estas declaraciones 
resulta destruida la prueba de los testigos del actor, 
sobre la posesión alegada sobre el cerro y si más bien 
probada la de la Municipalidad, como se comprueba 
además por los instrumentos públicos, artículo 071». 
inciso 2" del Código Civil, corrientes de foja 87 á 96. 
los cuales cointa que la concesión hecha por la 
icipalidad el año 72 al Señor Stuart. copropietario 
Klix, según se ve por escritura de foja 07, fué Una 
le licencia para usar en benelicio de la cervecería 
de la parte hoy cuestionada del cerro, sin que la Muni- 
cipalidad entendiera despojarse de la propiedad ó pose- 
sión sobre él mismo, y así lo comprendió el mismo 
Klix según se ve por sus solicitudes de foja 65 y 07. 

Considerando: o Que los documentos presentados 
por el actor de foja 31 á foja 56, no pueden tener valor 
contra la Municipalidad por no haber intervenido en el 
juicio seguido por Klix contra Gurruchaga, en cuyo 
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caso es aplicable el principio res ínter atlios aria non 
nos reí. 

Considerando: 10. Que aún cuando se hubiera probado 
la turbación en la posesion f no se lia probado ésta por 
el actor y por lo tanto no ha podido entablar el inter- 
dicto fie retener— inciso I o , artículo 327 de la ley E. J. 
y 2495 del Código Civil— y menos lo ha podido en virtud 
de estar constatado en autos el carácter precario de su 
posesión— artículo 2480 del Código Civil. 

Considerando: 11. Que no es aplicable al caso suh 
judice el artículo 2378 del Código Civil, citado por el 
actor, puesto que la disposición en él contenida se refiere 
á la manera como se pierde la posesión, sin que en el 
caso actual haya aquel comprobado que la tenía. 

Por estos fundamentos : no se hace lugar al interdicto de 
retener, entablado por el Señor Don Otto Klix en contra 
de la Municipalidad, con costas. Repónganse los sellos. 

Felipe lt. Arras. 



Pallo de I* Suprema < orto 



Hílenos Aires, Marzo 21 de 1892. 

Vistos: Por sus fundamentos en cuanto sirven á 
demostrar el carácter precario de la posesión de Don 
Otto Klix en el terreno en cuestión; y considerando 
además; que no se han justificado tampoco actos mate- 
riales de perturbación de dicha posesión, pues no son 
tales id haber llamado la Municipalidad á pagar arrien- 



un 
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dos por dicho terreno, al demandante: se cQiilirnifi pph 
costas, y sin más trámite por no proceder la petición de 

escribir en derecho deducida á foja üks. la sentencia de 
foja 172 vuelta; \ repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victoiuca. — C. s. de 
la Torre. — Luis V. Várela 
— AuÉL Baxan% 



i \\ s\ t,\i 



Con í vu Piiifí&co v CíisíuQíiliiO* wbw. inoxacta ilaxi/icaciou 
de tñcrcadet'íos y pago 'I*' Uobtés derechos* 



Siniinrth.— \\\ procede la vía contenciosa contra las 
evoluciones de la Aduana sobre elnsilicadon de las 
mercaderías sujetas á tarifa. 




CasQi — Ri 'siiltn de Uis .siguiente* pie/.us: 
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nmmvoim pk la aduana 

Rosario, Itaorp -Jo de 

Vistos: consta: I", Qiíe los Señores Pinftsco y Castag- 
nino pidieron despacho á plaza por permiso húmero 
388ft¿ de 268 cajones aceite impuro en latas marca P C. 
números 161 ron 33 kilos bruto coda uno, condu- 
cidos por el vapor italiano «Cíttadi Genova». — 2». Que 
en la inspección practicada por el vista al mencionado 
aceite, encontró que ño fia impuro sino vegetal, para 
industrias ó uso de las familias, determinado su aloro 
por tarifa en 350 milésimos él tilo en vez del de KM) 
milésimos que correspondería al manifestado, agregando 
que las latas traían el rotulo de n Oleo Sopráfliuo» cuya 
diferencia de valor excede á la tolerancia que acuerda 
o! artículo ÜS de las Ordenanzas dtí Aduana. :{'. Qué 

los interesados expónen en su declaración dé foja 1 vuelta, 
que ronlirman la calidad del aceite -pedido á despacho 
como impuro, que no es para uso de familias sino para 
máquinas; que respecto al rótulo estampado *;n las latas 
se refiere á que es lino en su clase dicho aceito, — 
4". *}i\e esta Aduana mandó sacar una muestra del aceite 
vn cuestión, é inquirir la opinión del Tribunal de Vistas 
para que examinando prolijamente declaren su calidad, 
expresando terminantemente que no era impuro y que 
corresponde su aforo al que señala la Tarifa Bajo el 
nflmero lli que díco: «aceite vegéÉal para las indus- 
trias y uso do las familias », de conformidad con lo 
que denuncia el \ista despachante un el parte que etica- 



m 

beza este expediente.— Por tanto, y consideran* 
esto hecho importa una infracción de lo que dispone 
el artículo 104 de las referidas Ordenanzas, punible según 
lo prescribe el 10¿5, y que no atenúa la causal expuesta 
por los interesados, esta Aduana, cumpliendo con lo 
que manda el 930, resuelve declarar incurrido en la 
tena del pago de dobles derechos al aceite denunciado, 
ifíquese y encontrándose entregada bajo lianza la 
idería peñada, paso á Contaduría y Tesorería para 
su ejecución y erectos de los artículos K>2!) y 1030. 

G. Escalera. 



Fallo <!«>■ Juc/- 1-VdVrnl (mi hóc) 



Rosarlo. Setiembre 25 •!<• lSB.j. 

Vistos: estos autos seguidos por los Srex. Pinasco y 
Custagnino. recurriendo de la resolución del Adminis- 
trador de la Aduana de esta ciudad, por la cual se 
condena á aquellos al pago de dobles derechos por dife- 
rencia en la calidad de una partida de aceite, de ios 
cuales resulta : 

Que los expresados Señores Pinasco y Castagnino en el 
mes de Diciembre de 1890. por el permiso ¡í que se 
refiere el parte de Toja 1 vuelta, pasado por el vista Don 
Juan V. Torre, solicitaron el despacho de 268 cajones 
aceite, conducidos ú este puerto por el vapor italiano 
«Citta di íienova». procedente de diebo puerto, califi- 
cándolo de aceite impuro para uso de máquinas con la 
etiqueta Oleo Sopra/fmo Sirena. 
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Que el referido Vista, al examinar ese aceite, lo clasi- 
ficó de aceite vegetal para uso de las familias. 

Que no conformándose los introductores con esa cali- 
ficación, so pasó el asunto al Tribunal de Vistas, el 
cual á foja 2 vuelta confirmó la calificación hcciia por 
el Vista Torre. 

Que en vista de estos hechos, el Administrador de 
Aduana, haciendo uso de la facultad que le acuerda el 
articulo l:J<¡ de las Ordenanzas de Aduana, resolvió la 
cuestión adoptando la calificación dada por el Tribunal 
de Vistas y condenando á los Señores Pinasco y Castag- 
nino al pago de derechos dobles, apoyándose para todo 
esto en los artículos ll>4, !I30 y M23 de dichas Orde- 
nanzas. 

Que no conformándose estos con esa resolución, y 
haciendo uso del derecho que acuerda el articulo 
de las mismas Ordenanzas, entablaron la vía conten- 
ciosa ocurriendo á este Juzgado de Sección, pidiendo se 
revocase la resolución del Administrador de Aduana y 
se declarase que el aceito en cuestión pertenece á la 
categoría de aceite impuro, debiendo aforarse á razón 
de cien milésimos el kilogramo. 

Que habiendo corrí lo vista de este recurso al Señor 
Agento Fiscal, y habiendo pedido éste la continuación 
de la resolución administrativa, se dictó el auto de foja 
15¿ abriendo esta causa á prueba por el término de ley. 

Que durante este término, la parte de los Señores 
Pinasco y Castagniuo ha producido la prueba testimonial 
que corre desde Fa foja 2 hasta la :J2 y la pericial de 
foja 36. 

Que hecha la publicación de las pruebas producidas 
y habiendo alegado las partes de bien probado, el Señor 
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Agente Fiscfil en su álégató expresa^ que el mismo aceite 
toria <lc éste juicio habfa sido analizado á petición 

ta Aduana |»«>r el < Jirimico de la Municipalidad de 
s Aires Doctor Arata, indicando que si el Juzgado 
yese necesario, pidiese ¡i la Aduana el expediente 
al que motivó el análisis. 
Que Unciendo uso el Tribunal de la facultad que la 
Ley de Procedimientos le acuerda, resolvió para mejor 
prfiveer que la Aduana remitiese original el espediente 
y expresase cuál era la marca del aceito introducido 
por el vapor «Citta di Genova» y cuál la corres- 
pohdiente al aceite analizado en Buenos Aires ñor el 
Doctor Arata. 

Que remitido dicho expediente original por el Admi- 
nistrador de Aduana. hxó después devuelto ;i < ; sle de- 
jándose la copia que corre en autos. 

Que informado el Señor Administra. lo¡r de Adtumn 
respecto de la marca del aceite analizado por el Doctor 
Arata. resulta que esa marca es Campana ó una cam- 
pana, que corresponde ti los vc.aliciftco cajones de a^i te 
conducidos en el vapor italiano «S, Gottardí», proce- 
dente de «Senova y Ñapóles. 

Y considerando : 1". Que dictadas éií 30 dé Septieinbre 
de 1876 las Ordenanzas de Aduana vi gentes* no pueden 
ser aplicadas al presente raso las disposicioiies conte- 
nidas en *'l decreto de M de ¿unid de 1878, 

2K Que ateniéndole ó lo preceptuado en las primeras, 
no rs óidiptorio C«íilicíiv y ¡llorar las mercaderías de 
acuerdo cop el rótulo ó etiqueta que cdntengáii expre- 
sando su calidad. 

3 rt * Qiie aun cuando Tribtinal de Vistas afirma que 
el aceite á que se refiere es vegetal y puro, pudiéndose 
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emplear |iara él uso de las industrias y de-las familias, 
Ésta calíficaeton la fundan únicamente en la falta de 
olor y en la transparencia dé dicho aceite, cualidades 
ii le igual menté puede ttóiíer cááiqüibi aceite animal ó 
cualquier OtM compuesto dé materia animal y vegetal 
sujicieutenionie clarificados; 

'r. Que la imperfección dé los medios usados por los 
Vistas paca calificar dicho aceite, no pueden ser equi- 
parados al análisis químico del mismo, verificado por 
el perílo Gómez que corre origina] á foja 36¿ del cual 
resulta que dicho aceite es aún compuesto de aceite de 
patas (aceite anima t) y de aceite de algodón «aceite 
vegetal ). que no puede ser calificado de aceite puro y 
tener las condiciones indispensables para servir á la 
¡d ¡mentación. 

r»\ i)we la opinión emitida por «I Químico Doctor 
Arata á que hace referencia el Señor Agente Fiscal, no 
altera las conclusiones á que en su eximen ha llegado 
el Quinlico Don Benjamín (Jómez. por cuanto el primero 
fía analizado una muestra remitida por la Aduana ex- 
traída de los veinticinco cajones aceite Olio extra Cam- 
pana llegados de «¡énova y Nápoles en el vapor «S. 
Gottardi», mientras que el analizado por el segundo es 
el aceite Olio Sppra/fiiiO Genova marra Sirena, no pu- 
diéndose sostener, por tanto, si» pruebas sulieientes. 
que ambos aceites son idénticos, de la misma calidad 
y composición. 

(5°. «¿ue si bien por el artículo l:J7 de las Ordenanzas 
de Aduana, el fallo dictado por el Administrador de 
Aduana respecto ¡i la calificación de las mercaderías es 
inapelable y obligatorio, tanto para el introductor como 
para la Aduana misma, el articulo HMKt y la sección 6? 
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de las mismas, conceden al introductor el derecho de 
ocurrir al Juzgado de Sección por la vía contenciosa 
contra esa resolución, siendo por tanto reconocida en 
contradicción con lo dispuesto en el articulo 137, y que 
en este caso debe adoptarse aquella disposición legal 
que favorezca á quien se trata de penar, y esto con 
tanta más razón, cuanto que por el artículo lOtó la 
resolución del Administrador de Aduana solo es inape- 
lable cuando esa sentencia es absolutoria. 

Fallo y declaro* que el aceite contenido en los tÜiS 
cajones aceite Olio Sopra/fino marca Sirena, introduci- 
dos por los Señores Pinasco y Castagnino. por el per- 
miso H8HÍ», materia de este juicio, es un aceite impuro, 
compuesto de elementos animales y vegetales y que por 
tanto debe ser alorado como aceite impuro para má- 
quinas, quedando asi revocada la resolución administra- 
tiva dictada por el Señor Administrador de Aduana de 
2 de Enero del corriente ávd y que corre á foja Ü de 
estos autos. 

llágase saber y repónganse los sellos. 

Enyem'o f'etvz. 



VISTA DEL SKNOU rnmUKAholt OKNBKAL 



SHprema Corte : 

Los Señores Pinasco y i'astatfiiiuo pidieron á la Aduana 
del Rosario el despacho de 2ü8 cajones de un aceite 
que calillaron de impuro y para máquinas. 
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Pero los cajones traían la etiquehi: «Olio Sopra/fino, 
Génova, Sirena *> y fueron abiertos y ealilicada la mer- 
cancía de aceite vegetal para uso de industrias y fa- 
milias. 

Por disconformidad de tos introductores, esacaliticacioii 
fué sometida á la decisión del Tribunal de Vistás, el 
que la conlirmó ¡i foja 2 vuelta, y el Administrador de 
Aduana aceptándola con sujeción al artículo 130 de las. 
Ordenanzas, impuso dobles derechos á la mercancía. 

Ksa resolución fué recurrida para ante el Juez Fede- 
ral dando origen al fallo de foja '<<L que adopta la cía* 
siiicacion de aceite impuro en contradicción ¡i la del 
Tribunal de Vistas, y revoca en consecuencia la reso- 
lución del Administrador de Aduana qué imponía ei 
pa£o doble de derechos. 

Considero justos los recursos deducidos por el Pro- 
curador Fiscal para ante V. K. á foja tfíí. 

Prescindiendo de la prueba testimonial que favorece 
las conclusiones del Administrador de Adu nia; del hecho 
de una etiqueta que expresa Olio Sopru/fino, la que se- 
gún decreto de ÍÍ7 de Junio de 1X1:!, que no aparece 
derogado por las Ordenanzas de Aduana bastan para 
fundar esa clasilicaciou, la clasificación del Tribunal de 
Vistas y su adopción por el Administrador no puede 
sor controvertible en juicio contencioso. Si lo fueran* 
las funciones administrativas de la Aduana serían en- 
torpecidas por continuas reclamaciones y cada despacho 
daría ocasión á un pleito. 

Para evitar este peligro, el articulo 1:17 de las Orde- 
nanzas presert1hM|ue este fallo es obligatorio é inapelable. 

A esto no se oponen lós artículos lOtÜi y G4 relativos 
á los recursos en general. Esos artículos conceden re- 
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cursos de las díJcisíbnps de todo otro género; pero lo 
general no implica la excepción, y esa excepción está 
bien explícitamente consignarla en el articulo f$j <\w- 
es especial y declara la claisificación inapelable. 

Por ello, considero nula la sentencia dictada por el 
Juez* que carece de competencia al efecto y pido á V. E. 
se sirva asi declararlo, dejando subsistente la del Ad- 
ministrador de la Aduana de luja :¡. 

Sabiniátto Rien. 

Btionos A i ros, Pchiwó 18 dé 1802, 

frailo de la Su p roma C'orU» 

Unenos Aires, Marzo 28 tle 1804. 

Vistos : No siendo procedente la via contenciosa 
contra las resoluciones de la Aduana sobre clasificación 
.I.- las mercaderías sujetas ;i tarifa, con arreglo á lo dis- 
puesto en el articulo 137 de las Ordenanzas de Aduana, 
según lo tiene declarado esta Suprema Corte en repe- 
tidos fallos, y no Itabíéndosé puesto en cuestión por 
el recurso deducido contra la resoluci m del Adminis- 
trador de Aduana del Rosario de foja 3,otro punto íjllfi 
el de la Clasificación hecha por dicha resolución, del 
aceite pedido á despacho por Pinasco y Castagnino: 
Por ello >' de conformidad con lo expuesto y pedido 
por él Señor Procurador General;, se deja sin efecto la 
sentencia recurrida de foja r>*¡. declarándose subsistente 
la resolución de foja 3. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Víctor ic a- — G. S. ok 
la TohRK f — Litis V. Várela. 

— Al'.KL BAZAR 
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Contra Mkertcy y C\ por sustracción (le ríwrcadcría» y 
comiso ; sobre liquidación. 



sumario.— V . En el caso de comiso de mercaderías sus- 
traídas dé la A*luana. debo fijarse sepáradaraentq el va- 
lor dé ellas segnn tarifa, y el importe <le los derechos. 

2», En dicho caso? la 1i4iiidftcióh de uno y otras <lol>e 
hacerse con i.iter r r%f6:á la disposición viente en la fecha 
de la declaración del comiso. 

Címó.— Lo explica la siguiente 

PETICION 
I 

Señor Juez FedcmL 

Dinnin^oToroZrtaya. defensor dfi los Señores Acker- 
ley V C a . eii íft Wüsa sobre contrabando, sea. sustrae- 



ci o ii de trece cajones de mercadelas de los depósitos tic 
Aduana, á V. S. digo: 

Que por sentencia que dictó el Juzgado con fecha 20 
de Agosto próximo pasado, se declararon en comiso los 
trece cajones materia de esta causa, y se mandó, á mi 
pedido, el expediente á la Aduana para la liquidación y 
pago de dicho comiso. 

Después de inli'iitas ¿jes! iones para obtener el pronto 
despacho, ha llegado ¡i mi conocimiento que Don Manuel 
Cúmel i ti o, interesado coinó denunciante, consultó al Mi- 
nisterio de Hacienda si la liquidación debía hacerle ¡i 
oro ó á moneda nacional papel. 

No consta en los autos esa resolución ministerial, ni si 
ella se produjo con conocimiento del proceso, y teniendo 
presente que este es un asunto que está sometido exclu- 
sivamente, de acuerdo con los artículos 1034 y l(H¡0 de 
las Ordenanzas de Aduana, ala Justicia Nacional y por 
consiguiente ajeno A cualquier resolución administrativa; 
pero ¡i pesar de esto, se me dijo que por haberse acon- 
sejado la liquidación á oro y por ser la tarifa vidente la 
qxtemds conviene al Fisco, importaha tal liquidación la 
suma de $ ¿til por valor de la mercadería y $ 419*51 
nodo en pro ) por los de reciios respectivos. 

Ks indudableque liquidándose en oro, era lo más con- 
veniente para el Fisco y muy principalmente para el se. 
Sor Camelino; perúes indudable ;ue la conveniencia no 
es ni razón le«al. ni justilica ál abuso, desde que por los 
mismos comprobantes presentados por la Adua na y con $ 
rancia de autos (fs. 04 á 66 y fs. 75) resulta que los lo 
cajones i!e mercaderías M. M. M 5534 43 y :{ V. D. 835 7 
salieron los primeros de los depósitos en IS<lc Noviembre 
de ISSU % y el resto en ¡i de Septiembre del mismo es 
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decir, mucho tiempo antes ele entrar en vigencia la ley N° 
277:? de 2] «lo Octubre de 1890, qüe declaró el payo ¡i oro 
de los derechos de importación. Tal derecho, en caso de 
deberse al Fisco, sólo puede exigirse por la cantidad y 
clase de moneda, que realmente se adeude, desde que él 
constituye un impuesto como el de Contribución Directa ó 
cualquier ut ra de esa especie, sin que altere ó modifique 
tal derecho ó impuesto una ley posterior que lo hubiera 
enlabiado. 

Kn nuestro caso, los derechos ó impuestos de Aduana 
en el año 1889, regían á moneda nacional c 1 y á este 
tipo hubiera pagado el Fisco á los señores Ackerley si la 
mercadería se hubiera perdido por causa imputable á la 
Aduana. Esta repartición así lo ha entendido siempre y 
puede recordarse la causa análoga á ésta que se siguió 
ante V. S. contra Illanco y Caldoso ¿ interesado el Guarda 
De Si moni y en que la Aduana liquidó la mercadería, no 
hace de ello tres meses, á moneda papel los derechos y 
avalúo de la mercadería. 

Un procedimiento distinto para con mis defendidos, 
sólo se explica en que el interesado en este asunto es Don 
Manuel Camelino. Sub-Administrador de la Aduana, 
quien pretende darle aspecto retroactivo y en materia cri- 
minal, á la referida ley X o 2782, violentando además lo 
que disponen los artículos 12 y 13 del Código de Proce- 
dimientos en ¡o Criminal, que dicen que no podrá apli- 
carse ni por analogía otra ley que la que rige el caso, ni 
interpretarse ésta extensivamente en contra del procesa- 
do, y que en caso de duda deberá estarse siempre á lo que 
sea más favorable á éste. 

No midiendo haber nunca retroactividad en materia cri- 
minal, ni amenguando el derecho de mi defendido por lo 
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que pudiifra convenir más al Fisco y al señor Camelino, 
sino que se trata de dar cumplimiento ¡i una sentencia 
dictada por Y. S. en asunto ó cuestión de la exclusiva 
competencia de este Juzgado, no puede importar la opi- 
nión del Ministerio, qué yo solo conozco por díceres délos 
interesados, emitida en un asunto sometido á la Justicia 
Nacional, que en ejercicio de sus funciones obra con pres- 
cinden ciá absoluta <Í6 los otros poderes del Estado. 



11 

Kn esa liquidación formada por la Aduano se ha liqui- 
dado á oro por la tarifa de este afio y separando el valor 
de la mercadería de los derechos .—Liq ülthindó por la tari- 
fa que corresponde al ¿¡101889, fecha de la salida de las 
mercaderías resulta: cajones M. M. M.— 2000 U bramante 
á 7iH)mil— 1400.UU partida— 

Id. V. I). 800 K. toballas 'iliw.so id. :JIHM> 
Total % c I $ imM. 



k e acuerdo con lo dispuesto en el articulo 103» de las 
denartaas de Aduana, tal derecho solo en lodos tos rusos 
del valor de la mercadería y solo el sobrante ó producto neto 
es lo que corresponde al empleado denunciante. Así lo ha 
resuelto constantemente V.S., liacó muy poco tiempo, eu 
ta recordada causa de Blanco y Caldoso, siguiendo la ju- 
risprudencia establecida por la Suprema 4 orle, que con 
fecha ti de Diciembre de WUK resolvió lo siguiente en «I 
juicio de contrabando seguido contra J. M. líorzone: « Por 
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estas declaraciones y oído el señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs* 18* con l« doclara- 
eion de «i ne el comiso y derechos adeudados deben xw //- 
f/mdádús ron arreglo á lo dispuesto en el articulo 1029 de 
las ( Ordenanzas de Aduana.» 



III 

Por íiltimo, Señor Juez, se me ha manifestado en la 
Aduana que si ihi defendido no yaga en el acto ¡i uro la li- 
quidación que se ha hecho, el señor Administrador orde- 
nará inmediatamente el remate di* mercaderías que la casa 
ile Ackcrlcy y O tiene en los depósitos por un valor cre- 

GidQf 

Bien sabe V. S. que este asunto, por gil carácter criminal, 
es de exclusiva competencia «leí Juzgado, qué en él dictó 
sentencia y por ende le corresponde hacerla cumplir con 
|)resciii(Íencia absoluta del resorte administrativo,eomo lo 
es la Aduana. 

Por colisión iente. para evitar esa usurpación de las fun- 
ciones inherentes al elevado cargo que V. K. desempeña y 
para evitar lós inmensos perjuicios que pudieran origi- 
narse á mis defendidos con la consumación del preten- 
dido atentado, acompaño á este escrito un certificado de 
depósito en el Bancp Nacional y á la orden de V. S. por la 
suma de un mil oehoeieiitos noventa y seis pesos con 
ochenta centavos moneda nacional de curso legal* que es 
lo que realmente importa el comiso con arreglo al impues- 
to vigente cuando salieron á plaza los trece cajones co- 
misados y en virtud de esta consignación. 
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A V. S. suplico: Primero :— Se sirva ordenar se libre en 
el dia oficio al señor Administrador de la Aduana de- 
vuelva al Juzgado, dentro de cuarenta y ocho horas, el 
espediente referido contra mi deícndidiD por sustracción 
de mercaderías, con la liquidación que ya está hecha. 

Secundo:— Hacerle presente en el mismo oficio, que 
debe abstenerse de rematar mercaderías pertenecientes á 
Ackerley y O., con móflvo de la falta de pago de dicho co- 
miso, desde que siendo V. S. el único Juez de la causa y á 
quien corresponde ordenar el cumplimiento de su senten- 
cia, no puede la Aduana por su sola cuenta embarcar y 
rematar mercaderías; y 

Tercero:— Se tenga por presentado él certificado de con- 
signación adjunto, y devueltos que inoran los autos, 
pasarlos en vista del señor Procurador Fiscal, para su 
cumplimiento, con él depósito hecho en el Banco y su 
eiltrégá á quien corresponda. Es justicia. 

li. Taro Zelaya. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez\ 

La Aduana ha practicado én este caso una liquidación á 
oro por la tarifa del corriente aíío¿ separando (leí valor del 
comiso los derechos ;i pagar. 

La parte de Ackerley sostiene: 

I o . One del importe del comiso deben sacárselos de- 
reelios; T. One la liquidación no debe hacerse á oro sino 
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á papel como se hacía en 1889, época en que la mercadería 
comisada se introdujo. 

Por lo que respecta al primer punto, se funda en la dis- 
posición del artículo 1029 de las Ordenanzas que mandan 
que los derechos se saquen siempre del comiso. 

Por lo que hace al segundo, en que la aplicación de la 
tarifa á oro tratándose de mercaderías introducidas el año 
1889. en que la percepción se hacía á papel, importa dar 
retroactividad A la ley en virtud de la cual se aplica la 
pena, siendo así que no puede haber retroactividad en ma- 
teria penal. 

El Fiscal disiente de esa opinión en cuanto al primero; 
porque si bien es cierto que las Ordenanzas establecen que 
los derechos deben sacarse del importe del comiso, esta 
disposición no puede referirse sino al caso en que la mer- 
cadería comisada está en poder de la Aduana, porque ven- 
dida en remate, el precio que se obtiene por ella no es el 
de tarifa sino el de plaza que corresponde á aquel, más los 
derechos. Asi lo lia entendido el señor Procurador ©ene- 
ral y la Excma. Corteen la Causa XLH, tomo 17 de los 
fallos. Pero en el caso presente la mercadería comisada, 
no está en poder de la Aduana, ha sido sustraída y debe 
lijarse separadamente su valor por tarifa, y el impaBto*de 
los derechos, porque sino hubiera sido sustraída y se hu- 
biera vendido en remate, se habría sacado en el precio de 
éste el valor de tarifa y el importe de los derechos. 

En cuanto al segundo punto tampoco cree que su funda- 
mento sea atendible; la Ley en virtud de la cual se ha 
aplicado la pena, esto es, por la que se ha declarado el co- 
miso, es la misma el 89 que el 91. La tarifa que afora la 
mercadería y que lija el derecho, es también la misma. 
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Lo único que vari:, os la relación entre .-1 oro. que es .'1 
val..,- de la mercadería'; y el p,apel on que el valor se perci- 
lila. No hay pues tal divcrsulad dfl leyes ni se trata de 
aplicar le\ es posteriores á hechos anteriores : de lo que se 
trata simplemente es «le sab r si la mercadería que tiene 
„„ valor d oro y qift no se encuentra en poder de la 
\ luana, porque lm sido sustraída, debe estimarse para 
los Bfectosdel comiso y pago de derechos, como se eslima- 
ba el año 1880, en que se introdujo, es decir, considerando 
el papel oro ó como s,-..>i¡.na en la fecha en que ha sido 
definitivamente declarada en comiso, esto es, consideran- 
do In depreciación del papel—y por .'I valor real de la mer- 
cadería que es óio. 

para resolver este punto hay que principiar por .-sta- 
blecer: ¿pie es romes» .' y establecido qne comiso es la pér- 
dida de h m0adetí(i, la resolución no ofrece á mi juicio 

mavor dificultad. 

¿i la mercadería hubiera estado en poder de la Aduana 
evidentemente se hubiera procedido al remate cuando .-I 
caso estuviera delinitivámente Tallad... y puesta en remato 
se hubiera pagado la mercadería por su valor que es oro. 

Luego si el comiso es la pérdida de la mercadería y rila 
representa un valor que es siempre «ro¿ es también evi- 
dente que en este casoen que el remate no se hace, porque 
1;, mercadería ha salid., do la Aduana, debe lijársele .-I 
valor de tarifa á oró, porque es como se hace (a percepción 
en el momento, en que se hubiese rematado, si la merca- 
ería no hubiese salido do la Aduana. 
Y la misma ra/... n milita para que los derechos que s.- 
habrían comprendido en .-I .-..mis... si por medio del remá- 
tese hubiese sacado de la mercadería Comisada, el prepio 
de plaza, sean también liquidados ¡toro. 
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El FiscjiI oií ¡ na, paes ? queV. s. debe declarar legal mente 
hecha la liqsiiila&ion cU) la Ad uaná en la forma en que ha 
sido practicada. 

Biicrios Airi's Noviembre í'2 do 1801, 

J. M. ItusUIh. 



l<allo «B«l .íu(>/ *V«|«»r»l 



Rueños Aiiw. Novifinlii-o ?l ls^% 

Y vistos: refiriéndose la resolución de foja... ¡i mer- 
caderías extraídas «le la Aduana en una ¿poca cu qué 
los valores de Tarifa y derechos correspondientes, oran 
calculados ¡i moneda corriente en papel y no compren 
dien do dicha resolución más pona que el comiso de la 
mercaderil extraída, es decir, la perdida del valor, en 
la época en que la mercadería salió de la Aduana y 
pudo sor vendida en plaza, no obstante lo expuesto por 
el Señor procurador Pisen) se resuelve: que la liquida 
cion sea practicada á moneda corriente, en papel; y por 
los fundamentos expuestas por el Procurador Fiscal, se 
resuelvo igual mente que la liquidación debe comprender 
además del valoren tarifa de Jas mercaderías, e| importe 
di' los derechos no percibidos por la Aduana. Repón- 
ganse las fojas. 

Andrés Ugtnrita. 
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VISTA DEL SEÑOR I'ttOCl UAUUH GENERAL 



Suprema Corle: 

En la causa seguida contra Ackerb ;y y Compañía sobre 
sustracción de mercaderías de los depósitos de Aduana 
e) Juzgado Nacional, de conformidad de partes, mando 
sobreseer provisionalmente* según auto de foja 2Í34, en 
rte criminal, y declaró caído» en comiso los trece 
es objeto de la sustracción. 

mo consecuencia de ese auto, el mismo Juez Nació- 
n-solvió ¡i foja 271, que la liqidacion de derechos 
practicada a moneda corriente, en papel, y que esa 
dación debe comprender* además del valor de tarifa 
as mercaderías, el importe de los derechos no perd- 
idos por la Aduana. Contra la declaración del primer 
punto, de ese auto, apeló el Procurador del Tesoro, y 
contra la segunda el representante de la casa de comercio 
acusada. 

Ks en mérito de estos dos recursos, concedidos en 
relación, qué los autos fueron elevados á V. K. Res- 
pecto del primero, os cierto que la disposición que 
prescribe el pago de derechos doro, es de fecha poste- 
rior ¡i la sustracción de mercaderías. Pero es evidente 
¡ambien que esa sustracción no constituye medio legal: 
que la Aduana no ha podido imponer entonces derechos 
á la mercadería sustraída y que siendo esa sustracción 
emanada de un procedimiento oculto é ¡legitimo, no 
puede producir perjuicios á la Aduana ni beneficios á 
sus autores. El acto del despacho de la mercadería que 
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no pudo hacerse en forma legal antes por la sustracción 
subrepticia, se produce en el momento en que, aperci- 
bida la Aduana por el despacho solicitado ú otra cual- 
quier causa, dicta la resolución de comiso. Es este el 
momento en que la mercadería ha de pagar derechos si 
los debe, saliendo recien de la Aduana, por la puerta 
legitima del despacho, con prescindencia de la ¿poca en 
que efectivamente había salido por las de una sustrac- 
ción clandestina. Pienso por ello que la ley de 21 de 
Octubre de 18ÍM) que prescribe el pago de derechos ¡i 
oro f no puede tener efecto retroactivo respecto de mer- 
caderías despachadas y aforadas antes de su" vigencia; 
pero que no siendo la sustracción ti n despac 
aquella disposición es aplicable, una vez que 
operaciones están representadas en el caso, por el 
del descubrimiento de la sustracción y la imposición 
recién entonces posible, de las responsabilidades fiscales. 
De acuerdo con lo declarado por el Señor Ministro de 
Hacienda ¡i foja 239 y lo solicitado por el Señor Procu- 
rador Fiscal & foja 2»>í>, opino por la revocación del 
auto recurrido en la parte que dispone la liquidación 
de los derechos de Aduana en moneda papel de curso 

legal. 

En cuanto al segundo caso del auto recurrido, 
opino que debe ser continuado. Las mercaderías, d 
haberse solicitado su despacho, debieron necesariamente 
satisfacer el derecho fiscal de Aduana; y es la acumu- 
lación del importe de esos derechos al de las merca- 
derías según avaluación, lo que forma su valor en 
plaza. 

Si esas mercaderías correspondían á la Aduana y 
fueron vendidas por su cuenta, representaban para el 
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fisco no solo su valor en tarifa, sino también «1 de los 
derechos imponible*. Si la rasa introductora sustrajo, 
cÍande8Unainén^ las naercádorias y las vendió, adqui- 
riendo por tal venta, su valor en tarifa y los ^«jrechos 
de A-luana, me parece lógico que deba restituir «mi 
virtud del comiso esos mismos valores de que ilvdelli- 
damente se hubiera apoderado. 

Es diferente el caso de ser la Aduana vendedora de 
los efectos en comiso, á que sin duda se reliere el 
artfóulo LO20 de las Ordenanzas de Aduana, de cuando 
esos; efectos han sido vendidos y aprovechado su precio 
originario* más ios derechos no pagados por él extractor 
elandestino. 

V. E. se ha de servir en consecuencia revocar el auto 
recurrido eíi cuánto ordena la liquidación de derechos 
.i pfipei de curso Legal, y confirmarlo;* en cuanto (lis 
ponga el pago dé derechos imponibles á la mercadería 
sustraída. 

Unenos Aires, Febrero 27 • !»• 1892. 

Sábiniano Kiér. 



Rueuos Aires, Marzo 2o <!«• 1*9$. 

Vistos: Debiendo tenerse legalhíente por verificado el 
despacho de las m ••rcad»- r ¡a* coniiaadasj sólo á la fecha 
de la declaración del comisó y liquidación de los dere- 
rhos adeudados, y no á la de su extracción ó sustracción 
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fraudulenta de los depósitos dé Aduana, por tío poder 
atribuirse á este arlo los efectos do un despacho regular; 
y do conformidad además, a las d ispos ¡$io n es co n ten id as 
en el titulo octavo, sección segunda, libio segundo del 
Código civil, de aplicación al caso, en virtud de lo 
dispuesto por los artículos novecientos ciiiciientii y nueve 
de las Ordenanzas de Aduana y ochenta y uno de. la 
Ley Nacional Penal, y á lo expuesto y pedido por el 
Procurador Fiscal i\ foja 2í!8 viiolta¿ y <d Señor Procu- 
rador General á foja 277 Vuelta, Se revoca el auto 
apelado ilf foja doscientas setenta vuelta »'n cuanto 
ordena que la liquidación de su referencia Se liaj»¡i ¡i 
moneda nacional «lo curso Legal, debiendo f¡sfca verifi- 
carse á oro. y si' con ti mi u en I ■ » demás. Y notándose 
que respecto ai dob ido cu inp) iaiiiicn to de la. última parle 
•le la Resolución de esta Suprema Corle de foja 148, nú 
se lia procedido con toda la diligencia que se req.u©rí8 
en la gravedad del raso, para la persecución y castigo 
do los delincuentes:; se excita el celó del funcionario 
que desempeña actualmente el Ministerio Fiscal en 
primera instancia, á fui de que promueva las medidas 
Conducentes á la prosecución det sumario. Reponíanse 
tos sellos y devuélvanse. 

Bkniamin ViotüRICA. — G. S. dé la 
TóliliK. — Luis V. Y ahela, — AjíKL 
Iía/an. 
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CAUSA LXIII 



La Compañía de Ferrocarriles Pobladores, contra Don 
Luis Gánale; sobre expropiación. 



Sumario*— Cuando no aparece debida otra indemniza- 
ción, sólo debe pagarse el precio del terreno expropiado, 
con más los intereses, desde el día de la ocupación, 
de la diferencia éntrela suma regulada y la consignada 
por el expropiante. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del •!«*« Federal 



La Plata, Julio 10 dé I89L 

Vistos, nuevamente los presentes autos, seguidos por 
la Compañía Nacional de Ferrocarriles Pobladores, contra 
Don Luis Gánale, sobre expropiación de un terreno. 
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Y considerando: 

1°. Que terminada por ei acuerdo celebrado ante la 
Suprema Córtela articulación promovida por el deman- 
dado y vueltos los autos al Juzgado, se convocó á las 
partes & comparendo verbal á efecto de que nombraran 
los peritos que dispone la ley de la materia, acto que 
tuvo lugar y en el que la Compañía expropiante nom- 
bró por su parte á Don Domingo Larrah'e y el deman- 
dado á Don Andrés Rolon. 

2°. Que este último se expide á foja 9!i, estimando á 
razón de cuatro pesos nacionales el metro cuadrado de 
terreno del señor Canal e, incluyendo en ese precio la 
indemnización de perjuicios, y el perito Larralde, en su 
informe de foja 102, lo avalúa en sesenta centavos 
moneda nacional el meiro cuadrado, comprendiendo la 
indemnización. 

3°. Que ciada la notable diferencia entre uno y otro 
justiprecio, se hacia indispensable otra opinión que á 
juicio del Juzgado llenara las condiciones de idoneidad 
é imparcialidad necesarias para llegará un resultado 
justo, y al efecto nombró el perito especial cuyo infor- 
me corre á foja 111, lo que con las demás constancias 
de autos ha demostrado que el terreno que se trata de 
expropiar, si bien se halla actualmente inculto, la cali- 
dad de la tierra le hace apto para la agricultura. 

4 o . Que teniendo en cuenta las consideraciones en 
que funda su dictámen el perito tercero, así como los 
precedentes legales establecidos por este Juzgado y la 
Suprema Corte en diferentes casos de expropiación de te- 
rrenos que tienen analogía conoide que se trata, el Juz- 
gado estima justo y equitativo el precio de ochenta y 
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inco centavos por cada metro cuadrado del terreno que 

e expropia ¡i Don Luis Gánate. 
5 o . Que en cuanto a indemnización, -si bien el perito 
tercero estima que no lia lugar á ella por no resultar 
fraccionado el terreno, es menester tener en cuenta que 
una venta forzosa como en el présente caso es uu sacrifi- 
cio que se impone al propietario, que debe serle compen- 
sado, ségiín la jurisprudencia establecida, 

l'«»r estos fundamentos, fallo : ordenando que la Com- 
pañía Nacional da Ferrocarriles Pobiaijores, debe pagar 
y pague a Don Luis Canale, ochenta) y cinco centavos 
moneda nacional por cada metro cuadrado dé la supor- 

liuie de terreno que le expropia, con más un quince por 

ciento sobre e | importe total de la expropiación « ■<» 

justa indemnización, siendo los gastos «leí juicio á 
cargo <le dicha Compañía. 

Mariano S. de Aurrecoccheu. 



KmIIu de ln "¡upwnm t'»rlr 

Buenos Airex, Marzo 27 tic 1892. 

Vistos: 

Por loque resulta de los informes periciales corrien- 
tes en autos, se resuelve lijar como justo y legitimo 
precio del terreno ;í expropiarse, el do setenta centavos 
por metro cuadrado, sin lugar á otra indemnización 
por no aparecer debida, y se declara que el expropiante 
debe abonar intereses á estilo de banco sobre la diferen- 
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ciu entro la suma mandada pagar y l;i consignada ¡i foja 
una, drsde el día de la ocupación del terreno hasta el de 
su efectivo aliono y los gastos del procedimiento, con- 
forme ¡i lo dispuesto por el articulo diez y odio «le la 
ley do la materia; quedando en tiSfcóS términos modifi- 
cada la sentuncia de foja ciento doce vuelta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BeXIAMIN VlCtOHICA, — C. ME 

i.a Torke. — Luis V. Yakkla. 
— Ahel Baxan. 
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La Compañía de Ferrocarriles Pobladores, mitra Don 
Angel C. Rodrigufz\ sobre expropiar ion. 

Sumario. — Kl precio de la expropiación debe ser equi- 
tativo, debiendo indemnizarse los perjuicios, c impedir 
los i|iie no se indemnicen con la construcción de las 
obras necesarias. 



Caso.— Lo indica el 
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Fallo drl «loes Prdrral 

La plata; Julio 31 de IH9I. 

Vistos: estos autos seguidos por la Compañía Nació- 
nal de Ferrocarriles Pobladores, contra Don Angel C. 
Rodríguez, sobre expropiación de un terreno, resulta; 

Que iniciada lu demanda por expropiación de una 
fracción de 9661 metros cuadrados de un terreno de 
propiedad del demandado Don Angel C. Rodríguez, 
ado en el partido de San Isidro, y convocadas las 
es :í juicio verbal y no habiendo podido acordarse 
ecto del precio del terreno é importancia de los 
niños, nombraron los peritos que determina el ar- 
o 6 tf de la ley de expropiación, designándose por 
de la Empresa expropiante á Don Domingo La- 
de y por el señor Rodríguez :i Don Enrique Tom- 
ón. 

ue éste, en su informe de foja 39, estima el terreno 
y.oii de ocho pesos el metro cuadrado, comprendien- 
do en ese precio la indemnización de perjuicios ; y el 
perito Larralde ( informe de foja 45), lo avalúa en cua- 
renta centavos cada metro cuadrado, y la indemnización 
n un cincuenta por ciento sobre el valor total de la 
expropiación. 

Que á foja 54 vuelta, y para mejor proveer, el Juz- 
gado decretó una inspección ocular del terreno que se 
trata de expropiar, diligencia que tuvo lugar y de que 
da cuenta el acta de fojas 55 vuelta y 50. 
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Y considerando: 

I o . Que dada la disparidad de precio asignado al 
terreno por los peritos de las partes y lo contradictorio 
de sus apreciaciones, no era posible al Juzgado el 
poder formar juicio al respecto y tuvo que recurrir A 
la apreciación personal y al examen del terreno en sus 
condiciones de posición, producción, etc. Y al efecto 
decretó y verificó una inspección ocular de tíl.de lo que 
instruye el acta «1c foja 55 vuelta. 

2 o . Que en esa inspección el Juzgado lia podido cons- 
tatar que el terreno del señor Rodrigue/* eu la parte 
en que se le expropia, está situado bajólas barrancas de 
San Isidro, viéndose en él plantaciones de árboles 
frutales, sauces y otros, y que la linea férrea que cons- 
truye la Empresa expropiante lo atraviesa sobre un 
terraplén que mide, término medio, un metro sesenta 
centímetros de altura. 

3 a . Que respecto al precio del terreno, á falta de ven- 
tas análogas, que pudieran dar á conocer su valor venal, 
tenemos los precedentes legales, establecidos por este 
Juzgado y la Suprema Corte, en diferentes casos de 
expropiación de terrenos de las mismas condiciones y 
situación del que se trata, y entre otros, los de los 
señores Vernet, á los que se lijó el precio de setenta 
centavos el metro cuadrado, el de Don Pedro Vallejo un 
peso, y odíenla centavos al de Don Antonio Olaguer ; 
lo que da una base para determinar el valor del que es 
materia de este juicio. 

4 Ó « (jue en cuanto á los perjuicios que sufre el pro- 
pietario y los de que se le debe indemnizar, consisten : 
I o en el fraccionamiento que sufre el terreno, que si 
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biéfl no inutiliza las dos fraccionas cu i|u« queda divi- 
dido; hacen dificultosa íb tómnnicacion eutire ellas dada 
la altura del terraplén «obre la qiie se extiende la vía 
férrea; y 2°« la destrucción de loa árboles frútalcs crtj ? o 
número asciende ú noventa, como consta «'nal acta de 
la inspección ocular. 

Por estos fundamentos, tallo: lijando en odíenla cen- 
tavos el metro cuadrado de la superficie de terreno que 
la empresa demandante expropia :\ Don Ang« I O. Rodrí- 
guez. que deberá pagarlos ¡i los diez días de ejecutoriada 
la presente, como asimismo la suma de mil quinientos 
pesos nacionales romo indemnización, por el fraccio- 
namiento, y a más trescientos cincuenta pesos de la 
misma moneda por la destrucción de árboles de que 
se ha hecho referencia y los gastos del juicio. Repón- 
ganse los sellos y notifiques!' con el original. 

Mariano S. tie Aunvrorcfwa. 



rallo ile I» Supri ma Corle 

Ruónos Aires, Marzo ¿\t de 1803. 

Vistos: 

Siendo equitativo el precio de ochenta centavos por 
metro cuadrado asignado al terreno á expropiarse por 
la sentencia apelada de foja cincuenta y siete vuelta, 
se continua sobre este punto dicha sentencia, modi- 
ficándose en lo relativo al valor de las plantas destrui- 
das y perjuicios resultantes del fraccionailiiento de la 
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propiedad, los cu otas se lijan GOiljiintamente en la suma 
dü dós mil quinientos pesos moneda nacional, can ile 
clurAcion; primero : deque la Empresa expropiíintii üftbü 
adetnai» abonar intereses á estilo dé Banco, sobre la 
diferencia do la «juna mandada payar y la consignada 
¡i foja una. desde el (lia de la ocupeion del terreno 
hasta el de su efectivo abono; Segundo: de que debe 
construir las obras necesarias para la fácil y natura] 
salida de las aguas déla parle del terreno del demnii 
dado ubicada entre la barranca y el terraplén de la vía 
férrea, ó reparar las que hubiese construido ya» si 
ellas no respondiesen á este objeto; y tercero, filial- 
mente, de que debe abonar las cusías del proCodiinieiite 
con arreglo á to dispuesto eiv el artículo diez y ocho de 
la ley de la materia. 

RepueslOvS los sollos, devuélvanse. 

Benjamín VicronicÁ.— C- s. m: 
la Torre. — Luis V- V abela. 
— Ámj* Bazan. 
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CAUSA h\\ 



La Compañía de Ferrocarriles Pobladores, contra el Doctor 
Don Manuel Quintana (hijo ), sobre expropiación. 



Sumario.— El precio de la expropiación y los perjuicios 
procedentes de ella, deben fijarse en la suma que se estime 
ser suficiente indemnización. 



Cajo — Lo indica el 



Fallo 4*1 J«e* Federal 

Y vistos : los seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores, sobre expropiación de un terreno 
de quinta, de propiedad del Doctor Don Manuel Quintana 

(Wjo); 

Resultando: 

Primero: Que en 27 de Julio de 1889, se presentó la 
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dicha Compañía, solicitando la expropiación de trescien- 
tos cincuenta y nueve metros cuadrado* de terreno* con. 
signan «lo la suma de ciento cuarenta y fres pesos sesenta 
a nía tos moneda nacional* muw indemnización de daños 
y perjuicios. 

Secundo : (¿lie en !Ude Knero de 18!H) se ordenó dar la 
posesión provisoria qu t¡ se solicitó, acto «píese reali/ó en 
15 de Mayo del misino año (véase foja 10 vuelta ). 

Tercero: Que en 21 de Noviembre tuvo recién efecto 
el juicio verbal, y en ese acto se nombraron los peritos, 
recayendo en los señores Don Domingo Larralde por 
píirte de la Compañía, y por la del Doctor (Quintana en 
Don Aquilino Ücha^avia { véase foja 21). acordándoseles 
el plazo de treinta dias \ .ira expedirse. 

Cuarto: Que en 19 de Febrero de se expide el 

perito de la Compañía ( véase foja 24 ). avaluando el metro 
cuadrado de tierra en ochenta centavos moneda nacional 
y estimando los daños causados por fraccionamiento y 
desperdicio en sesenta centavos moneda nacional el 
metro cuadrado. 

Quinto: <¿ue en 21) de Abril se expide el perito del 
Doctor Quintana, justipreciando el valor de la tierra en 
cuatro pesos cincuenta centavos moneda nacional por metro 
cuadrado (véase foja 30), y los danos causados por 
fraccionamiento en quince mil pesos moneda nacional. 

Sexto: Que en 23 de Julio nombró elJ u/^ado en calillad 
de para mejor proveer, al Doctor Luis J.Goenaga perito 
especiad el que expidiéndose en ó de Setiembre ( véase foja 
35) expone: que la expropiación Je trescientos cincuenta 
y nueve metros cuadrados, se hace sobre una superficie 
de mil seiscientos veinte metros con treinta y dos centí- 

XVII ^ 
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etros cuadrados; midiendo la linca quince mfetrós tin- 
enta y bcfid centímetros de frente pjttr ciento cuatro 
etros de fondo'; que el cruce de la vía divide el terreno 

dos Fracciones, una al Norte, donde s»« ha construido 

■ 

n edificio de altos á todo costo, equidistante quince 
etros del límite «leí terreno, y la ótrn «1 Sud; coya 
superficie será de trescientos setenta y cinco metros nía 
(lirados, la qué queda sin valuta y complét&nieMe áislaifa del 
resto Je la propiedad. 

Séptimo: Que »•! tírente del chalet luirá al rio. en una 
posición importante, y entrando á apreciar el valor del 
terreno, estudia lo pagado «losil«* IJ?87 hasta 1889* que 
varía desde un peso cincuenta centavos moneda nacional 
hasta diez pesósdí la misma moneda; aprecia el metro 
cuadrado en cuatropeaos cthcuerüa c&iíqw$ moneda nacio- 
nal; entrando á estimar los danos y perjuicios, dice 
que los estima en cinco mil pesos moneda nacional, dando 
do un total Á&ieh milmscicutos quimepeso$ cincuenta 
%vo$ moneda nacional; que deberá alionar la compañía 
onstructora. 

Y considerando : 

Primero: Que estudiados detenidamente los informe* 
de los peritos, «••uno asimismo i*| del p^prrial. se notó 
que los perjuicios se hacen consistir en hi depreciación 
dé la totalidad del terreno 6 inutilización de una por- 
ción de él, al objeto qiie se empleaba; que esto no ha sido 
contradicha ni por el expropiante ni mucho menos por 
su propio perito, el que con tiesa el perjuicio indicando el 

beneficio que obtendría el propietario lindero ti (fí co«i/?Ni#í 
perjuicio cjue existente no puede ni delu* dejarse de 
tomar en consideración, en razón de que pasanda la línea 
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férrea .i veinticinco metros del edificio. qiie se encuentra 
ubicada .-i quince íftétros do la mareen del rio. 

Segundo: Que « I N iTeno inutilizado se encuentra ooní- 
pleUtníciite aislado del principal por un terraplén de un 
metfó cincuenta ctútínteifOb iie etétiticion sobra ni ve 
ordinario del suolói dejaiido asi una fracción de más de 
ttescieníos metro* completamente sin salida « véase fója 
33 vuelta i é iiiutilizuda cóm pi etaliien te. Loque afecta á la 
mayor porcioil desvivlorizándolá, y queso debe tener cu 
cuenta al estimarse. 

Tercero: Que respecto á los perjuicios que se ocaéió- 
nam ellos han sido apreciados de distinta manera por los 
peritos; el de Ja Empresa énxcscnta centavas* <■! del expro- 
piado en (fiiincG mil pesos moneda nacional, y él esp&cial 
en cinto mil pesos moneda nacional. El Juzgado ha 
tonillo ocasión de inspeccionar ocasionalmente ( AUlique 
fuera do juicio i esos terrenos y ha podido comprobar 
tftdf en realidad ios perjuicio* no están lejos tie tener la im- 
portancia y///* ta parir icx atribuye y asi (o iíe/Qüestm H 
perito especial en su informe^ que fió ha sido observado 
ni contradicho en sus opQraciou^s y détailés: 

ruarlo : Que á «ste respecto el perito de la Empresa, si 
bien rechaza y aminora el daño y depreciación del 
terreno por el cruce de la linón, \io rcc/utza tos perjuicios 
yantes bien los conliesa. como reconocí' el hecho de Que- 
dar la fracción del fondo completamente */w xali'la c inuti- 
lizaba al objeto de la construcción du recreo á que ha 
sido destinada por su dueño. 

Quinto: Que de dos informes producidos, ql que más 
se aproximad la verdadera justipreciación es el del tercero, 
que el Juzgado considera más cercano á la v erdad, por las 
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Oites apuntabas en los considerandos anteriores, y 
por lo tatito resuelve coniirmarla. 

Sexto : (íüe «m cuanto al valor iiel terreno, el perito de la 
Empresa io estima enoc/ienta rentaros moneda nacional, 
mientras que el del Doctor Quintana, como el especial, 
se coricuerdan, no siendo aceptable el apuntado por el 
primero por cuanto se demuestra palmariamente que la 
tierra en el paraje designado siempre se 1.a pagado no 
como precios de especulaciones, sino como tiermde rorreo. 
entonces allí donde no se compra para comerciar, allí 
míe solamente se adquiere el placer de la plantación y 
edificación dé lujo, vale y ha valido siempre iloble/tnple 
y cuádruple del precio dicho. 

Séptimo: Que cuando dos pepitos acuerdan en la apre- 
ciación de un terreno y asignan igual piveio á esa tierra, 
es suiieiente cosa para que el Juzgado lo acepte como 
cierto y ef/mtatiw^ y más ruando uno y otro ilustran sus 
opiniones en pierios r/n «tiro* abonados desde 1887 hasta 
1889, haciendo til Juzgado caso omiso de los que se han 
anonado después de esas lechas; qué igual llientfl no 
entra á considerar el abonado por el Doctor Quintana. 
S^gun su titulo, por cnanto para que ello fuera hacedero, 
debiera serle pagado ron anterioridad á 1887¿ y no al 
pagado con posterioridad á esta fecha; por las razones 
apuntadas, se resuelve continuar el precio de cmlro 
pesos cincuenta rentaros moneda iiúeional el metro citar. 
drqdoi asignado al terreno del Doctor Quintana. 

Por todas estas consideraciones, falló: fijando en defi- 
nitiva el precio del terreno que ocupa la Compañía Nacio- 
nal de Ferrocarriles Pobladores, ¡i razón de cuatro ppgps 
Cincuenta COiltavos moneda nacional el metro cuadrado 
y tuda otra indemnización en la suma de cinco mil pesos 
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moneda nacional, lodo lo que deberá pagar 1» Compañía 
expropiante dentro de diez di as i le ejecutoriada osla sen- 
tencia, con sus iilteresM ¡í estilo de Banco* sobra la canti- 
dad que artll falla do completar con ul depósito de foja 7 
por consignación y desde la posesión prpvisoriuy las costas 
del juicio, concretadas éstas ¡i los gastos de actuación y al 
honorario da los peritos. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas, 

Daila y lírraada en la sala del Juzgado, ún la ciudad 
de La Plata, ti los veintiséis días del raes de Dctufepe del 
año mil pchocientos noventa y uno. 

Marianos, fff Aurrecoeehea. 

tullo «li» In Nuprema l urte 

Bueno? Aires. Marzo 31 xlé 1892. 
Vistos : estimándose como suficiente indemnización 
del terreno il expropiarse la suma de cuatro pesos moneda 
nacional por metro cuadrado, y la de cuatro mil pesos de 
la misma moneda por los perjuicios resultantes de la 

expropiación al reste» de la propiedad del demandado, se 
reforma sobre estos palitos la sentencia apelada de foja 
cuarenta, declarándose que debe abonarse como justo 
precio del terreno, materia de esta expropiación, la suma 
referida Ue cuatro pesos por metro cuadrado y la «le cuatro 
mil pesos por los pe rj u icios mencionados, y se confirma 
en lo demás dicha sentencia; repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN VÍCTORICA. — C. S. DE 

iúÁ Tobr& — Luis V. Vakkla. 
— Aukl Bazan. 
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Contra Cutios Casina, sobro contrabando. 



Sumario. — (,* Kl niñero que conduce CúiiscientoinuulQ 
un contrabando, i ncurri* en una iiiiiltu igual ul valor de 
esté. 

ti". Kl apelante no puede fundar el recurso de. nulidad, 
en «•! hecho de no haberse el apelado expodido on 1 1 íns 
táncia sobre *•! fondo del asunto. 

Ow>. — Ií «sulla de la 



iii:sui.rrin\ m; la \n- w \ 

i;n.Mi-.- Diciembre 9 de ItWü; 

Vistos y considerando : 

Que con fecha 10 de Noviembre ultimo, el Subins- 
pector <!<• Rentas, señor Quyiiiasi «lió cuento que habin 



¡iK JUSTICIA NAOIOKAI 



aprehendido en la pía pin/ira, tres baúles y nna valija 
conteniendo mercaderías, (as cuales las conducía un 
carro conjunta menté con varios biiltós qiio constituían 

el equipaje del Ministro Oriental hoetor Frías, los que 
habían sillo desembarcados ese mismo día del vapor 
« Minerva » y despachados por el Resguardo, sin la pré- 
via verificación, como está dispuesto pura los e ju ¡pajes 
de los Ministros extranjeros. 

. Que por la investigación sumaria para el esclareci- 
miento del hecho denunciad© y por lo expuesto p6r el 
señor Ministro Oriental, en su nota de fojas — resulla 
plenamente comprobado qiió se lia pretendido introducir 
clandestinamente las expresadas mercaderías, con la cir- 
cunstancia agravante de haberlos agregados supbreti- 
ciaiiiento al equipaje del mencionado señor Ministro, y 
se hubiera seguramente consumado el contrabando, á 
no ser la oportuna intervención del empleado aprehensor. 

Que por las declaraciones de fojas, resulta que Don 
i Virios < 'asina, ha intervenido directamente, conduciendo 
o haciendo conducir «mi un carro los tres bultos men- 
cionados y es indudable que ha debido saber adonde 
los conducía, pues no puede racionalmente admitirse que 
mercaderías de un considerable valor como las que se 
trata. Iiayan sido puestas casualmente entre el equipaje 
que rio fué verificado por la Via na, por el motivo ya 
dicho* 

Que en COnseciiencía es aplicable á ('asina, en lo que 
le concierne, lo proscripto eii los artículos lo'i'i mI t048 
de las Ordenanzas. 

Que por las investigaciones practicadas, para saber ;i 
quien pertenecen dichas mercaderías, no se ha obtenido 
resultado, siendo de notar qué desde el 10 de Noviem- 
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bre. en que efectuó la aprehensión de aquellas. hasta 
la fecha, nadie se lia presentado ;i esta Administración 
á reclamarlas, no obstante de haber sitio de notoriedad 
pública; su determinación por la publicidad que dieron 
si este hedió los diarios- de esta capital ; todo lo cual 
revela que su dueño ha hecho abandono de ellas, para 
sustraerse sin duda. :i la responsabilidad moral y 
materialmente trae aparejada esí * e&se de hechos. 

Que si bien* interesa :i esta Administración conocer 
¡i los principales autores de estos casos de contrabando. 

no puede subordinarse á este interés la resolución de 
este asunto, tanto más cuanto que de las informaciones 
producidas, resulta plenamente comprobado que se ha 
pretendido efectuar un contrabando. 

Por lo expuesto y con arreglo ¡í lo establecido por 
los artículos citados de las Ordenanzas dé Aduana y él 
1025 y lüííi! de lus mismas, resuelvo declarar caídas en 
comiso dichas mercaderías y se pague por Cirios Cásina 
una multa igual al valor de aquellas, sin perjuicio de 
que piieda repetir coiitra el que le ocasiona esta pena 
(articulo 1Ó28). 

llágase saber, publicándose esta resolución en dos 
diarios de la Capital; lecho & Contaduría á Sp3 efectos 
y repónganse los sellos. 

S. Baibiem. 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Kl Administrador concedió la apelación, lijando el tér- 
mino de cinco días, para la presentación ai Juzgado. 
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Esa resolución fué notificada & Casiua, et 2 del presente 
mes. y recién ocurrió X V. S. el 12, foja 2 vuelta y f o* 
ja ;57, es decir, después de vencer el término. Kn vista 
de esto* la resolución administrativa de foja 17 ha 
quedado consentida y con fuerza de cosa juzgada, te- 
niéndose por desierto el recurso. V, S. se lia de hervir asi 
declararla enviando sin más tramite el espediente á la 
Aduana, de acuerdo con el articulo HW8 y anteriores de 
la Ordenanza dé Aduana. 

J. A. Víale. 

Huenos Alten, Enero 31 tic Í89I, 



Fallo del 4mvw *Vd«»mil 

Hílenos Aires, Junio '21 de IMU. 

Vistos y considerando: 

Qiié si bien el señor Procurador Fiscal, solicita «le- 
fia rarso desierto el recurso interpuesto por haber vencido 
él término de cinco dias. señalado en la sentencia de 
foja 20 vuella. para la presentación del certificado, este 
hecho no aparece comprobado cuantos* pues el término 
debe empezarse á contar desde el 7 de Enero por 
haber sido los anteriores dias feriados, en cuyo caso es 
evidente que el término no había vencido hasta el dia 
etique fué presentado el escrito de apelación, esto es, 
el doce de Enero; pero teniendo eu cuenta las cons- 
tancias de autos y los fundamentos de la sentencia 
apt-lada que el Juzgado encuentra ajustadas, se continua 
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ésta; y en consecuencia previa reposición de sellos. ¿le- 
vuélvase este expediente para su cumplimiento, llágase 

saber y notifiquese original 

Andrés Ugam'za. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte; 

Kn esta causa el Juez Nacional, confirmó á foja 43 
la resolución del Administrador de lientas, que impone 
¡i Don (Virios Casina. una inulta igual al valor de mer- 
emlerias declaradas, en comiso. 

Ksas mercaderías según investigación sumaria se pre- 
tendió introducirlas clan dcst i mime n te agregadas al equi- 
paje del señor Ministro de la República del Uruguay. 

Sorprendido el carrero que las conducía, no ha sumi- 
nistrado indicación alguna de la persona á quien per- 
tenecieran ni explicado su procedencia ó direc ción. 

Es e vidcntemc n t e responsable entonces del hecho de 
conato de defraudación de los derechos de Aduana, hecho 
sujeto á las responsabilidades impuesta por ios artículos 
907, y 913 de sus ordenanzas. 

Contra esta resolución se ha invocado* ¡i foja 'i!> una 
nulidad procedente de no haberse espedido el señor Pro- 
curador Fiscal, en su vista de foja 39, sobre el fondo del 
asunto, limitándose á exponer la improeedenuiu de un 
recuiso estemporáneo. 

Sin embargó de ser cierta esta referencia que ha sido 
tenida eu cuenta por el Juez Nacional, ella no afecta la 
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validez de la decisión confirmatoria do la resolución 
administrativa porque hasido aceptada por el mismo lineal 
corao favorable á los intereses que representa. 

Tal omisión no siendo de aquellas que por la ley entra- 
fian una nulidad absoluta, solo podría constituir una 
nulidad relativa, y estaño puede alegarse sino por aquel 
en cuyo beneficio la han establecido las leves según el ar- 
tículo ¡Úh8 del Código Civil, ó cuando se baya incurrido 
en. algun defecto de procedimientos de los que por ex- 
presa disposición de derecho anulasen las actuaciones se- 
gtinel artículo mídela ley sobrólos procedimientos de 
los tribunales nacionales. Porello pido á V. E. se sirva 
río hacer lugar á la nulidad invocada y confirmar el auto 
recurrido. 

Sabiniano K'vr. 

huuiioí \iivs. Febrero .1,. \s>¿-¿. 



Fnll» «l«> Im Suprimí* l'orlr 

y:¡ s j ^ Huellos Aire*. Marzo :¡l de IW. 

Por los fundamentos de la resolución administrativa de 
A. luana corriente a foja 17, los de la vista del señor Pro- 
curador General, corriente .i roja 55 vuelta, y atento lo 
dispuesto por los artículos !>•">!» y siguientes de las Or- 
denanzae de Aduana, no se hace lugar al recurso de nuli- 
dad interpuesto, y sé confirma con costas la resolución de 
foja í.!. en SimiitO ;i la pena impuesta al procesado.— 
Repóngase los sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN VlCTtUUCA. — S. HE 

i.\ Toimi:.— Luis V. Vvuki.a. 
— Ama Mazan. 



444 



FALLOS DE LA SUPKEMA CORTE 



Bula ile S. 5. León XIII, instituyendo <ü Doctor Iton Pablo 
Padilla. Obispo fie Pénlaeótiiw. 



Sumario. — Puede concederse el páse á la bula de insti- 
tución de un Obispo in partibus in fideliurn, dejando á 
salvo los derechos de la Nación sobre patronato y demás 
que emanan de la Constitución y las leyes. 



VISTA DEL SKÑ0K P110CÜIIAD0U OKXKHAL 

Excelentisimo Señor : 

Las bulas (pie instituyen Obispo de Pentaroniia, in 
partibusin/uMiwn, ¿í$. S. el Ooctor Don Pablo Padilla, 
proceden de Su Santidad León XIII y están revestidas 
de las formas externas que caracterizan su autenticidad. 

Nada encuentro en el conjunto de facu Hades acorda- 
das al Obispo preconizado que pueda contrariar los dere- 
chos de la Iglesia Argentina, desde que todas las 
atribuciones y prescripciones do la bula de Su Santidad 
se reiieren a) cuidado, régimen y administración de la 
Iglesia de Pentucomia, perteneciente á regiones extrañas 
á esta jurisdicción territorial. 



DE JUSTICIA NACIONAL 445 

Pienso que las declaraciones de la filtima parle de la 
huía pontificia, referente ¡i la conservación» "tle parte del 
señor Obispo preconizado* de la Canongia «le la dignidad 
en la Catedral de Salta, no pueden obstaculizar el exequá- 
tur cuando esas declaraciones su relacionen con las 
disposicioikos que rigen la iglesia de Salla al respecto y 
mulos derechos del Patronato de la Repiibllc^ que deben 
quedar -salvas en todo caso. 

Para que V. E. pueda proceder en la forma indicada» 
necesito previániíínte obtener «I acuerda dé la Suprema 
Corte con sujeción ¡i lo establecido en el inciso !)• del 
articulo 80 de ia Constitución Nacional. 

V. K. se lia de servir* en consecuencia, disponer pase 
piwianienie esta gestión á e e Superior Tribunal al objeto 
previsto en la Constitución, disponiendo en seguida con 
sujeción ¡i sus conclusiones. 

Sábiniqno Kirr. 

Buenoa Aires. Marzo 30 de 1S02. 



VISTA DEL SESOR pnOCüRAOOR OF.NKRAL 

SüpMtnü Corle : 

A V. % toca. se«;un el articulo 86 inciso i»" de la Consti- 
tución Nacional, Otorgar el acuerdo para que el Poder 
Kjecutivo pueda conceder el pase ¡i la luna del Sumo 
poiitiliee, que instituye Obispo de Peutacomia ¡i S. S. 
Doctor Don Pablo Padilla. 

Desde que la institución se reüere á un obispado ¡n 
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partibus in fidelium, en nada afecta los deroclid$ (1*4 
Patronato de la iglesia Nacional Argentina. 

V. ív ha resuelto dé conformidad el caso análogo del 
Presbítero señor Araoz. que fu«j instituido Obispo (te 
IVrissa; V. E.. de conformidad ron lo pedido por el 
Procurador «¡eneral. dió su acuerdo para el pase d<> las 
bulas pontific ias «?n !> de Abril de l«S7'2. 

Ninguii obstáculo encuentro en que V. E. proveyera el 
caso actual en la misma forma. 

Sabiniano Kier. 

Buenos Airen. Abril 1" de 1802. 



Acuerdo di- I» Hupr«*mn l7orl«> 

Buenos Airea, Abril 2 <le 1892. 

La Corii 1 Suprema de Justicia presta su acuerdo para 
que «-I Poder Ejecutivo de la República conceda "I pase .i 
la bala expedida por Su Santidad, insti til yendo OTírspo 
de Pe.ntacomia in partibus itt fídeliwn al Canónigo digni- 
dad de la Catedral de Salta, Doctor Don Pablo Padilla, 
con la reserva que indica H señor Procurador General 
en su dictamen de Toja s. y demás qiie emane» de la 
Constitución y leyes dictadas pon arreglo a ella sp.bre 
»•! patroiiatu nacional. Devuélvase en consecuencia este 
expediente al Poder Ejecutivo ron el coi^espondionto 
oficio. 

Benjamín Vn nn:i< \. — C. S. r)K 
u Tonun.— AliKI. llAZAN. 
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CAUSA l,\YII 



Bí imperto? de Impuesto* Nacionales contra Dan Ahraham 
Medina, por r nnlrae t *nrion á ta ley de impuesto* 

iviernos; sobre competencia. 



Sumario.— Corresponde ¡i la Justina Federal enten- 
der 011 las causas sobro imposición de pena ptír contra 
vención á la ley Jo impuestos internos. 



Coso. — Resulta de la siguiente 



l'KTICtOX 

Señor Juez Nacional de Sección : 

i '.irlos T. Castellano?, recaudador do los impuestos 
nacionales internos- á V. s. como mejor proceda, digo : 
que el Señor hon Abraliam Medina, al hacer la decla- 
ración sobre la clase y cantidad de los alcoholes elabo 
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nidos en sus lubricas de Cruz Alta y Itanchillos, de 
conformidad ¡i la ley nacional sobro impuestos internos, 
manifestó ante la Oficina de que soy Inspector, que 
aquellos solo alcanzaban á 30° t siendo asi que en virtud 
de la verificación personal que posteriormente hice be 
podido constatar la falsedad de esa aseveración, pues 
dichos alcoholes llegaban hasta 40", importando esta 
diferencia una considerable defraudación ¡i los intereses 
nacionales que represento, de conformidad á lo estatui- 
do por la ley de 30 de Noviembre de 1801. 

Kn tal virtud y en cumplimiento de los deberes que 
el cargo me impone, vengo á solicitar del Juzgado se 
sirva aplicar al Señor Abraham Medina la pena ¡i que 
se lia hecho acreedor. SdgUU lo establecido por el art. 5 o 
de la ley citada. 

Por tanto: 

A V. S. pido lo provea como le dejo solicitado. Será 
justicia. 

otrosí digo: que con el propósito de garantir los 
intereses que represento, V. S. se ha de servir orde- 
nar que el señor Abraham Medina exhiba los libros de 
sus casas, asi como también mandar trabar embarco 
preventivo de todas las existencias de alcohol que hu- 
bieren en las fábricas. 



Cártoit T. Castellanos 
Inspector Xnciuou] 
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Tueiiman. Enero 82 do I8D2. 

Señor Juez de Sea ion ; 

Kl Inspector «le la 7" Sección, encargado de la recau- 
dación y fiscalización de los impuestos nacionales 
internos, lia deducido acusación ó querella contra l»ou 
Abraham Medina, propietario de un ingenio azucarero 
en la «Cruz Alta» y otro en «San Vicente», por de- 
fraudación, pidiendo se le aplique la pena de inulta y 
arresto expresado en el art. 5 o de la ley núm. 2856, de 
Noviembre de 1891. 

De esa acusación se sirvió V. S. conferirme vista y 
antes de expedirme en ella he hablado con el Inspector 
Señor Castellanos, que fué personalmente á mi estudio 
ú suministrarme datos al respecto, manifestándome que 
entraba en sus facultades deducir acusaciones por infrac- 
ción ;i la ley; que además en el presente caso hahia 
sido especialmente autorizado por la « Administración 
General de Impuestos Internos», como lo comprueba 
la nota del Administrador General, de fecha 18 del 
corriente mes, agregada á las diligencias que por un 
motivo análogo se practican contra los señores Méndez 
y Chavanue; que como una ampliación á su escrito pedía 
se hiciera constar que habiendo declarado el Señor 
Medina que no hubo producción ni expedición de alco- 
holes en ninguno de sus ingenios en los meses de 
Octubre, Noviembre y Diciembre, ha constatado él que 

T SVII 39 
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en este último mes se luí producido y expedido en 
am bos Establecí mi en tos. 

Cualesquiera qué sean las facultades del inspector 
de Sección en casos como el presente, creo que la forma 
en que fueron promovidas estas diligencias no es la 
que por derecho corresponde; soy de opinión que pre- 
viamente debe pro -ederse á ¿organización de un suma- 
rio para constatar la verdad de lo aseverado por el 
Inspector en el escrito de que se me «lió vista. 

La medida aconsejada es el estricto cumplimiento 
del deber impuesto á los Procuradores Fiscales en el 
art. US del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
que dice: Promover la averiguación y enjuiciamiento de 
los delitos que correspondan á la justicia federal ó del 
filero común, en el distrito en que ejercen sus funcio- 
nes y llegasen á su conocimiento por eual'fuier 
inedia, pidiendo para ello las medidas que consideren 
necesarias ante los Jueces ó ante cualquiera otra auto- 
ridad inferior ». 

Para organizar el respectivo sumario, hay que adoptar 
las siguientes medidas que me lia pedido el Inspector 
Señor Castellanos las solicite de S. S.; 

1°. i)\\e el Señor Medina exhiba los libros especiales 
rubricados por el Inspector, prescritos por el art. I" 
del decreto reglamentarlo de la ley de impuestos in- 
ternos. 

2* L¡i exhibición de los libros de la casa, especialmen- 
te los de venta y fabricación, correspondientes al ano 1891 
¡.ara ser compulsados con él Secretario en los asientos 
relativos á los alcoholes fabricados y vendidos, así como 
su gradó, de conformidad ¡i lo dispuesto en el art. 4" 
tle la ley núm. 2856 de Noviembre do 1801. 
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3°. Que el Inspector exhiba el libro en que clebeii 
estar asentadas las declaraciones juradas del fabricante, 
(art. 4 o de la misma ley ). 

t# - f M« el Inspector exhiba la cuenta de la fabrica- 
ción que debe llevar, de conformidad á 10 prescripto en 
el inciso 4° del art. ;> del decreto reglamentario de la ley 
de impuestos internos. 

5?. Que el Inspector de Sección exhiba la cuenta que 
tlébe teiier de conformidad ¡i lo prescrito en el inciso > 
del art. del deereto regláméhtacib de la ley dé impues- 
tos internos. 

6". Pedir que la Administraciíw. do 1 Ferrocarril Sin.. 
« bales expida copia de las gafas de remisión de aleo- 
boles hecha por Don Abrabam Medina de sus Ingenios 
Gim Alta y San Vicente, en 1391. 

En una palabra, se trata de la or^ánizaciou de un 
sumario y no necesito decir que la adopción de la me- 
didas indicadas queda Completamente librada al alto 
criterio de S. S.. que tiéiié facultad para ordenar la 
ejecución de todas las medidas tendentes al descu- 
brimiento de la verdad* mucho más cuando estas dili- 
gencias tienen por liase la palabra de un empleado 
público, que es de suponer no sea guiado sino por el 
deseo de cumplir con su deber. 

De todos modos, Señor Juez, la responsabilidad de 
la aürmaeioii de los hechos eorresponderá exclusiva- 
mente al inspector de Sección Don f arlos T. Castellanos, 
que atribuye faltas de carácter tan grave á una casa 
comercial tan bien conceptuada en el país y á una 
persona cuya honorabilidad tan justa y generalmente es 
reconocida en Tucuman, cuya circunstancia creo de mi 
deber como un acto de merecida justicia á la persona ¡i 



45'¿ FALLOS PE LA SITKKMA OJUTK 

quien se refiere este sumario, cuya ofganiiacipti me 
veo obligado á pedir y V. S. á ordenar, prescindiendo 
por completo de nuestras opiniones persouales, para 
atenemos únicamente en desempeño de nuestro cargo 
á lo afirmado por el Señor Inspector de Sección en su 
escrito de acusación y esperar el resultado de las inves- 
tigaciones judiciales. 

Con lo expuesto, pido A V. S. se sirva tenerme ppr 
expedido en la vista conferida y proceder en conse- 
cuencia en el sentido indicado, salvo siempre el más 
acertado juicio de Y. S. 

Será justicia, etc. 

Napoleón M. Vera. 



Fallo del «lúe» Fecl«»r«l 

Tucumnn, Knero 2t> ti<* 

Auto* y vistos: considerando que la imposición de 
una multa, tratándose dé la recaudación de impuestos, 
es un acto administrativo; que impuesta administrati- 
vamente la que corresponde aplicarse y rehusado su 
abono, recién es llegada la oportunidad de requerir la 
acción del Juez, para hacer efectivo el apremio, que no 
consta que en el presente caso el Receptor Señor Cas- 
tellanos haya impuesto la multa de que se trata al 
Señor Abraham Medina, y que yate se hubiese rehusado 
á pagarla. 

Por tanto, fallo: declarando que el Receptor debe 
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proceder en el sentido indicado, en uso de sus atribu- 
ciones. Hágase saber con el orignal. 

Mfino Oliva. 



VISTA DEL SBÑOK PKOCUItADÜR GENERAL 



Suprema Corte: 

El inspector perceptor de los impuestos internos de 
la Sección G\ pidió al Juez Nacional de Tucuman pro- 
cediera á levantar m sumario sobre infracciones denun- 
ciadas por él, jí la- ley de impuestos internos. 

El Juzgado no hizo lugar, declarando il foja 7, «que 
siendo la imposición de multas un acto administrativo 
no correspondía su conocimiento al Juez Nacional, sino 
cuando fuese rehusado su abono.» 

Ese auto fué recurrido para ante V. E. por el recauda- 
dor de impuestos y Procurador Fiscal. 

De lo actuado no resulta, en efecto, mérito legal para 
el ejercicio de la jurisdicción contenciosa del Juzgado 
Nacional. 

La ley de 18 de Octubre de 1877, había creado la 
Dirección General de Rentas, bajo la dependencia del 
Ministerio de Hacienda y definido sus atribuciones 
acordándole por el iac. 14 del art. 7% todas las demás 
funciones que las ordenanzas de Aduana especialmente 
encomiendan á la Dirección General de Aduanas. 

Ocurriendo entonces á esas ordenanzas, en la creencia 
de una disposición expresa al respecto, se encuentran 
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los arts. I0'i4« lu~A y 1""> que autorizan ;i los admi- 
nistradores de rentas para levantar el sumario y resol- 
ver administrativamente. 

La ley de 10 de Enero de 1801 (núin. 2774) que 
creó los impuestos internos sobre la fabricación dé 
alcoholes, cervezas y fósforos, impuso por el art. 2 o ;í 
la falsa declaración ó acto análogo que tenga por mira 
defraudar ese impuesto, una multa de 20 tantos la 
suma que se haya pretendido defraudar y el arresto 
del autor por un término que no baje dé tres meses y 
no exceda de un año. 

Pero ni esta ley ni la.de Noviembre del mismo año 
t n¿m. 2836) que en su art. 5" reprodujo la misma im- 
posición conjunto de la pena de multa y prisión, esta 
hlecieron cosa alguna respecto ¡i la jurisdicción compe- 
tente para la imposición de esas penas. 

Solo oí decreto del P. E. de 30 de Mar/o dé 1891. 
reglamentario de la I a ley del Congreso, previene por 
su art. 11, (pie en caso de mora se procederá inmedia- 
tamente á ejecutar la deuda, bajo la severa responsa bi- 
lí dad de la (Jticiua ó Inspector correspondiente, y i|u«- 
éste dará cuanta inmediatamente á la administración 
general de toda falta que note en el procedimiento. 

Kl art. 12 del mismo decreto continua la anterior, y 
si el error ó diferencia que resultase de los antecedentes 
suministrados por la «tirina recaudadora de inspectores 
procediera de fraude manifiesto* la administración gene? 
ral remitirá inmediatamente los antecedentes al respec- 
tivo Juez para los lines que determina la ley siendo 
deber «leí inspector vigilar los antecedentes del caso. 

Cuál es el Juez a que se refieren la ley y decretos 
está explícito en Ifl ley sobre jurisdicción y competen- 
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CÍA de los tribunales nacionales, que por su inc 3° del 
art. 3" someto á la jurisdicción de los jueces de sección 
las defraudaciones de las rentas fiscales. 

Deduzco de todo esto, que el Inspector en ejercicio de 
las funciones que le acuerda la ley y decreto reglamen- 
tario de 3o de Mavo de 1891, y los arts. 11 y 13 del 
reglamento aprobado por el P. R. en 17 de Diciembre 
de debe dar cuenta con remisión de los antece- 

dentes á la Dirección Genera] de Rentas, laque ;i su ve/, 
si el caso lo exige, podrá dirigirse al Juez Nacional de 
Sección para el juzgamiento y castigo de cualquier de- 
fraudación punible. 

En ste concepto, considero que no habiéndose pro- 
ducido aun los antecedentes oficiales en cuyo mérito 
debe conocer el Juez de Sección, es arreglado el auto 
de foja 7, en que el de la sección de Tucuman se de- 
clara incompetente, y opino que debe ser confirmada. 

Buenos Aires. Marzo 21 «!<• 1892. 

SiUtiitMHo Kier. 



Pullo de ¡a Suprrmii (orle 

lineaos Aires. Abril ¿ .le IS92. 

Vistos: 

Considerando que el procedimiento establecido para la 
imposición de pena en los casos de contravención por 
fraude á la ley de impuestos internos, es desde su 
iniciación estrictamente judicial, atento no solamente 
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la naturaleza de la pena impuesta de multa y arresta 
hasta un año, sino también las disposiciones del de- 
creto reglamentario de 30 de Mar/o de 1891 y los de 
la ley de 14 de Setiembre de 1863, en su artículo 2% 
incisos 5° y o . 

Que la demanda de foja 1\ como la petición liscal 
<le toja 3, contienen la enunciación de los hechos y 
antecedentes necesarios para la tramitación de esta 
causa y la última de dichas piezas expresa además 
haberse interpuesto la demanda con la incitación <ie la 
Administración general del ramo. 

Por estos fundamentos y oido el Señor Procurador 
General: se revoca el auto apelado de foja 7 y se de- 
clara que el Juez de Sección es competente para el 
conocimiento de esta causa y que debe en consecuencia 
proceder á tramitarla con arreglo ;i la ley, devolviéndosele 
los autos. 

Benjamín Victoiuca. — C. S.dela 
Torre. — Ahkl Bazax. 
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Criminal contra Don Miguel A . Paez.por sedición y soborno; 
sobre intervención fiscal. 



Sumario. — En los procesos criminales debe darse inter- 
vención al ministerio fiscal desde su principio. 



Caso. — Resulta de la siguiente 



NOTA DEL JKFK DE POLICIA 



Buenos Aires, Febrero II de 189*. 



Señor Juez Federal : 



Elevo á V. 8. el sumario instruido con motivo de l< 
sucesos sangrientos ocurridos en la Piedad, el domingo 7 
de Febrero, en momentos de practicarse la elección nacio- 
nal de Diputados y electores de Senadores. 
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De las declaraciones que obran en el expediente, se le 
hacen graves inculpaciones al señor Miguel A. Paez. como 
promotor del conflicto y de haber incurrido en el delito 
previsto y castigado por el artículo 14 inciso 3 o de la 
lev Federal de 

El señor Paez queda preso é incomunicado en este 
Departamento á disposición dé V. S. 

Saluda á V. S. atentamente. 

Daniéí J. ¡Uñaran. 



Aulo del Jae» F«Ml«»ral 

Humos Aires. Pedrero II de 1892. 

Procédase á instruir el sumario correspondiente, dic- 
tándose las medidas del caso, y tómese declaración 
indagatoria al detenido, que deberá hacerse comparecer 
por intermedio de la Policía. 

Ugarríza. 



PETICION FISCAL 

Buenos Aires. Febrero 13 de 1892. 

Señor Juez de Sercion : 

Kl Procurador Fiscal expongo que: Tengo conocimiento 
de que el señor Jefe de Policía ha remitido á V. S. el 
sumario de prevención levantado con motivo délos sucesos 
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de pública notoriedad ocurridos en la parroquia de la 
Piedad Idurante el acto electoral del último domingo. 

La prensa de la Capital ha dado noticia deque V. S- 
lia procedido ya, dictando resoluciones, y como no se me 
ha dado la intervención que me corresponde en todo 
sumario, desde el primer instante de su iniciación pot e! 
Juez, ruego ¡i V. S. se sirva salvar la omisión, dictando las 
órdenes que correspondan, :i lin de que tenga debido 
cumplimiento la disposición del inciso 6* articulo 1&2 del 
Código de Procedimientos. 

Dígnese, etc. 

José M. Dustitlo. 

Fallo d«*l «fue» frVderal 

Buenos Aires, Febrero 13 de Í89& 

Nu existieuilo la omisión á que se reliere el señor 
Procurador Fiscal, *' iniciada esta causa por prevención 
policial, según lo reconoce el mismo solicitante, procé- 
daseen el sumario iniciado, dándosele la intervención que 
le corresponde cuando llegue la oportunidad. 

Ugarrtzu. 

VISTA DEL SENOH PROCÜRADOB GENERAL 

Suprema Corle: 

En esta causa contra el procesado Miguel A. Paez, 
acusándolo de sedición y soborno, ha interpuesto el Pro- 



460 



KA LI.OS UK LA SUPKEMA COKTE 



curador Fiscal el recursoconcedidoá foja 27 vuelta, contra 
el auto que le niega intervención. 

No se comprende que esa intervención haya sido 
negada al representante de la acción pública, tratándose 
en este proceso de un delito de carácter público. 

No solamente no se le ha dado el conocimiento que 
desde el primer momento le correspondía para la asisten- 
cia y vigilancia que le atribuye el articulo 118 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, sino que hasta se 
ha prescindido de su intervención y audiencia que le 
correspondía en el incidente sobre excarcelación promo- 
vida y resuelta & fojas 21 y 21 vuelta. 

El auto de foja 18 vuelta, que manda instruir el suma- 
rio correspondiente, no ha sido notificado al Procurador 
Fiscal, como [estrictamente correspondía, con sujeción al 
inciso «• del artículo 182 del Código citado, y esta 
omisión puede afectar de nulidad del auto de excarcelación, 
como todas las demás ulterioridades en que la misma 
omisión privase de representación al Procurador Fiscal, 
representante necesario de la acción pública en causas 
criminales. 

En mérito de la violación de los artículos 118 y 182 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal que dejo 
expresada, V. E. se ha de servir revocar el auto recurrido 
de foja 2*5 vuelta y mandar se dé al Procurador Fiscal 
la intervención que le corresponde en este juicio. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1892. 
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Fallo «le la Suprema Corle 

Buenos Aires, Abril 15 «le 1892. 

Vistos: De conformidad ¡i lo dispuesto por los artículos 
118, 188,293 y demás correlativos del Código de instruc- 
ción criminal, y i lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su precedente vista: se revoca el 
auto apelado de foja 26 vuelta y se declara que ha debido 
y debe desde luego darse intervención en esta causa al 
Procurador Fiscal. Devuélvase al Juzgado de su proce- 
dencia. 

BENJAMIN VlCToKICA. — C. S. DE 

LA TOBRE. — Luis V. Vakbla 
— Abel Bazas*. 



463 



FALLOS !»K LA SUPREMA CORTE 



CAUSA KX1X 



Im Municipalidad de la Capital contra el FérrcrarrU del 
Su<t, por robra de impuestos municipales; sobre rewr$o 
>lel articulo II de la ley de I I de Setiembre de t ffl$. 



Sumario.— I*. El artículo 55 de la ley de 1872 que declara 
oxéalas impuestos nacionales las propiedades muebles 
é inmuebles ojie sirve» :il tráfico de los ferrocarriles nacio- 
nales, no comprende los impuestos municipales, y la 
resolución de los Tribunales locales mandándoles pagar, 
no es recurrible para ante la Suprema Corte. 

2*. La disposición dél citado artículo 55 debe enten- 
derse derogada por las de la ley de 2í dé Noviembre de 
1891. 

Cáso.—ho indica la siguiente 

SENTENCIA DEL JÜB¿ DE PÁZ 

Y vistos: Resultando de ellos que verificado el em- 
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burgo y hecha la citación de remate, se opuso por el 
ejecutado la excepción de inhabilidad del titulo, basándose 
en que l¡i Empresa del Ferrocarril del Sud está exenta de 
todo impuesto durante cuarenta anos y en que la Muni- 
cipalidad forma parte de la administración nacional de la 
Capital ; que conferido el correspondiente traslado al 
representante de la Municipalidad, lo evacuó en el sen- 
tido de que instruye el acta de toja 24. y considerando : 

1°. Une es evidente, como lo pretende el demandado, qué 
por el contrato celebrado entre el Gobierno dé la Provin- 
cia de Buenos Aires y la Empresa del Ferrocarril del Sud. 
ésta se encuentra exenta de toda contribución ó impuesto 
por todo el término de la garantía ( art. X del contrato de 
concesión de 11 dé -I unió de 180*2 ). 

2?. <¿ue los privilegios y franquicias acordados á la 
Empresa por dicho contrato deben respetarse aún des- 
pués de declarada la ciudad de Buenos Aires. Capital de la 
República. 

:j\ Que no puede admitirse lo asegurado por la Em 
presa demandada, de que la Municipalidad de la Capital 
sea una dependencia administrativa del Gobierno Nacio- 
nal, por cuanto según su Ley Orgánica de 10 de Noviem- 
bre de 1882, tiene dicha corporación facultades autonómi- 
cas que impiden pueda ser considerada como una 
dependencia del Gobierno. 

4 o . Que prescindiendo de las disposiciones de la Ley 
de Ferrocarriles Nacionales sobre contribuciones é 
impuestos, queda zanjada la cuestión mhjHdice. tenién- 
dose en cuenta que no se trata del cobro de un impuesto 
ó contribución, sino de una simple remuneración de 
servicios. 

Que teniendo la Municipalidad ta Obligación de 
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velar por la seguridad pública, usa de un perfecto derecho 
mandando examinar los motores que funcionan dentro 
de los limites del municipio, loque importa una precau- 
ción contra desgracias posiMes y un positivo beneficio 
para los propietarios de las máquinas. 

6\ Que la retribución que por esto se cobra no puede 
considerarse como un impuesto ó contribución por las 
razones aducidas y á más por no ser el cobro actual del 
derecho sino una sustitución del sello en que debía pedirse 
el examen de los motores, seguí i la ordenanza de 20 de 
Febrero de 1875. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando improcedeiit» 
la excepción interpuesta)' mandando se lleve la ejecución 
adelante; regulándose los honorarios del Doctor Beláus- 
fcegui en la cantidad de cuarenta pesos moneda nacional, 
y en veinte pesos los derechos procuratorios del señor 
Aldao. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando y 
firmo en Buenos Aires á siete de Mayo de 1888. 

Curios A. Aldao. 



SENTENCIA DE LA CÁMAUA DE HAZ 

Buenos Aires, Junio 2*5 de INtffl. 

Autos y vistos: Por los fundamentos de la sentencia 
\pelada y consideraciones aducidas por la Municipalidad 
á foja 24 y siguientes, se confirma ésta con costas. Devuél- 
vanse. 

Eugenio F. Abei/a. — Florencio 
Roberto* — Diego Saavedra. — 
Ante mí: Á. M. Gándara. 
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VISTA DEL SEÑOR mOCÜRADOR GENERAL 
tt 

Suprema Cor/e : 

Pienso que no obstante lo expuesto por parte de la 
Municipalidad de la Capital, se trata de cobrar A la 
Empresa del Ferrocarril del Sud un impuesto público 
votado por aquella corporación, y que hallándose libre 
dicha Empresa, según el artículo 55 de la Ley Nacional 
de Ferrocarriles de 18 de Setiembre de 1872, de todo 
impuesto nacional, exención que también le fué acordada 
en el contrato de concesión, debe ser revocada la senten- 
cia apelada. Los fundamentos aducidos porta Empresa 
en sus escritos, me dispensan de aducir otros en apoyo 
de su petición. 

Antonio E. Mala ver. 
míenos Aires, Setiembre í*í «le I8tf». 



Fallo de la Suprema 4 orl<- 

Btienos Aires, Abril f> de l«í>2. 

Vistos: Considerando que el presente recurso es traído 
por reputarse contraria la resolución definitiva dictada 
en esta causa, á la disposición del artículo cincuenta y 
cinco de la ley sobre policía délos Ferrocarriles Nacionales 
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de diez y ocho do Setiembre de mil ochocientos setenta 
y dos, por el cual se declaran exentas de todo impuesto 
nacional las propiedades muebles é inmuebles que consti- 
tuyen los Ferrocarriles Nacionales y sean necesarias para 
su explotación y tráfico. 

Que esta disposición, que debe entenderse derogada 
por las de la ley de veinticuatro de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y uno, no es relativa, empero, & los 
impuestos municipales de que se trata en la presentí* 
causa, según su texto y los antecedentes legislativos 
que á ella se refieren. 

Que por tanto la declaración contenida en la resolución 
recurrida, no es ni puede decirse contraria á la disposi- 
ción de la ley citada y el recurso interpuesto es inadmisi- 
ble, aún supuesto que el Ferrocarril del Sud deba ser 
considerado como ferrocarril nacional del punto de vista 
y á los efectos de aquella ley y que haya podido acogerse 
á los beneficios del artículo citado. 

Por estos fundamentos, se declara no haber lugar ¡i 
dicho recurso; y devuélvanselos autos previa reposición 
de sellos. 

Benjamín Victoimca. — C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
&BEL Bazan. 
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Contra Perfecto Cho tuna, *nl,re violación de cancpon- 
ciencia. 



Suntario.—Ho probado el delito, debe declararse libre 
de toda culpa al procesado. 



Caso. -r ha indica el 



tallo del J MZ tYderal 

Y vistos: los seguidos por el Procurador Fiscal contra 
Perfecto Chiclana por violación de correspondencia, y 

Resultando : 

I o . Que en 83 de Setiembre de 1WK» fueron remitidos 
¡i este Juzgado los antecedentes corrientes da foja 1 á 
foja 18 por el Señor Administrador General de Correos 
i foja 0) para que fuera instruida la sumaria del caso 
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contra Perfecto Chiclana sobre sospechas de ser vi 
autor de la sustracción de una carta certificada, la 
que se dice contenía la suma de cien /usos moneda 
nacional. 

2°. Que pasados los antecedentes mencionados ai 
procurador Fiscal, éste se expide á foja 20 solicitando 
la instrucción de la causa respectiva: á foja 20 vuelta 
asi se ordena, recomendándose ¡i la Policía averiguara 
el domicilio de Chiclana. 

3 o . Que prestando su indagación el sospechado de la 
sustracción y violación de la certificada núm. 354 diri- 
gida por Luis Gozzi, de Barracas al Norte, á su her- 
mano José GOZZI de esta Ciudad, expuso: Que, romo 
cartero (te certificados, de la oficina de esta ciudad* 
extrajo la carta qíte se menciona, deteriorada y con seña- 
tes manifiestas de violación y "'des ,lc llei '" r,a "' *" 
destino, lo hizo presente á Don Cenobio Martínez, Je/e 
interino de certificados, que este sin embargo insistió 
fuera entrojada ; lo que cumplió, ignorando contuviese 
ó hubiere contenido dinero. 

4". »¿ue llamado á declarar el citado Martínez ¡i foja 
20. ex pune: Que en e/ecto. al serle entregada la certifi- 
cada mencionada, se la mostró Chiclana de tejos y agrega ; 
Q Ue según pudo ver no estaba riolada ni abierta en 
ninguna forma, que soto notó estaba algo sucio el cierre 
y que por eso le dijo que no era nada y la llenase á su 
destino. 

o", «¿ue careados los mencionados Martínez y Chi- 
clana, según consta á foja 20 vuelta, donde: oí primer.. 
nota la carta en mal estado por el roce del trasporte, 
poro que no estaba riolada y que la abertura de la 
valija se hizo ante el mismo Chiclana. El acusado 
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insist»' su manifestación, ¿obre que hizo presente al 
Señor Martínez el deterioro y mal estado de la caria 
//erada á Don José tíozzü quien no le quisó firmar el 
recibo poi'güe la carta iba abierta. 

i¡°. Que prestando declaración Marcos Casco, empleado 
«le Correos, expuso: que hacia tros ó cuatro meses, 
encontrándose en el Corroo con Chichina lo manifestó 
t/ue tenia tota carta deteriorada y que el Jefe le había 
dicho la entrégase al interesado en ése estado, ignorando 
quién ora el destinatario y si contenía dinero (véase 
foja 55 vuelta). 

7". cjue déélárando el empleado Pantaleon Arias ( víase 
foja !J6) asegura que encontrándose presente en la 
Administración, Chiclana hizo presente A Martínez qüe 
¡ion José Gozzi \c había presentado á reclamar la carta 
en cuestión, contestándole Martínez que no hiciera caso, 
que lo dejara no más, agreganda: que en el segundo 
reparto, el mismo día, al recibir Chiclana otra carta para 
dejarla en SU destino, hizo notar al señor Martínez qu$ 
td estado de ésta era iyual n la de José Gozzi y qué 
entonces aquél la cerró con yoma, pues se encontraba 
abierta, entregándola á Chiclana para que ta Ucease a 
su destino. 

8t Que declarando .losó Gozzi á foja 9 vuelta dice : 
le fué dejada la carta sobre el mostrador, y le mani- 
festó el cartero que firmara ligero, que tomó la carta 
y la dio vuelta y vio que estaba abierta, y conociendo 
la letra de su hermano, dijo: del/e ser de alyiin interés* 
por lo que so negó ¡i firmar el recibo, que en ose acto 
le dijo al cartero si quería verían lo que tenia dentro 
delante de carias personas. Que el cartero le manifestó 
Si iba 4 dar cuenta de que la carta trata dinero le pon- 
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drian una multa. Interrogado por el A in ministrador 
«obre el nombre de los testigos, excusa la contestación 
y sé vedare d sostener que tenia test* yo*. Esta declara- 
ción fué ratilicada á foja 3& 

9 o . Que según el informe dé foja 13, llamado ¡i decía 
rar Luis Gozzi, expuso: contener la carta cien pesos 
moneda nacional, seis papeles de d diez pesos y dos de 
inte. Aplicando la inteligencia de su caria corriente 
ja 15, cuando ¡i su hermano le anuncia el envío 
dinero, asegura, que la promesa ti ¿pedirá se refería 
no poderle mandar los doscientos //esos que le pedia 
prestados, remitiéndole hs cien que él le adeudaba. 

10. Que estando al texto de la carta de foja 15 dice: 
ella ingUanto di HM mtionaU che la mi dimandi io in 
questo mámenlo non posxo prestartili. Pero ti spediro y 
100 dito ciento peri che ti déos per Cintero della mitra 
popera madre. Encontrándose suscrita por el dicho Luis 
tiozzi. 

ti. Que declarando uno de los testigos presentado 
por Gozzi, Domingo Chicimg, foja 42, sos tiene que ta 
carta iba abierta, pere que ignora llevase dinero: como 
idéntica declaración liare el testigo José Marindni á 
foja 43 y asi el de foja 10 vuelta certilica solo que la 
carta estaba abierta. 

12. Que el Procurador con los elementos señalados 
deduce su acusación de foja 44. solicitando para Perfecto 
Ghiclana la pena dé 08 meses de tmba/os /orzado*. 
inulta ile trescientos pesos nacionales y cosías, de 
conformidad ¡i lo proscripto por el artículo 52 de la 
Ley de 14 de Setiembre de 186$. E¡ defensor dtd acu- 
sado sostiene sil inocencia en su escrito de foja 55 y 
solicitan. lo pam el demandante la imposicion es costas. 
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contra quien conservará aquél las acciones correspon- 
dientes; y 

Considerando: 

I o . «¿ue se lia demostrado por las constancias de ¡¡ 
sumaria suficientemente la existencia del cuerpo del 
delito, en cuanto ii que la certificada nüiíi. 354 llegó 
poder del acusado con signos de violación. 

2 o . tjue igualmente, y así como el hecho apuntado se 
encuentra consignado con evidencia, resulta lo opuesto 
«•o eiiaiito á que la certificada dicha contuviera valor 
ahjuno, y ello se desprende de las declaraciones de los 
testigos de esta que menciona el denunciante, á nin- 
guno de ellos le consta la carta contuviera dinero 
alguno; que á corroborar esto mismo viene el texto de 
tii corriente ;i foja 15 : allí se promete remitir cien 
pesos* como se desprende de la construcción de la frase 
Cómo del empleo de la palabra spediro que se ha em- 
pleado en futuro y no en presente; hay mas, la misma 
contradicción en que incurre como cuando ante el 
empleado P. Prego (véase foja 5) asegura que los cíen 
pesos enviados, lo constituían tres billetes de veinte 
pesos moneda nacional y cuatro de diez, y en la pres- 
tada ante el Inspector ( véase foja 12; asegura eran señ 
billetes de diez y dos de veinte. Esto agregado al texto 
de su propia carta, demuestra ser inexacto el envío del 
dinero. 

3°. <¿ue no son de tomarse en calidad de concordantes, 
la deposición de los testigos Gozzi, por el interés 
directo que tienen en el juicio; que las deposiciones de 
los testigos de cargo, vienen á ser propiamente singu- 
lares por no dar la razón de sus dichos, como puedi 
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verse ú fojas 42 y 43, donde unos y otros se reducen ¡i 
decir que es cierta ta pregunta i que menos concuerda 
la de foja 10 vuelta donde certifica que la carta estaba 
abierta. Estas declaraciones podrían decirse concurrentes, 
pero ello no importa asegurar aquello que no se afirma 
la generalidad de una contestación tanto entraña la 
parte como el todo; tanto puedo hacerse servir al hecho 
manifestado, como al hecho de vHu propio, luego ello 
es impertinente y nada prueba, y si algo se demuestra, 
es la complacencia del testigo que asegura lo que no 
puede precisar. 

V\ Que la misma acusación fiscal encuentra comple- 
tamente dejada de la prueba legal, el hecho de la exis- 
tencia de valores contenidos por la certificada mencionada; 
esto y las circunstancias de autos, basta para declarar 
exento de responsabilidad en el caso, tanto á Chiclana 
«manto al Jefe de la olicina de certificados Señor Mar- 
tínez. 

"»". Que descartado el hecho de la existencia de valores, 
erameute queda al acusado el cargo de violación de la 
ti Cicada núm. 354. ven caso de ser responsable el cu- 
ciado, determinar la pena á que se ha hecho acreedor 
eba imputársele. 

. <¿ue no se ha contradicho de manera alguna, ni aun 
(apropia afirmación deIJefe de la Oficina de Certili- 
os— Chiclana recibiera en buen estado la caria de su 
renda. Declarando Martínez incurre en una flagrante 
tradiccion y más notable cuando ella envuelve mía 
ve falta para el mismo y un perfecto desconocimiento 
del cumplimiento de sus deberes de empleado. Asegura 
« Chichina le mostró la carta de lejos »— y continua— « pudo 
rer no estaba riolada ni abierta en ninguna parte ». Si vió 
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la carta de lejos ¿cómo pudo cerciorarse no estaba viola- 
da ni abierta ? ó vióde lejos y entonces no pudo precisar 
los dichos detalles ó entonces no vió nada, y en su ca- 
lidad de Jefe, ordenó la entrega alejando de sí toda sospe- 
r/ta de delincuencia ; ó futí un acto premeditado al declarar 
ocultar la verdad, haciendo sospechar de que w\o obede- 
cía una orden de sn superior; luego carece do toda fé se- 
mejante declaración, puesto que en el caso subjudice Mar- 
tínez ei tan criminal como C/iiclana. si éste participa de 
alguna acción punible y mas ittn Martínez que/io computó 
como era de su deber) el deterioro de la carta objeto del 
reclamo de su inferior, ó abusó del puesto en daño de éste, 
y en uno como en otro caso la razón siempre se impo- 
ne en favor del acusado ¡i quien siempre la ley le coIoch 
eri tal categoría. 

«íueno se ha demostrado tampoco de una manera 
evidente que la curta entregada á José Gozzi estañera 
riolada como asi en molestado el sobre : que esto, concorda- 
do con la declaración singular de los hermanos Gozzi. 
pretensiones de justificar la existencia de una suma de 
dinero que según el texto de la carta no había sido enviada' 
y si se prometía, tispediro( te mandaré ) y la declaración 
de los. lemas testigos, como el mismo Jefe que confiesa 
fué observado el estado de ta carta el testigo Arias )ue se 
encontraba presente cuando Chic lana observó otra carta en 
el mismo estad? que la entregada á Gozzi— y demás pruebas 
concurrentes que presenta la sumaria, justifican, no ser 
Chiclanael autor de esa dotación, si la hubo, como no deber 
responder por este cargo. 

X». Que apreciados los hechos en si, línicamente queda á 
considerar si hubo culpa ó negligencia en Chichina al no 
resistirse ¡i cumplir la entrega de la carta que se le orde- 
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naba, pues un exceso de celo en el cumplimiento del 
deber le ha podido colocar en tal condición si no se hu- 
bieru demostrado que dió menta al Administrador de ha- 
berle sido devuelto la pieza certificada; por esto tampoco 
le es imputadle pena alguna en tal sentido. 

0° Que no se ha demostrado suficientemente, en el cur- 
so de la sumaria entregara la carta riolada y no se 
desprende del hecho mismo producido, pues, si la 
carta hubiera sido presentada á (iozzi abierta como lo 
enuncia, estuvo en su perfecto derecho de negarse ¡i 
suscribir el libro de certilicados sino que pudo anotar 
••ii él la causa de su negativa y el estado en que le era 
entregada. 

10° Que el reclamo de José Uozzi, se hace tanto más 
sospechoso de inexacto é insubsistente desde el momento 
que el recibo de retorno corriente:*! foja2 r W) lo hizo constar 
ni lo intentó, i i estado de la pieza reriifkada; ni es presu- 
mible darse tanta osadía en Chiclana de presentar una 
carta abierta, cuando sabiu (juu no había más responsa- 
bilidad que la suya del hecho, ante los ojos de la ley; que 
sin embargo de todo, la carta fué entregada en mal estado 
pero no abierta y esto bastó para que José Gozzi creciera 
eti sus pretensiones buscando hacer responsable á la Admi- 
nistración por el dinero decía le habla sido enviado 
>or su hermano Luis, y asi, ¡i foja se ve pretenderle 
a abonado la suma de cien pesos moneda nacional; pero 
to ni es presumible, una vez que se le ve á Chiclana 
volver Ala Oficina de Correos la carta de su referencia. 
ido consta á foja -"{donde dice el encargado de la sección 
La Plata: « Adjuntóla presente la carta certificada nú- 
mero l dirigida al señor José Gozzi. quien se niega ti 
recibirla y firmar el recibo de retorno manifestando que 
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« el vinero se la entregó abierta, faltando cien pesos mone- 
«« da nacional que ta misma conté nía »>. 

Por esto y no obstante la acusación deducida por el 
Procurador fiscal, fallo: absolviendo & Perfecto Chiciáua 
de toda culpa y cargo y dejando ¡í salvo sus aecion.s 
y derechos contra quien viere convenirle; elévese el ex- 
pediente dándose los testimonios que se solicitasen • 
cháocólese la lianza y archívese el expediente. 

Notifíquese con el original y regístrese en el libro de 
sentencias. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado .mi la chalad de 
La Plata A los doce días «leí mes de Noviembre de mil 
Ochocientos noventa y uno. 

Mariano S. de Aurreroerhea. 



VISTA OKI. SEÑOR PKQCÜftMJOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Esta causa vienen V. E. por apelación interpuesta por 
«I Agente Fiscal contra la sentencia deIJuez Federal de la 
sección de Buenos Aires, que absuelvo al procesado Per- 
fecto Chichina de culpa y carjjo por razón del delito de 
violación de correspondencia de que se le ha acusado. 

Considero justa la sentencia. No se ha demostrado que 
cu la carta abierta objeto de la acusación vinieran los 
cien pesos que pretende el interesado, cuantió no se había 
declarado ese valor, y cuando del contesto mismo de la 
i-arta, foja íu, en que se emplea el verbo en futuro spedúv* 
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se deduce más bien una promesa que un envío de actua- 
lidad. 

No se ha demostrado tampoco que el procesado hubie- 
se abierto la carta motivo de la acusación, ( fojas 34 y :Vi I; 
y al contrario consta por la declaración del Jefe mismo 
de lu Oficina señor Martínez, que el procesado observó.! 
mal estado del sobre cuando la recibió para entregarla. 

Finalmente, no se ha hecho constar en el libro de cono- 
cimientos que la causa de no recibir el interesado la carta, 
fué la de entregársela abierta; y por consiguiente»si bien, 
de todos los hechos de la causa pueden desprenderse dudas, 
de su conjunto no puede deducirse jurídicamente ni que 
haya habido un delito de sustracción, ni que déla viola- 
ción y sustracción alegadas sea autor el procesado. 

Por ello y los demás fundamentos consignados en la 
sentencia de foja «2. solicito de V. E. su confirmación. 

Sabiniánó Kicr. 

Buenos Áltese Febrero I*» Ae 

Fallo o> I* Haprrma forte 

Bueno» Aire.-*. Abril 5 fié 1803. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por 
.■I señor Procurador General en su precedente vista : se 
conlirma la sentencia apelada de foja 02, en cuanto por 
ella se declara libre de toda culpa al procesado; y de- 
vuélvanse. 

Benjamín Victoiuca.— C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
—Abel Bazan. 
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Dim Cirilo Rojas contra Don Gaudmcio Bihotti, por entrega 
de animales ; sobre retención. 



Sumario.— Depositándose en garantía la suma por la 
cual se ejerce el derecho de retención. debe ordenarse 
la entrega de la cosa retenida. 



Caso— Don Cirilo Hojas demandó ¡i bou Gaudencio 
Binotti pura que se le ordenara la entripa de mi número 
<ie semovientes de su propiedad que decía retener éste 

indebidamente. 

Binotti contestó la demanda diciendo que los semo- 
vientes habían sido colocados a pasto por Rojas y que 
este no podía retirarlos porque no le pagaba el pastaje, 
que ascendía á la cantidad de 883 pesos. Pidió que se 
rechazara con costas la demanda, y reconvino al actor 
para que se declarara que tenía el derecho de reten- 
ción hasta que se le pagaran los 883 pesos que recla- 
maba con intereses y costas, más las sumas que acre- 
cieran durante el curso del juicio. 
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Contestando la reconvención, sostuvo Rojas que no 
debía pastaje alguno, por cuanto los animales se halla- 
ban en campo que era propiedad de él. 

Se recibió después la causa á prueba; y en este es- 
tado depositó Rojas en el Banco Provincial de San Juan, 
á la orden del Juzgado, los 883 pesos, y en mérito de 
que el demandado no resistía la entrega de los anima- 
les sino porque no se le pagaba el pastage que preten- 
día y que por su parte negaba deber, pidió que aquellos 
le fueran entregados porque su privación le era muy 
perjudicial. 

Corrido traslado, la parte de Benotti expuso: que la 
consignación hecba no la encontraba en ninguno de los 
casos de la ley; que se había hecho después «le la litis 
contestación y no comprende el valor del pastaje de 
los dias corridos desde la fecha de la cuenta ni el de 
los gastos ocasionados en el juicio, tjuc no se propo- 
nía hacer uua resistencia exagerada, sino dejará salvo 
los derechos de su parte, por lo que pedía qii€ tenién- 
dose por formulada su oposición á fin de ponerse de 
acuerdo sobre el verdadero alcance de la consignación. 

Kl Juez llamó á juicio verbal. En este acto el deman- 
dante manifestó que ya había modificado el objeto del 
depósito que tenía hecho, y que para el mismo objeto 
podía consignar el mayor valor que se crea se debe. La 
parte de Binotti expuso: que no habiéndose hecho la 
consignación para los efectos del pago quería conservar 
el privilegio que las leyes acuerdan sobre los animales 
por el valor del pastaje. 
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Fnllo del •fuer. F«»d«-n«l 

San Juan, Noviembre « «le isy| 

AlitOS y vistos; y considerando: que siendo el objeto 
de retener los animales gatátíítir «I valor del pastaje 
que se cobra en la cuenta de foja 18. y estando ese 
valor depositado á la orden de este Juzgado hasta que 
se resuelva sí se debe |»a#ir. la retención carece de 
objeto, porque la mejor garantía es el valor mismo, evi- 
tando así perjuicios y responsabilidades que pudieran 
ser materia de otras reclamaciones, fallo este incidente 
ordenando que el Señor Gaüdencio Binotti entregue los 
animales de Don Cirilo Hojas, que están en el campo 
que tiene, en virtud del contrato celebrado con dicho 
señor Hojas, en el término de tres días, con costas. Hága- 
se saber con el original y repónganse los sellos. 

té. Ectógaray. 



Fu II» «le I» Hapreni» Corte 

Bueno* Aires, Abril 7 «le tíÑSL 

Vistos: Habiendo la parte de Don Cirilo Hojas ma- 
nifestado en el acta de foja :J7 vuelta estar dispue 
á ampliar su consignación de foja ;M) en lo más que 
¡meda adeudar por razón del pastaje que se le demanda, 
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lo cual (leja plenamente ¿i cubierto los derechos que 
pueda tener Don Gaudencio Binotti : se confirma el auto 
apelado de foja 38* con declaración de que el expre- 
sado Don Cirilo Rojas debe consignar en término de 
segundo dia A importe que pueda adeudar por razón 
del pastaje referido, según la cuenta de foja 18 hasta el 
en que se haya hecho la entrega efectiva de la lla- 
nda. Devuélvanse los autos debiendo requerirse por 
Juez de Sección, la reposición de sellos en razón de 
haberse presentado las partes ante <>sta Suprema 
rte. 

Benjamín Victoiuca.—C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
— AllEL Ba/an. 
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La Compañía del Ferrocarril del Sud de Buenos Aires 
* otttra Don Bautista fíordertíave, por desalojo; sobre 
nulidad. 



Sumario. — Es nulo el auto de desalojo dictado si» 
previa citación y audiencia del demandado. 



Caso. — Don Eduardo Puleston. por la empresa del Fe- 
rrocarril del Sud. se presentó ante el Juzgado expo- 
niendo: ijuo Don Bautista Borden ave ocupa hace tiempo 
como inquilino una parte de la estación Altamirano. 
teniendo instalado allí su negocio de confitería, y por ra- 
zones que no necesita expresar, la empresa le Impedido en 
diverjas ocasiones e| desalojo del local. Que no habiendo 
conseguido el desalojo . pedía con arreglo \\ lo dispuesto 
en el artículo L610 del Código Civil la notificación á 
Bordenave lo efectuara dentro de tres meses, bajo aper- 
cibimiento de lanzamiento, notificándose por medio de 
oficio al Juez de Paz de Brandzen. 

T. XVI! 31 



Wí 
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Acreditada la competencia por tener la empresa su 
domicilio en la Capital y el demandado en la Provin- 
cia de Buenos Aires, el Juez dictó la siguiente resolu- 
ción : 

Pullo del Federal 

La Plata, octubre ele 1891. 

Por acreditada la competencia del Juzgado y por de- 
ducida la demanda, intímese á Don Bautista Bordenave 
el desalojo dentro del término de tres meses, librándose 
el olicio que se pide para la notilicacion. Y en virtud 
«leí precedente certilicado. téngasele por parte á Don 
Eduardo T. Puleston y por constituido el domicilio. 

Aurrecóc/iea. 



rallo do In Huprenia Corte 

Buenos Aire*, Abril 7 di; 189:?. 

Vistos: Habiéndose pronunciado el auto de desalojo 
corriente á foja .'i vuelta, sin la necesaria citación y 
audiencia del demandado, é incurridos*, por tanto, en 
evidente nulidad: se declara sin efecto dicho auto; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BkNIAMIN VlCTOlUCA. — 0- S. DE 

la Torre. — Lvih V. Várela. 
— Abkl Bazan. 
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lion CÓStaniino Troyteiro. Juez de Paz de Cañuelas* en 
queja contra una órden del Juez Federa/ de Bueno* 
Aires. 



Sumario— La Suprema Corto no puede conocer direc- 
tamente de una queja que no viene por recurso de ape- 
lación. 



Caso— El Juez de Paz dé Cañuelas, citado por el Juez 
Federal de Buenos Aires, X comparecer ¡inte él, para 
prestar una declaración, bajo prevención de ser condu- 
cido por la fuerza pública, entabló ante la Suprema Corte 
recurso de queja, para que se declarara que no estaba 
obligado á comparecer personalmente, saliendo del recinto 
ile su Juzgado. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 
Pedido informe al señor Juez de la sección de Buenos 
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es, ésie ha elevado ¡í V. E. las actuaciones producidas 
ntra el Juez de Faz de Cañuelas, 
xaminadas esas actuaciones, resulta que ese Juzgado 
cumplió las diligencias que le eran encomendadas 
por el JiléZ Federal, estando pendiente de su resolución 
si fué una omisión intencional ó dependiente de no 
haber recibido las órdenes A tiempo ó lugar oportuno. 

Para la investigación de este punto, el Juez de Sección 
ha mandado comparezca el de Paz de Canudas A su 
despacho, en el dia y hora designados, bajo apercibí- 
miento de traerle por la fuerza pública, si no lo hiciera. 

De esta orden, que el Juez de Paz de Cañuelas con- 
sidera vejatoria de la autoridad judicial que inviste, 
surge el recurso que ha traído ante V. K. y corre A 
foja 55. 

Considero que el Juez de Paz de Cañuelas hace parte 
del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, 
según se desprende de los artículos 156 y 181 á 185 
de su Constitución, y con sujeción al artículo 140 de 
la ley de procedimientos nacionales. 202 de la ley de 
ocedimientos de la Provincia de Bueros Aires, é in- 
so 2° del articulo 2!M> del Código de Procedimientos 
en lo criminal, no está obligado á concurrir personalmente 
al Juzgado, debiendo informar en el oficio en que se le 
requiera al efecto. Pido ¡i V. E. que. en mérito de estas 
consideraciones y las del escrito del recurrente de foja 
1\ se sirva así declararlo, haciéndolo saber al señor Juez 
Nacional, con devolución de los autos traídos. 

Buenos Aire*. Abril 7 de Í8W. 

SabinUmo Kier. 
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Bueno» Aires. Abril '•• ■!<; 1802. 

Vistos en el acuerdo: No viniendo la presento queja 
pos recurso de apelación ni otro autoriza.lo por la l.-v. 
.leí cual pueda conocer directamente esta Suprema Corte, 
110 lia lutfar a aquella petición y vuelvan los autos al 
Juez de Sección, conjuntamente con las presentes dili- 
gencias, debiendo reponerse el papel ante dicho .luez. 

Benjamín Victohica. — C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
—Abel Bazan. 
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Ihm Santiago Carbonv ronda Don Pedro Üuhahie* por 
daño* y perjuicios; sobre cónipetmciá. 



Sumario. — La demanda por daños y perjuicios pro- 
cedentes (Je la falla de cumplimiento de un boleto de 
venta transferido al actor, se halla comprendida en la 
¡aposición del articulo 8° de la Ley de 14 de Setiem- 
re de lSftí, sobre competencia de los tribunales nació- 
s. 

Caso. — Don Santiago Carbono se presentó ante el 
Juzgado exponiendo: que Don Pedro Duhalde vendió á 
los Señores Francisco Garro, Pascual Trebino, Víctor 
M. Boggiano y Esteban Bianchi un terreno ubicado en 
el cuartel 2" de la Ensenada. Que estos compradores 
le transfirieron sus derechos y acciones, según consta de 
los boletos que presenta. <¿ue el vendedor Oulialde 
□torizó ¡i los compradores para vender el terreno, obli- 
gándose él á otorgar las escrituras de venta, guardándose 
I precio por cuenta de lo que quedaba adeudándosele. 



Que en virtud «le esta autorización, él (Carbone) vendió 
ti terreno en lotes y cuándo reclamó de Duhalde la 
escrituración, éste se negó ¡i hacerla, faltando á lo con- 
venido y causándole perjuicios, porque Invoque rescindir 
las ventas devolviendo dobladas las señas que habla 
percibido.' Fundado en estos antecedentes, pidió que 
se condenas.' á Don Pedro Duhalde al pago .le lOU.OlK) 
| 1(! sos en que estimaba los perjuicios qd v había sufrido. 

Corrido traslado. Don Pedro Duhalde, representado 
por Don Rodolfo Cabal, opuso la incompetencia de l J u z - 
gado formando articulo «le previo pronunciamiento 
Hijo: que el demandante se presenta como cesionario 
«• los Señores Cairo. T^biiio, Boggiano y Manchi. 
«e el demandante es argentino y Duhalde extranjero; 
loro esto no basta para determinar la competencia del 
Juzgado, porque aquellos señores, cedentes del deman- 
dante, son extranjeros — en cuyo caso el conocimiento 
.1,- la causa corresponde á los jueces ordinarios. Que el 
rtlcuío 1474 del Código Civil faculta al demandado para 
poner al cesionario todas las excepciones que podría 
«q.oner al cedente, con la sola exclusión de la compen- 
sación, v el articulo 8- de la Ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales establece que 
para surtir el fuero es preciso que el derecho que se 
disputa pertenezca originariamente y no por cesión ó 
mandato á ciudadanos extranjeros ó vecinos de otra 
provincias, etc. Que así lo ha establecido también la 
jurisprudencia de la Suprema Corte, entreoíros casos, 
en los que se registran en los tomos 17, página 325; 
18. página 147; 23, página 720. y 29, página 433. Pidió 
que el Juzgado se declarase incompetente con costas. 
Conferido traslado de la excepción, la contestó el actor 
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pidiendo que se la rechazase con costas. Dijo: que las 
disposiciones en que so funda la excepción, deben in- 
terpretarse en el sentido de que el derecho que repre- 
senta ó ejerce el demandante no sea propio sino que 
represente al verdadero propietario. Que así lo esta- 
bleció la Suprema Corte en la causa inserta en el tomo 
21. página 08, de sus fallos, resuelta de acuerdo con el 
Señor Procurador Genera) que se expidió en el sentido 
que indica. Que é\ íCarboiie) es dueño del derecho 
que gestiona por compra que ha hecho, abonando el 
precio y es con ól con quien debió cumplirse el con 
trato y ti quien debe indemnizársele de los perjuicios 
que personalmente ha sufrido, Que su derecho es ori- 
ginario y los Señores Garro, Boggiano, Bianchi y Tre~ 
bíno no tendrían acción para reclamar perjuicios que 
no han sufrido. Que la disposición del artículo 1474 del 
Código Civil citada por el demandado se refiere ti las 
excepciones que nacen de la cosa misma objeto de la 
cuestión, no ¡i las que tratan puntos de orden público 
y que no pueden alterarse por voluntad de las partes. 



Fallo del J«e» *>4«ral 



Y vistos: en el incidente sobre competencia de juris- 
dicción promovido por el demandado, y considerando : 
I a Que la demanda ha sido deducida por Doi San 
Hago Carbone ejercitando derechos propíos que le han 
sido trasmitidos, y no como gestor de derechos ajenos. 
2 o Que por lo tanto no le es aplicable la disposición 
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legal invocada por el demandado, contenida en la se- 
gunda parte del articulo 8 o de la Ley sobre competencia 
de los Tribunales Nacionales. 

Por esto, y consideraciones legales que se hacen valer 
en el escrito de foja 30, fallo: no haciendo lugar á la 
incompetencia deducida, con costas; y contéstese derecha* 
mente la demanda. Notifiquese con el original, regís- 
trese y repóngase la foja. 

La Plata, Marzo 31 (le 1*91. 

M. S. de Áurrecoécfteá. 



VISTA DBL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

La excepción de incompetencia opuesta por Don Pedro 
buhalde, ha sido á mi juicio legalmente desechada por 
el auto de foja 43. 

No se tratado la simple cesión de derechos; se trata, 
según lo expresa el documento de foja 1, de una trans- 
ferencia de derechos adquiridos á la propiedad y domi- 
nio de un bien raíz. 

Si hubiera sido posible el otorgamiento de una escritura 
pública de venta, esa escritura surtiría los efectos de la 
traslación del dominio, lo mismo después del primer 
ano, que después de muchos, y no dudo que adquirido 
*d dominio de la propiedad por un argentino, le daría 
el derecho de ocurrir ;i la autoridad nacional en sus 
gestiones contra el primitivo vendedor extranjero. 
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La escritura privada, por no haberse podido aun elevar 
.i escritura pública, produce todos los efectos legales 
de aquella, en cuanto á la estabilidad de la venta, y ¡i 
la adquisición del dominio y posesión del bien vendido. 

Si á esto se agrega que se gestionan perjuicios cau- 
sados por omisiones en el cumplimiento de pactos y 
Convenios directos con el vendedor originario, sobre la 
escrituración por lotes y en detalle de la propiedad raíz 
vendida, se deduce que las decisiones en esta causa 
van á afectar directa y únicamente al primitivo y ori- 
ginario vendedor de la propiedad raíz. 

Siendo éste extranjero, y su contendor, el actual pro- 
pietario, argentino, les corresponde el fuero federal, 
según él inciso 2\ artículo 2", y el precepto mismo d«l 

articuló de la Lev de Procedimientos Nacionales. 

•• ... 

Np se trata de un cesionario ó mandatario, sino de 
perfecto propietario, por transferencia de derechos de 
dominio; y este caso, no se comprende á mi juicio en 
la excepción del artículo 8 citado, que se refiere al 
derecho ejercido, por cesión ó mandato. 

En el caso, el derecho corresponde actual y efectiva- 
mente al que pretende hacerlo valer, no por delegación, 
mandato ó cesión, que solo transfieren poder para de- 
mandar, sino por la efectividad del dominio adquirido, 
caso (júe ha motivado, ¡i mi juicio. la decisión excep- 
cional y lío contradictoria, que registra la página 02 
de) tomo \% serie 2\ de los fallos de V. E. 

Por estas consideraciones v fundamentos concordan- 
tes del fallo recurrido, se ha de servir V. E. resolver 
su confirmación. 

Buenos Ah-e*, Febrero W de 1892. 

Stibiniano Kt'er. 
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Vullu do la ttupa»«»nii» Corlo 

Buenos Aires. Atril 9 rio 1*02. 

Vistos: 

Considerando que el titulo con que obra el deman- 
dante en estos autos es meramente el de una cesión y 
traspaso de los derechos de sus causantes, Don Fran- 
cisco Uarro, Don Pascual Trebino, Don Víctor Boggiano 
y Don Kstéhan Bianshi, contra su vendedor, para la 
ejecución del contrato de compra-venta «le la referencia, 
seguí) resulta del contesto de los instrumentos del 
traspaso corriente ¡i foja tres y délos Orminos misinos 
de la demanda. 

V"e no aparece que el demandante ni sus causantes 
hayan adquirido un fus in re sohre el terreno materia 
del boleto de foja 1 por efecto de su tradición y misión 
en posesión efectiva, y (luye por el contrario de la 
demanda y de los términos del boleto citado, que esa 
posesión debía continuar y ha cotiÚliuadp en poder del 
vendedor. 

Que por consiguiente es de estricta aplicación la dis- 
posición del artículo X" de la Ley sobre jurisdicción y 
coinpetencia de los Tribunales Federales, por la cual se 
exi^e en los casos de cesión, lo .mismo que en los de 
mandato, para qué el fuero federal surja, que el derecho 
que se disputa pertenezca originariamente ¡i personas 
que por razón de su nacionalidad ó vecindad gocen de 
dicho fuero. 

Por estos fundamentos y no habiéndose denegado por 
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el demandante la afirmación del demandado de ser sus 
causantes extranjeros, como lo es el demandado mismo : 
se revoca el auto apelado de foja 43 y se declara qne 
el conocimiento de esta causa no corresponde á la jus- 
ticia federal. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victorica — C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
— Abel Bazas. 



>■■■ - 




V\VH\ LXXV 



Pedro S. González contra Don José Ferrari, por cobro 
fe petos; sobre reynfarion de honorarios. 



Sumario.— V. Lu Suprema Corte no puede conocer en 
recurso directo* sin queprtceda resolución y recurso ante 
el inferior. 

2°. El auto resolviendo sobre regularon de honorarios 
es inapelable. 
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Pullo de la Svprcnia Corle 

humos Aires. Abril 1» lito 1800. 

Vistos en el acuerdó : 

Considerando en cuanto á la nulidad deducida: que el 
presente recurso ha sido traído directamente ante esta 
Suprema Corte pendiente la gestión deducida, sobre el 
mismo punto, ante el Juez de Sección, y sin esperar su 
resolución. 

Considerando en cuanto á la apelación : que ella no 
procede de la resolución ¡i que alude el recurrente, con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo 2* de la ley nacional 
de 26 de Agosto de 1H63. 

Por estos fundamentos : no ha lugar al recurso de hecho 
deducido y vuelvan estas actuaciones al Juzgado de Sec- 
ción para su agregación & sus antecedentes: debiendo 
ante dicho Juez hacerse la reposición de los sellos, si no 
se verificará ante esta Suprema Corte. 

Bknjamin VUTOItlCA.— C.S. ííb 
liÁ Toitiu:. — Luis V. Várela. 
— Abel Bazan. 
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CAUSA • VWI 



Don Hermin Flores contra Don Roberto Stnitft.por cobro de 
pesos; sobre deserción de recurso. 



Sumario*— No mejorándose en tiempo el recurso de 
apelación, debe declararse desierto tí la primera rebeldía 
acusada por el apelado. 

fr'»ll<» I» *«prt»iw« Corle 

Buenos Aires, Abril W ile 1892. 

Pol lo que resulta del precedente certilicado, atenta la 
rebeldía acusada, y de conformidad & lo dispuesto por el 
articulo 214 de la ley de procedimientos* declárase 
desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte de 
Smith, y en consecuencia, dévuelvanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia, previa reposición de sellos. 

Benjamín Victorica. — C S. i>e 
la Torre— LüíS V. Várela 
-—Abel Bazas. 
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pon Tomás Catino contra ta sociedad « Territorial Entre- 
rriana». por robro de pesos; sobre dec lar anones de 
testigos. 



Sumario.— Pueden ser recibiüus después del término, 
i;is declaraciones no recibidas dentro de él por hecho no 
inputable A la parte. 



Caso.— Resulta délas siguientes piezas. 

Fallo 4*1 4m«'# ¥mám*ml 

^ *- 

Buenos Aires, Julio 7 «lo 1891. 

íteseen forma ¡i los miembros del Directorio de la 
iedad Territorial Eutrerriana, designados en el prece- 
te escrito, á la audiencia del 22 del corriente á las 
2 p. ni. 

Tedin. 
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CERTIFICADO DEL SECItKTAlUO 



Señor Juez : 



Cumpliendo lo ordenado en ei procedente decreto de 
V. S., certifico: Que con fecha 17 de Marzo del corriente 
año. el señor Cathro presentó un escrito en que pedia 
fueran citados D. Raymundo Melara para absolver posi- 
ciones, éste como Presidente de la Sociedad Territorial 
Entrerriana y los demás miembros del sindicato á objeto dé 
prestar unas declaraciones. El Juzgado proveyó á los 
dos puntos de conformidad, señalándose el día 4 de Abril 
para que tuvieran lugar las posiciones y declaraciones. 
En esta fecha el señor Melara compareció y absolvió el 
pliego de posiciones, no constando en autos haber sido 
citados los miembros del sindicato. En 7 de Abril en el 
otrosí de un escrito, presentado por Catino pedía al Juz- 
gado señalara nuevamente día y hora á fin de que los 
testigos presentados declararan al tenor del interrogatorio 
que presentaría, pero tan solo fué proveído el pedido prin- 
cipal del escrito sin serlo el otrosí á que me refiero. Los 
testigos A cuya declaración se opone el demandado y 
cuya lista acompaña el actor en escrito de Junio 19, son 
los mismos miembros del sindicato, cuyos nombres cons- 
tan en los estatutos agregados en autos. En IV- de ello 
pongo el presente, que sello y firmo en Buenos Aires A 
1 de Agosto del año del sello. 



F. Ibarguren. 
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.%«!» del *»«<*» Federal 

Buenos Airo.-*, Agosto :¡| .Je ISí»I. 

Y vistos: Resultando del presente certi lirado que los 
testigos presentados por Catino no lian prestado íiiíii 
declaración ni sido citados por hecho que no es imputable 
;i la parte, no ha lugar ¡i la revocatoria de la providencia 
de fecha 7 do Julio próximo pasado, s< -fia lamióse la audien- 
cia del... del entrante para la recepción dé esos testimo- 
nios; y so cóm ale mi relación él recurso dé apelación 
interpuesto ¡i foja... debiendo elevarse los autos á la 
Suprema Corte en la forma deeslilo. Ilepóniíase la foja. 



Palto 4* la Mnpreraa «'orle 

llucnrn* Aires. Abril lí) dé I8Q2. 

Vistos: por los fundamentos del auto de foja |.»1 se 
coiilirma con costas el apelado de foja Vil vuelta. 
Repuestos los sellos devuélvanse. 

BkxiAMIN VlOTORICA, — G. S.DE 

la Tokue. — Luis V. Vwuxx. 
— Ahki. Hvzan. 
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FALLOS T)E LA SCPRFMA CORTE 




CAVSA I.WYIII 



Gf. Mt'itjijs }/ Compañía contvñ Don fosé Carió» Afr- 
¡tttim'ü, sotne expropiación. 



Sumario. — Deben confirmarse las avaluaciones equi- 
tativas'. 



Orto. — Lo imlira i'l 



Fallo # Federal 

l.a Plata, Agosto á7 «!*• 1801. 

Y vistos : i'slos aulos seguidos por los Señores Juan 
(i. Mi'i^^s hijo y Compañía contra Don José (Tirios 
Alemania, sobre expropiación; »!«• los que resulta : 

I Que formaliKada la demanda á toja 21. lio avi- 
niéndose las partes á un arralo amistoso si 1 procedió 
al noinhraiuieiito de peritos, de acuerdo con lo estable- 
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eido en el nrt. C° de la Ley Nacional de expropiación, 
cuyos peritos aceptaron el carj;o corno consta á foja 31 
vuelta y foja 22 vuelta. 

2* Que habiéndost expedido el perito ilel demandado 
como consta á foja 23, estimó el precio del terreno á 
expropiarse en mil sesenta y cuatro pesos moneda na- 
cional, el del ¡ilambrado en trescientos pesos moneda 
nacional» depreciación de la fracción mayor siete mil 
quinientos siete pesos sesenta y dos centavos moneda 
nacional y por apreciación do terreno inutilizado cuatro 
cientos pesos moneda nacional, total nueve mil dos- 
cientos setenta y un pesos con sesenta y dos centavos 
moneda nacional, por todo precio é indemnización. 

3° Que á foja 43 se expidió el perito dé la de man d 
estimando en un peso moneda nacional el metr 
cuadrado de terreno con inclusión dfi daños y per. 
juicios. 

i" Que colocado el Juzgado en la imposibilidad de 
poder resolver en vista de lo dictaminado por los pe- 
ritos* nombró uno especial pitra que con el Secretan 
verificasen los asertos del perito del demandado y con 
(atar en la valide/, de los perjuicios haciéndose por e 
nuevamente nombrado una nueva estimación. 

5? Qjjfe la inspección tuvo lugar como se da cuenta 
á foja 48. expidiéndose el perito especial según se vea 
foja óo. estimándose por éste en trescientos cincuenta 
pesos con noventa y nueve centavos moneda nacional 
el valor del terreno ¡i expropiar y en ciento cinco pe- 
sos veinte y nueve centavos de igual moneda por toda 
indemnización; total cuatrocientos cincuenta y seis pe- 
sos con veintiocho centavos moneda nacional, con lo 
bue quedó concluido el expediente por sentencia. 



F.VLLOS 




V considerando: 

1* Que este Jugado en cas» 

10 precio par» al niel 
lvos moneda nacional 
se trata en la presente cui 
informe perito del demandado, más que 
un iniorine parece más bien un alegato en pro de la 
parte que lo nombró y no un asesorado hecho con la 
sinceridad con que debe proceder un Juez de hecho, 
para ilustrar sanamente el criterio del Juez de derecho: 
y por lo tanto debe desestimarse. 

:r Que sobre el precio rid terreno, los peritos del 
demandante y tíl de olido se anuorfizau. puesto que 
uno lija un peso moneda nacional por metro cuadrado 
con inclusión de perjuicios y el otro en el mismo pre- 
cio por solo el valor del terreno. 

V Que con relación á los perjuicios, tampoco son de 
tenerse en cuenta los que determina el perito del de- 
mandado, y á este respecto y dadas las constancias de 
autos y el conocimiento que del terreno ha tenido oca- 
sión de apreciar el Juzgado con el Secretario dio la 
causa, no es injusto adoptar como base pura la reso- 
lución definitiva el informe del perito de oficio* 

Vor estas consideraciones y siendo el informe de 
eáte último el más favorable para el demandado entre 
las dos opiniones que so armonizan, fallí»: lijando en 
definitiva, por lodo precio é indemnización, la sufna 
de £56 pesos con 28 centavos moneda nacional, que 
deberán pa^ar los expropiantes deiltro de diez dífts de 
ejecutoriada csüj sentencia, con sus intereses á estilo 
de Banco sobre la suma que exceda de la cantidad de- 
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positada y las costas del juicio, reducidas al honorario 
«le los peritos y gastos actuación^ de conformidad 
con el artículo 18 de la Ley Nacional de expropiación. 
Notiííquesecon el original, regístrele y repónganse las 
fojas. 

Mañano S. de Ánrrecoerhca. 



Fallo ilf In Supri ma CtirK* 

Muchos Aires. Ahnl 10 tl«: MM& 

Vistos: siendo equitativo el precio y demás indemni- 
zaciones mandadas alionar por la sentencia de foja *¡'i, 
se continua esta con costas; y repuesto*) los sellos, de- 
vuélvanse. 

liKMAMIN VlCTOIUCA. — Ci S. DE 

i.aTouisk. — LüiS V. V arela. 
— Adel Bassan. 
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< Al HA I.A\I\ 



La Compañía <h> PérrQcarfilés i*ob(aiiotv$ rnntm !ínn 
Ignacio Gome: : sobre expropiación. 



Sumario. — Kn las aval naciones de terrenos á expro- 
piarse debe tenerse cuenta dé las aceptadas para térre 
nos análogos. 



Ga&o.—Lo indica el 



IhMo 4*1 *V<l«-rs«l 



lia Piula, Julio IÓ de 1891. 

Vistos: estos autos seguidos por la Compañía Nació- 
nal de ferrocarriles Pobladores contra Dona Susana 
Agiii rro de Gómez* sobre Expropiación d« un terreno, y 
considerando: I" Qué terminadas las articulaciones pro- 
movidas por la partí' demandada por el acuerdo celebra- 
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do ante la Suprema <orte y vueltos los autos al Juzgado, 
se convocó á los interesados á juicio verbal á los efec- 
tos del articulo tí de la Ley de Rxpropiacion. el que 
tuvo lugar con fóchit 15 do Octubre ppdo.. y en el que 
nombraron los peritos que determina él articulo citado, 
designándose por parte de la Compañía expropiante ;í 
Don Domingo Larralde y por la demandada á Don 
Andrés Kolon. 

2"' Que áste presenta su informe ;í foja 89 estimando en 
siete pesos moneda nacional td uictró cuadrado del área 
expropiada, incluyendo en ese pierio un pie/a que se 
destruye y los perjuicios originados por el fracciona- 
miento; y el perito Larralde (informe de foja 98) avalúa 
el terreno ¡i razón de veinte centavos él metro cuadrado y 
los perjuicios en un cincuenta por ciento del valor lija- 
do á la parte expropiada. 

yue los términos tan en extremo opuestos en que 
se colocan los peritos de las parles, hacían de todo punto 
imposible qué el Juzgado llegara á formar opinión sobre 
las condiciones y valor del terreno cuya Expropiación 
se gestiona, tuvo que recurrirá la apreciación personal, 
examinando el terreno on sus condiciones de posición, 
producción, etc., para formar su juicio 

V 1 (¿no al efecto el Juzgado decretó la inspección ocular 
de que instruye el acta de fojas loo vuelta y |ol. com- 
proban lo que el terreno de que se trata es de mala cali- 
dad y bajo, expuesto á las mareas del ftio de la Plata, 
sin ni n gu na clase de cultivo. 

> QUe en cuanto al valor corriente de ese terreno no 
puede llegar á establecerse, ni por la renta, pues no la 
produce, ni por precios de otras ventas, pues no se lian 
hecho exclusivamente ole terrenos situados bajo las ba- 



KAU.OK l>K I.A SIIPKKMA OOKTB 



rrancas de San Isidro, como el de la señora Aguirre de 
Gómez, sino Conjuntamente con lo» terrenos altos que 
son bajo todo punto de vista considerablemente mejores 
y de mucho más valor que aquellos. 

*»'• (¿ueá falta de esos elementos de juicio tenemos los 
precedentes legales establecidos por este Juzgado y la 
Suprema Corle en diferentes casos análogos de terrenos 
expropiados por la misma timpresa demandante. Ku el 
de Don Pedro Vallejo, este Juzgado lijó el precio de un 
peso por metro cuadrado, sin que las partes hayan recu- 
rrido de esa sentencia, lo que Iiace presumir de la equidad 
de dicho precio, siendo ese terreno tanto por su cultivo 
como por su altura, superior al de que se trata. Así como 
en el caso de Don Antonio Olaguer, la Suprema ¡Corte ha 
Confirmado el precio de ochenta centavos el metro, tra- 
tándose de un terreno de mayor porvenir por su proxi- 
dad ála Capital Federal y de renta actual. 
7" Que por lo que respectan la indemnización, la Com- 
pañía debe pagar la pieza que existe en el terreno y á que 
s.- hace referencia en el acta de foja 101, y además el 
fraccionamiento por cuanto la fracción menor disminuye 
de valor por la forma en que la deja la vía férrea. 
I'or estas consideraciones fallo: lijando en setenta 
tavos moneda nacional cada metro cuadrado del te* 
reno <iue la Compañía expropiante toma á la señora Su- 
sana Aguirre de (¡orne/; debiendo asimismo pagarle 
cual rociemos pesos nacionales como indemnización por 
fraccionamiento y doscientos pesos |>or la pieza que se 
destruye; siendo á cargo de la misma Compañía los gastos 
del juicio. Repónganse los sellos y notifiquese con el 

original. 

MananoS. de Awrecoechea. 
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Fallo de I* Sapre»* i 'orte 

Huenos Aires, Abril 19 de 1X92. 

Vistos: Por sus fundamentos, so continua con costas 
la sentencia apelada de foja 1U2, con declaración de que 
el expropiante debe pagar los intereses ¿ estilo de Bauco. 
sobre la diferencia cutre la suma depositada y la mandada 
pagar, A contar desde oí día un que fué dada la posesión. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Vicwjiuca.— C. S. uk 
la Tokre.— Luis V. Várela 
— Akel Hazas. 
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FALLOS DE V\ SUPttBMA CORTE 



(AINA hXXX 



fíon Frtmasi'o Af/nese ronda la Gompfífíia efe Tram 
¡Mi les NacionaieSi por robra de ntercudeiíát \ sobre de 
scrcion de remrso. 



Snmwío. — • No mejorándose el recurso dentro del ttír- 
rttjno, queda desierto acusándose rebeldía. 



Fallo dv la SuprtMM.» €'«■-«* 

Hueuos Aires, Abril 10 de 1802. 

Por lo que resulta del certificado que precede y de 
conformidad A lo dispuesto por el articulo 214 de la lev- 
de procedtlUieiitOS, declárase desierto el recurso de ape- 
lación interpuesto y devuélvanse los autos al Juzgado de 
su procedencia. 

BENJAMIN VlCTÓBjOA.r^ G. §• ÜE 
P ToiuiK. — Luís V. V ahela. 
— Aiiel Bazan. 
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< Al SA LXUI 



El Fisco Nacional contra Don Wenceslao Pós&e y por defrau- 
dación de impuesto* internos ; sobre competencia. 



Sumario*— Corresponde illa Justicia Pederá! entender 
en las transas sobre imposición <le pena por contraven- 
ción á la ley de impuestos internos. 



Caso. — Lo indica el 



Pallo del 4 iip* Federal 

Titcuinftn, Enero t?6 ile I*.»?. 

Autos y vistos: Considerando que la imposición de 
una multa tratándose de la recaudación de impuestos, 
es un acto administrativo: <|ue impuesta administrati- 
vamente la <|ue corresponde aplicarse, y rehusada su 



» 
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abono, recién es llegada la oportunidad de requerir la 
acción del Juez, pura hacer ¿lectivo el apremio; que no 
consta que en el presante caso, el lieeeptor señor Caste- 
llanos haya impuesto la multa de que se trata sil señor 
Don Wenceslao Posse y que éste se hubiese rehusado ¡i 
pagarla. Por tanto: fallo declarando que el Receptor 
debe proceder en el sentido iudicadu en uso de sus atri- 
buciones, llágase saber con el original. 

M/in Oliva. 



VISTA DEL SEÑOR l'liOCUIlAUOlt oKNKHAl. 

SuptfíiW Corte: 

Kl Inspector perceptor da los impuestos internos de la 
Sección 0\ pidió al Juez Nacional de Tiicuiuan. procedie- 
ra ¡i levantar un sumario sobre infracciones :i la ley de 
impuestos internos. 

Kl Juzgado no hizo lugar declarando ¡i foja 3 que sién- 
dola imposición de multas un acto administrativo, no 
corresponde su conocimiento al Juez Nacional sino cuan- 
do fuese rehusado su abono. 

El auto fué recurrido para ante V. K. por el Kecaudador 
de impuestos y Procurador Fiscal. 

Siendo esta causa idéntica á la promovida por el señor 
Inspector Castellanos contra los señores Meudc/. y Cha- 
rrone que V. E. falló en dos del corriente. le es aplicable 
la misma jurisprudencia 

V. K. se sirvió declarar que el procedimiento estable- 
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cido para la imposición de pena en los canos de contraven- 
ción por fraude,» la ley do impuestos internos, es desde 
su iniciación extrictamente judicial, atenta no solamente 
la naturaleza de la pena impuesta de inulta y arresto 
hasta un año, sino t;unl>ieu las disposiciones del decreto 
reglamentario delude Marzo de 18í)l y las de la ley de 
14 de Setiembre de 180:), en su artículo 2 o incisos -V y (i° y 
que la demanda de foja 10, como la petición fiscal de 
foja;], contienen la enunciación de los hechos y antece 
lentes necesarios para la tramitación de esta causa y la 
Itiina de diclius piezas expresa, además, haberse inter- 
puesto la demanda con la incitación de la Administra- 
ción General del ramo. 

Con sujeción ¡i estas conclusiones legales, se ha de 
servir V. E. revocar el auto recurrido y declarar la com- 
petencia del juez de Sección para el conocimiento y deci- 
sión de esta causa. 

S<ihiniimo Kíer. 

Buenos Airen. \M\ Je 1SÍ>2. 



Pullo «le la Suprem» Corle 



Muchos Aires, Abril 10 de W?. 



Vistos ; 



Considerando que el procedimiento establecido para 
la imposición de pena en los casos de contravención por 
fraude illa ley de impuestos internos.es desde su inicia- 
ción estrictamente judicial, atenta no solamente la natu- 
lezu de la pena de multa y arresto hasta un ano. sino 
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también las disposiciones del Decreto Reglamentario de 
treinta de Mar/o de mil ochocientos noventa y uno y las 
de la ley de catorce de Setiembre di: niU ochocientos 
sesenta y tres, y en su articulo segundo, inciso quinto y 
sexto. 

Que la demanda de foja primera como la petición lia- 
cal de foja tres, contienen la enunciación d.» ios hechos y 



antecedentes necesarios para la tramitación de esta causa 
y la última de dicuas piezas expresa además haberse in- 
terpuesto la demanda con la incitación de la Adminis- 
tración < ¡enera! del ramo. 

Por estos fundamentos y de conformidad á lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General : se revoca el 
auto apelado de foja seis vuelta y se declara que el Juez 
de Sección es competente para el conocimiento de esta 
causa y que dehe en consecuencia proceder ;i tramitarla 
con arreglo :i la ley. — devolviéndose los autos. 

BENJAMÍN VlCTOItlCA. — C. S. DE LA 

'Forre. — Luis V. Várela, — Ahkl 
Bazas. 



nicca — lu'iiai resolución recayó en In cnussi coutni los señores Men- 
üea > cimviinne, sobre defraudación de Impuesto» Internos 
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Don Gerónimo. Doiin Catalina y Ikm Josefa Questa con- 
tra Don Oieijari^Soto. por escrituración; sobre deser- 
ción lie recurso. 



Sumario.— El recurso 110 mejorado en tiempo, debe 
declararse desierto aCusiindosé rébeldía. 



tullo «4» I» ftaprram Corte 

Hucnos Ai res. Abril 1$ <le IKÍ>2. 

Por lo que resulta el precedente certificado, y de con- 
formidnd ¡i lo diaputóto por el articulo 214 de la Ley de 
Procedimientos, decliírase desierto el recurso de apela- 
ción interpuesto y devuélvanse los autos al Juzgado de 
su procedencia. 

Benjamín VirmnicA.— G. s. de 
la Torrr. — Luis V. Várela. 
— A\EL Ba/an. 
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CAL'»;! LXXXIII 



OOM Vírente Araoz y Ikrn Eloy Cunta contra Don Julio li. 
Zambra, por cobro (te pesos; sobre honorarios <fe 
actuar ion. 



Sumario.— El servicio de actuación en las causas ante 
los Juzgados de Sección yde los Territorios Nacionales, es 
gratuito para los litigantes, y no puede mandarse I» li- 
quidación y pago por olió» Je los honorarios <lel Secreta- 
rio, aun nombrado adhoc. 



Fallo «le la ttapivaia Corte 

Hílenos Aires, Abril 19 lie IW». 

Vistos en el acuerdo: 

Estando suprimidos por ley del Congreso los honora- 
rios de actuación para los secretarios de los Juzgados 
de Sección y de los Territorios Nacionales, en todos los 
casos y sin distinción alguna, y Inícliose así gratuito para 



¡ligantes dicho servicio, como lo es el de los jue- 
s mismos, hágase saber al Juez del Territorio del Cha- 
co que no ha podido ordenar la liquidación y pago por 
las partes interesadas de los honorarios del Secretario 
ad hoc en esta causa, dejándose abiertas las acciones á 
que tal procedimiento hubiese dudo lugar, y sigan los 
autos según su estado. Repónganse las Fojas, 

Bkn.iamin Victorica.— C. S. de 
la Torré. — Luis V. Várela. 
— Arel Bazas. 



vUh.% i.wxiy 



Contra los miembros de la mesa imcriplora de la parroquia 
de San Tehno, por infracción de la Ley Nacional de 
Elaciones. 



Sumario. — El conocimiento de haberse elévalo y 
aceptado la renuncia del Alcalde que debía presidir la 
mesa inscriptora de votos, no iustilica la inasistencia de 
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los miembros do ella, y no los exime de pena por eátci 
falta. 



Caso. — Resalta fie la siguiente 



DENUNCIA 



Seflor Juez Federal : 

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República 
Argentina» 4 1° de Noviembre de mil oeho-Menios novenl i 
y uno. reunidos los ciudadanos que suscriben, vedaos 
de la parroquia dé San Tetrao, en el atrio de esta parro* 
quia. con el propósito de inscribirse en el registro cívico 
nacional, dejan establecido: 

I o Que siendo las once a. in. no bao concurrido á insta- 
lar la ni esa inscripto ra ni el señor Alcalde, ni ni ti gu no de 
sus miembros titulares ni suplentes, á excepción del señor 
Benjamín Paz ( hijo >. 

"2 a Que el Domingo anterior tampoco hubo inscripción 
por inasistencia del señor Alcalde y titular Don Natalio 
liiddan. 

3° Que habiéndose mandado buscar ¡í sus respectivos 
domicilios á los miembros de la mesa señores Roldan, 
Cúneo y Garay. contestaron que el primero y el segundo 
no estaban en sus casas, habiéndolo visto un momento 
después al señor Roldan, Mariano Kcbasarreta. Andrés 
P. Mack Intash y Ernesto R. de la Torre, estacionado en 
la esquina délas cal les Perú y San Juan; y en cuanto al 
Señor Garay los misinos señores Kcbasarreta y Mack 
[ntash, habiendo ido á buscarlo, lo encontraron en la 



DE JUSTICIA NACIONAL 515 

esquina formada por las calles de Cochabauiba y Peni, y 
requerido por d ichos señores á objetó de que concurriera 
al atrio manifestó que no lo liada porque le constaba que 
no hnliia Akahle ni asistiría á instalarla Junta Inscriptora 
ninguno de sus miembros. 

4° Que este proceder, que se lia repelido durante dos 
domingos consecutivos, un tiene otv» dbjeto que evitar la 
inscripción de los ciudadanos de creencias políticas adver- 
sas al credo político que profesa la mayoría dé la mesa 
inscripto ra, contribuyendo ;i constatar esto propósito el 
hecho de que casi ninguno de los miembros de las agrupa- 
ciones políticas á que pertenecen ta mayoría dé los miem- 
bros de la Junta, se presentase en el al rio y el de que haya 
permanecido completamente cerrado el local del Clúb 
que esa agrupación tiene frente al mismo atrio. 

5 o Que para dejar ;i salvo los derechos que la ley acuer- 
da á l->s firmantes y coi) él propósito de que la autoridad 
4 quien corresponda tome la intervención debida aplican- 
do las penas á que se han hecho acreedores los miembros 
inasistentes de la mesa, con arreglo al articulo <Ü) de la 
Ley de Elecciones Nacionales debiendo ser en este caso 
el máximumde la pena en razón de haberse repelido la 
faltaque 10 Origina, liemos resuelto suscribir esta pro- 
testa y elevarla al señor Juez. Federal de la Capital ú sus 
efectos. 

.V. .V. Tovino. — Bernabé lloraría. — Jaatt Ho- 
norina. — s. Safíipé. ~ÚenjaniinPas (hijo). 
— Fernando Caiosi — José Rodríguez. — A . 
C?. troniini. — R. Rodríguez de ta Torre. — 
José Luis Alvarez. — L /'////.— Mariano 
Caiosi. — Francisco Rosales. 
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COMPARENDO 



En siete de Noviembre «le mil ochocientos noventa y 
uno comparecieron ante s. s. el señor Procurador Fiscal 
y los señores Don Natalio Roldan, Don Antonio Cade lago, 
Don Bartolomé Cúneo y Don Emiliano Garay, encontrán- 
dose presentes adenitis los señores firmantes de la protesta 
acompañada, d« la cual se dio lectura, se concedió la pa- 
labra al señor Demaría, quien manifestó que liaría la de- 
fensa y acusación correspondiente el doctor Clariá, quien 
no se encontraba presente en ese momento. Tomando la 
palabra el doctor Machado como abogado de los acusados 
expuso, que quería se concretase la acusación pues el 
escrito acompañado rió tenía el carácter de una acusación, 
sino simplemente el de una protesta. Kl señor Demaría 
manifestó que hacía laacusacion en su nombre y en el «le 
toóos los presentes. 

Pedida la palabra por el .señor Tori no, manifestó qiie 
debía hacer presente que respecto al Alcalde señor Cade- 
lago, entendiendo ¡i pesar de ser enemigo pol ¡tico que había 
procedido con rectitud, no hablan querido hacer acusación 
ninguna contra él por lo que se reíiere & su falta el do 
milico veinte y cuatro del pasad*», enlistándoles que se 

hallaba enfermo; y que con respecto al segundo domingo 
primero de Noviembre, debía igualmente hacer presente 
que dicho Alcalde le manifestó se sometería ála resolución 
de los abogados que quisiera consultar respecto de si 
podía ó no presidir dicho domingo la Junta Inscripto™ 
cuando había renunciado su puesto y le había ya sido 




DE JUSTICIA NACIONAL ">I7 

comunicada su aceptación y «( ue él mismo le dió la res- 
puesta *le los abogados consultados, dictando que no podía 
presidir. 

Concedida la palabra al doctor Machado, expuso: que 
dados los Antecedentes* quedaba allanada la cuestión, pues 
resultaba evidente que el no presentarse el domingo pri- 
me.ro los miembros Acusados de la mesa, lo hicieron en la 
creencia de que no halda mesa, pues no había Alcalde que 
era <4 Presidente de la mesa á quien la ley no le dalia 
reemplazante, que era un hecho notorio la renuncia y 
aceptación de la misma. presentada por ol Alcalde señor 
Cadelago, y aderntísera conocido de 1 siendo por to 
tanto inútil l;i asistencia, pues de ningún inotlo podía 
reunirse v funcionar la mesa. 

llw este estado compareció el doctor Olariá. abogado de 
la acusación, quien tornó la palabra contestando que su 
acusación comprendía también al Alcalde Como lo indi- 
caba la nota de protesta que por niptivos especiales retira- 
ba la acusación por inasistencias el domingo veinte y 
cnatrojiisistiéndo en la responsabilidad q ue correspondía 
al señor Cadelago por cuanto si bien era un hecho notorio 
que lialn'a presentado su renuncia y le había sido acepta- 
da, lo er también que aun no había sido nombrado su 
reemplazante y que por analogía podía aplicarse la dis- 
posición de los artículos 46 y 07 «le la ley de organización 
de los Tribunales de la Capital* los que disponen con rela- 
ción il Jueces dé Paz y de Mercado que deben continuar 
en sus funciones hasta que el reemplazante se haya hecho 
cargo del puesto: que esta analogiaes mds evidente tra- 
tándose de la inscripción, por ser una función de laque 
depende la paz misma de la República, siendo el propósito 
de la ley favorecería en todo sentido y que aun aceptando 
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que pudiera no asistir el Alcalde, los demás miembros 
no estaban cscusados de asistir, aunque fuera solo para 
levantar el acta en que se hicieran constar los hechos, 
facilitando de ese modo que pudiese hacerse práctica la 
responsabilidad contra quien correspondiera. 

El doctor Machado manifestó que insistía en que no 
podían reunirse los miembros de la mesa e» ausencia del 
Alcalde, ni aun para hacer el acta por cuanto sin la presen- 
cia del Jileas de Paz na había Junta constituida capaz de 
producir acto legal alguno. 

Con lo cual terminó el juicio llamándose autos por 
Juzgado y lii.. jando, previ» ratificación, todos los presen- 
tes con S. S. por ante mí, doy fé. 

Andrés ÜgaWiM.—J. M. linstillo.—J.O. Macha- 
do. — /'. M. Clarid.— Andrés Cadefai/o. — 
Fernando Catosi. — Natalio fío/dan. — Per- 
nahe lien/arta. — Emiliano üaray.—B. Cú- 
neo. — J. M. fíonine. — M. A\ Tocino, — 
Mi Catan¡/. — Andrés p. M. latos. — Fran- 
cisco p. Rosales* — Domingo beilepiune. — 
M. //. Bekagavreta» — Satitiago Báñéllu — 
Leandm Castellanos. — Victorino Hernán- 
dez. — Igtiácio Gomales. — pablo E. Paygi. 
Juan Válete. — Pedro Cúneo — José M. La- 
pren. — Ante mi: Daniel Tedin. 
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1 alio tM 4nez Federnl 

Buenos Aires, Noviembre n dé 1^1. 

Y vistos: éstos autos iniciados por varios vecinas de la 
parroquia de San Tetrao contra los miembros déla mesa 
inscriptora de dicha parroquia señprés Don Antonio Gá- 
délagó, Don Natalio Roldan* Don Bartolomé Cúneo y 
Don Emilio Garay. por hala r infringido la Ley Nacional 
dé Elecciones no asistiendo, sin causa justificada, d des- 
empeñar sus fundones— Y considerando: 

1" Que si bien la acusación comprendía al principio la 
falta de asistencia de los expresados señores, los. dias 
veinte y cinco de Octubre y primero de Noviembre, en 
el ¡u to del juicio verbal á que fueron convocadas las par- 
tes, desistieron los acusadores según resulta de fojas... de 
la acusación por el primero de aquellos días, mantenién- 
dola en cuanto al segundo, por lo cual el Juzgado debe 
limitarse á resolver este punto y limitarse igualmente ;i 
resolver si son justificadas ó no las razones alegadas por 
los señores Cúneo. Roldan, Garay y Cadelago para expli- 
car su inasistencia dicho dia al acto de la inscripción 
desde el momento que el hecho mismo de no haber 
concurrido, lia sido reconocido expresamente por ellos. 

'2 o Qué los tres primeros sólo han alegado que no asis- 
tieron por tener conocimiento que tampoco asistiría el 
Alcalde Cadelago por haber presentado y haberle sido 
aceptada su renuncia, razón queel Juzgado no puede acep- 
tar como justificativo, porque la mesa inscriptora puede 
funcionar aun sin la presencia del Alcalde, bastando para 
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ello una simple mayoría de sus miembros, pues es déla 
naturaleza de todo cuerpo colegiado el que pueda desem- 
peñar sus funciones con la mayoría de sus miembros, 
eiitodo caso en que expresamente no se dispone de otra 
manera por la ley de su creación pues lio es dable suponer 
que la imposibilidad real ú la mala voluntad de un nú- 
mero reducido de sus miembros impida el funcionamien- 
to regular del cuerpo entero. 

Esta consideración es tanto más aplicable al caso de las 
Juntas inscriptoras, ya por las delicadas funciones que 
tiene que desempeñar dentro de un preciso y perentorio 
término, cuanto porque no siendo la misma .Imita sino 
otra autoridad completamente ajena á ella laque conoce 
dicha renunció de los Alcaldes, quedaría al arbitrio 
de esa autoridad extraña el disolver ó nulificar por lo 
menos la acción de las Juntas inscriptoras frustrando 
así los propósitos evidentes de la Ley, que no son otros 
que rodear la elección y sus actos preparatorios de toda 
la amplitud y libertad de función tan delicada y funda- 
mental, como es la electoral. 

3° C¿ue por esta misma razón y no concurriendo el Alcal- 
de, era muebo más estricta para los miembros restantes 
la obligación de asistir para subsanar la>lla tío aquel, 
evitando asi que dejara de funcionar la mesa y por otra 
parle han debido concurrir aúnenla hipótesis de que la 
mesa no pudiera funcionar sin la presencia del Alcalde á 
linde levantar y suscribir el acta correspondiente para 
establecer la responsabilidad de quien correspondiera, 
no podiendo eximirse de este deber bajo pretexto ó razón 
alguna. 

4 o sMie respecto del Alcalde señor CadelagO, lia mani- 
festado ¿sie en el j ttiCió verbal de fojas. . . que no asistió 
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por haber renunciado su puesto y haberle sido aceptada 
su renuncia, hecho reconocido por exacto por los mis- 
mos acusadores, por lo que debe considerársele romo 
cesante en sus funrionesy por limitadas éstas illa obliga- 
ción de hacer entrega de los registros que aun conservaba 
en sft poder, Obi i gacion (jtW por su parte estuvo dispues- 
to;! cumplir, según lo aürraaen el mismo acto del juicio 
verbal, sin contradicción de la otra parte, por lo cual el 
-I u/gado debe aceptar el hecho COMIO cierto y por exento 
de responsabilidad en consecuencia al señor C&delago- 
Por estos fundamentos: él Juzgado absuelve de la acu- 
sación instaurada contra el Alcalde Don Antonio Gftdelagó 
y declara justificada solo lá deducida contra los señores 
Don Natalio Roldan, Don Bartolomé Cúneo y Don Emilia- 
no <iaray; y teniendo en cuenta las causales alegadas por 
éstos, no se hace lugar al máximum de la pena pedida 
contra ellos; y de acuerdo al artículo 69 déla Ley .le 
Elecciones se condena á rada uno al pago de una 
multa de cincuenta pesos Inertes, la cual según lo estable- 
cido por el artículo 70 de la misma ley. será destinada 
al fondo de escuetas de la Capital. Hádase saber y iiOii- 
fiquese original. 

Aivlres L'gartiza. 



VISTA OKI. SKÑolt PROCURADOR GENEUAL 

Suprema Corte : 



Los señores Roldan* Cúneo y Garay han interpuesto 
recurso de apelación contra el auto del Juez Nacional 
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de foja 11 que les impone una multa por inasistencia ¡i 
la mesa inseriptora de la Parroquia de San 'Felino. 

Resaltando reconocido que los recurrentes eran miem- 
bros de la mesa inseriptora y que no concurrieron á 
formarla en uno de los domingos designados por la ley 
que el Alcalde Cadelago no asistiera por haber renuncia- 
do el cargo, no es excusa legal cuando aquellos asistien- 
do podían formar (tiesa á los objetos de su instalación. 
Encuentro que el auto recurrido es arreglado á lo p»'es- 
criptoen el articulo tiíl de la Ley di 1 Klecciones Nació 
nales. 

Por ello y los fundamentos del auto recurrido pido á 
V. E. su continuación. 

Hílenos Aires, \Uv\\ «i de 1S92. 

Sabiniano Kim 



Fallí» «le la Suprema Corte 

Blienoa Aires, Abril 21 de 1892. 

Vistos: 

Considerando: que la excusa alegada por los acusados 
dé haber tenido conocimiento anticipado de que el Alcal- 
de respectivo no concurriría ¡i presidir la mesa calificado- 
ra de que hacían parte; lio justifica su inasistencia al acto 
ni los exime de responsabilidad penal por su falta, pues 
aun siendo cierto aquél hecho fué de su deber concurrir 
y no pudieron dejarlo de hacer teniendo como tenían á 
mi Cargo proveer A todas las diligencias necesarias para 
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evitarla suspensión de su cometido con arreglo silo dis- 
puesto por el articulo veinte y nueve de la ley de la mate- 
ria, de estricta aplicación por su naturaleza á las mesas 
encargadas de presidir la calificación. 

Que en virtud de esta disposición, si consideraron esen- 
cial la asistencia dé) Alcalde para Ja for mación de la mesa 
á su cargos pudieron y debieron requerir la asistencia del 
funcionario reemplazante de aquel, y adoptar todas las 
demás medidas necesarias para salvar el inconveniente de 
su inasistencia. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sen- 
tencia apelada de foja once y vista del señor Procurador 
General de foja veinte yciuco, que demuestran que esen- 
cial ó no la asistencia del Alcalde á la instalación de la 
mesa calificadora, los acusados estuvieron en el deber im- 
prescindible de hacerlo por su parte, se confirma con 
costas a.juella seutencia; y en oportunidad devuélvanse 
estos autos. 

Benjamín Victoiuca.— C. S. de 
la Torre, — Luis V. Vaukla. 
— Abel Bazan. 
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t'AlS.V LXXXV 



Don Miguel A. Paez contra el Presidente y un miembro de 
la mesa inscriptara de votos , en tu parroquia dé tu Pie? 
dad; sobre infracción de Id lél» náéiónaldé eleeeiones y 
desistimiento de ta acusar ion. 



Sumario. — 1*. La lnft«lc6ipil dfl ' íl ''-V nacional » ic eleccio- 
nes coastitin o un delito público, cuyo juicio debe seguir, 
aunque el acusador particular desista «le la acusación. 

2*. La resolución por la cual la mayoría de la mesa ins- 
criptora de votos dispone que se haga la inscripción de 
cada mi" de los partidos concurrentes al acto, lijando un 
turno, no es contraria á la ley nacional de elecciones, 
Cuando no resulta que se haya dictado para obstruir la 
inscripción, 



Caso. — Lo indica el 
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frailo iU\ «fue* Federal 

Buenos Aires, Noviembre 35 tic 1891. 

Vistos: estos autos iniciados por demanda de don Mi- 
guel A- Páez contra los inieíhbfbs de la mesa inscripto™ 
de la parroquia de ¡a Piedad, don Jos.' G. Soto y don Alber- 
to Gelly. Presidente y Titular respectivamente de la misma, 
por infracción á la ley dé elecciones nacionales, de los 
cuales resultan: 

Que á fs. t2 se presentó el señor Paez acompañando co- 
pia de una protesta presentada ante la mesa de la Piedad 
en veinte y cinco de Octubre con motivo de haber resuelto 
la mayoría de esta, formada por los señores Soto yGe¡-y. 
que los ciudadanos se inscribieran en tres grupos dis- 
tintos, por reconocer la junta quede esa manera quedaban 
igualmente representados los partidos. Kl demandante 
agrega que esa resolución esviolatoria de la ley de elec- 
ciones, la cual no distingue ni clasifica opiniones políti- 
cas para la inscripción, y perjudica además (09 intereses 
del partido Aqtié pertenece por cuyo motivo pedía: sede- 
clare nula en oportunidad la expresada resolución y 
se aplique ;í los demandados él máximum de la pena esta- 
blecida pon-I art. 69 de la ley nacional de elecciones. Con 
este motivo el Juzgado convocó las parles & juicio verbal 
habiendo tenido lugar el que corre de fs. á fs. de 

estos autos, con las exposiciones de los doctores Balaija, 
Fenvyra ( ortos y Morel, patrocinantes de cada uno de 
aquellos. 
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Y considerando: 

Que la clasificación de los ciudadanos que se presentan 
á inscribirse por grupos correspondientes á los diferentes 
bandos en que se halla dividida l¡i opinión en un momen- 
to dado, tiene tendencias contrarias á los propósitos de la 
ley, contri buyendb dé una manera eficaz y decidida á las 
exclusiones odiosas y parcialidad de las mesas y á los des. 
órdenes en los atrios durante la clasificación é inscripción. 

l¿ne la disposición del art, 31 de la lev de elecciones na- 
cionales, Si bie relativa al acto de la elección* tiene su 
razón de ser y debe ser aplicada al caso de la inscripción , 
¡mes el uso de papeles de diferentes colores en los boletos 
no responde á otro propósito que á la organización de 
bandos que mirándose como enemigos y sabiéndose apa- 
vados cada uno de antemano por los demás qué llevan 
sus colores, están dispuestos en i'ada momento á producir 
desórdenes ó conllictos sangrientos, pues la ludia electo- 
ral que no debe salir del terreno cívico, se coloca en cierto 
sentido en el terreno militar, con jefes, banderas y demás 
siglos propios para el combate, la parcialidad de la mesa 
empieza en el hecho mismo ¡lo que en cada cago saben 
de antemano el grupo político á que pertenece cada iris- 
cribendo, di* tal manera que sus resoluciones más que din 
gidas & juzgar el individuo que se pr&enta lo son al grupo 
mismo por el (pie viene apoyado para inscribirse. 

Que además, ta clasificación deÍ6s diferentes míticos 
de la opinión en un momento dado, no puede ser hecha 
con imparcialidad y si aun con conocimientos de causas 
por las mesas iuscriptoras. por la p rliofa ni por otra auto- 
ridad alguna quedando en tal caso únicamente la arbitra- 
riedad como regla de criterio. 
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Que en el presente caso, la división en tres grupos es 
completamente arbitraria y sólo responde á la moderación 
de las mesas que lian limitado su criterio y superioridad 
;í hacer inscribir cuatro individuos de un partido por «los 
del Qtro».cuaiid6 con solo dividir los asistentes en veinte 
grupos hubieran podido obtener una inscripción de dos 
por treinta y ocho respectivamente. 

(¿ue el art. de la Ivy de elecciones establece como 
infracción que puede ser penada todo acto aun no clasifi- 
cado cuino punible por las leyes siempre que fuere tal QUO 

tienda ¡i perturbar su ejecución, no pu di en do menos de 
Considerarse romo tal el fraccionamiento arbitrario de 
los ciudadanos en grupos de colores distintos. 

por estos fundamentos y no resultando «' - las constan- 
cias de autos mérito bástante para la aplicación del máxi- 
mum «le la pena establecida por el art. <;íi de la ley de la 

materia, se resuelvo condenará los señores José < '. Solo y 
don Al borto Gelíy á ta pena do cincuenta pesos fuertes de 
multa, losqiie serán aplicados, de acuerdo al ftrt. 70 déla 
ley. al fondo «le escuelas «le la capital, Hágase saber á las 
partes, y notiffquese con él origi lial . 

A/u/res Ugmriza, 

DKSIST1MIESTO 

Bueno* Ahvs, Kehrero 10 de 1802. 

B&cmtt. Gor(« Suprema. 

Miguel A. Pac/- en los autos seguidos contra los miem- 
bros de la mesa inscripto™ de la parroquia de la Piedad á 
V. K. expongo : 
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Que vengó á desistir dé la acción entablada contra di- 
chos señores, por no tener interés dada la circunstancia de 
haber obtenido él triunfo moral. 

Sírvase V. E. nsí resolver por ser justicia. 

MiyHfl Á ftioz. 



VISTA WA. SKNOh VIH «THMm.H GENE1UL 



Suprema Corte : 

parece que la ley de elecciones hubiera querido atribuir 
carácter de delitos públicos á lainfracción de susdisposi- 
clones, cuando por el art. 71 autoriza el conocimiento su- 
mario á requisición del Ministerio Público ó de cualquier 
ciudadano. 

Eh tal caso, requerido el castigo y dietada ya la senten- 
cia que lo impone pienso qué nó es procedente un desis- 
timiento, fundado, no éii el reconocimiento del derecho, 
sino en el triunfo moral, qué es un hecho ageho á los mó- 
viles legales de la acusación y sentencias pronunciadas. 

Por ello opino que V. K. no debería hacer lugar al desis- 
timiento del acusador y mandar corran los trámites del 
recurso de apelación ya otorgado. 

Buenos Aires. Marzo 16 <le 1802. 

Sabiñiam Kier. 
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Buenos Aires. Marzo 19 de 1802. 

De conformidad á lo expuesto y pedido |>or el señor 
Procurador General y á lo dis puesto por el art. 15 de la ley 
de procedimientos^ corran los autos según su estado* 

BENJAMIN VlCTORICA. — Q. S. DE 

la Torre. — Luis V. Várela. 
—Abel Bazas. 



VISTA DEL SESO!» PROCURADOR GENERAL 



Supremo Corle : 

En esta causa se han instaurado contra la resolución 
de foja 14. los recursos de nulidad y apelación. 

Fúndase el primero en la notoria violación de la ley elec- 
toral ; esa violación enunciada en conjunto, no se ha ex- 
presado en niuguno de los detalles que la induzcan ; y ob- 
servado el procedimiento y la lata audiencia acordada á 
los demandados, «1 llamado de autos y la exposición fun- 
dada de la sentencia, queda desvirtuado todo fundamento 
de nulidad en un juicio que es por su naturaleza sumario. 

¡a 

T. XVII 



. - - « - 
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Opina en consecuencia por la inadmisión de este re 
curso; 

En: raudo entonces, al fondo de la causa, encuentro que 
la penalidad impuesta por la sentencia i* los miembros de 
laiuesa ¡nscriptorade la parroquia de la Piedad, procedo 
de haber Ruellos dividido en grupos la concurrencia á 
la inscripción. 

Se ha atribuido á está di visión él carácter do infracción 
dolosa, pero ni de las constancias «le autos, ni de las pres- 
cripciones ilela ley electoral. resulta justificada. 

Én épocas de elecciones abitadas, se ha arribado algunas 
veces por las mesas, aun coa el asentimiento dé los parti- 
dos en lucha ti separar los grupos, no con el objeto de de- 
finir partidos políticos, ni banderas contradictorias, ten- 
dentes á producir los fioiUüctos sangrientos que expresa 
la sentencia, sino más bien, con la de evitar una aproxima- 
ción tumultuosa y facilitar el acceso sereno y ordenado 

tiricia las mesas. 

A eStehecllO de iá separación, no puede atribuirse '/ 
piiovu una intención dolosa cuando en los autos nada 
la justifica. 

TamROCO puede presumirse de los términos de la ley 
electoral. 

Ella determina expresamente las transgresiones sujetas 
á pena, y e| art. #>1» al autorizar al Juzgado para aplicar 
penas discrecionales, serelieré siempre á las infracciones 
de la presente ley que no tengan pena especial . 

Como el hecho inicial do la présenle causa no --stá in- 
cluido en ninguna de las infracciones previstas en la ley 
electoral, ni tiene en si misma el carácter doloso qne so 
le ha atribuido* pero que no resulta de las constancias de 
autos, no debe ser materia de imposición dé pena, con su- 
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¡ocion al art. <ií» de la ley de elecciones;, I o de la ley de 
proceciimientos en lo criminal y 'i<; ilel Código Penal. Pido 
or ello áV. K. si? sirva revocar la sentencia recurrida. 

Bueno* WreSi Abril úh 

Sabiniano Kiér. 



I'iftllo «|«- I» Sii|»ri-iiiit <nrt«* 

Buenos Aires, Abril ¿\ 

Vistos: 

Considerando que las mesas cali ticadoras, i<» mismo que 
las receptoras de votos en las elecciones nacionales, tienen 
á su cargo por la ley y por la natural. xa misma de sus fu li- 
ciones la conservación del orden y policía en la asamblea 
electoral romo la de resolver t<>'la> las dificultades qi*e se 
susciten relativamente ¿¡ la inscripción ó á la emisión del 
voto y orden de admisión de los votantes, consultando el 
espíritu dd la ley y las mayores facilidades para la traii- 
i|Mila y ordenada expedición de los sufragios. 

tiue dentro «Iroslas facultades, se halla natural mente la 
de lijar un turno pnrn la inscripción de los miembros • i #* 
Cada uno de los partidos concurrentes al neto* á fin de 
evitar en él. ti 1 ropel los y desórdenes y procurar la mayor 
igualdad vu e] ejercicio del derecho de los individuos «le 
cada bando. 

Que regular >'» irregular por otra parte la conducta de la 
junta en el presente caso, no apareciendo que haya tenido 
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por fin ni por efecto obstruir la inscripción de ciudadano 
alguno ni que por t;il medio hayan quedado personas sin 
inscribirle, no ha podido ejercer inlluencia alguna sobre 
el resultado de la inscripción ni puede crear responsabili- 
dades penales para sus miembros. 

Por éstOs fundamentos y los contenidos en la precedente 
vista del señor Procurador General, se revoca la sentencia 
apelada de foja catorce y se declara á los acusados libres 
de responsabilidad $ü esta eausa; y devuélvanse. 

Bexjámík Victobicá.— C. S. de 
la Torre. —Luis V. V abela. 
— Abel Bazas. 



